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Resumen y Abstract V 
 
Resumen 
La tesis que se presenta aborda dos preguntas fundamentales relacionadas con la formación de 
estudios universitarios de pregrado que se imparte desde las diferentes Instituciones de Educación 
Superior, esto es, con la enseñanza del derecho. La primera de ellas se refiere a si esta formación se 
encuentra en crisis y cuáles son las principales problemáticas que la comprenden. Se sostiene que de 
manera recurrente se ha diagnosticado una crisis relacionada con la influencia determinante de las 
corrientes formalistas del derecho, pero que es necesario ir más allá; partiendo de una posición 
intermedia entre el objetivismo y el subjetivismo, se asumirá que existen ciertas problemáticas que 
deben afrontarse partir de una discusión que involucre un concepto de derecho, y que avance en la 
descripción de la connotación negativa de corrientes teóricas formalistas y en la utilización de una 
noción instrumental del derecho. La segunda pregunta se refiere a qué retos se exponen actualmente 
respecto de las problemáticas señaladas, para lo cual es fundamental empezar por comprender el 
derecho de una forma diferente a las nociones tradicionales, superando las limitaciones de una noción 
instrumental, y señalando la conveniencia de una noción intermedia a la manera de “campo jurídico” y 
sus posibles implicaciones en la enseñanza del derecho.  
 
Palabras clave: Educación jurídica, Formación jurídica, Sistemas jurídicos, Derecho.  
 
 
Abstract 
 
This thesis focuses on two fundamental questions concerning the training of university education that 
is imparted from the different institutions of higher education, that is, the legal education. The first 
concerns whether this training is in crisis and what are the main problems that it comprises. Here, it is 
argued that it has been recurrently diagnosed a crisis related to the determining influence of the 
formalist current of law, but also it states that it is necessary to go beyond. Starting from an 
intermediate position between objectivism and subjectivism, it is assumed that there are certain issues 
that must be addressed from a discussion involving a concept of law, and advance in the description 
of the negative connotations of formalistic and theoretical trends in the use of an instrumental notion 
of law. The second question is related to what challenges have been exposed now because the  
mentioned problems; for this,  it is essential starting to understand the law in a different way to 
traditional notions, overcoming the limitations of an instrumental notion, pointing out the 
convenience of a intermediate idea how to "juridical field" and its possible implications for legal 
education. 
 
Keywords: Legal education, legal systems, Law 
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 Introducción 
De acuerdo con la información del Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la 
Judicatura de Colombia1 para febrero del año 2011 se encontraban inscritos en ese Sistema 199.630 
abogados, y sólo en el año 2010 se expidieron 11.445 tarjetas profesionales de abogados. En este 
mismo sentido, diferentes investigaciones han mostrado el considerable aumento en el número de 
programas de derecho ofertados en Colombia, y como consecuencia de esto, el creciente número de 
aspirantes, de estudiantes y de egresados de estos programas2.  
 
Esta situación de tipo cuantitativo, que permite considerar el importante peso que sigue teniendo la 
formación jurídica en nuestra sociedad, parece chocar con la discusión que desde hace varios años se 
presenta en Colombia y en América Latina respecto del papel que los abogados, una vez egresan de las 
facultades, cumplen frente a las expectativas de la misma sociedad3, y que involucra un análisis 
respecto de la calidad de este tipo de formación.  
 
De esta manera, cuando se trata de la educación jurídica en Colombia dos características resultan 
destacables. En primer lugar, el considerable aumento de su oferta; existe una cierta coincidencia en 
reconocer que una de las características de la educación jurídica es el aumento considerable en la oferta 
de programas de derecho, en su demanda y en el número de abogados que egresan. En segundo lugar, 
que el impacto de la educación jurídica en la sociedad no es el deseable; se ha mencionado 
insistentemente que la formación jurídica (Derecho como carrera y no como el reconocimiento de 
derechos subjetivos) ya no parece ser valorada por la sociedad con la misma importancia y utilidad con 
que años atrás se consideraba.  
 
Se presenta, entonces, una situación problemática respecto de la enseñanza del derecho, que no se 
presenta como una limitada oferta, sino más bien respecto del impacto que tiene en la sociedad, al 
egresar una considerable cantidad de abogados que parecen no estar a la altura de las necesidades 
sociales.  
 
                                                          
1 Consulta realizada el 14 de febrero de 2011. Consejo Superior de la Judicatura. Sala Administrativa. Registro 
Nacional de Abogados y Auxiliares de la Justicia. Esta cifra varía de día a día.  
2 SALAMANCA RAMÍREZ, Freddy Alexander. Educación legal en Colombia. Análisis cuantitativo desde una 
perspectiva histórica. En: Los abogados en Colombia. Editado por GARCÍA VILLEGAS. Mauricio. Bogotá, 
D.C.: Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. Universidad Nacional de Colombia. Primera edición. 
2010, Capítulo 5. p.103-142. 
3 Dentro de los estudios más destacados se encuentra el realizado en el año 1995. República de Colombia. 
Ministerio de Justicia y del Derecho. El abogado en el tiempo de la gente: realidad y prospectiva de la enseñanza 
del derecho en Colombia. 1995, p. 6. En términos del Ministerio “Surgen muchas dudas entonces de la capacidad 
que tienen muy buena parte de los nuevos programas para ofrecerle a la sociedad colombiana abogados 
integrales, inmersos en nuestra problemática social y realmente competentes. Ante un problema esencialmente 
cualitativo, la respuesta que en la hora presente se nos pareciera estar brindando por la universidad es 
esencialmente cuantitativo.”. Debe indicarse que la discusión sobre el papel del abogado en la sociedad se 
remonta desde mucho antes, como se analizará en la presente tesis. A este estudio se hará referencia más 
adelante. 
2 Introducción 
 
Se hace necesario precisar que esta tesis se refiere a la enseñanza del derecho en las facultades de 
derecho, específicamente en la formación del pregrado, y a su problemática, no al ejercicio de la 
profesión jurídica. Si bien la manera en que son formados los abogados en las facultades resulta ser 
uno de los elementos que incide de manera importante en el ejercicio de su profesión, la manera en 
que los abogados se desempeñan es incidida por diversos factores, el derecho que se ejerce por los 
operadores en la realidad jurídica no se limita a las herramientas dadas en las facultades4.  
 
Siendo de esta manera, la tesis pretende abordar dos cuestiones fundamentales: ¿Se encuentra la 
enseñanza del derecho, impartida en las facultades mediante programas de pregrado, en crisis, y por 
qué? Y ¿Qué retos se presentan frente a la situación descrita? 
 
La problemática planteada resulta de gran relevancia en la medida en que, lejos de una perspectiva 
pragmática en que la posible racionalidad en el ejercicio del derecho no se relaciona de manera directa 
con la racionalidad del concepto del derecho enseñada en las facultades, se considera en la presente 
tesis que si bien la formación jurídica en las facultades no es el elemento incidente único, si incide 
manera importante en la medida en que desde la formación en el pregrado se recibe de manera inicial 
un determinado concepto de derecho, que influencia la manera en que se estructuran los programas 
académicos.  
 
Si esto es así, ¿qué significa estudiar y aprender Derecho cuando no existe un concepto unívoco de lo 
que es el derecho, sino que es debatible lo que es de su competencia, cuál es su finalidad y función 
real? Sobre el objeto de investigación de la tesis resulta necesario aclarar que las preguntas señaladas se 
abordan respecto de la carrera universitaria cursada en virtud de la cual se adquiere el título de 
abogado, y que tiende a la formación de los mismos en diferentes perfiles. En tal sentido, no se 
relaciona directamente con el ejercicio de la profesión, ni con la manera en que en Colombia se ha 
compuesto o modificado el ordenamiento jurídico, ni pretende enfocarse en un estudio de un perfil 
específico de abogado, o de otro tipos de enseñanzas que pretenden la formación jurídica de la 
sociedad (a la manera de algunas teorías críticas actuales).  
 
La educación jurídica como situación problemática puede ser abordada desde diferentes perspectivas, 
en la medida en que involucra variados aspectos. Los procesos de formación jurídica corresponden 
solo a una de esas perspectivas, que a su vez involucra las variables relacionadas con el modo en que se 
desarrolla el aprendizaje, los mecanismos de evaluación, el vínculo entre  la teoría expuesta y la práctica 
misma, y de manera concreta la forma en que se enseñanza el derecho. Es comprensible que estas 
diferentes variables involucran sus actores, principalmente profesores y estudiantes, y los recursos que 
son utilizados, específicamente herramientas y métodos de pedagogía.  
 
En este amplio marco, se hace necesario delimitar el objeto de estudio. Dentro de la problemática de la 
educación jurídica interesa abordar los procesos de formación, y dentro de ellos la enseñanza del 
derecho, concretamente en su relación con el concepto del derecho que incide en la ponderación y el 
papel de sus actores y en el uso de los diferentes recursos existentes. Esto implica que no se abordarán 
de manera profunda aspectos que, siendo importantes se refieren, a los procesos de aprendizaje (que 
enfatizan en los estudiantes como actores), a los mecanismos de evaluación (que resaltan la función de 
los docentes), al ejercicio mismo de la profesión, si bien estos aspectos se relacionan con la enseñanza 
del derecho tal como se ha expuesto.  
 
 
                                                          
4 SILVA GARCÍA, Germán. “El mundo real de los abogados y de la justicia”. Bogotá: Universidad Externado 
de Colombia, Instituto Latinoamericano de Servicios Legales Alternativos. 2001. Varios de estos factores son 
abordados en esta publicación e incluyen el origen social y el perfil cultural. 
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El objeto propuesto reviste gran relevancia. La manera en que desde las facultades se forma a los 
abogados, resulta relevante tanto desde  la teoría del derecho, como para la filosofía y la sociología 
jurídicas, en su manera relacional. Diego López Medina afirma “Las teorías jurídicas relevantes (i.e., 
teorías con amplios niveles de circulación y aceptación entre los profesionales del derecho, jueces, 
estudiantes y profesores), están usualmente formadas por una red interconectada de subteorías. Cada 
una de estas subteorías le suministra a los operadores del derecho información básica y general sobre 
qué es el derecho…”, ofrecen “…una cierta idea general y abstracta sobre qué es el derecho y cuáles 
son sus características” y a la vez “…pretenden responder a preguntas básicas que el abogado litigante 
confronta en el trabajo diario”.  
 
Continúa “Una teoría jurídica que pretenda ser relevante (en el sentido de tener alta aceptación entre 
los operadores del derecho) trata de responder de manera más o menos coherente las siguientes 
preguntas de naturaleza teórica: ¿Cómo se aprende y se recuerda el derecho?...” esto corresponde a la 
subteoría “Teoría de la exposición y sistematización jurídica”5. Pero además, el fundamento de la 
obediencia al derecho y su impacto y relación con la sociedad en que se desarrolla, incide en la 
educación jurídica.  
 
Por este motivo, la educación jurídica y su problemática no involucra solamente el formal diseño de 
planes de estudios que respondan a la cuestión de qué es lo que se enseña, sino que además 
compromete una amplia, aunque posiblemente implícita, concepción de derecho en sus diversas 
variables6. Es también de esta manera que deben abordarse los retos que son expuestos.  
 
En este sentido, el primer capítulo se ocupará de referirse a la manera en que diferentes autores en 
América Latina y en Colombia se refieren a la situación de la educación jurídica, y cómo en su mayoría 
coinciden en considerar que en la actualidad es posible referenciar una cierta crisis identificada con 
determinadas causas, frente a las cuales diversas son las posibilidades de solución o los retos y desafíos 
que se deben afrontar. Es aquí fundamental recoger las consideraciones que traen los diferentes 
autores, logrando proporcionar un marco teórico que sea útil para posteriores análisis. 
 
Como se observará, en su mayoría, las características que se reconocen con connotación negativa se 
relacionan con la incidencia que corrientes de tipo formalista han tenido sobre la manera en que se ha 
estructura la enseñanza del derecho. Por formalismo o corrientes formalistas se hará referencia a 
aquellas basadas en una específica comprensión del derecho (en los términos expuestos por Diego 
López como se aludirá en esta tesis), “que piensa que no existe, al interior del derecho, una dimensión 
independiente de justicia o equidad, que el derecho es básicamente una actividad destinada a examinar 
textos preexistentes (por oposición a realidades, intereses o necesidades), que la interpretación del 
derecho produce generalmente resultados definitivos o correctos y que en el sistema jurídico no hay 
vacíos porque hay formas cognitivamente razonables de llenarlos”. En este sentido, por formalismo 
                                                          
5 LOPEZ MEDINA, Diego Eduardo. La conciencia jurídica clásica: Escuela de la Exégesis y Jurisprudencia de 
Conceptos en el derecho civil colombiano. En: Teoría impura del derecho. La transformación de la cultura 
jurídica latinoamericana. Bogotá: Legis – Universidad de los Andes, Universidad Nacional de Colombia, 2009. 
p.145-146.  
6 Las problemáticas propias de Validez, Legitimidad y Eficacia no se analizan desde un único punto de vista, y es 
pertinente un estudio relacional de ellas. MEJÍA QUINTANA, Oscar. Elementos para una reconstrucción del 
estatuto epistemológico de la filosofía del derecho. En: Revista Pensamiento Jurídico. Bogotá, D.C.: Facultad de 
Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. Universidad Nacional de Colombia. 2006, no. 16. p.171-206. En la 
actualidad no es posible abordar estas tres problemáticas de una manera aislada, de manera monodisciplinaria, 
sino que es necesario analizar desde las diferentes ópticas las relaciones cercanas de estas, de manera trans o 
interdisciplinaria.  
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debe entenderse la aplicación y observancia en la enseñanza del método recomendado por estas 
escuelas características, y no la desatención de las formas y de su importancia para las sociedades7. 
 
Una vez identificadas las diversas variables de las problemáticas de la enseñanza del derecho, se 
pretende analizar cómo para algunos autores ellas son indicativas de crisis y cómo para otros en 
realidad hacen parte del ajuste normal de las diferentes disciplinas. En este sentido, se abandonan las 
posiciones fatalistas que se limitan a diagnosticar una situación de crisis, y de aquellas que asumen un 
normal desarrollo. Se pretende reconocer que existen problemáticas que deben ser afrontadas 
adecuadamente por los diferentes autores más allá de discursos vacíos que diagnostican una situación 
de crisis.  
 
Ahora bien, partiendo de una consideración de crisis como la propuesta, se pretenden relacionar las 
problemáticas actuales del concepto tradicional del derecho con sus implicaciones en la formación del 
pregrado, para señalar desde allí una retos que son fundamentales. En este sentido, discusiones 
metodológicas o pedagógicas que desconozcan la discusión sobre el concepto de derecho resultarían 
insuficientes. El capítulo segundo de la tesis se ocupará de estos aspectos, fundamentado en tres 
principales crisis que se relacionan con el concepto tradicional del derecho, para lo que se retoman los 
aportes de Carlos Morales de Satién.  
 
Las limitaciones de la enseñanza del derecho incidida por corrientes de tipo formalista, y las críticas a 
la noción del derecho propio de las mismas, no es algo novedoso en el estudio de la enseñanza del 
derecho. Muchas de estas críticas fueron reconocidas y afrontadas por el Movimiento Derecho y 
Sociedad de los años 70, implementado en Latinoamérica y de manera particular en Colombia, y 
fundamentado en una noción instrumental del derecho. Pese a esto, la enseñanza del derecho 
impartida en las facultades continúa hoy en día asumiendo una situación problemática de similares 
características. Las características del Movimiento, y su fracaso serán estudiadas en el capítulo tercero 
de esta tesis, fundamentado en documentos publicados en virtud del desarrollo del Movimiento, y en 
otros documentos posteriores a su fracaso.  
 
Finalmente, en el capítulo cuarto se pretende ofrecer una perspectiva que permita ofrecer salidas de 
solución a las señaladas problemáticas de la formación de los abogados en las facultades. En este 
sentido se valora la conveniencia de una noción de derecho como campo, y los avances desde las 
teorías sistémicas. Para el caso colombiano, en particular, se hace referencia a un avance que se ha 
pretendido hacer desde el plano normativo que no ha dado efectivas soluciones y que es muestra de la 
influencia de las corrientes formalistas que pretenden considerar el mundo del derecho abstraído de la 
realidad social.  
 
El desarrollo de esta tesis se hará a partir de un enfoque interpretativo, es decir con una metodología 
cualitativa, y de análisis conceptual. Aunque el objeto de esta tesis no es realizar una investigación 
empírica, si bien se hace referencia a los estudios existentes en este sentido, se pretende proporcionar 
un piso teórico que permita que la problemática de la enseñanza del derecho se aborde desde una 
opción diferente a la basada en las opiniones del autor (lo que explica las variadas citas bibliográficas a 
lo largo de su desarrollo).  
                                                          
7 En una perspectiva muy diferente a la aquí señalada, Claude Lévi-Strauss ofrece en su compleja obra 
interesantes aportes respecto de la importancia de las formas y estructuras para las sociedades. En similar sentido 
puede estudiarse la importancia de las formas en la enseñanza del derecho a partir de los aportes contenidos en 
“La unidad del orden jurídico y el estudio del derecho “, del profesor Ernesto Pinilla Campos, publicado por la 
Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales de la Sede Bogotá de la Universidad Nacional de Colombia. 
1999. 
  
 
1. Capítulo 1. Sobre la crisis de la enseñanza del 
derecho 
¿Se encuentra la enseñanza del derecho, impartida en América Latina desde sus facultades mediante 
programas de pregrado, en Crisis? Si es así, ¿qué tipo de crisis enfrenta y que la origina?  
 
En el contexto latinoamericano diferentes autores que se refieren a la enseñanza del derecho lo hacen 
relacionándola con una situación de crisis. En este capítulo se hará referencia a la consideración de 
crisis, pretendiendo abandonar discursos demagógicos a este respecto, y ofreciendo una comprensión 
que pueda ser útil para posteriores análisis. En segundo lugar, se presentará un marco teórico a partir 
del cual se analizan las problemáticas que son asociadas a crisis, el cual resulta importante dado que 
para la elaboración misma de esta tesis se evidenció la falta del mismo (estas problemáticas se 
sintetizan en el Anexo ubicado en la parte final de la tesis). Por último, se hará alusión al panorama del 
caso colombiano, pretendiendo orientar una adecuada discusión para el caso. 
1.1 Sobre la consideración de crisis  
Como se observará en el marco teórico expuesto en el aparte siguiente, puede considerarse un lugar 
común afirmar que en América Latina la enseñanza del derecho impartida desde las facultades se 
encuentra en crisis. Adicionalmente, a partir de allí, es posible afirmar que esta consideración no es 
novedosa, sino que de tiempo atrás se ha manifestado esta consideración. 
Dado lo anterior, conviene preguntar si esta situación es el resultado de un objeto en el que es 
inherente la condición de crisis, lo que se traduce en una situación insuperable, o si en lugar de ello se 
trata de la valoración de los sujetos que abordan la situación de la enseñanza del derecho. En otras 
palabra, ¿la crisis debe estudiarse desde una perspectiva objetivista o desde una subjetivista?, y a partir 
de allí si la crisis de la que se habla es inherente a la manera en que está constituida la enseñanza del 
derecho o inherente al sujeto que lo estudia ¿De qué tipo de crisis se trata? 
Cómo entender que un mismo objeto de estudio, la enseñanza del derecho en los términos indicados, 
sea considerado por unos autores como en crisis, pero por otros como en un momento de adecuación 
propio de todo que sucede en la realidad (personas, disciplinas, ciencias, etc.), fruto del normal avance, 
pero que no conlleva a considerar una situación de crisis.  
Se pretende en esta tesis, señalar que resulta tan improductiva una consideración vacía de crisis, como 
una que desatienda las problemáticas que se consideran la constituyen. En este sentido, ¿a qué hace 
referencia la consideración de un momento de crisis? Harold Berman8, al referirse a la tradición 
jurídica occidental y a la civilización occidental en conjunto, afirma que están sufriendo “una crisis 
                                                          
8 BERMAN, Harold Joseph. La formación de la tradición jurídica de Occidente. (Título original: Law and 
revolution. The formation of the western legal tradition). Traducido por Mónica Utrilla de Neira. México: Fondo de 
Cultura Económica, 1996. ISBN: 9681645618. Específicamente en lo que expone en su prólogo y parte 
introductoria. p.7-56. 
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mayor que ninguna anterior”, sin embargo, deja claro que esto “no es algo que pueda constatarse 
científicamente. Es algo que se conoce, en última instancia, por intuición…”9 
¿La crisis existe de manera independiente de su denominación y del sujeto que la observa, o existe por 
las palabras que la enuncian y no en la realidad, como construcción de los sujetos?  
Esta discusión nos lleva a abordar las posiciones opuestas que en las diferentes disciplinas se 
encuentran en lo que a la relación sujeto y objeto se refiere; existen posiciones que consideran que el 
objeto existe con independencia del sujeto que lo observa y estudia, y por tanto estiman la existencia 
de la realidad cognoscible tal como es, sobre la que el sujeto solo hace un registro; otras posiciones 
consideran que el objeto es lo que el sujeto ve y dice que es, y por tanto la realidad es afectada por la 
intervención del sujeto. Estas posiciones se conocen como objetivistas y subjetivistas, respectivamente.  
Rafael Ávila Penagos, como ejemplo de esta oposición postural y de una opción intermedia propuesta 
por Pierre Bourdieu, haciendo referencia a la relación entre educación y cultura, afirma “Lo que parece 
inicialmente atrayente de la obra de Bourdieu es que él intenta trascender esta aparente antinomia, 
acercando las teorías genéticas del conocimiento y del mundo simbólico (estilo Piaget, por ejemplo), a 
las teorías fisicalistas de la Sociología que se han concentrado en el análisis de las estructuras materiales 
de una formación social (al estilo, por ejemplo, de Marx o Lévi-Straus y sus equivalentes en el campo 
de la lingüística, como es el caso de Saussure)”10. 
De manera similar, en esta tesis se propone la conveniencia de asumir, en lugar de estas posiciones 
contrarias, una posición intermedia que en la consideración de crisis contemple tanto el papel del 
objeto, la enseñanza del derecho, como del sujeto, quien la valora. En este sentido, para la abordar las 
problemáticas que hoy enfrenta la enseñanza del derecho se considera que existen fenómenos 
evidenciables, tales como aquellos resultantes de estudios empíricos según los cuales existe una 
fractura entre la formación de los abogados y su ejercicio en la sociedad, pero que la manera en que se 
describen esos fenómenos involucra al sujeto investigador. 
De tal manera, existen hechos contrastables que indican una problemática en la enseñanza del derecho 
impartida en programas de pregrado en América Latina (no en un mundo de la ideas), pero que se 
catalogan como crisis luego que se forma una creencia generalizada (no todo en un mundo de realidad 
objetiva)11. Así, se presenta una dificultad para convencer, sin lugar a opiniones contrarias y mediante 
pruebas contrastables, que existe o no una crisis en la Enseñanza del Derecho, lo cual no implica 
desconocer los factores reales de afectación.  
En este orden de ideas, a lo que se hará referencia en esta tesis es a una serie de fenómenos que 
acontecen y que enfrentan la manera en que se ha concebido y desarrollado la enseñanza del derecho, 
las cuales es posible asumir como crisis. Estos mismos fenómenos, para algunos, harán parte de la 
continuidad propia del “crecimiento” o desarrollo de la enseñanza del derecho, en la manera en que se 
ha dado12; para otros, afectarán sustancialmente su sentido, generando una serie de rupturas 
fundamentales. Esta segunda creencia es la que se asocia con la condición de crisis, y que obliga a 
afrontarla adecuadamente.  
                                                          
9 Ibíd. p. 44.  
10 AVILA PENAGOS, Rafael. "Las relaciones entre la educación y la cultura en Pierre Bourdieu" En: Revista 
Colombiana de Sociología, Universidad Nacional de Colombia. 2002. Vol. VII, No. 1, Bogotá. 
11 Esta posición se sostiene en MORALES DE SETIÉN RAVINA, Carlos. Tr. Estudio preliminar y traducción. 
En: BOURDIEU, Pierre. La fuerza del derecho (Título original. The force of law: towards a sociology of the juridical field) 
/ Pierre Bourdieu, Gunther Teubner; Bogotá: Siglo del Hombre Editores, Facultad de Derecho de la 
Universidad de los Andes, Facultad de Ciencias Jurídicas de la Pontificia Universidad Javeriana, 2000. Nota 4, p. 
19. Colección: Nuevo pensamiento jurídico. ISBN: 9586650294.  
12 BERMAN, Harold Joseph. Op. Cit. p. 16. Usando la metáfora según la cual las sociedades y las instituciones 
pueden crecer y se desarrollarse, o decaer y morir.  
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Así las cosas, el ámbito de intervención en la problemática de la enseñanza del derecho involucrará no 
solo al objeto de estudio, y en esta medida las reformas por sustanciales que sean resultarán 
insuficientes frente a la consideración de crisis, sino que además involucrará a los sujetos que se ubican 
frente al objeto.  
Ahora bien, la situación de crisis en la Enseñanza del Derecho suele mostrarse desde una perspectiva 
de disyuntiva entre una educación con predominancia del cientifismo y una con enfoque en el 
profesionalismo13, en otras palabras ¿se forman juristas o se forman abogados? Desde esta posición, la 
pregunta sobre si la Enseñanza del Derecho se encuentra en crisis, se plantea frente a la problemática 
de ¿cuál es el perfil deseable de los abogados?, uno enfocado en lo práctico o uno enfocado en lo 
teórico, y su solución se expresa en estos mismos términos.  
Se pretende, en esta tesis, indicar que esta discusión no puede abordarse de manera superficial, sino 
que en su trasfondo se discute el cierto concepto de derecho que de manera predominante orienta la 
formación de los abogados. Desde una perspectiva superficial, que se pretende superar, se podría 
afirmar por ejemplo que la problemática de la enseñanza del derecho en Colombia está superada 
normativamente, por lo menos de manera parcial, como se mencionará en el aparte pertinente que 
hacer referencia al panorama en Colombia. 
Dos consideraciones resultan de lo anteriormente mencionado. Cuando se trata de la crisis en la 
enseñanza del derecho que es impartida en las facultades mediante sus programas de pregrado, 
conviene señalar una posición que se aleje tanto de la perspectiva objetivista como de la subjetivista, 
ubicando de manera adecuada la relación entre el sujeto y el objeto de estudio. En segundo lugar, se 
propone que la discusión no se limite a cuál es el perfil deseado del abogado que egresa, sino que 
involucre de manera concreta la discusión sobre cuál es el concepto de derecho que en mayor grado 
influencia la estructura de la enseñanza del derecho, como se expone en el capítulo siguiente. Para esta 
discusión, como se mencionará, conviene asumir un concepto de derecho que esté en consonancia con 
la perspectiva intermedia expresada.  
1.2 Marco Teórico. La enseñanza del derecho en América 
Latina 
Rodrigo Coloma Correa14 ha planteado, en el contexto chileno, que varias han sido las deficiencias de 
la enseñanza el derecho sobre las que los distintos autores han llamado la atención. Estas deficiencias 
están relacionadas especialmente con: (a) La manera en que se han diseñado los currículos (que se 
caracterizan por un “exagerado énfasis hacia la asimilación de contenidos proposicionales o 
conceptuales, por parte de los estudiantes”, (b) la metodología de enseñanza (afirma “salvo honrosas 
excepciones -constituidas por ejemplo, por la formación en clínicas jurídicas, clases estructuradas bajo 
el método socrático, simulaciones o talleres- la forma de interacción predominante entre profesor y 
alumno es la clase magistral que se caracteriza, entre otras cosas, por una odiosa asimetría entre 
profesor y estudiantes), y (c) los mecanismos de evaluación de los aprendizajes (en sus términos “el 
                                                          
13 EISENMANN, Charles.  “Los objetivos y la naturaleza de la enseñanza del derecho”. En: Antología de 
Estudios Sobre la Enseñanza del Derecho. Witker, Jorge. Compilador. ISBN 968-36-4701-4. p. 55. Charles 
Eisenmann  se refiere a una enseñanza del derecho con fines prácticos, en contraste con la enseñanza científica 
del derecho relacionada con la cultura, para señalar inconvenientes de un modelo exclusivamente dirigido a la 
práctica. Afirma “…concordamos totalmente con aquellos que sostienen que la instrucción proporcionada en las 
facultades de derecho debería ser de naturaleza cultural o general, no utilitaria o profesional”.   
14 COLOMA CORREA, Rodrigo. El ocaso del profesor Binns: Un ensayo acerca de la enseñanza del derecho en 
Chile. Ius et Praxis [online]. 2005, vol.11, n.1 [citado  2011-04-29], pp. 133-172. Disponible en: 
<http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0718-00122005000100006&lng=es&nrm=iso>. 
ISSN 0718-0012.  doi: 10.4067/S0718-00122005000100006. 
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modelo educativo imperante asume a la evaluación exclusivamente como mecanismo de medición de 
logros y no como herramienta que, además, favorezca la producción de nuevos aprendizajes”).  
 
Este mismo autor menciona que pese a existir un reconocimiento de estas falencias, las prácticas 
pedagógicas obsoletas perviven, lo cual puede explicarse por “la carencia de un modelo educativo que 
pueda ser fácilmente visualizado como reemplazante del actualmente imperante”, y por “la resistencia 
al cambio… relacionada con una concepción de los estudiantes como recipientes a ser llenados, incapaces 
para negociar significados”.   
 
En general, como se verá adelante, el diagnóstico que se hace respecto de la enseñanza del derecho en 
América Latina coincide con la descripción del caso chileno, pero además resulta coincidente la 
explicación de la continuidad en sus limitaciones pese a la existencia de estos diagnósticos. A este 
respecto, lo que sostiene en la presente tesis es que los desafíos en los tres tipos de aspectos señalados 
involucran en su trasfondo un determinado concepto de derecho.  
 
Ahora bien, según algunos autores, las condiciones contextuales en que se desenvuelve la enseñanza 
del derecho resultan incidir de manera importante, si bien las condiciones materiales no son los 
determinantes únicos de su desarrollo.  
 
De acuerdo con Rogelio Pérez Perdomo15 “en los últimos 30 años la educación jurídica de América 
Latina ha experimentado cambios sustanciales”, la globalización ha resultado ser un importante 
elemento incidente. En general, en este contexto la educación jurídica se caracteriza por un 
“crecimiento gigantesco”, tanto en el número de estudiantes y de profesores, como en la cantidad de 
escuelas de derecho, de las que buena parte son “universidades privadas y son relativamente recientes”. 
Contrario a lo que podría pensarse, esta característica se ha valorado con una connotación negativa, 
especialmente por afectar la calidad de la formación, como se mencionó anteriormente.  
 
De la mano del crecimiento acotado, se “ha generado la creación o el fortalecimiento de los 
postgrados”, se han diversificado los tipos de escuelas de derecho, pues “un número de escuelas de 
derecho han visto también la posibilidad de ofrecer un currículo diferente con asignaturas que tres 
décadas atrás no se consideraban o eran escasamente conocidas, y se han hecho esfuerzos de 
innovación de los “métodos educativos”. 
 
Pero más allá del mundo globalizado, una determinada concepción del estado ha incidido en la actual 
estructura del derecho y específicamente en su enseñanza. Carlos Peña González afirmó16 “Es difícil 
hablar de los abogados (o de cualquier otra profesión) sin referencia al contexto histórico en que su 
labor se desenvuelve.”. 
 
“Si bien existe alguna continuidad entre los (abogados) advocaci y los iurisconsulti de la Roma Clásica 
y los abogados de la moderna organización burocrática –ambos asisten a otros en disputas públicas- es 
obvio que existen profundas diferencias surgidas del diverso contexto en que esas funciones se 
ejecutan. Lo mismo ocurre con el saber de los abogados. Hay parentescos conceptuales entre la 
retórica y la dogmática; pero se trata de disciplinas radicalmente distintas si atendemos al contexto en 
                                                          
15 PÉREZ PERDOMO, Rogelio. “Presentación”. En: La formación jurídica en América Latina. Tensiones e 
innovaciones en tiempos de la globalización. Rogelio Pérez Perdomo y Julia Rodríguez Torres. Compiladores. 
Universidad Externado de Colombia. 2006. p. 397. Este mismo autor escribió un artículo para la Revista EL 
Otro Derecho, titulado “Desafíos de la educación jurídica latinoamericana en tiempos de globalización” En: La 
educación legal y la garantía de los derechos en América Latina. El Otro Derecho número 38 de 2009. ILSA - 
Instituto Latinoamericano para una Sociedad y un derecho Alternativos. Bogotá, DC. 
16 PEÑA GONZÁLEZ, Carlos. "Notas sobre abogados y educación legal" (Borrador para comentarios) {En línea}. 
{2008} Universidad de Chile. SELA (Seminario en Latinoamérica de Teoría Constitucional y Política) Yale Law 
School. http://islandia.law.yale.edu/sela/penas.pdf. (p. 3). 
Capítulo 1 9 
 
que se ejercitan. En fin, hablar de abogados puede parecer demasiado amplio, establecido que los 
graduados en derecho –una vez que obtienen su certificación profesional- se incorporan, al menos en 
América Latina, a variadas culturas profesionales más específicas (v.gr. defensor, fiscal, juez).” 
 
En este sentido, Peña se refiere al abogado “surgido al amparo del estado moderno”, el cual se 
caracteriza por ser “un tipo de institución relativamente reciente, pero al amparo de la cual hemos 
configurado nuestra imaginación política”, que “se caracteriza por reivindicar para sí, con éxito, el 
monopolio de la fuerza y, en base a ese monopolio, expropiar a los ciudadanos el conflicto.”. “Por eso 
la jurisdicción moderna se encuentra íntimamente vinculada con la existencia de un sistema de reglas 
que estereotipan los conflictos, y a través del cual las partes deben expresar sus intereses, y con una 
organización formal que Weber, por ejemplo, caracterizó como una forma racional de administración 
de justicia… en el estado moderno… el conflicto es despojado, por decirlo así, de sus vinculaciones 
con el mundo de la vida –el mundo de la vida, como sugiere Habermas, es colonizado por el derecho- 
y, en cambio, es expresado mediante reglas y resuelto al interior de una organización.”. 
 
En este contexto, en el estado moderno, el abogado será “un experto que media, por decirlo así, entre 
la extrema variabilidad de los conflictos y la sencilla caracterización que formulan las reglas. El desafío 
para el experto legal es permitir que el sistema normativo logre acoger la extrema complejidad del 
mundo social. Esa labor –en palabras de un autor como Luhmann- esa reducción de complejidad, se 
ejercita por el experto legal utilizando un sofisticado equipo conceptual que acompaña también al 
surgimiento del estado moderno –la dogmática jurídica. La mediación de la cultura de un experto en el 
manejo del conflicto, aligera al conflicto de su compromiso afectivo y hace más previsible su 
resolución.”. 
 
De esta descripción se derivan varias de las inconsistencias de roles que puede asumir un abogado, 
cuando por ejemplo debe fidelidad al tiempo a dos intereses opuestos, pues “pertenece al aparato de 
justicia, guarda relaciones de fidelidad con él; pero, al mismo tiempo, ha establecido una relación de 
confianza con el cliente cuyos intereses y expectativas debe proteger.”. 
 
Retomando a Pérez Perdomo, aunque a diferencia de otras profesiones la profesión de abogado se ha 
mantenido a lo largo de la historia (Roma, Edad Media, Siglo de Oro español), “se puede afirmar con 
seguridad que fueron educados de una manera muy distinta, que tienen concepciones del derecho 
distintas, que atienden asuntos bastante diferentes y quienes están en relación con ellos esperan cosas 
distintas de ellos. También encontraremos enormes diferencias entre nuestro contemporáneo y un 
abogado bogotano de un siglo atrás. Su saber y quehacer social son diferentes, aunque pueden haber 
estudiado en la misma universidad”17. 
 
De manera más concreta, a continuación se hará referencia a un cierto panorama del estado de la 
enseñanza del derecho, que retoma tanto los aportes de autores que consideran existe una crisis en la 
enseñanza del derecho, como los de aquellos que reconociendo la situación contextual hacen mención 
a los elementos que plantean retos necesarios que deben ser atendidos.  
 
Como se observará, entre los autores existe una cierta coincidencia en asumir la negativa connotación 
que ha tenido la tendencia a adoptar fundamentos propios de corrientes del derecho de tipo formalista. 
Sin embargo, diferentes son las vías de solución propuestas: por un lado es posible plantear la 
superación de las limitaciones de la enseñanza del derecho, pero confiando en la utilidad del mismo, de 
otro lado, otra vía que resulta marcadamente pesimista frente a los alcances del derecho, pretende 
mostrar la existencia inherente de limitaciones en el objeto de estudio, en la medida en que el derecho 
como tal conlleva a las mismas. 
  
                                                          
17 PÉREZ PERDOMO, Rogelio. Op. Cit. “Introducción”. p. 11-28. 
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 La enseñanza del derecho en el contexto latinoamericano.  
 
En Latinoamérica es posible encontrar autores que abordan la problemática de la educación jurídica y, 
aunque con particularidades propias de su contexto, presentan similitudes respecto de la manera a la 
que se ha referido en Colombia. 
 
En Chile, la labor del profesor Carlos Peña González, ya citado, en el estudio de la problemática de la 
educación jurídica es notable. Para este autor18 existe en su contexto una crisis educacional, que remite 
no solo a abordar los inconvenientes de tipo presupuestal, central o normativo, sino que además 
implica “…deliberar acerca de cuál sentido de la Educación en un país como el nuestro”. 
 
El profesor Peña afirma “…Me parece que hoy día lo que ocurre en Chile es que ese relato de la 
Educación está en crisis. No sabemos bien si educamos a nuestros niños y jóvenes simplemente para 
potenciar nuestro capital humano, para transmitirles virtudes morales que lo hagan desenvolverse en la 
vida como mejores ciudadanos, para permitirles a los padres que les transfieran ventajas a sus hijos, o 
si acaso para transmitirles una cierta conciencia crítica que les permita reflexionar acerca de su propia 
situación. No sabemos en suma para qué educamos. Entonces recuperar la urgencia de esa pregunta 
'para qué tenemos prácticas educativas', es muy importante en una sociedad democrática, puede 
parecer una pregunta demasiado abstracta, conceptual, para los problemas urgentes que vive la 
educación, es cierto, pero se trata de una pregunta ineludible”.  
 
La crisis que afecta a la educación jurídica, en realidad es una expresión de una “crisis de legitimidad en 
torno al concepto de Universidad moderna, que se remonta al siglo XIX en Europa y que se 
identificaba con el Estado en sus tareas emancipadoras. Dicho de otro modo, “asegurar la  liberación 
mediante el saber”. No obstante, aspectos como la postmodernidad, la crisis de Estados nacionales y la 
masificación del acceso ponen en entredicho este modelo.”. Considera “Si bien una Universidad, 
estatal o no, pública o privada, debe cuidarse  de mantener altos indicadores y esforzarse por un alto 
desempeño en publicaciones indexadas y en patentes,  debe cuidar sobre todo no dejarse hipnotizar 
por esos indicadores hasta el extremo de perder la única fuente de legitimidad que es el cultivo de 
racionalidad y de sus funciones críticas sin las cuales los seres humanos nos quedaríamos 
adormecidos”19.  
 
Esta misma posición crítica se sostiene al referirse a la educación jurídica20, lo cual coincidente con lo 
mencionado, enmarca en el contexto del “estado moderno”, y lleva más allá de la problemática 
normativa. En este sentido, la problemática de la educación jurídica debe tomar en consideración 
diversas variables que superan el “planteamiento normativo”, propio de “un cierto rasgo fetichista que 
ha infectado… la enseñanza legal”, y que ha hecho olvidar que “el derecho – como una práctica 
compartida hacia lo público – solo florece allí donde, previamente, ha logrado constituirse un orden 
mediante el ejercicio del poder”.  
 
                                                          
18 PEÑA GONZÁLEZ, Carlos. Entrevista por Jorge Jorquera en el marco del Foro Debate sobre la Crisis de la 
Educación, en su calidad de Rector de la Universidad Diego Portales y miembro del Consejo Asesor Presidencial 
para la Educación, realizada el 31 de octubre de 2006 {En línea}. {13 de mayo de 2011} disponible en: 
(http://www.atinachile.cl/content/view/18069/Carlos-Pena-Necesitamos-recuperar-la-urgencia-de-la-pregunta-
Para-que-educamos.html). 
19 PEÑA GONZÁLEZ, Carlos. Nota de la Universidad Austral de Chile, publicada el 12 de abril de 2011 {En 
línea}. {13 de mayo de 2011} disponible en: (http://noticias.uach.cl/principal.php?pag=noticia-
externo&cod=30254). 
20 PEÑA GONZÁLEZ, Carlos. Op. Cit. "Notas sobre abogados y educación legal". A continuación se 
mencionan citas en FIGUEROA CAMACHO, Tania Milena. Educación jurídica ¿Crisis o realidad? En: La 
educación legal y la garantía de los derechos en América Latina. El Otro Derecho número 38 de 2009. ILSA - 
Instituto Latinoamericano para una Sociedad y un derecho Alternativos. Bogotá, DC. 
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Estas variables incidentes se refieren a “las formas típico ideales de la profesión, las características de la 
dogmática, las transformaciones que ha experimentado el papel de los abogados y las características de 
la educación superior latinoamericana”, las cuales se enmarcan en un contexto en el que se presenta un 
considerable aumento de abogados, cuya presión conlleva a una estratificación en el interior de la 
profesión y una competencia por capital.  
 
El abogado se enfrente a una doble contradicción respecto de las dos primeras variables mencionadas. 
En el marco del estado moderno, éste se presenta como el actor que ostenta el monopolio de la fuerza 
y que expropia del conflicto a los ciudadanos. Ante esta situación dos modelos típico ideales se 
desarrollan, uno que debe fidelidad al estado y uno que la debe a su cliente (Modelo prusiano vs. 
Modelo liberal), uno que ve en el derecho el instrumento de cambio social y otro que lo ve como el 
instrumento de control del poder, y que por ende transforma el papel del abogado. Respecto de la 
segunda variable, puede presentarse el modelo de un abogado que considera al derecho como un 
sistema completo, claro y coherente, y uno en que el abogado busca la “optimización del sistema 
normativo, cubriendo sus deficiencias”.  
 
Las necesidades contextuales  históricas, y los rasgos de la tradición jurídica predominante afectan 
también el papel que durante el paso de los años han desempeñado los abogados. A este respecto, 
Peña se refiere a que en nuestra historia latinoamericana la fuerza de la ley ha pretendido imponerse 
sobre las realidades contextuales, de manera que expedir Constituciones y Códigos “sirvió más al 
‘fetichismo’ de las palabras que a la real función del derecho (discusión sobre la cosificación del mundo 
de la vida a la que se refiere J. Habermas)”.  
 
La mencionada estratificación se agudiza por algunas de las características generales de la educación 
superior latinoamericana. “Tales están asociadas a que ‘la profesión legal en la región se encuentra 
crecientemente diversificada’ (múltiples funciones y culturas profesionales), a que ‘la carrera de 
Derecho se extiende en América Latina entre cinco y seis años de estudios y se dicta por Universidades 
Públicas y Privadas’, sin que por lo general exista selección previa de ingreso, con una tendencia de 
aumento en el número de abogados, con planes de estudio predominantemente orientados ‘hacia la 
entrega sistemática de información’, con modelos de evaluación ‘altamente ritual(es) y formalista(s)’, 
siendo la ‘clase magistral’ el método de enseñanza predominante, sumado a la “inexistencia de una 
comunidad de académicos profesionales dedicados a tiempo completo a la investigación y a la 
enseñanza del derecho”, ocasionando con ello la existencia de pocos profesores de derecho ‘en 
relación al número de estudiantes’”.  
 
Resulta también prominente el trabajo de Rogelio Pérez Perdomo, en el contexto Venezolano, quien 
desde una perspectiva diferente cuestiona que en la actualidad sea posible hablar de crisis en la 
educación jurídica. Para Pérez Perdomo es normal entender que la función y el perfil del abogado ha 
variado al pasar de los tiempos, pues “los cambios sociales afectan la manera como vivimos y 
trabajamos. Por esto obligan a repensar las ocupaciones y profesiones”, y “es legítimo que nos 
preguntemos cómo está cambiando la profesión jurídica en nuestra propia época, en la cual 
consideramos que el cambio social ocurre muy rápidamente”21. Al tiempo, una percepción de crisis ha 
seguido a cada una de esas etapas, y se ha presentado como una realidad.  
 
Una de estas percepciones de crisis se dio en los años 1970, momento para el cual se dio un “exceso 
de abogados”, y se asociaba “con crisis del derecho y de la profesión de abogado”. Sin embargo, esta 
percepción de crisis no afectó en realidad la importancia que el derecho tenía para varios jóvenes, 
quienes continuaron apostando a la profesión jurídica. Para Pérez Perdomo “En términos sociales esto 
                                                          
21 PÉREZ PERDOMO, Rogelio. Introducción. En: “La formación jurídica en América Latina, tensiones e 
innovaciones en tiempos de la globalización”. Universidad Externado de Colombia, Bogotá. 2006. ISBN/ISSN: 
958-710-058-1.  
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significa que a las voces persistentes de que había exceso de abogados, los jóvenes respondieron 
ingresando a las escuelas de derecho y convirtiéndose en abogados. Hacia 1970 había toda una 
literatura sobre la crisis del derecho y de la profesión de abogado. Claramente los jóvenes no creyeron 
estas voces. ¿Quiénes se equivocaron? ¿Cuál es el sentido de esa literatura?”. 
 
Según Pérez Perdomo los jóvenes que hace 20 o 40 años optaron por estudiar derecho no se 
equivocaron, “en su inmensa mayoría encontraron una ocupación que los proveyó de una 
remuneración que naturalmente varió según el grado de éxito profesional”, para lo cual tuvo que 
expandirse el mercado de trabajo”. 
 
Los políticas de desarrollo que se implementaron en América Latina, desde 1950 y hasta 1980, el 
estado intervencionista motor de desarrollo que asumió tareas sociales, requirió de funcionarios 
públicos y dentro de ellos los profesionales por excelencia eran los abogados. Desde la tradición del 
SXIX, los abogados “tenían el saber político y administrativo por excelencia. El derecho era las 
‘ciencias políticas’. Los abogados que eran de las élites sociales ocupaban los altos cargos”.  
 
“La expansión del Estado desde mediados del siglo XX coincidió con la expansión de la educación 
jurídica y, en cierta forma, la retroalimentó”, pero a medida que aumentaba el número de abogados sus 
cargos perdían altura, y no ocupando siempre cargos públicos la profesión de abogado floreció. “Hubo 
cada vez más gestiones que hacer ante la administración o los organismos regulatorios del Estado, y 
los abogados eran los intermediarios más apropiados para esas gestiones. Las escuelas de derecho 
establecían las redes interpersonales que facilitaban la relación entre los abogados en el ejercicio de la 
profesión y los abogados en la función pública. Por eso era tan importante (o útil) ser profesor en una 
escuela de derecho. La posibilidad de expandir el círculo de sus relaciones era mayor”.  
 
Esta situación trajo importantes tensiones entre los ideales y la práctica, en la medida en que los 
abogados se formaban para una profesión liberal pero buena parte se desempeñaban como 
funcionarios públicos, se formaban como litigantes pero se ocupaban como intermediarios ante los 
organismos estatales. “Los abogados intelectualmente exigentes o en el tope de la profesión no estaban 
demasiado felices con lo que veían”, mientras que el estado intervencionista requería “muchos 
abogados para espesar sus huestes”, en el tope habían otros profesionales porque los abogados no 
tenían conocimiento requeridos para esas posiciones (planificación, estadística, etc.). 
 
Por tal motivo “los economistas y  otros profesionales empezaron a tomar importancia y los abogados 
que aspiraban a esos cargos dirigentes del Estado empezaron a ver una crisis en la profesión. Había el 
riesgo que el abogado ocupara una posición secundaria en la sociedad, esa fue la percepción de crisis 
de la profesión y el esfuerzo por cambiar la educación jurídica para hacerla más interdisciplinaria y más 
centrada en casos”. Santiago Dantas, en 1955, fue tal vez el primero que propuso estas ideas y las 
conferencias de las escuelas de derecho, iniciadas en los 60, y el llamado movimiento de derecho y 
desarrollo de los 70 fueron sus expresiones más importantes.  
 
Pero, la mayor parte de abogados y profesores de derecho no tenían esa percepción de crisis, las 
funciones de los abogados “no requerían mayor conocimiento del derecho, conocimientos de otras 
disciplinas, ni grandes habilidades analíticas. Los profesores y las escuelas estaban relativamente 
contentos con lo que hacían. Muy perceptivamente LYNCH (1981) atribuye a estas condiciones el 
rechazo que encontraron las ideas innovadoras en Colombia en la década de 1970. Esto parece 
igualmente cierto para Brasil, Chile, Venezuela, Perú y Costa Rica, que fueron los países donde hubo 
un esfuerzo de reforma de la educación jurídica en esa época”.  
 
Ahora bien, ante el contexto actual, del mundo globalizado, la gran pregunta que surge es si serán 
necesario menos abogados, frente a la confrontación del considerable aumento de profesionales del 
derecho que en la actualidad se presentan.  Según Pérez Perdomo “Las políticas de globalización están 
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frecuentemente asociadas con la idea de que los mercados son mejores reguladores que el Estado. En 
consecuencia éste debe hacerse más pequeño y eficiente: las privatizaciones y la descentralización han 
sido las expresiones más claras de esta idea básica. Reducción del Estado podría significar una 
reducción del número de funcionarios y, en consecuencia, del número de abogados.”. 
 
Sin embargo, continúa, “Lo que ocurre en la práctica es más bien una redistribución”, de lo estatal a lo 
regional y municipal, así como de las funciones públicas que asumen los privados que requieren 
regulación ante la potencialidad del conflicto. “Se supone que los abogados han sido entrenados para 
conocer las reglas, negociar y resolver conflicto. Su asesoría y actividad es fundamental en la marcha de 
un Estado descentralizado. Se supone también que las empresas privadas necesitarán más abogados 
que nunca para manejarse en este nuevo universo que ofrece más oportunidades pero también más 
regulaciones y más responsabilidades. En otras palabras, la demanda de abogados ha crecido 
recientemente y hay motivos para pensar que seguirá creciendo en los próximos años, al menos en los 
países donde la opción no sea una revolución antiglobalizadora”.  
 
El crecimiento del número de abogados, se explica no solo a partir de los cambios en el estado y 
organización social, sino que además “los cambios en las actitudes y opiniones de las personas” incide 
en ese crecimiento en la medida en que las personas ahora más que antes están “dispuestas a afirmar 
sus derechos individuales”.  
 
Los conocimientos, las cualidades y las destrezas de los abogados han variado a lo largo de los años. La 
uniformidad de los clientes y de los abogados que anteriormente existía hoy en día se ha replanteado. 
“El mundo cambió. La clientela se ha diversificado. Por una parte están las empresas. Lo más 
frecuente no es buscar al abogado para salir de un embrollo. Se trata más bien de evitar el embrollo”. 
“Ya no se espera un lenguaje florido sino de un saber, una cualidades y unas destrezas bastante más 
específicas.” 
 
Según Pérez Perdomo “El saber o conocimiento de los abogados es lo más familiar. Las escuelas de 
derecho se han dedicado a transmitírselo a los estudiantes. Conocer el derecho se ha asociado con 
conocer las reglas y los principios del derecho. En la medida que los sistemas jurídicos se hicieron más 
complejos, las escuelas de derecho fueron aumentando el número de materias o asignaturas. El 
currículo de derecho tiende a ser una larga lista de materias como derecho civil, constitucional, penal, 
administrativo, laboral, fiscal. Lo característico de este saber jurídico es perecedero: la legislación 
cambio lo mismo que los criterios jurisprudenciales y doctrinales. Un abogado que no esté atento a 
estos cambios o sepa recuperar ese conocimiento cuando lo necesite, pierde su saber en relativamente 
pocos años. Y sin embargo, las escuelas de derecho están más interesadas en transmitir el 
conocimiento que en entrenar en cómo buscarlo”. 
 
“Además del saber hay unas destrezas”, dentro de una larga lista se resalta el criterio jurídico y la 
experiencia. Pese a la dificultad de describirlas, Rogelio asume que la experiencia se derivaba de una 
práctica reflexiva, conocimiento vivencial de la cultura jurídica, y el criterio jurídico, por el contrario, 
parece referirse a la persuasión, escoger premisas y construir argumentos, destreza en el razonamiento 
asociada a la formulación y resolución de problemas, que se puede adquirir por un entrenamiento 
específico.  
 
“Nuestras escuelas de derecho prestaron poca atención a estos temas. Se contentaron con transmitir 
cada vez más conocimiento. No es una sorpresa que las escuelas que se han planeado la formación de 
los abogados y no han sido temerosas en innovar presten gran atención a las actividades dirigidas a la 
adquisición de destrezas y cualidades”. 
 
“Otro aspecto a señalar es el carácter fundamentalmente nacional del conocimiento jurídico, como 
transmitido por las escuelas de derecho tradicionales. Eso tiene que ver con la asociación que se 
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produjo desde el siglo XIX entre el derecho y el Estado nacional: el derecho fue pensado como la 
legislación nacional. Por eso los estudios jurídicos se hicieron nacionales. No había sido así antes. 
Hasta el siglo XVIII el eje de los estudios jurídicos estaba constituido por el derecho romano y el 
canónico, y no había ningún obstáculo gnoseológico de estudiar en Italia para ejercer el derecho en 
España. A partir de la consolidación de los derechos nacionales y de haber centrado la educación 
jurídica en el derecho nacional, la disciplina jurídica tuvo fronteras”.  
 
“Hasta el siglo XVIII los abogados aprendían relativamente poco derecho, pero se entrenaban en 
argumentar y discutir. La questio y la disputa, métodos educativos que venían de la Edad Media, todavía 
se usaban en las universidades latinoamericanas en los primeros años del siglo XIX”. “En esa época se 
pasó a la explicación del profesor (o clase magistral) que resultaba más apropiada para transmitir 
información sobre reglas y principios jurídicos. El eje fue enseñar las reglas del derecho nacional o 
patrio.” 
 
“Otra fue la historia en Estados Unidos. Cada Estado ha tenido siempre su propio derecho, pero las 
escuelas de derecho que se formaron no intentaron enseñar el derecho de un Estado en particular. 
Harvard no se propuso enseñar el derecho de Massachussets, ni Stanford el de California. El 
entrenamiento consistió en cómo plantearse los problemas, en saber buscar las reglas y principios que 
son aplicables y cómo manejarse para resolver el problema. La clase magistral no se apoderó del salón 
de clase. Cuando en la década de 1970 los latinoamericanos comenzaron a abogar por la educación 
interdisciplinaria y por métodos distintos a la clase de profesor, se los acusó de querer importar los 
métodos propios de Estados Unidos, ajenos a nuestra tradición romanista. Los acusadores ciertamente 
no conocían la historia de la educación jurídica en América Latina. Se amparaban en una tradición sin 
sospechar siquiera que ésta era muy reciente”  
 
“Cuando observamos la práctica de la abogacía de los negocios en nuestros días y en nuestros propios 
países de América Latina notamos que los negocios son crecientemente internacionales. Ponen en 
contacto proveedores y clientes de distintos continentes y culturas, y naturalmente abogados de 
distintas naciones. Algunos se preguntan si ha surgido una cultura tercera, si podemos designarla así, 
que sería el derecho de los negocios internacionales… un derecho y una cultura del global village. La 
respuesta provisoria es un débil tal vez… los derechos nacionales siguen siendo muy importantes. El 
asunto va más allá del derecho. Se requiere conocer culturas jurídicas de otros países para poder 
entenderse con los abogados y las gentes de otros países.”. Las culturas nacionales siguen teniendo 
importancia, publicaciones sobre cómo hacer negocios en determinados lugares. Las relaciones 
internacionales no se hacen sobre la base de una tercera cultura sino sobre culturas nacionales.  
 
“También los abogados necesitan adaptarse a este mundo con más relaciones transfronterizas y con 
más contactos entre derechos y culturas jurídicas.”. “La función de los abogados de negocios de hoy es 
distinta a la de los abogados de antaño. No se los busca cuando la empresa se ha metido en una 
dificultad y hay que sacarla de ella. Acompañan las negociaciones desde el inicio y deben entender bien 
el negocio que se está perfilando para evitar que una parte del acuerdo o una cláusula den origen a un 
conflicto o a una posible sanción por parte de una autoridad pública. Son una especia de vigilantes de 
la legalidad y la ética de las transacciones”, por lo que deben saber de la materia que asesoran, no temer 
a usar materiales distintos al derecho (como para leer estadísticas y balances) y que tengan conciencia 
clara de la ética. “Ahora bien. La ética, el análisis económico y las disciplinas sociales no tienen cabida 
en las escuelas de derechos dominadas por el positivismo legalista”.  
 
“En definitiva una formación estrechamente nacional y el énfasis en el conocimiento de reglas y 
principios (y el descuido de las destrezas y cualidades) han causado dificultades e insuficiencias en una 
época que exige más variedad e interdisciplinariedad en el conocimiento, destrezas afinadas y sólidas 
cualidades éticas.”. ¿Cuán serias son esas dificultades y a quienes afectan? 
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Ante estos nuevos retos Rogelio Pérez Perdomo afirma “No debemos cometer el error de hace 30 
años que pensaron en una gran crisis apocalíptica de la profesión jurídica a la vuelta de la esquina 
porque los abogados habían perdido la capacidad de liderar”. El considerable número de abogados, el 
tipo de conflictos que predominan de carácter nacional, que hacen que el conocimiento de las reglas 
básicas del derecho son suficientes, y que no se exijan cualidades y destrezas muy extrañas a las 
actuales, hacen que no se vea en manera negativa la situación actual.  
 
Sin embargo, ante la tendencia de cambio en los tipos de conflictos como se ha descrito, se ve cada 
vez más cerca que los “abogados requerirán más que la educación nacional centrada en reglas, provista 
por la mayoría de escuelas de derecho en América Latina”. “La expansión de la educación universitaria 
ha permitido la creación de escuelas innovadoras que buscan formar abogados para las necesidades de 
la sociedad globalizada. La tendencia es que estas escuelas sean parte de universidades o entes 
educativos privados, pero al menos hay una gran excepción: los estudios jurídicos en el CIDE de 
México, que tiene financiamiento federal”, Centro de Investigaciones sobre el Desarrollo Económico. 
“Así, han aparecido escuelas de derecho que han desechado el modelo tradicional y están haciendo 
innovaciones importante para proveer a los estudiantes con los conocimientos, las destrezas y 
cualidades que requiere el abogado globalizado”.  
 
Estas propuestas de cambio no difieren en mucho de las planteadas en 1970: “educación 
interdisciplinaria, centrada en problemas y en los estudiantes, predominio de la clase con participación 
activa de los estudiantes, importancia de la clínica jurídica, la negociación y otras actividades dirigidas a 
“aprender a hacer”. Tal vez la importancia de la ética ha crecido.” 
 
Ante estos retos Pérez Perdomo menciona tres tipos de escuelas que podrían presentarse. Unas en que 
no se presenta la resistencia de cambio que hubo hace treinta años, por ser “escuelas nuevas que se 
proponen ofrecer una educación jurídica diferentes. No pretenden cambiar a las otras escuelas sino ser 
diferentes”. “Otras escuelas, más antiguas y con prestigio sólido, naturalmente no son proclives a 
desechar un modelo que les ha dado resultado. Tienen además un cuerpo de profesores ya entrenado 
para la vieja educación jurídica. Los colegas de la escuela de negocios dirán que tienen una inversión 
sumergida que dificulta el cambio. Si tienen dirigentes especialmente perceptivos que desean introducir 
cambios, deben hacerlo en los márgenes (por ejemplo en cursos electivos o de postgrado) para causar 
menos resistencia. Muchos de los egresados de estas escuelas comprenden las limitaciones de su 
formación y si tienen los medios suficientes (u obtienen los créditos o becas apropiados) completan su 
formación realizando un máster en una buena escuela de derecho de Estados Unidos o una escuela de 
negocios. A esto se debe el importante flujo de graduados de derecho que van a Estados Unidos a 
completar su formación”.  
 
“Como existe una fuerte demanda estudiantil para estudiar derecho hay los empresarios 
inescrupulosos de la educación que han formado escuelas de derecho con el menor esfuerzo posible y 
sin ninguna atención por la calidad académica. En contrapartida, el estudiante puede ser retribuido con 
una cierta garantía de que obtendrá su titulación en el tiempo estipulado, sin que importe demasiado 
esfuerzo, en toda América Latina han proliferado las llamadas escuelas de galpón o de garaje… es una 
educación barata pero que puede dar un beneficio económico al empresario. El producto es un 
abogado mal equipado. Los egresados de estas escuelas prácticamente están excluidos de la entrada a 
los segmentos más apetecidos de la profesión jurídica y sólo unos pocos pueden superar el hándicap 
gracias a una inteligencia o habilidad poco comunes. Estas escuelas son fábricas de ilusiones 
(JUNQUEIRA, 1999). En algunos casos, son verdaderos fraudes a los estudiantes y a sus familias”.  
 
Según Pérez “Estos tres tipos principales de escuelas de derecho están para quedarse. Puede que 
alguna escuela en particular sea cerrada por alcanzar un nivel académico intolerablemente bajo. Puede 
que una escuela con pretensión de innovación y excelencia tenga que moderar su proyecto por 
cuestiones de costo, o que una escuela tradicional introduzca progresivamente elementos innovativos 
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aguijoneada por la competencia. Estos reacomodos son posibles, pero los tres tipos existirán porque se 
dirigen a formar abogados diferentes y, en definitiva, responden a necesidades y aspiraciones sociales 
diferentes”.  
 
“En términos prácticos esto implica que la profesión de abogado sea cada vez más estratificada. Ya lo 
está. Hay abogados de negocios con clientes que generan un flujo grande de asuntos y que tienen 
enormes ingresos y prestigio social. Hay abogados con enorme prestigio social, por lítico o académico 
(aunque sin ingresos comparables al primer grupo). Hay quienes están en una carrera judicial o en la 
burocracia del sistema jurídico. Hay abogados que ocupan cargos en una burocracia sin que pueda 
decirse que ejercen profesionalmente el derecho (aunque los conocimientos jurídicos le sean útiles). Y 
hay abogados que tiene que arreglárselas para sobrevivir. Todo hace pensar que vamos en la dirección 
de incrementar las diferencias.  
 
En Brasil, también se encuentran importantes elementos de análisis. Caio Farah Rodríguez y Joaquin 
Falçao22 mencionan que no es novedoso hablar de la crisis en la enseñanza del derecho, los elementos 
básicos del diagnóstico se consideraron en Brasil desde la década de los años 70, cuando se observó la 
incompatibilidad existente entre las prácticas tradicionales de la enseñanza del derecho y las 
necesidades de una sociedad en proceso de democratización y el desarrollo de un mercado de 
operadores de derecho en expansión.  
 
Esas prácticas tradicionales implicaban el estudio de reglas (aunque incluían casos se hacía solo como 
forma de aprender reglas), de manera enciclopédica (especialmente siguiendo códigos), individualista y 
acrítica. Mientras tanto, se demandaban profesiones capaces de resolver problemas, que implicaba 
tener un criterio adecuado para escoger opciones en medio de escasez de recursos, trabajar en equipo y 
transformar los aprendizajes tradicionales. Como consecuencia de esta discordancia existía un 
desprestigio de las facultades de derecho y la expansión de un tipo de aprendizaje para la actualización 
y perfeccionamiento, sumado a la proliferación de facultades de dudosa calidad. 
 
Esta situación crítica continúa pese a las pocas y aisladas iniciativas serias para enfrentarla, sin que la 
formulación del diagnóstico se haya evidenciado en la toma de medidas efectivas de solución. Esto, 
para los autores, probablemente se explica por la falta de una visión concreta y práctica capaz de 
identificar una oportunidad entre esa divergencia entre prácticas, e intereses e ideas, oportunidad que 
se fundamente más en la afirmación que en la negación, más en lo propositivo que en lo crítico.  
 
Excepto por la interdisciplinariedad, las palabras que caracterizan el cambio necesario en la enseñanza 
del derecho se refieren a lo negativo: no formalismo, no clase magistral, no manuales, no dogmática, 
etc., sin satisfacer los principales intereses que se envuelven: estudiantes, profesores, mercado de 
trabajo. 
 
Al tiempo, faltó una oportunidad que se concretizara en una comprensión global de la tarea en que 
convergiera en una dimensión académica una crítica sobre la didáctica, metodología, derecho, 
instituciones y mercado de trabajo en una sociedad en desarrollo, atendiendo la dimensión financiera 
en cuanto a su viabilidad. En este marco surgió en Brasil desde 2002 la nueva Escuela de Derecho de 
Río de Janeiro.  
 
                                                          
22 FARAH RODRÍGUEZ, Caio y FALÇAO, Joaquin. “O prometo da escola de derrito do Rio de Janeiro da FGV”. En: 
“La formación jurídica en América Latina, tensiones e innovaciones en tiempos de la globalización”. Universidad 
Externado de Colombia, Bogotá. 2006. ISBN/ISSN: 958-710-058-1. p. 131-143. 
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Una perspectiva más crítica en el contexto brasileño puede encontrarse en la obra de Eliane 
Junqueira23, quien plantea que las escuelas de derecho se han convertido en fábricas de ilusiones, a la 
que los estudiantes ingresan pensando en salir para desempeñarse como magistrados o para ocupar 
cargos en la magistratura, como jueces. Sin embargo, en el camino pocos lograr cumplir su propósito y 
pese a esto se sigue atrayendo a más estudiantes a los cursos. De esta manera, los docentes se 
constituyen en comerciantes de la ilusión, se comercia con la ilusión no solo de otros sino de los 
propios docentes, y en la convicción de su tarea la transformación sustantiva de las facultades se aleja 
más. 
 
En México, resultan importantes los trabajos de Christian Courtis, Ramón Larrauri Torroella, y de 
Héctor Fix-Fierro.  
 
Christian Courtis24, menciona la necesidad de vincular la dogmática con la práctica, alejándose de lo 
que tradicionalmente ha sido, de manera que los abogados sean formados en una dogmática que vaya 
más allá de las normas positivas o formales, y le permitan asumir alternativas de solución a los 
conflictos que son generados. Para Courtis “La educación jurídica se afecta por la lógica interna del 
sistema jurídico (problemas propios) pero además por el contexto determinado, siendo necesario tener 
en cuenta la función práctica de la dogmática”. Pretende, así, “‘caracterizar algunas de la tareas 
cumplidas por la dogmática’, la cual es una perspectiva ‘aplicada sobre distintos objetos normativos’, y 
que ha afectado la investigación, las publicaciones y el ejercicio mismo del Derecho, para de esta 
manera ‘visualizar con mayor claridad los diferentes puntos de vista asumidos por el dogmático frente 
a su objeto de estudio y formular algunas sugerencias metodológicas para realizar trabajos de 
investigación en este campo disciplinario’”.  
 
Enfrentar la dogmática a la labor práctica implica superar las tensiones que se presenten para que el 
ordenamiento jurídico sea conocido, operado, optimizado y mejorado. Esto implica superar los 
problemas de indeterminación lingüística (por el lenguaje natural y sus problemas y por determinación 
de conceptos regulativos por valores), los problemas de carácter lógico (por incoherencia, incompletud 
y redundancia), los problemas relacionados con el hecho que el derecho se compone de reglas y 
principios, los problemas de determinación de valores y fines del conjunto normativo para determinar 
sentido y alcance, problemas derivados de la estructura jerárquica y escalonada del ordenamiento 
jurídico (antinomias y lagunas) y los problemas derivados de considerar que el conjunto de normas con 
las que operan los intérpretes y aplicadores del derecho no se limita a lo sancionado por el legislativo 
sino interpretado jurisprudencialmente.  
 
Esto implica reconocer que “El contenido del Derecho positivo es más que un conjunto unívoco y 
estable de significados fijos, es el resultado de un proceso incesante de atribución de sentidos a normas 
y principios”, existiendo diferentes alternativas de solución. “La tarea fundamental de la dogmática es 
la de adelantarse a estos problemas, estas instancias en las que la atribución de significado resulte 
controvertida, y ofrecer una solución sostenible, una reconstrucción posible a partir de otra piezas del 
rompecabezas que se consideren relevantes”.  
 
                                                          
23 JUNQUEIRA, Eliane, Facultades de direito o fábrica de ilusões? Rio de Janeiro. IDES & Letra Capital. Editora, 
1999. 
24 COURTIS, Christian. “El juego de los juristas. Ensayo de caracterización de la investigación dogmática”. En: 
“Observar la ley: ensayos sobre metodología de la investigación jurídica”. Coord. por Christian Courtis; Manuel 
Atienza Rodríguez (pr.), 2006, ISBN 84-8164-862-0, Pág. 105-156. Citado en FIGUEROA CAMACHO, Tania 
Milena. Educación jurídica ¿Crisis o realidad? En: La educación legal y la garantía de los derechos en América 
Latina. El Otro Derecho número 38 de 2009. ILSA - Instituto Latinoamericano para una Sociedad y un derecho 
Alternativos. Bogotá, DC. 
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Por su parte, Ramón Larrauri Torroella25 “ha planteado de manera rigurosa lo que podría ser una línea 
de investigación sobre educación jurídica (específicamente desarrollada en la Universidad Autónoma 
del Estado de México), abordando, para ello, cuatro planos ‘convencionalmente separados: los planos 
de las problemáticas y las epistemologías de la investigación jurídica y los de la investigación educativa 
los cuales en su intersección conformarían el campo del complejo fenómeno de la educación jurídica’, 
bajo el supuesto que ‘La Educación jurídica como parte de la educación general de los ciudadanos y de 
los profesionales de la disciplina, enfrenta una problemática que no ha sido sistematizada, ni clasificada 
con parámetros científicos que la hagan relevante para la investigación en las áreas de las Ciencias de la 
Educación y del Derecho’”.  
 
Larrauri Torroella “se refiere a la Educación Jurídica ‘a partir de una serie de consideraciones iniciales 
en los que se abordan a la educación como proceso institucionalizado, al derecho como herramienta 
de la justicia y regulación del comportamiento en sociedad para arribar a una conceptualización inicial 
de lo que sería la educación jurídica;’, siendo que ‘La educación como proceso institucionalizado está 
en relación dialéctica con otras ciencias particulares…’ y teniendo el derecho ‘una realidad polisémica 
más que evidente.’, ambos (educación y derecho) son ‘fenómenos sociales complejos’. Esto conlleva a 
que la Educación Jurídica tenga una cierta ‘naturaleza conflictiva’, ‘en permanente transformación’. 
Así, la educación jurídica relaciona el ‘proceso de educar’ con el ‘acto jurídico’ y no solamente lo 
exclusivo de una u otra área”.  
 
Existe una problemática general en la que se encuentra la educación jurídica, que se relaciona con “la 
posibilidad de conocer la realidad desde la perspectiva de los sujetos, en tanto esa visión es una 
representación de las vivencias que se van logrando durante la historia cultural”. A esta problemática 
general se suman problemáticas relacionadas con “la globalización, las nuevas tecnologías, la sociedad 
del conocimiento… las referidas a los actores, a los procesos de formación, las prácticas educativas, el 
aprendizaje el desarrollo, la didáctica, los medios de enseñanza, el curriculum, las políticas educativas, 
las relaciones con el campo del trabajo, la ciencia y la tecnología, la filosofía y la teoría de la educación 
jurídica y el propio ámbito del campo de investigación de la educación jurídica”. 
 
“Uno de los datos distintivos de este autor consiste en analizar cómo la Educación Jurídica, como una 
de las Ciencias Jurídicas, se ha afectado por el crecimiento del conocimiento científico, abordado por 
las diferentes corrientes y posturas teóricas y/o metodológicas de la Filosofía de la Ciencia; desde allí, 
que la problemática en la educación jurídica se presente frente a la dificultad de determinación de las 
realidades ‘naturales’ y ‘sociales’, los retos para la construcción de la problematización científica de la 
educación jurídica y para la fundamentación de las teorías en el caso de la educación jurídica.” 
 
Héctor Fix-Fierro y Sergio López Avellón26, comienzan por señalar la importancia que en México ha 
tenido la profesión jurídica, y especialmente cómo ha servido a la consolidación de la élite política y 
burocrática del país. Afirman “mas aún, hasta la fecha, el estudio del derecho es todavía considerado 
socialmente como una vía privilegiada a la riqueza, el prestigio social y el poder político. Así, el papel 
más amplio que desempeña el derecho en la vida social ha influido en la organización de la enseñanza 
y la profesión jurídicas. Ese papel ha empezado a sufrir importantes transformaciones, por lo que el 
tema de la educación jurídica adquiere, naturalmente, una nueva relevancia.” 
                                                          
25 LARRAURI TORROELLA, Ramón. “La educación jurídica, como campo de investigación desde una 
conceptualización epistemológica”. Revista de Filosofía, Derecho y Política. Número 3, invierno de 2005/2006. 
Universidad Carlos III de Madrid: Instituto de Derechos Humanos Bartolomé de las Casas. Madrid, España. 
ISSN 1698-7950. Pág. 61-96. Citado en FIGUEROA CAMACHO, Tania Milena. Educación jurídica ¿Crisis o 
realidad? En: La educación legal y la garantía de los derechos en América Latina. El Otro Derecho número 38 de 
2009. ILSA - Instituto Latinoamericano para una Sociedad y un derecho Alternativos. Bogotá, DC. 
26 FIX-FIERRO, Héctor y LÓPEZ AVELLÓN, Sergio. “La educación jurídica en México. Un panorama 
general”. En: “La formación jurídica en América Latina, tensiones e innovaciones en tiempos de la 
globalización”. Universidad Externado de Colombia, Bogotá. 2006. ISBN/ISSN: 958-710-058-1. p. 143-184. 
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En los últimos treinta años el sistema jurídico mexicano ha sufrido profundas transformaciones en sus 
estructuras e instituciones 27, como consecuencia de grandes cambios sociales, económicos y políticos. 
Sin embargo, la enseñanza y la profesión jurídicas parecen ser los sectores en los que los cambios han 
sido menores, por lo menos en cuanto a su calidad, “por lo que venían a constituir una especie de 
‘cuello de botella’ para la consolidación de un nuevo Estado de derecho”. 
 
Al analizar la enseñanza del derecho en México, los autores concluyen “que en la última década ha 
habido un crecimiento explosivo de la educación jurídica…, especialmente por parte de las escuelas 
privadas”, y “que los contenidos y la calidad de la enseñanza del derecho no se ha transformado al 
mismo ritmo que ha marcado su crecimiento”.  
 
Sobre la calidad de la enseñanza del derecho afirmar los autores que “de acuerdo con varios 
observadores, la educación jurídica que se recibía en las universidades públicas… era bastante buena 
en los años 50 y 60. Sin embargo, este nivel empezó a decaer con la masificación en los años 70”, y en 
la actualidad el contenido y la calidad de la educación jurídica parece seguir siendo muy tradicional “se 
ha estancado, transmitiendo en lo esencial modelo teóricos del derecho que datan del siglo XIX. Así, 
por ejemplo, mientras que el número de títulos de libros jurídicos destinados a los estudiantes se ha 
incrementado de manera muy visible, la mayoría reproduce las ideas jurídicas tradicionales…” 
 
Otro factor que parece afectar la calidad de la educación jurídica se refiere a la dedicación de los 
profesores, que en su gran mayoría no son de tiempo completo “sino profesionistas que enseñan unas 
cuantas horas a la semana” y su importante dedicación a la actividad profesional favorece el 
mantenimiento de las prácticas profesionales tradicionales asociadas con métodos dirigidos a 
exposiciones teóricas antes que a la solución de problemas, con una visión del derecho aislado de las 
realidades sociales así como de otras disciplinas.  
 
Su panorama sobre la percepción de la formación jurídica resulta más negativo que positivo “La 
impresión general que se obtiene de la educación jurídica en México hoy en día es que un gran sector 
de sus egresados no recibe una formación jurídica buena o suficiente. Algunas de sus deficiencias son 
compensadas hasta cierto punto por el ejercicio profesional mismo que… se inicia durante los propios 
estudios”. 
 
La pregunta que se presenta ante la baja calidad de la enseñanza del derecho y la falta de una adecuada 
formación técnica, es “¿cuál es la razón de que la educación y la profesión jurídicas se hayan dejado de 
lado en el contexto de los profundos cambios introducidos en los sistemas jurídico y judicial en las dos 
últimas décadas? ¿Por qué la reforma de la enseñanza y del ejercicio profesional del derecho está 
ausente de la agenda pública?”  
 
Al tiempo, afirman, “Una respuesta posible podría encontrarse en el carácter autónomo de ambas. 
Como ya se dijo, las escuelas de derecho, ya sea que pertenezcan a universidades públicas o privadas, 
tienen que cumplir con algunos requisitos no muy exigentes para obtener reconocimiento oficial y el 
derecho de expedir títulos profesionales. Pero aparte de estos requisitos, gozan de un amplio grado de 
autonomía para decidir el tipo y la calidad de enseñanza que impartirán. Por su parte, la profesión 
jurídica, o al menos los abogados postulantes, no constituyen una profesión altamente regulada, ni por 
el gobierno ni por las asociaciones profesionales. Más aún, debido a su posición menos visible, los 
abogados parecen haber logrado desviar la atención de su desempeño profesional”. “Finalmente, el 
carácter fragmentario y no sistemático de muchas de las reformas han puesto efectivamente a la 
                                                          
27 Citan su investigación LÓPEZ AVELLÓN, Sergio y FIX-FIERRO, Héctor. “’¡Tan cerca, tan lejos!’. Estado 
de derecho y cambio jurídico en México (1970-2000)”, en HÉCTOR FIX-FIERRO, LAWRENCE M. 
FRIEDMAN y ROGELIO PÉREZ PERDOMO (eds.). Culturas jurídicas latinas de Europa u América en 
tiempos de la globalización, México, UNAM, 2003.  
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educación y a la profesión jurídicas fuera de sus objetivos más inmediatos y urgentes, pero ello no 
significa que no deban estarlo”. 
 
La modernización de la educación jurídica no será la solución definitiva a todos los problemas del 
sistema jurídico, en la medida en que el cambio involucra no sólo a los actores de la formación jurídica, 
también involucra las diferentes instituciones y organizaciones. Ante la discusión de si la cultura 
determina las instituciones o de si lo que se da es todo lo contrario, los autores consideran “que si bien 
las instituciones estructuran de manera muy significativa incentivos y desincentivos para la conducta de 
los operadores jurídicos, la ‘transición jurídica’… que implica también una transición en las 
mentalidades y actitudes, no se completará sin una nueva visión de la enseñanza del derecho”. 
 
La consideración de crisis de la educación jurídica en América Latina no ha sido ajena en Argentina. 
María Inés Bergoglio28 ha afirmado “las profesiones jurídicas están en expansión en todo el mundo, 
hasta países como Japón, de bajo nivel de litigiosidad, experimentan esa tendencia, asociada a algunos 
rasgos de la estructura social característicos de las sociedades contemporáneas: la creciente legalización 
de la vida… el aumento es muy notable en América Latina, donde ha estado asociado a la expansión 
de la educación superior… en estos países, los procesos de reforma judicial han presionado igualmente 
hacia cambios cualitativos en la educación jurídica”. Estas transformaciones inciden en las facultades, 
espacios de privilegio en el campo jurídico de la tradición romanista, en la lucha de los agentes sociales 
por el derecho a nombrar el derecho.  
 
En Argentina, dice Bergoglio, los estudios de derecho tienen una larga tradición (se iniciaron en 1791), 
lo que hace que la profesión jurídica se haya extendido de manera importante (característica ésta afín 
con el caso colombiano29), y que además tenga gran influencia sobre la élite política a lo largo del siglo 
XX30.  Aunque tradicionalmente los abogados provenían de la clase alta, desde comienzos de siglo “la 
educación cumplió un papel de canal de movilidad social… por lo que el origen social de los abogados 
comenzó lentamente a diversificarse”.  
 
La masificación de los estudios jurídicos puede asociarse con una democratización de la profesión, y es 
probable que con el tiempo el origen social de los abogados sea mucho más variado, debido a las 
pocas limitantes para la admisión a programas de derecho y para el ejercicio de la profesión jurídica31. 
                                                          
28 BERGOGLIO, María Inés. “Las facultades de derecho argentinas entre las tradiciones y los esfuerzos de 
cambio”. En: “La formación jurídica en América Latina, tensiones e innovaciones en tiempos de la 
globalización”. Universidad Externado de Colombia, Bogotá. 2006. ISBN/ISSN: 958-710-058-1. p. 101-142. 
29 CORTÉS FALLA, Mónica. “La enseñanza del Derecho Romano en Colombia, 1710-1826. Nueva Granada y 
orígenes de la República”. Colección Hexdoc. Editorial UNAB. Bucaramanga, Colombia. Primera edición 2003. 
En su libro, Cortés Falla explora “en los planes de estudio la presencia y contenido del derecho Romano en los 
colegios y universidades que funcionaron en Santafé durante el periodo colonial y los primeros decenios de la 
República de Colombia”, esto es, en los colegios mayores del Rosario y de San Bartolomé y las universidades del 
Rosario y Javeriana, y se centra en Santafé, como capital del virreinato, pues allí se centralizaron los estudios 
superiores de jurisprudencia hasta finales del siglo XVIII en la medida en que existió una “oposición a compartir 
con otros centros urbanos el privilegio de impartir la enseñanza legal y de otorgar los títulos”, manteniendo un 
monopolio de educación en derecho. El Derecho Romano se mantuvo tanto en planes de estudio coloniales 
como postcoloniales.  
30 Para el caso colombiano confrontar con SÁNCHEZ DUQUE, Luz María. “Los abogados en el gobierno 
colombiano desde los albores del siglo XX hasta nuestros días”, y VICTORIA, Angelo. “Caracterización del 
abogado en la administración pública nacional”. En: Los abogados en Colombia. Editado por GARCÍA 
VILLEGAS. Mauricio. Bogotá, D.C.: Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. Universidad Nacional 
de Colombia. Primera edición. 2010, Capítulo 6. p. 145-180. Capítulo 8. p.203-224. 
31 De acuerdo con Bergoglio “Desde 1970, la expansión de la matrícula universitaria ha sido notoria…el interés 
por la carrera jurídica no declinó a pesar de la apertura de nuevas opciones educativas”. “Como LISTA (202) ha 
mostrado, el interés por las carreras jurídicas conoció un sostenido crecimiento durante los años iniciales del 
retorno a la democracia, habiéndose estabilizado desde 1988”. 
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Esta diversidad en la composición del cuerpo de abogados también se refiere al género de los 
abogados (femenino y masculino), a su tendencia creciente a agruparse en asociaciones que les permita 
competir más eficazmente en el mercado actual. Transformaciones también relacionadas con la 
manera en que los abogados han dejado la preferencia de desempeñarse en negocios privados propios 
para aumentar su labor en la esfera de lo público o trabajar como asalariados aún el lo privado, se 
mencionan para el caso argentino, lo que se traduce en una diversificación ocupacional de los 
abogados.  
 
Los estudios jurídicos, para Bergoglio, se encuentran en crisis, y ello se explica por una profundización 
en la estratificación dentro de la profesión jurídica que obedece a las mencionadas características de 
transformación en la estructura social. Pero además, a ello se suma un proceso de desjerarquización de 
las universidades argentinas en las últimas dos décadas, afectando negativamente la calidad de la 
enseñanza superior.  
 
Para explicar este segundo factor, se alude a los antecedentes históricos que afrontó la educación 
superior en Argentina. Frente a universidades contestatarias y dinámicas, los gobiernos militares 
tomaron medidas de control que conllevaran a su “achicamiento”, pérdida de dinamismo u capacidad 
de innovación32. Posteriormente, el primer gobierno democrático se enfrenta a ese modelo, y pretende 
“restaurar la vigencia de las normas jurídicas en el funcionamiento institucional” mediante la garantía 
de la autonomía universitaria que alentó nuevamente “la creatividad y la innovación”. Este objetivo se 
buscó mediante el acceso libre a los programas de estudios y la flexibilización de las condiciones de 
permanencia, lo que conllevó a un crecimiento explosivo de los estudios superiores y coincidía con 
una nueva esperanza en las posibilidades del derecho.  
 
Sin embargo, la autora menciona que esta “expansión cuantitativa de la matrícula en las universidades 
públicas no se vio acompañada de un aumento proporcional de los recursos destinados a la 
educación”33, por lo que la calidad de la educación fue seriamente afectada en la medida en que no se 
garantizaba una adecuada formación a los estudiantes y se agravaban las falencias del modelo 
pedagógico tradicional.  
 
Un segundo gobierno democrático argentino buscó, en 1991, la estabilidad monetaria y el crecimiento 
mediante un modelo económico de corte neoliberal que pretendió “achicar” el Estado mediante la 
privatización de empresas públicas. En este contexto, nuevas instituciones de educación superior, 
públicas y privadas, abrieron sus puertas, y el ofrecimiento de estudios de posgrado que subsanaran las 
limitaciones de la educación superior creció34. Este modelo neoliberal se caracterizó por “la búsqueda 
de la eficiencia, (y la) la noción de que las organizaciones privadas son más eficaces en la gestión que 
las públicas”, aunque trajo consigo un importante avance en el control de la calidad de la educación: la 
evaluación institucional mediante la creación del Consejo Nacional de Evaluación y Acreditación 
Universitaria en el año 1995. También incidieron en las políticas de ingreso, debido a que en las 
facultades con mayor demanda social se implementaron mecanismos restrictivos de ingreso.  
 
                                                          
32 Mediante la adopción de medidas implementadas como restricciones en su ingreso mediante sistema de cupos, 
el desestímulo para la creación de nuevas instituciones de educación superior, y “diversos mecanismos de control 
ideológico, tanto de personas como de programas y planes de estudio” 
33 Recursos como aulas, laboratorios, bibliotecas, cuerpo docente. 
34 De acuerdo con Bergoglio “La década del 90 ha visto un auténtico florecimiento de los estudios de derecho a 
nivel de posgrado”, lo cual obedece a distintas razones, entre las que se cuenta “el deterioro de la calidad de la 
enseñanza de grado, así como la plétora de abogados que saturan el mercado haciendo cada vez más necesario el 
título de posgrado… Por otra parte, la gratuidad de la enseñanza en las instituciones públicas es general en el 
nivel de grado, mientras que la mayoría de los cursos de posgrado son arancelados. El hecho de contar con una 
fuente de financiamiento independiente del presupuesto público ha sido un importante impulsor de este 
desarrollo”. Op. Cit. p.112. 
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En el gobierno de Carlos Menem (en su primer periodo 1989 a 1995, y luego de ser reelecto para un 
segundo mandato de 1995 a 1999), se hizo común el discurso que abogaba por la excelencia 
académica. “Sin embargo, la crónica insuficiencia de los recursos presupuestarios asignados a las 
universidades conspiró sistemáticamente contra este objetivo. Pese a las reiteradas promesas de 
cambio en este aspecto, la participación relativa del presupuesto de las universidades nacionales se 
mantuvo baja durante toda la década del 90… no superando el 0.6% del producto bruto interno”.  
 
Continúa “La masividad de la matrícula y la insuficiencia de recursos económicas dificultaron los 
proyectos de renovación pedagógica en las universidades públicas. Este contexto, al igual que la nueva 
valoración de la iniciativa privada dentro del modelo neoliberal vigente, estimuló la creación de nuevas 
universidades privadas, cuyo número total se duplicó durante el Gobierno de MENEM”. Estas 
universidades privadas tienen exigencias de admisión más relacionadas con la capacidad de pago que 
con condiciones académicas previas, por lo que “su expansión revela la creciente desigualdad de 
oportunidades registrada en la educación superior. Esta tendencia no sorprende en una década en 
donde la política económica acentuó decisivamente las inequidades en la distribución de riquezas”.  
 
Bergoglio llama la atención en la necesidad de observar las prácticas de la enseñanza del derecho para 
comprender la manera como se estructura, pues “el proceso de socialización del abogado juega 
también un rol crucial desde el punto de vista profesional, no solamente porque controla el acceso a 
éste, sino básicamente porque define, en gran parte, el carácter de la profesión, la manera en que se la 
ejerce y, en el caso que nos ocupa, la orientación general del derecho”35. 
 
En este sentido, es posible reconocer como rasgos centrales de las prácticas pedagógicas en las 
facultades masivas en que se forman los estudiantes: “el discurso pedagógico se centra en los 
componentes informativos. Los profesores privilegian los objetivos de carácter cognitivo. La 
transmisión de conocimientos es el eje central de las actividades docentes; la clase magistral, en la que 
el profesor es el principal protagonista, constituye la modalidad pedagógica prevaleciente, una 
modalidad que habitualmente no cuestionan ni los alumnos ni los docentes, quizás porque la multitud 
de estudiantes y la falta de espacio físico dejan poco margen a las innovaciones pedagógicas”. 
 
 Prevalece el estudio de la ley, antes que la confrontación crítica, con la previsible consecuencia de la 
apatía entre los estudiantes. “La separación de los contenidos por ramas del derecho resulta muy 
fuerte; las cátedras siguen en su organización el modelo napoleónico, y se mueve como sistemas 
cerrados, con escasos vínculos entre sí. No se desarrollan actividades integradoras de los contenidos de 
diversas asignaturas”.  
 
“La organización interna de la facultad subraya las jerarquías en los diversos tipos de relaciones 
sociales que en su interior se construyen” entre profesores, entre estudiantes, en la relación de unos y 
otros. “… No se destina prácticamente tiempo al desarrollo de otras competencias específicas para el 
rol de abogado, como las habilidades sociales… la concentración en los aspectos teóricos, la 
insuficiencia de la formación que se brinda en cuestiones prácticas, son déficits importantes de la 
enseñanza… la enseñanza de las normas no se acompaña en la medida suficiente del análisis de casos, 
de la resolución simulada de problemas profesionales. Esta capacitación indispensable para la vida 
profesional debe ser obtenida fuera de la facultad…”. 
 
Ante estos rasgos, “en los últimos años las universidades han registrado impulsos hacia la renovación 
de la enseñanza jurídica, derivados de distintos factores”. En este sentido, la apertura económica de los 
90 empujo al intercambio de experiencias universitarias mostrando las “ventajas de modelos 
alternativos de organización y enseñanza universitaria”, y aunque este intercambio se orienta de 
                                                          
35 Cita BRÍGIDO A.M. “Socialización e identidad profesional: el caso de la abogacía”, II Congreso Nacional de 
Sociología Jurídica, Córdoba, Universidad Nacional de Córdoba, 2001. 
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manera especial a las universidades europeas, por afinidad, “el contacto con las universidades 
norteamericanas se ha ampliado en los últimos años, especialmente entre los estudiosos del derecho 
constitucional, y en algunas universidades privadas más nuevas, que intentan introducir modelos de 
enseñanza jurídica de raíz anglosajona”. Adicionalmente, se han tomado medidas en política educativa 
que han estimulado la renovación académica, especialmente mediante procesos de evaluación.  
 
Sin embargo, surge la necesidad de plantear una pregunta: “¿Hasta dónde estos impulsos hacia el 
cambio se han traducido en transformaciones concretas en las facultades de derecho?”. La respuesta 
difiere según el tipo de universidad. En general pareciera que las pequeñas universidades privadas 
creadas de manera más reciente resultan más flexibles a las reformas que las grandes y tradicionales 
universidades. No obstante, la cuestión que se plantea en el trasfondo es qué tan efectivas serán estas 
reformas cuando aún está pendiente la renovación de métodos pedagógicos y ello está relacionado con 
la masividad de la matrícula, cuando el rol docente requiere profesionalizarse y para ello demanda 
recursos.  
 
Finaliza Bergoglio diciendo “Por lo demás, transformar l vida cotidiana resulta más complejo de lo que 
parece, y muchas veces las iniciativas de reforma bien intencionadas resultan desnaturalizadas en su 
implementación. Es posible que algo de esto esté ocurriendo en el campo de la enseñanza práctica, 
donde es necesario moderar las esperanzas despertadas por los ambiciosos proyectos desarrollados por 
las facultades en sus memorias anuales con los amargos comentarios recogidos por FUCITO36. Estas 
dificultades se acentúan cuando los modelos implícitos de la reforma provienen de otras sociedades, 
tales como incorporar el método de casos a la enseñanza. Es importante tener presente que estos 
proyectos suponen un cambio en la cultura legal interna, en la que el paradigma positivista ha tenido 
un fuerte arraigo y, por ese mismo motivo, requerirán sostenidos esfuerzos. Se trata, pues, de 
proyectos a largo plazo, cuya efectividad deberá ser evaluada dentro de algunos años”. 
1.3 Panorama en el caso colombiano. Enseñanza del derecho en 
Colombia 
Hasta el momento se ha hecho referencia en este capítulo a la consideración de crisis en la enseñanza 
del derecho impartida en las facultades mediante sus programas de pregrado, y en seguida se ha 
aludido a un marco teórico de autores que en Latinoamérica han abordado estas problemáticas. En 
este aparte se pretende concretar la discusión en el contexto colombiano.  
 
Para esto, en primera medida se hará referencia a un importante estudio efectuado en el año 1995, con 
el objeto de indicar lo que se han reconocido como problemáticas, para en seguida retomar aspectos 
teóricos expuestos por autores colombianos, y finalmente hacer referencia al marco normativo 
existente.  
1.3.1 Un estudio de referencia 
Al abordar la situación y las problemáticas de la educación jurídica en Colombia, se suele hacer 
referencia a uno de los estudios más completos, publicado en septiembre de 1995 por el entonces 
Ministerio de Justicia y del Derecho, en cabeza del Ministro Néstor Humberto Martínez Neira, “El 
abogado en el tiempo de la gente: realidad y prospectiva de la enseñanza del derecho en Colombia”. Su 
completud puede entenderse en la medida en que vincula los diferentes elementos complejos que 
constituyen la enseñanza del derecho, y a sus diversos agentes.  
                                                          
36 Se refiere a Felipe Fucito, quien ha realizado estudios relacionados con el perfil del abogado y de los 
estudiantes en la Provincia de Buenos Aires.  
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El objetivo del documento era poner “en la agenda de las discusiones públicas, de la academia y de la 
sociedad en general, el tema del abogado y la enseñanza del derecho en Colombia”, y según el mismo 
documento afirma se trató de un estudio “preparado bajo la dirección del exconstituyente Gustavo 
Zafra, con la colaboración de Napoleón Franco y la Dirección General de Políticas Jurídicas y 
Desarrollo legislativo del Ministerio, y los comentarios de Claudio Grossman y Robert Dinerstein, 
decano y profesor de American University, respectivamente”. Su pertinencia, entonces, se explica 
porque se centra en el tema de la enseñanza del derecho en Colombia, y además por el concurso de 
diferentes actores para su realización.  
 
Como se menciona en sus antecedentes, en cumplimiento de los dispuesto en el Decreto 2157 de 
199237, el Ministerio pretendió adelantar un “estudio socio-jurídico sobre la enseñanza del Derecho en 
Colombia”, “evaluar permanentemente el sistema jurídico del país, su aplicación, su impacto y su 
desarrollo, con el fin de formular una política general que contribuya en el fortalecimiento del Estado 
social de Derecho”. El estudio desarrolló una investigación de opinión y una socio-jurídica.  
 
Aborda una cuestión fundamental: la pregunta respecto de ¿cuál es el papel de los abogados?, si es solo 
el ser custodios de un estudio académico preciso y “científico”, o el de ser articuladores de la sociedad. 
El documento señala “una sociedad como la nuestra que aún no logra tramitar todos sus 
desencuentros por la vías institucionales del Estado de Derecho, donde la violencia y las distintas 
expresiones de justicia privada deambulan a la vista de nuestra retina, necesita como la que más de 
unos operadores del sistema jurídico que actúen como agentes de prevención de los conflictos, 
eficaces sacerdotes de justicia frente a los existentes y agentes de cambio social para lograr una 
profilaxis que reinstaure los valores de una convivencia racional, justa y equitativa”. 
 
De acuerdo con el diagnóstico del estudio, la problemática no se presenta respecto de la posible 
connotación negativa del derecho como tal, sino respecto de los abogados egresados. De este modo 
“la exploración cualitativa realizada para comprender la imagen actual del abogado en Colombia indicó 
la existencia de una diferencia importante entre la imagen que se tiene del Derecho como profesión y 
la de los abogados como profesionales”. La profesión se percibe en términos muy positivos, por su 
aporte al país (“el derecho es necesario para garantizar la existencia de una estructura social que 
permita el desarrollo social y económico”), a la paz (“el derecho es la forma de resolver conflictos por 
vías legales y pacíficas, que eviten las soluciones violentas,  tradicionales en el país”), y social (“el 
derecho es la opción de darle acceso a la justicia a las clases menos favorecidas de la población. El 
acceso a la justicia se percibe como un derecho básico”).  
 
El abogado, por su parte, se percibe negativamente, con una imagen desfavorable que la asocia con 
picardía. Por tal motivo, es necesario reenfocar su función como la de un agente social, antes que 
como técnico científico, situando su labor frente al conflicto antes que frente a la norma jurídica. 
Según el documento por esa razón la viabilidad como Estado, la gobernabilidad del país, se liga 
íntimamente con la formación jurídica, a “la condición personal del abogado, la calidad del profesional 
del derecho, su habilidad para convocar el consenso en torno al punto justo en la dinámica de 
cualquier conflicto, su acendrado respeto de lo ético y lo legal”. 
 
Así, la formación jurídica involucra más que “un simple mercado de servicios universitarios”, pues “la 
calidad de la educación jurídica tiene una importancia relativa mayor que la que corresponde entre 
nosotros  a la de los profesionales de las ciencias exactas. En nuestras circunstancias, tal vez nuestra 
                                                          
37 “ARTICULO 3o. FUNCIONES. Serán funciones del Ministerio de Justicia y del Derecho, además de las 
establecidas por el artículo 3 del Decreto Extraordinario 1050 de 1968, las siguientes: 1. Evaluar 
permanentemente el sistema jurídico del país, su aplicación, su impacto y su desarrollo, con el fin de formular 
una política jurídica general que contribuya en el fortalecimiento del Estado Social de Derecho, el progreso socio 
económico y la consolidación de la convivencia pacífica y la eficacia del orden constitucional.”. 
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sociedad pueda seguir resistiendo los errores de cálculo del ingeniero en una obra pública, pero no la 
mala práctica profesional del abogado que antepone el conflicto a la transacción justa, que irrita las 
heridas sociales y no las cura. Porque en este caso de lo que se habla es de la legitimidad misma del 
Estado de Derecho. Orden o disolución, pareciera ser el desiderátum de los tiempos presentes”.  
 
Luego de resaltar la importancia de la enseñanza del derecho y de la profesión jurídica, se presenta un 
panorama desalentador, peor que el de algunas profesiones liberales que afrontaban una crisis; según el 
estudio “el nivel de prestigio del abogado ha descendido notoriamente, parece haber quedado atrás la 
época de oro de la profesión; la de los pretores, los filósofos del derecho, los humanistas, los 
gobernantes e inclusive los hacendistas públicos que por décadas orientaron la economía de la nación. 
No es el tiempo de los grandes tratadistas que sistematizaron para nosotros las distintas disciplinas 
jurídicas o nos introdujeron en la doctrina de pensamiento mundial o que generaron las grandes 
transformaciones políticas y sociales… En una calificación de 1 a 5 sobre nuestra prestigio, el 
dictamen es implacable: 2,7 según estudiantes, docentes, colegas y conciudadanos”. 
 
El desprestigio profesional de los abogados, en general, se explica por factores “que han terminado 
por conjurar contra el abogado que demanda una sociedad como la nuestra”: (i) Es expresión concreta 
del divorcio entre el rol que a juicio de la sociedad debe cumplir el abogado y la tarea que 
efectivamente cumple, existe un vacío entre lo que lo que ofrece el abogado y necesita la sociedad38 (ii). 
“Trasluce, por igual, la propia crisis de la administración de justicia, como máxima expresión del 
ejercicio del derecho… el abogado ha terminado siendo afectado por el juicio que la sociedad formula 
a la judicatura por las fallas de la justicia”39 (iii) Habla de los problemas de ética profesional, 
descontextualización económica y social de su ejercicio, falencias en la formación básica y, en algún 
grado, ausencia de compromiso y sensibilidad social”40.  
 
Lo anterior se asocia con “vacíos en la formación del abogado”, con “problemas críticos en los 
programas de formación y educación legal que ofrecen las Facultades de Derecho y del mismo sistema 
de educación superior en Colombia”, en relación con los conceptos de autonomía universitaria, calidad 
de programas académicos y ética profesional. 
 
En cuanto a la autonomía universitaria, según el estudio, a partir de su consagración constitucional en 
el año de 1991, fue identificada con el “desgobierno de la educación superior… con la ausencia del 
Estado en el proceso de formación profesional a varios niveles: la autorización de nuevos programas, 
la vigilancia de los mismos, el establecimiento de los currículos y los exámenes de estado para el 
ejercicio de las profesiones, todo lo cual se ha traducido rápidamente en un marcado deterioro de la 
calidad de la oferta de educación legal en el país”.  
 
                                                          
38 De acuerdo con la publicación, para ese momento el 80% de los abogados identificaban la práctica de la 
profesión con el litigio, mientras que el 64% de los ciudadanos preferían solucionar las controversias por vías no 
contenciosas. Se concluía, entonces, que mientras el abogado se preparaba para el proceso y los tribunales, los 
clientes desean otra cosa. “Lo cierto es que el derecho ha perdido de esta manera su función de prevenir y 
tramitar los conflictos de manera no adversarial” Confrontar con GALANTER, Marc. “¿Por qué los 
“poseedores” salen adelante: Especulaciones sobre el límite del cambio jurídico”, En: GARCÍA VILLEGAS, 
Mauricio (ed.) Sociología Jurídica. Teoría y Sociología del Derecho en Estados Unidos. Bogotá: Universidad 
Nacional de Colombia. Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. 2001. p. 69-103 
39 Con una visión que se ubica en la tradición jurídica anglosajona es posible entender de mejor manera este 
factor de incidencia, en la medida en que en esa tradición los jueces son actores valorados de manera muy 
importante. Aunque en una tradición continental europea reviste una mayor influencia el poder legislativo, el 
análisis no deja por ello de ser válido.  
40 Estas posibles falencias se explican de mejor manera a partir del concepto de derecho en que se tenga 
fundamento. 
26 La Enseñanza del Derecho: más allá del formalismo 
 
Para el momento del estudio se mencionó “ello explica un resultado inexorable de la encuesta, según la 
cual la sociedad en general pide al unísono Controles a la formación de los abogados: el 87% de los 
ciudadanos, el 81% de los egresados, el 77% de los docentes e inclusive el 77% de los estudiantes”. “El 
Estado debe garantizarle a la sociedad la existencia de abogados adecuadamente formados, idónea y 
moralmente. Este deber puede conciliarse con un bien entendido concepto de autonomía 
universitaria”.  
 
Como resultado de esta mal entendida autonomía universitaria, se crearon nuevos programas y se 
presentó una sobrepoblación de juristas, lo cual obedecía además a “criterios neoliberales que 
debilitaron el control del Estado sobre los nuevos programas universitarios y sometieron 
exclusivamente a la determinación libre del mercado la selección de las facultades, a partir de su nivel 
académico”. Se afirma “el fracaso de esta política no ha podido ser más evidente. No sólo no se 
percibe una mejora en la calidad de los programas de derecho en el país, sino que se abrieron esclusas 
para inundar al país de abogados”, y pese a que “no es necesariamente malo que el número de centros 
docentes para el derechos e haya incrementado de esta forma… no es lo más deseable si como 
resultado de ello podemos anticipar problemas más agudos en la calidad de los nuevos abogados, un 
incremento inadecuado de oferta profesional, y muy seguramente un mayor deterioro de la 
conflictividad social” 
 
Al problema de la calidad de los nuevos programas, pues “surgen muchas dudas entonces de la 
capacidad que tienen muy buena parte de los nuevos programas para ofrecerle a la sociedad 
colombiana abogados integrales, inmersos en nuestra problemática social y realmente competentes. 
Ante un problema esencialmente cualitativo, la respuesta que en la hora presente se nos pareciera estar 
brindando por la universidad es esencialmente cuantitativo.”, se suma el de sobrepoblación de 
abogados. 
 
“El problema del país no es tener más abogados sino de mejor preparación, de mejores condiciones. 
Que le ayuden eficazmente a resolver sus desencuentros mediante procedimientos o sistemas no 
violentos… Tenemos que comprender que un exceso de abogados como el que se anuncia tenderá a 
aumentar el nivel de conflictividad en el país o cuando menos a aumentar la demanda por justicia 
formal, afectando mucho más su capacidad de respuesta; así ha ocurrido en otros países, como los 
Estados Unidos de América, por una razón que parece elemental; los nuevos abogados tienden a 
generar una demanda artificial por servicios judiciales, como mecanismo de conservación natural y de 
protección profesional, haciendo de todo un pleito”.  
 
Frente a este panorama, se propone controlar el número de abogados - “Por todo lo anterior, bien 
concluye el estudio que más del 80% de la población encuestada está de acuerdo en limitar el número 
de universidades que pueden tener una facultad de derecho”. Controles al ingreso de los estudiantes, 
mediante el establecimiento de requisitos de admisión consecuentes con los fines, a los programas y a 
los egresados, serían resultado de este análisis.  
 
En lo que respecta a la calidad de los programas, se afirma “Uno de los secretos a voces más 
difundidos entre la comunidad académica, los colegios de abogados y la sociedad en general es el que 
tiene que ver con la falta de calidad en la mayor parte de los programas que ofrecen las facultades de 
derecho en el país”41. 
 
Esto podría explicarse por debilidades relacionadas con la composición del profesorado (“carencia de 
un cuerpo profesional de tiempo completo que asista al estudiante en su proceso educativo y que, 
particularmente, apoye la dinámica de investigación que debe darse al interior de la universidad”), su 
                                                          
41 El estudio menciona que aún los docentes universitarios creían, en un porcentaje del 77%, no estar preparando 
al tipo de abogados que requiere el país. 
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perfil (“…los profesores se definen como litigantes… menos de la mitad no ha cursado estudios de 
especialización y acreditan poca experiencia profesional… la gran mayoría se vincula a la educación 
pasados apenas cuatro años de haber sido recibidos como abogados”), y las condiciones para su 
ingreso (“no es regla común la existencia de una carrera docente, con excepción de la universidad 
pública. A la cátedra no se llega necesariamente por méritos han dicho las encuestas efectuadas y es 
muy limitada la oferta de programas de capacitación docente. En estas condiciones no podemos 
esperar que las facultades contribuyan decididamente a reafirmar los valores, que haya profesores que 
gocen del tiempo suficiente para transmitir actitudes y que se desarrolle la investigación socio-jurídica 
que debe subyacer a todo sistema legal”). 
 
De otro lado, existen debilidades relacionadas con la enseñanza misma del derecho, “aún prevalece la 
memoria, más que la comprensión y la práctica. El énfasis lo gana lo procesal, lo contencioso, antes 
que lo sustantivo y los sistemas no adversariales de resolución de conflictos. El estudio de derecho 
comparado aún es poco profundo y los sistemas de capacitación son poco participativos. La 
metodología, cualquiera que ella sea, se validará en la medida en que forme, no simplemente enseñe la 
legislación; en cuanto permita que el estudiante identifique y estimule sus habilidades para pensar 
como abogado y desarrollar su criterio jurídico, amén de que combine sabiamente la teoría y la 
práctica”. 
 
También existen dificultades en cuanto a la manera en que se diseñan los Currículos, “que son la 
espina dorsal de la calidad académica”. “La sociedad contemporánea no es la misma. La dinámica de 
cambio es cuando menos arrolladora y el abogado tiene que prepararse para actuar en su nuevo 
entorno socio político, sociocultural y socioeconómico. Para ser agente de paz y agente de desarrollo; 
frente a una economía globalizada, un mayor énfasis humanista en las relaciones del nuevo orden 
internacional, un significativo acento proteccionista del medio ambiente en el marco del concepto del 
desarrollo sustentable, la incapacidad de la jurisdicción para seguir actuando con fluidez y oportunidad 
en la satisfacción de una creciente demanda de justicia y el aumento de la conflictividad social, 
doméstica y transaccional, es cuando menos imperativo revisar los currículos ancestrales de la 
universidad. A juicio de los docentes y de los estudiantes de derecho, el principal problema actual de 
sus facultades es precisamente que los programas giran alrededor de materias ‘poco adecuadas’”.  A 
este respecto, si bien “no es posible definir un currículo patrón”, si lo es “determinar un currículo 
básico esencial, interdisciplinario y menos proclive a la entrega de un conocimiento genérico y 
dogmático”. 
 
La calidad de los programas se afecta además por la ausencia de actividad investigativa. “El entorno 
académico para la investigación jurídica es precario… Baste mencionar que los investigadores sólo 
lograron inventariar cuatro publicaciones regulares de facultades de derecho”. “La ausencia de una 
infraestructura académica que estimule las investigaciones, un método de trabajo que las impulse y un 
sistema de evaluaciones que las pondere, ha terminado por hacer de los estudios de derecho un sistema 
pasivo de aprendizaje, en donde ni los profesores ni los alumnos hacen análisis de campo, evalúan los 
fundamentos empíricos de las fuentes de derecho, ni las consecuencias de su aplicación, ni dan paso a 
técnicas experimentales de solución de controversias por medio de mecanismos no convencionales”.  
 
Medidas relacionadas con mejorar la disciplina de estudio también se vinculan al mejoramiento de la 
calidad de la educación jurídica. “Mientras el Icfes recomienda un mínimo de estudio individual de dos 
horas diarias, ha quedado develado que la mayor parte de los estudiantes de derecho del país no 
dedican siquiera una hora al día a la profundización de investigación” 
 
Con relación a la ética profesional, se afirma en el estudio: “Las dos terceras partes de los encuestados 
para este estudio indicaron que el jurista de nuestro país es apenas ético o antiético. Nadie puede negar 
que el abogado en Colombia enfrenta graves señalamientos por problemas de moral, cuando 
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precisamente él debería ser punto de mira obligado en la sociedad para referenciar lo justo, lo 
equitativo, lo ético”.  
 
Ante estas problemáticas se plantea la necesidad de controles; a los ya mencionados (en el ingreso de 
estudiantes, desarrollo de programas y egreso de profesionales), se suman los controles en el ejercicio 
de la profesión jurídica. De esta manera, se sugiere de manera urgente que mientras no se superen 
objetivamente estas dificultades, el Estado asegure de la manera más eficaz que los abogados acrediten 
la solvencia profesional requerida para ser “eficaces auxiliares de justicia”. “Nada heterodoxo o 
innovativo hay en esta propuesta. En Alemania y Francia el abogado debe cumplir a satisfacción los 
exámenes de Estado. En Estados Unidos de América, Taiwán y el Reino Unido los exámenes los 
practican las barras de abogados”.  
1.3.2 Enfoques centrales 
Como ya se mencionó, el estudio publicado por el Ministerio de Justicia y del Derecho en el año 1995 
es estimado como uno de los referentes más completos en materia de análisis de la enseñanza de 
derecho. A continuación me referiré a diferentes perspectivas que permiten observar enfoques 
centrales que puede encontrarse en los escritos nacionales sobre el tema.  
 
Los autores colombianos que se han referido a la manera en que se presenta la educación jurídica lo 
han hecho expresando sus problemáticas, sea que se le consideren o no explicativas de una situación 
de crisis. Estas problemáticas en general aluden a los aspectos mencionados, cantidad y calidad de los 
programas, pero sus motivaciones varían, y por ende los retos que se afrontan.  
 
La problemática puede ser planteada a partir de las limitaciones metodológicas y de la responsabilidad 
de las universidades como agentes determinantes en la enseñanza del derecho. A una crisis en la 
enseñanza del Derecho, hace referencia un estudio realizado y publicado por Ana Giacometto Ferrer 
y Alicia Gracia González42. Esta crisis puede ser comprendida a partir de una “escasa función 
pedagógica del docente-abogado, la falta de interés de las instituciones universitarias en capacitar y 
actualizar la metodología y pedagogía de la enseñanza al docente y una recurrencia a utilizar la 
tecnología e informática en el proceso de enseñanza-aprendizaje”. Con fundamento en un estudio 
basado en encuestas, se afirma “no cabe duda que en el momento actual hay crisis no solo en la 
enseñanza del Derecho en general, y del Derecho Procesal en particular, sino peor aún, en la 
educación superior”43.  
 
En general, se considera, la educación superior en Colombia afronta “problemas estructurales como la 
formación personal y técnico-académica del profesional”, y de manera particular la enseñanza del 
Derecho afronta una crisis relacionada con dificultades en la “metodología empleada por los docentes-
abogados, el sistema de evaluación y la investigación”, que se explica por una “ausencia de 
capacitación o de efectividad de la misma” y “una formación jurídica descontextualizada”.  
 
En este sentido, la crisis en la educación jurídica debe afrontarse avanzando en el mejoramiento de los 
métodos de enseñanza y evaluación, y en la actividad investigativa, pero además adoptando una 
adecuada comprensión contextual. “Luego de analizar el desarrollo histórico de las instituciones o 
universidades (colonial, científica e itinerante, republicana, tradicionalista de Mariano Ospina, 
infortunada vigencia de la ley del 15 de mayo de 1850, comisión coreográfica, Universidad Nacional, 
                                                          
42 GIACOMETTO FERRER, Ana; GRACIA GONZÁLEZ, Alicia. “Crisis en la enseñanza del derecho. 
Alternativas de solución”. Edición 2000. Librería Ediciones Del Profesional Ltda. ISBN 958-635-363-X. 
43 Ibíd. Introducción. Estas consultas se remitieron a cincuenta y ocho facultades de Derecho, obteniendo 
respuesta de solamente ocho facultades. 
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de la regeneración, moderna, de los 60, y de los 90), y de la enseñanza (desde los años 60 hasta los 
desarrollos legales de las disposiciones constitucionales de la Carta de 1991), se considera que para este 
momento la universidad vive en medio de la interacción mundial, de revolución de comunicación, de 
globalización y nuevas tecnologías, lo cual efectivamente demanda de la educación superior 
características específicas que impliquen una formación integral de los profesionales, que además tiene 
un marco constitucional específico”44.  
 
La problemática, también, puede ser planteada respecto de la función estatal y, específicamente, de su 
potestad normativa. Alfredo Fuentes Hernández45, en referencia al caso colombiano considera la 
importancia de la profesión jurídica en su relación con la sociedad, que explica que el Estado ejerza un 
control sobre “…las instituciones a cargo de la enseñanza del derecho”. También hace mención a los 
retos actuales de la educación jurídica, derivados de la “proliferación y cuestionable calidad de los 
programas”, frente a la cual el estado actúa con sus potestades regulatorias.  
 
La consagración de la garantía constitucional de la autonomía universitaria, incidió de manera 
importante en la proliferación de los programas ofertados, pues bajo su amparo “nuevas Facultades y 
programas de Derecho”, fueron creados. Se dio un “significativo aumento del número de programas 
tanto de pregrado como de postgrado, como consecuencia de la proliferación de extensiones 
territoriales y, además, del peso que han adquirido los programas nocturnos”, a lo que se suma la 
oferta educativa privada ya no limitada a las principales capitales del país46.  
 
La “cuestionable calidad de los programas” puede comprenderse a partir de la mencionada 
proliferación, en un momento en que el control de las condiciones y requisitos mínimos necesarios de 
los programas ofertados fue flexible.  
 
Para Fuentes Hernández los dos fenómenos descritos – proliferación y cuestionable calidad de los 
programas – se relacionan con el marco normativo existente. Las normas anteriores a la Ley 30 de 
1992, que establecían requisitos mínimos para la creación y el funcionamiento de los programas de 
Derecho, pierden fuerza con la expedición de la Constitución de 1991 y sus normas reglamentarias. En 
vigencia de la amplia autonomía universitaria un margen de flexibilidad afectó la educación superior en 
general, y como parte de ella la jurídica,  y solo de manera relativamente reciente se fortalecieron los 
controles a los programas en aras de garantizar su calidad. Específicamente en cuanto a la educación 
jurídica se refiere, la proliferación y cuestionable calidad de los programas se traduce en la 
jerarquización desequilibrada entre escuelas del Derecho.  
 
Conviene retomar la cita a Fuentes: “Entre los principales criterios que se tuvieron en cuenta para la 
decisión reciente de exigir estándares de calidad a los programas académicos de educación jurídica, 
además de la preocupación general del Estado por el apreciable deterioro de la calidad, están los 
                                                          
44 Ibíd. p. 1-8. Citado en FIGUEROA CAMACHO, Tania Milena. Educación jurídica ¿Crisis o realidad? En: La 
educación legal y la garantía de los derechos en América Latina. El Otro Derecho número 38 de 2009. ILSA - 
Instituto Latinoamericano para una Sociedad y un derecho Alternativos. Bogotá, DC. 
45 FUENTES HERNÁNDEZ, Alfredo. “Educación jurídica y educación superior en Colombia: desarrollos 
institucionales y legales 1990-2002”. En Revista No. 9: Abogacía y Educación jurídica. Revista Sistemas 
Judiciales, (Ed) Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) e Instituto de Estudios Comparados en 
Ciencias Penales y Sociales, INECIP. Artículo No. 4. Agosto 2005. Se retoman elementos incluidos en 
FIGUEROA CAMACHO, Tania Milena. Educación jurídica ¿Crisis o realidad? En: La educación legal y la 
garantía de los derechos en América Latina. El Otro Derecho número 38 de 2009. ILSA - Instituto 
Latinoamericano para una Sociedad y un derecho Alternativos. Bogotá, DC. 
46 Confrontar con SALAMANCA RAMÍREZ, Freddy Alexander. Educación legal en Colombia. Análisis 
cuantitativo desde una perspectiva histórica. En: Los abogados en Colombia. Editado por GARCÍA 
VILLEGAS. Mauricio. Bogotá, D.C.: Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. Universidad Nacional 
de Colombia. Primera edición. 2010, Capítulo 5.  
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siguientes: a)… la formación del abogado, es crítica. b)… Esta tendencia mundial (globalización) no se 
refleja, en general, en la formación del abogado. c)… La formación en Derecho no proporciona 
herramientas para la comprensión integral de estos fenómenos (conflictividad social), ni tampoco 
promueve el trabajo de los abogados con profesionales de otras disciplinas para aportar soluciones a 
problemas tales como la pobreza, la marginalidad y los fenómenos de violencia que resienten la 
convivencia. d)... Prima una formación enciclopédica… que no permite a los estudiantes desarrollar 
una conciencia y criterio jurídicos, sino aprender legislaciones aplicables en momentos históricos 
específicos… En general, "se piensa que en Colombia ha habido ausencia de Estado en el proceso de 
formación profesional en general, al amparo de una malentendida autonomía universitaria, que se ha 
traducido en la no necesidad de contar con la autorización oficial para la creación de nuevos 
programas y en la inexistencia de procesos efectivos de vigilancia”.  
 
Es posible afirmar, entonces, que de acuerdo con Fuentes Hernández la educación superior en general, 
y la jurídica en particular, deberían estar en el centro de los intereses estatales, y que para superar las 
problemáticas actuales relacionadas con su proliferación y cuestionable calidad deberían asumirse 
medidas normativas. De acuerdo con lo que se pretende exponer en esta tesis, las medidas normativas 
per sé no serían suficientes para garantizar la calidad en la educación jurídica, pero además la 
superación de sus problemáticas implica un debate claro sobre el concepto de derecho, que involucra 
agentes que no se reducen al estado. 
 
Partiendo también de la posición del Estado, pero desde una perspectiva crítica, Julio Gaitán 
Bohórquez47 existe una estrecha relación entre la “la cultura organizativa de los establecimientos de 
enseñanza y las disposiciones de los saberes” y “la formación de los juristas”, de lo cual se deriva la 
importancia de observar “la normatividad estatal relacionada con la organización de la enseñanza”. 
Esta normatividad “estructuró un sistema nacional centralizado, controlado desde el centro del poder 
y desde el centro geográfico del país”, y frente a ello la función de la universidad fue ser “centro de 
producción de los grandes proyectos de transformación social, y por ello el Estado asumió el control 
directo y la organización del aparato universitario”. “La universidad fue concebida como la sede de una 
racionalidad que debía coincidir con la racionalidad del Estado”.  
 
De este modo, podría decirse que no es posible tener un enfoque puramente académico para 
estructurar y comprender los programas académicos de las escuelas de Derecho, sino que ellos son 
afectados directamente por los intereses estatales, y por ende se fundan en valores y principios de 
carácter político.  
 
Gaitán Bohórquez48 afirma que el Estado, mediante la centralización política, logró desde los finales 
del siglo XVIII “docilizar” a los juristas, imponiéndose como productor y definidor del derecho por 
encima de los demás órdenes, logrando así controlar “la circulación de los saberes jurídicos”, incidir 
“en los establecimientos educativos”, reformar “los estudios jurídicos para promover formas de 
discurso jurídico más disciplinadas y controlables por el poder estatal”, y marginar “las fuentes de 
derecho que propiciaban el arbitrio jurídico-judicial para disponer la primacía de las disposiciones 
reales y legislativas, lo cual explica los procesos de  conformación e institucionalización de los saberes 
jurídicos en la Nueva Granada, en los primeros años del proyecto republicano del siglo XIX.”.  
 
                                                          
47 GAITÁN BOHÓRQUEZ, Julio. Huestes de Estado. La Formación Universitaria de los Juristas en los 
Comienzos del Estado Colombiano. Bogotá: Colección de textos de jurisprudencia. Centro Editorial Universidad 
del Rosario. Bogotá. 2002. Pág. 27-135. 
48 Se recoge lo mencionado en FIGUEROA CAMACHO, Tania Milena. Educación jurídica ¿Crisis o realidad? 
En: La educación legal y la garantía de los derechos en América Latina. El Otro Derecho número 38 de 2009. 
ILSA - Instituto Latinoamericano para una Sociedad y un derecho Alternativos. Bogotá, DC. 
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De esta manera, “en las facultades de Derecho, y en general en la educación jurídica, se han procesado, 
creado, reformado, y desarrollado algunos de los paradigmas más influyentes en las dinámicas de 
construcción individual y social. Las discusiones acerca de los modelos educativos, planes de estudio, 
textos y métodos de enseñanza, llevan implícita la idea de reforma social y tiene como propósito 
práctico la obtención de resultados en la economía o en la política nacionales…”49 “Las cátedras de 
historia de las ideas políticas han contribuido a reforzar la estructura dogmática de la formación de los 
juristas debido no solo a su método dogmático de enseñanza, no exclusivo de ellas, sino también a sus 
contenidos y forma de enseñanza”. Gaitán además señala “La historia de las ideas políticas en las 
facultades de derecho no ha ido más allá de la transposición servil y un poco acomplejada de los 
modelos eurocéntricos de concepción de las relaciones sociales, más con su carga excluyente que con 
su contenido integrador”.  
 
A partir de estas consideraciones, es posible afirmar que las condiciones históricas y contextuales, y los 
intereses estatales para la conservación de su poder, incidieron directamente sobre la manera en que se 
estructuraron los planes de estudio en las escuelas de Derecho. En este sentido, la manera en que se 
desarrolla la formación jurídica se vincula cercanamente con la manera en que se transmiten valores y 
principios de naturaleza política, “no solo los conocimientos formalmente enseñados eran 
prefiguradores del perfil que finalmente tendría el candidato a acceder a los estudios de jurisprudencia 
sino también, y en una medida quizás más importante, los hábitos mentales que se les inculcaban a 
través de las prácticas pedagógicas habituales que generaban la base de concepciones sobre las que se 
articularían posteriormente las enseñanzas jurídicas”50.  
 
De esta manera, un concepto de derecho determinado por las condiciones materiales y desde el estado, 
incidió en los contenidos, en los métodos y en las herramientas de enseñanza del Derecho. Esta 
posición, radicalizada, relacionada con una visión crítica del derecho, plantearía necesariamente la 
pregunta de si valdría la pena o no abordar la problemática del derecho y de su enseñanza, o de si ello 
en realidad sería parte de perpetuar las relaciones de poder existentes.  
 
A partir de una mirada que entiende una relación más compleja, Juny Montoya Vargas51, plantea la 
existencia de una “sobrediagnosticada crisis de la educación jurídica (en) los últimos cincuenta años”, 
que pese a existir “no ha producido cambios radicales en el currículo y la forma de enseñanza en las 
facultades de derecho”, lo cual se explica debido a que “la ideología que subyace a la forma en que se 
concibe el objeto de estudio del derecho juega un papel central en el mantenimiento de este estado de 
cosas: Estudiar derecho es estudiar un sistema coherente y autofundado de normas cuyos fines se dan 
por supuestos o cuya consideración simplemente se ignora.”  
 
La profesora Montoya Vargas52 reconoce la existencia de dos tipos de problemáticas que afronta la 
educación superior en general: la falta de cobertura y acceso, y la “altísima estratificación del sector y 
su consecuente variación en cuanto a la calidad. La problemática de la cobertura y el acceso, limita “las 
aspiraciones democráticas de una sociedad”. La problemática de la calidad se explica en la medida en 
que “de la mano de la expansión de la educación superior, se dio también un proceso exagerado de 
estratificación de las instituciones educativas caracterizada por una diferencia de calidad muy grande 
                                                          
49 GAITÁN BOHÓRQUEZ, Julio. Ob. Cit. p. 30. 
50 Ibíd. p. 58. 
51 MONTOYA VARGAS, Juny. Educación jurídica en América Latina: dificultades curriculares para promover 
los temas de interés público y justicia social. En: La educación legal y la garantía de los derechos en América 
Latina. El Otro Derecho número 38 de 2009. ILSA - Instituto Latinoamericano para una Sociedad y un derecho 
Alternativos. Bogotá, DC. 
52 MONTOYA VARGAS, Juny, HOYOS MONTES, Juan Sebastián, MELO, I. M.. “La educación en la 
Constitución Colombiana de 1991”. En “Derecho a la Educación y ciudadanía democrática. El derecho a la 
educación como desarrollo constitucional del Pensamiento Republicano y Cívico”. De Joaquín González Ibáñez, 
Bogotá, Grupo Editorial Ibáñez. 2007. Páginas 401-429. 
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entre la educación que reciben los que tienen acceso a las universidades “modernas” (privadas y 
públicas) y la de los que deben acceder a universidades de segundo o tercer orden (por falta de cupo 
para acceder a la universidad pública o de recursos para acceder a las privadas de calidad)”.  
 
Esta segunda problemática se ha abordado de manera diferente en tres momentos: un sistema de 
inspección y vigilancia (años 80), un sistema basado en la autonomía universitaria (años 90), y 
buscando asegurar la calidad basados en la autoevaluación, la acreditación y los exámenes de estado 
(últimos años)53.  
 
Si, como lo afirma Montoya en un breve panorama de la educación superior en América Latina y en 
Colombia, “la educación superior es importante en un país, sea que se le mire en términos de 
desarrollo, como componente del sistema de ciencia y tecnología, o en términos de formación de las 
élites dirigentes y de la formulación de las políticas públicas”54, estas problemáticas deberían 
concentrar la necesaria atención. Aún más, el análisis de la problemática de la educación jurídica debe 
ser asumido de manera especial, pues la discusión sobre el impacto de la profesión del Derecho en los 
temas de interés público y de justicia social en América Latina, tienen relación con la enseñanza del 
derecho, con “la forma en que los abogados son educados y, específicamente, en la forma en que los 
estudios de Derecho son concebidos”.  
 
La educación jurídica en América Latina, afirma Montoya Vargas, se caracteriza por el predominio de 
“Un programa de estudios formalista, centrado en el estudio de las normas vigentes y aislado de los 
aportes de las demás ciencias sociales”, lo cual “contribuye de manera importante” a que los abogados 
que egresan tiendan a ser “técnicos jurídicos con poca conciencia acerca de su papel en la sociedad y 
del papel que al Derecho le cabe en el mantenimiento o en el mejoramiento de las condiciones que 
caracterizan a nuestras sociedades.”  
 
Pese a que se han emprendido “muchos esfuerzos” para superar esta condición, “los resultados de los 
mismos siguen siendo marginales”, y en general se considera que “la educación jurídica en el 
continente se sigue retratando como ampliamente descontextualizada e irrelevante frente a las 
necesidades más acuciantes de la región, sobretodo en relación con temas de interés público y justicia 
social.”  
 
En general, la educación superior en América Latina, dice Montoya Vargas, se caracteriza por su fuerte 
influencia del “modelo de educación universitaria originado en Europa continental”, en la que 
predomina la educación profesional, académica y teórica55. Pero algunos de sus rasgos críticos se 
explican por sensibles diferencias que se tienen respecto del modelo original, en cuanto a la cultura 
académica56, la cobertura57 y al papel de la universidad privada58.  
                                                          
53 Cita a PARRA SALDOVAL, R, la Universidad, Bogotá, Tercer Mundo, 1996, pág.65 y a VILLAMIL, C. 
Alcance de la autonomía universitaria en Colombia, 1980-2002: una reflexión desde la evolución legislativa y 
jurisprudencial”. En Espacio público y privatización del conocimiento: estudios sobre políticas universitarias en 
América Latina, editado por Gentili, P. y B. Lev, CLACSO, Buenos Aires, 2005.  
54 MONTOYA VARGAS, Juny, HOYOS MONTES, Juan Sebastián, MELO, I. M. Op. Cit. 401-429. 
55 “Por oposición a la tradición anglosajona en la que por varios siglos el aprendizaje del derecho se limitó al 
entrenamiento en la oficina de un abogado o juez sin que se requiriera ninguna acreditación académica para el 
ejercicio de la profesión”. Cita Johnson, W. R. (1978). Schooled lawyers: A study in the clash of profesional cultures. New 
York: New York University Press. 
56 Aunque tanto los universidades europeas como las latinoamericanas tienen como propósito la producción 
científica, las primeras son “organizaciones “profesionales” para la producción científica mientras que las 
universidades latinoamericanas serían organizaciones “no profesionales” con el mismo propósito”, esto es, 
mientras que en Latinoamérica se espera que los profesores “se dediquen a la docencia y se mantengan 
actualizados en su campo de enseñanza” en el contexto europeo “se espera además que adelanten investigación y 
que publiquen.”  
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Estas variaciones permiten explicar el motivo por el cual en América Latina la educación superior 
participa “…en un sistema estratificado que lejos de otorgar herramientas para la reducción de la 
brecha entre clases sociales, replica la estratificación y fomenta el aumento de la brecha por vía de 
ofrecer educación de mejor calidad a los más privilegiados, potenciando así su capacidad de 
incrementar sus privilegios mientras que ofrece educación de mala calidad a los menos privilegiados 
frustrando así sus expectativas de superación y movilidad social”.  
 
La profesora Montoya Vargas59, ha afirmado que desde el punto de vista de su cobertura, “el impacto 
de la educación superior en nuestro continente sobre la población general es poco… la educación 
superior en América Latina, a pesar de algunos intentos por ampliar su cobertura, está destinada a la 
formación de las élites, no porque se base en un sistema de formación meritocrática, sino porque 
ofrece educación solo a un pequeño porcentaje de la población que la requiere, y dentro de ella solo a 
las clases más altas”.  
 
Por su parte, la educación jurídica continental60 se ha caracterizado por (i) la “enseñanza de la 
‘gramática del derecho’” – memorización de conceptos generales y abstractos - (ii) la “enseñanza de las 
normas vigentes a través de una ‘visión panorámica’” - estudio sistemático de los principales códigos y 
leyes vigentes -, y (iii) la “enseñanza de la “lógica interna” del derecho” - refiere a la dogmática, según 
la cual la totalidad de las normas concretas consagradas en el derecho positivo pueden ser derivadas de 
una serie definida de principios abstractos -.  
 
De acuerdo con la profesora Montoya el “mito” según el cual resulta inmodificable la educación 
jurídica tradicional, se apoya en las tres características expuestas, presentando el derecho como un 
sistema unitario y con un desarrollo coherente, enseñado mediante un “currículo saturado por la 
necesidad de cubrir de manera exhaustiva las normas vigentes en las principales ramas del derecho”, 
que impide vincular “la realidad social, económica o política en que (las) normas surten o no efectos”.  
 
El derecho así es presentado como la “ciencia del derecho”, que implica “aprender a derivar 
aplicaciones a casos particulares a partir de normas y principios generales”. La mala presentación del 
derecho como la “ciencia del derecho” podría explicar que su enseñanza consista en el estudio extenso 
y exhaustivo de las reglas vigentes en cada una de las áreas, en la medida en que la ciencia es reducida a 
la lógica deductiva, que no se ocupa de los procesos de creación, verificación y falsación de hipótesis y 
de argumentación, y el derecho es reducido a la derivación deductiva de reglas particulares a partir de 
principios generales, “ignorando los procesos políticos, económicos, sociológicos, argumentativos y de 
otro orden que intervienen en la creación, interpretación y aplicación de las normas jurídicas”.  
                                                                                                                                                                               
57 “La educación superior en América Latina a pesar de algunos intentos por ampliar su cobertura sigue siendo 
de élite, no en el sentido en que lo es por ejemplo la educación jurídica en Estados Unidos, basada en un sistema 
de selección meritocrática, sino porque ofrece educación solo a un pequeño porcentaje de la población que la 
requiere y, dentro de ella, solo a las clases más altas”. 
58 “La universidad privada juega un papel más importante en la educación superior en América Latina que en 
Europa… (como) consecuencia de la falta de cobertura del sector público en la mayoría de países y a 
importantes diferencias de calidad entre la educación pública y la privada en muchos casos. 
Al interior de América Latina además, existen importantes diferencias en cuanto a los recursos de que disponen 
las universidades públicas y privadas incluso al interior de un mismo país. Y, dentro de las universidades 
privadas, entre las financiadas por la iglesia y aquellas que son auto-financiadas, las cuales, salvo las contadas y 
notorias excepciones que corresponden a unas cuantas universidades de élite, como consecuencia de la necesidad 
de generar recursos tienden a no realizar investigación sino a concentrarse en la preparación de profesionales en 
carreras de bajo costo y alta demanda, a no contratar profesores de tiempo completo, y a invertir únicamente en 
la construcción de edificios”  
59 MONTOYA VARGAS, Juny, HOYOS MONTES, Juan Sebastián, MELO, I. M.. 401-429. 
60 Cita: Damaška, M. (1968). A continental lawyer in an american law school: Trials and tribulations of adjustment. University 
of Pennsylvania Law Review, 116, p. 1363-1375. 
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Estas mismas características son observables, según Montoya61, en el contexto Latinoamericano,  en el 
que la educación jurídica desarrolla “un currículo orientado hacia la cobertura de las normas vigentes y 
centrado en las disciplinas de los distintos códigos”, con “una enseñanza y evaluación ritualista y 
formalista, que enfatiza la memorización y retención de la información impartida con carácter de 
autoridad irrefutable por el profesor”. Esta situación crítica se agrava cuando se tienen en cuenta 
características propias en América Latina: “una profesión académica débil atribuible a la falta de 
recursos destinados a la educación, la falta de una cultura favorable a la investigación y la falta de un 
sistema meritocrático de reclutamiento y seguimiento a la labor académica.”.  
 
En diferentes países latinoamericanos se han planteado diferentes críticas a la manera en que se 
desarrolla la educación jurídica, la cual en general se presenta como anacrónica y por ende de poca 
relevancia social62. En el caso colombiano, se refiere al precitado diagnóstico hecho por el Ministerio 
de Justicia en el año 199563,  la educación jurídica se “caracterizaba por una visión generalista del 
currículo que no le ofrece al estudiante opciones laborales o de interés diferentes a las tradicionales; el 
énfasis en la memorización de códigos y leyes, el descuido en la formación del criterio jurídico, la 
insuficiente investigación por parte de estudiantes y profesores, un currículo centrado en una 
formación “técnica-procesal” descuidando una formación ética y humanista que oriente al profesional 
hacia el servicio a la comunidad, y un currículo desactualizado frente a las necesidades del país de hoy.”  
 
Como se mencionó al inicio, lo que resulta extraño no es esta caracterización de la tradición, sino que 
siendo tan crítica permanezca, lo cual según la autora se explica por “la ideología que subyace a la 
forma en que se concibe el objeto de estudio del derecho”. En la medida en que el currículo de las 
facultades de derecho tiene como Centro “la enseñanza de la “doctrina” (entendida como el conjunto 
de las reglas aplicables a los casos particulares) sobre cualquier otra posibilidad curricular” y el 
“derecho privado”, lo que es ubicado en la Periferia resulta entonces tener menos relevancia. “La 
distinción centro-periferia aquí equivale a la distinción entre lo que es derecho (materias donde se 
estudian conjuntos de normas) y lo que no (materias que trascienden el estudio de las normas), tales 
como la sociología del derecho, la historia del derecho o las relaciones entre derecho y moral.”.  
 
Aunque en el siglo XX se cuestionó “este diseño curricular”, y se han presentado reformas curriculares 
que han introducido “cursos de derecho social, estudios interdisciplinarios, educación clínica, análisis 
político y económico del derecho…”, “la introducción de todos esos elementos, sin embargo, parece 
                                                          
61 Cita: Peña González, C. (2000, May 24-27). Characteristics and challenges of latin american legal education. Paper 
presented at the CONFERENCE OF INTERNATIONAL LEGAL EDUCATORS, Florence, Italy. 
62 Según Montoya Vargas la situación crítica de la educación jurídica en América Latina se ha considerado de 
manera extensa y reiterada: “En México, la educación jurídica se considera estancada y centrada en la transmisión 
de modelos teórico-jurídicos del siglo XIX, centrada en el estudio de los manuales escritos en los años 50 y 60 y 
las compilaciones de normas y jurisprudencia. Todo lo cual redunda en la inadecuada preparación que reciben los 
abogados para realizar un trabajo que pudiera ser significativo en términos de relevancia social (Fix-Fierro & 
López-Ayllon, 2003). La educación jurídica en Argentina se centra en la transmisión de textos legales y doctrina 
sin espacio para la confrontación crítica, fomentando un estilo de pensamiento formalista “concentrado en las 
normas y su exégesis, que termina presentando a la ciencia jurídica como una obra concluida y desalentando toda 
ponderación crítica acerca del contenido del derecho legislado” (Bergoglio, 2003, p. 16). En Chile, el discurso de 
la crisis del derecho, aunque aún minoritario, se presenta como evidencia de la necesidad de reformas 
sustanciales a la educación jurídica que hagan posible la superación del legalismo que la caracteriza (Montero, 
n.d.). En lo que hace a la educación jurídica venezolana, Pérez-Perdomo (1988) ha responsabilizado a la aridez de 
los materiales, la rigidez de la pedagogía y los requisitos de memorización de excluir de la profesión a las 
inteligencias más activas.” 
63 República de Colombia. Ministerio de Justicia y del Derecho. El abogado en el tiempo de la gente: realidad y 
prospectiva de la enseñanza del derecho en Colombia. 1995. Analiza la problemática de la enseñanza del derecho 
con base en un estudio que contó con la participación de la academia y del gobierno, y que recoge las 
consideraciones de ciudadanos, y de estudiantes, profesores y egresados del derecho. 
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haber dejado intacto el estudio de la doctrina como el corazón de la educación jurídica.”. Así, la 
enseñanza del derecho mantiene su Centro, reglas contenidas en los códigos básicos, y su Periferia ha 
sido ampliada recurrentemente, lo cual se explica por un concepto del derecho que sigue estando 
fundamentado en la tradición.  
 
En cita a Duncan Kennedy64 critica la consideración según la cual “El centro es el derecho como es, 
mientras que la periferia es un ideal… El centro es individualista, la periferia es colectivista… El centro 
es unitario y lógico, es el campo del razonamiento puramente jurídico que va de los principios y las 
premisas generales a las reglas y soluciones particulares. El resultado de ese razonamiento es jurídico y 
por lo tanto correcto, independientemente de si está bien o mal en términos éticos. El derecho se 
convierte en una máquina que arroja resultados necesarios, ser bueno en el derecho equivale a operar 
bien la maquina… la periferia es el reino de la escogencia, del pluralismo, de la textura abierta, de la 
libertad por oposición a la necesidad”. Esta posición es criticada presentando como erróneas las 
consideraciones de coherencia, racionalidad y unidad de las normas de derecho privado, que son 
ubicadas como el Centro, y exponiendo la falsa distinción entre Centro y Periferia por su mutua 
relación, que pese a ello es recurrente en las facultades de derecho.  
 
Descrita así la situación de la educación jurídica en América Latina, su superación involucrará más que 
“la introducción de más cursos en el currículo”, “preparar a los futuros profesionales para responder a 
los retos de justicia social e interés público” implica un transformación radical en la concepción del 
Centro , “No basta con adicionar cursos al programa de estudios. Los estudiantes de derecho tienen 
que comprender que el derecho es una estructura más compleja que lo que las derivaciones lógicas de 
principios a reglas presenta.”. “La relevancia social de los estudios de derecho en América Latina se 
medirá por la contribución social de la profesión jurídica al mejoramiento de las condiciones de justicia 
de la región.” 
 
Para este fin, lo que tradicionalmente se ha considerado como Periferia debe revalorarse, de manera 
que sea posible adoptar “la visión generalizada de que el derecho no se puede comprender a cabalidad 
sino en sus conexiones con la sociedad, sus principios y valores”, y cuestionar “el papel que el derecho 
y los profesionales del derecho juegan en una sociedad que perpetua la injusta distribución de los 
recursos y que impide el acceso de los menos favorecidos al sistema de justicia”, solo de esa manera 
tendría sentido emprender reformas curriculares. Estas reformas deberían encaminarse a “superar la 
falsa dicotomía entre el centro y la periferia”,  y desarrollarse “a partir de experiencias reales y no a 
partir de tratados y manuales es un currículo interdisciplinario e integrado”65. 
 
Con un enfoque similar, que relaciona la complejidad de la problemática de la enseñanza del derecho,  
Germán Silva García66 vincula en su estudio de la profesión jurídica las relaciones existentes entre 
derecho y sociedad. Alude a una problemática en la enseñanza del derecho que la caracteriza por su 
disparidad, “respecto de la educación jurídica considera… que existen algunos elementos que ‘implican 
discordancias en la cohesión formativa de los operadores del derecho colombianos y que redundan en 
la pérdida de unidad por parte de los integrantes de la profesión jurídica’”.  
 
                                                          
64 Kennedy, D. (1983). The political significance of the structure of the law school curriculum. Seton Hall Law Review, 14, p. 
10-11, traducción libre de la autora. 
65 Citado en FIGUEROA CAMACHO, Tania Milena. Educación jurídica ¿Crisis o realidad? En: La educación 
legal y la garantía de los derechos en América Latina. El Otro Derecho número 38 de 2009. ILSA - Instituto 
Latinoamericano para una Sociedad y un derecho Alternativos. Bogotá, DC. 
66 SILVA GARCÍA, Germán. “El mundo real de los abogados y de la justicia. Las prácticas jurídicas”. Tomo I. 
Capítulo Segundo. Universidad Externado de Colombia. Instituto Latinoamericano de Servicio Legales 
Alternativos (Instituto Latinoamericano para una Sociedad y un derecho Alternativos) ILSA. Bogotá, 2001. p. 11 
a 21 y 35 a 58. 
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A la manera en que otros autores lo hacen, Silva García se refiere a la incidencia de la consagración y 
efectivo desarrollo de autonomía universitaria en la problemática de la educación jurídica, como parte 
de la educación superior. En este sentido, a partir del año 1991, con la consagración constitucional de 
la autonomía, la formación jurídica toma distancia de la orientación en la que se fundamentó la 
Universidad de Bolonia del siglo XII67, que buscaba una “educación homogénea”, para dar paso a la 
diferenciación entre programas académicos.  
 
Si bien en la actualidad “los procesos de educación jurídica… tienen una base general común en virtud 
de la uniformidad de los programas académicos en lo que a las materias fundamentales del derecho 
atañe o respecto de la duración de los programas”, “… en seguida solo es posible encontrar 
desigualdades”, “lo cual se explica pues en virtud de la autonomía universitaria los planes académicos 
se diseñan con ‘componentes diferenciados’, pueden diferir en sus ‘énfasis temáticos y preferencias 
ocupacionales’, en los diferentes niveles de calidad y estilos de las instituciones de educación, 
‘inclinaciones ideológicas y políticas’, perfiles, orientaciones y aún, posiblemente, ‘obedecen a escuelas 
de pensamiento jurídico discrepantes’”.   
 
Para Silva García, la autonomía universitaria en lugar de ser un instrumento de las universidades para 
garantizar la calidad de sus programas, se ha convertido en ocasiones como “una patente de corso” 
con la que se han marcado “diferencias en los procesos formativos”, y aún peor, en lo que respecta a la 
calidad de los programas ha servido para que se presenten “desigualdades (muy) significativas”68, y 
“enormes deficiencias en la educación jurídica impartida en el país”.  
 
Nuevamente las problemáticas referidas a la cantidad de los programas ofertados y a su calidad 
aparecen en la discusión. La educación jurídica se caracteriza por una “excesiva cantidad de facultades 
de derecho; el predomino de criterios de lucro en el desarrollo de la actividad educativa…; el imperio 
de un modelo neoliberal fundado en la ley de la oferta y la demanda de cupos educativos, pero ineficaz 
dada la insuficiencia de plazas en las buenas instituciones y las limitaciones que implica el costo de sus 
matrículas, lo que converge en una oferta reducida de calidad combinada con una demanda extensa sin 
capacidad de compra’, sin que frente a ello se hayan optado por soluciones como “mayor desarrollo de 
la universidad pública, con la inversión necesaria para ofrecer programas de calidad y a costo 
razonable”, sino optando por la satisfacción del modelo neoliberal que permitirá mayor cobertura en 
desmejora de la calidad de la educación”.  
 
Así, al amparo de la garantía constitucional de la autonomía universitaria, programas académicos de 
derecho de las más variadas características son ofertados, afectando de esta manera su calidad. Pero 
además de esto, la calidad en la formación jurídica se afecta por la desigual formación secundaria de 
sus aspirantes, por los débiles requisitos de admisión que se exigen, por el desinterés en la actividad 
investigativa que conlleva a que la actividad docentes se centre en la reproducción de la información y 
no en la creación del conocimiento, por la “falta de recursos y de una conveniente selección y 
formación de los profesores”, y también por las diferencias relacionadas con factores sociales y 
regionales, siendo que “la educación universitaria ha sido en Colombia, con muy poca equidad social, 
un medio de selección de las élites de poder.”  
 
A estos factores incidentes en la calidad de los programas ofertados, se suma la dificultad que se 
presenta para que facultades de derecho y sus programas se actualicen periódicamente, de la mano con 
los cambios contextuales de la institución y el país.  
                                                          
67 Cita a CORTÉS MONCAYO, E. “La universidad medieval”. En Externadista. No. 3. Universidad Externado 
de Colombia, 1996, Bogotá D.C., p. 3 a 9.  
68 Referencia a Ministerio de Justicia y del Derecho. El abogado en el tiempo de la gente. Bogotá, serie 
Documentos. No. 13. páginas 34 a 66, 87 a 97, 126 a 137 y 141 a 144.  
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1.3.3 Las respuestas normativas 
 
Hasta aquí se han referenciado las problemáticas que afronta la enseñanza del derecho en el contexto 
colombiano, según la investigación del año 1995 y los aportes de los autores en cita.  
Como se ha mencionado, el diagnóstico efectuado no parece corresponderse con las medidas 
adoptadas, en la medida en que no siendo novedosas las diferentes problemáticas reconocidas 
continúan hoy en día siendo objeto de discusión. Entre las muchas vías de solución, sería posible 
analizar de qué manera las facultades ha asumido la problemática, lo cual requeriría no solo analizar las 
modificaciones curriculares efectuadas, sino en general el impacto real de nuevas medidas; este es un 
campo de investigación que se abre a partir del análisis efectuado y que podría ser el objeto de un 
trabajo concreto.  
Concordante con la posición expuesta en esta tesis, según la cual la problemática de la enseñanza del 
derecho debe involucrar la discusión por el concepto de derecho predominante, lo que se pretende 
afirmar en el este aparte es que la problemática no puede definirse solamente desde el plano 
normativo, y que por ende tampoco resultan suficientes las medidas normativas que, como se 
mencionará, ya se han tomado al respecto. 
Afirmar que la manera en que se estructura la enseñanza del derecho desde las facultades es incidida 
por el concepto de derecho predominante, y que por ende la problemática de la educación jurídica 
debería abordar tal discusión, no implica asumir la existencia de un concepto de derecho “correcto”; 
contrario a ello, se propone abrir esta discusión entre los actores implicados, señalando la insuficiencia 
de un concepto del derecho centrado en la ley, pero también de uno que lo considere abiertamente 
indeterminado y dependiente de las ideologías dominantes69.  
 
En este sentido, resulta de gran importancia retomar una noción diferente de derecho, que se ubica en 
una posición intermedia en la medida en que reconoce la importancia de la lógica interna del derecho 
pero también de las condiciones en que este se desenvuelve. Tal es la visión del derecho como campo 
social que expone Mauricio García Villegas70, quien afirma “Siguiendo a Pierre Bourdieu… el derecho 
es un campo social71, en el cual los participantes están en disputa por la interpretación de las formas 
jurídicas y la visión legitimada de derecho y sociedad72. Aquellos que participan en el campo jurídico –
como aquellos que lo hacen en el campo religioso – luchan por la apropiación del poder simbólico que 
está implícito en los textos jurídicos...”. 
 
Sigue “…de esta manera, el derecho se convierte en la forma por excelencia de poder simbólico – y de 
violencia simbólica73. Puesto que el derecho es un campo social en el cual reside un buen número de 
capital social y simbólico, no es sorprendente que dentro del campo existan fuertes choques entre sus 
miembros por la posesión y distribución de este capital. Los actores ubicados en diferentes posiciones 
                                                          
69 Posiciones que tradicionalmente han tendido a ponderar la perspectiva interna o la externa.  
70 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio. Sociología Jurídica Comparada. Campos Jurídicos y Ciencias Sociales en 
Europa y Estados Unidos. En: SOCIOLOGÍA Y CRÍTICA DEL DERECHO. Editorial: Fontamara. México 
D.F. 2010. p. 354. ISBN/ISSN: 9786077921257.  
71   De acuerdo con Bourdieu y Wacquant (1992, 16), un campo es un conjunto de relaciones objetivas e 
históricas entre posiciones de actores sociales que luchan por poder o por capital.  
72 “El campo jurídico es el sitio de una competencia por la posibilidad de determinar el derecho. Una 
confrontación dentro de este campo se da entre actores que tienen una competencia técnica, la cual es 
inevitablemente social y consiste esencialmente en la capacidad socialmente reconocida de interpretar un cuerpo 
de textos que santifican una visión correcta o legitimada del mundo social"  (Bourdieu 1986a, 817; 1986b, 6). 
Esto hace del derecho un caso particularmente interesante para el estudio del poder en la sociedad. 
73 Dadas las posibilidades que tienen sus practicantes para crear instituciones y con ellas realidades históricas y 
políticas a través del simple  ejercicio de nombramiento (Bourdieu 1986a, 839). 
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dentro de ese campo y dotados de diversas disposiciones, luchan por decir la última palabra sobre el 
significado y alcance de los textos jurídicos. Tal lucha no es solamente intelectual sino también política, 
dado el hecho de que la mayoría de los debates jurídicos tiene implicaciones directas para la 
distribución del poder y de bienes que se encuentran en el campo político. Controlar el derecho es 
importante para controlar la sociedad74. Es por esto que la batalla se da también por fuera del campo.”. 
De esta manera, se involucran dentro del campo social actores, capitales y privilegios75. 
  
El derecho, bajo esta comprensión, está referido no solo a sus prácticas y ritos propios, sino además a 
las condiciones materiales en que se desarrolla, pero ninguno de estos dos elementos, por separado, 
resulta suficiente para conocer el operar jurídico.  
 
Esta muy breve alusión permite entender el motivo por el cual a partir de un concepto de derecho 
como el expuesto, al abordar su problemática, y ésta relacionada con la enseñanza del derecho, no 
resulta suficiente el análisis de las medidas normativas como son adoptadas, tampoco la constitución 
del campo jurídico por sus actores, ni las condiciones materiales en que se desenvuelve. El análisis 
resulta ser más complejo. Respecto del objeto de esta tesis, esto implica que el abordar la problemática 
de la educación jurídica comprenda una gran diversidad de variables, una de las cuales es la enseñanza 
del derecho.  
 
De la misma manera en que la alusión al derecho como campo social permite comprender la 
importancia de relacionar el concepto del derecho con la manera en que se analiza la problemática de 
la educación jurídica, es posible entender que no es suficiente una descripción vacía de crisis, pues en 
su trasfondo se involucran unas ciertas relaciones de poder que se suman a su propia lógica interna.  
 
Algunas medidas normativas. 
Como se observó en el marco teórico expuesto, cuando se hace referencia a la educación superior, en 
general es posible analizar un balance de su condición a partir de dos perspectivas diferentes. De un 
lado, la situación de la educación puede examinarse respecto de la cantidad de programas que son 
ofertados, aludiendo al problema de la cobertura. De otro lado, como se comprende, es posible 
referirse a la calidad de los programas que son ofertados. Desde una y otra perspectiva sería posible 
analizar si existe referencia a una cierta crisis. En términos generales, a primera de ellas, hará referencia 
a los pocos o a los muchos programas que se oferten. La segunda involucra aspectos relacionados con 
lo que se espera de dichos programas.  
Ahora bien, estas dos perspectivas se relacionan de manera cercana, tal como en la actualidad se 
evidencia. Como se acotó, los autores que se refieren a la educación jurídica en América Latina, y 
                                                          
74 Así por ejemplo, la delimitación jurídica de los derechos de propiedad es también una respuesta a la pobreza y 
marginalidad social. 
75 SALAMANCA RAMÍREZ, Freddy Alexander. Educación legal en Colombia. Trabajo de grado presentado 
para obtener el título de Magíster en Derecho. Dirigido por Mauricio García Villegas. Bogotá, D.C.: Facultad de 
Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. Universidad Nacional de Colombia. 2010. p. 7. Describe actores, capitales 
y privilegios de la siguiente manera. “… dentro de todo campo existen actores, privilegios y capitales… Los 
actores  del campo jurídico son: Los creadores – personas con la autoridad para establecer o modificar normas 
jurídicas generales -, los practicantes – aquellos que prestan asesoría jurídica a quienes participan en pleitos o 
trámites jurídicos -, los guardianes de la doctrina – aquellos encargados de la construcción y conservación 
sistemática de los conceptos básicos para la práctica jurídica -, los aplicadores del derecho – encargados de 
decidir casos concretos basados en las normas aplicables al caso -, los educadores – quienes difunden las normas, 
el habitus y las doctrinas del campo jurídico -, y los grupos de interés – colectividades que se valen de diversos 
medios para impulsar sus objetivos; por su parte los capitales de los que disponen los actores son económicos, 
culturales y sociales; y los privilegios por los cuales luchan son entre otros: el éxito financiero, posición o 
prestigio dentro del campo, y la imposición mediante el derecho de su forma de ver el mundo y la pretensión de 
defensa de sus intereses”.  
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concretamente en Colombia, coinciden en señalar un considerable aumento en la cantidad de 
programas ofertados. Para algunos, este aumento ha ocasionado una cierta estratificación de 
facultades, no solo en la medida en que es posible encontrar todo tipo de enfoques, sino también en la 
medida en que difiere la calidad ofertada. Normativamente se ha pretendido controlar esta 
estratificación.  
La cantidad de programas per sé no resulta ser el interés de la presente tesis, resulta serlo solo respecto 
de la afectación de la calidad de los programas. Por esta razón, no se espera llegar a la conclusión de la 
necesidad de más o menos programas de Derecho; en lugar de ello, se pretende abordar la 
problemática relacionada con calidad de los mismos, si bien esta puede afectarse por el primer criterio. 
Actualmente, en Colombia no resulta extraña la discusión respecto de la calidad de la educación, y 
específicamente de la educación superior. Luego de un cierto periodo de “laxitud” en la 
reglamentación para la creación de programas, incluidos los de Derecho, a partir del año 2002 se hacen 
mayores exigencias para el funcionamiento de los programas académicos76 y es mayor el énfasis en la 
necesidad de medir a los nuevos profesionales. El periodo de laxitud en la reglamentación no 
necesariamente se traduce como la ausencia de la discusión respecto de la calidad de los programas, es 
posible que ésta se pretendiera garantizar a partir de la demanda de los programas.77 
Con posterioridad a los diferentes esfuerzos normativos para crear filtros en la calidad de los 
programas de educación superior que son ofertados en Colombia, hoy por hoy éstos enfrentan una 
medición principalmente realizada mediante dos herramientas.  
De un lado, se ha establecido el Registro Calificado, regulado por la  ley 1188 del 25 de abril de 2008 y 
reglamentado por el Decreto 1295 del 20 de abril de 2010, como requisito para “ofrecer y desarrollar 
un programa académico de educación superior que no esté acreditado en calidad” y como “el 
instrumento del Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior mediante el cual el 
Estado verifica el cumplimiento de las condiciones de calidad por parte de las instituciones de 
educación superior”. De otro lado, luego de la creación del Sistema Nacional de Acreditación mediante 
la Ley 30 de 1992, se reconoce la excelencia de la calidad de los programas e instituciones por parte del 
Consejo Nacional de Acreditación, acreditación de calidad que en la actualidad se encuentra regulada 
por el Decreto 1295 del 20 de abril de 2010.  
Respecto de la formación de los profesionales, en la actualidad uno de los “instrumentos” de medición 
más reconocidos es el Examen de Estado de Calidad de la Educación Superior, reglamentado por el 
Decreto 3963 del 14 de octubre de 2009, “compuesto por pruebas que evalúan las competencias 
genéricas y las específicas”. 
                                                          
76 Ibíd. Se hace referencia aquí a cuatro momentos normativos respecto de la creación y ofrecimiento de 
programas de derecho, que incidieron de manera importante en el crecimiento de Instituciones de Educación 
Superior y de programas de Derecho: un periodo de laxitud de 1950 a 1974, un periodo restrictivo de 1974 a 
1992, un nuevo periodo de laxitud de 1993 a 2001, y un periodo de mayores exigencias de 2002 a 2007. 
77 SILVA GARCÍA, Germán. Prospectivas sobre la educación jurídica. En: “La formación jurídica en América 
Latina”. Compilado por Rogelio Pérez Perdomo y Julia Cistina Torres. Universidad Externado de Colombia. 
Primera edición 2006. p. 40. Sobre el fundamento de la Ley 30 de 1992 el autor afirma “Respecto a la calidad de 
la educación, predominaba la creencia según la cual la demanda (conformada por los padres de familia y sus 
hijos) la controlaría, puesto que sólo iba a optar por hacer matrícula en instituciones y programas que ofrecieran 
las condiciones adecuadas para impartir una educación apropiada y reconocida, lo que obligaría a la oferta a 
comportarse de acuerdo con las expectativas del mercado. Sin embargo, semejante concepción tendría apenas 
posibilidades si el producto que se ofreciera fuera barato y, a la par, existiera una demanda con una capacidad 
sólida de compra, situación que no correspondía ni a la educación superior como servicio, ni al grueso de sus 
potenciales usuarios”.  
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Aunque no es pretensión de esta tesis ahondar en cada uno de estos instrumentos, conviene hacer una 
referencia general de ellos.  
Respecto del Registro calificado, es importante mencionar que es requisito su obtención para “ofrecer 
y desarrollar un programa académico de educación superior”, y se otorga “por el Ministerio de 
Educación Nacional a las instituciones de educación superior legalmente reconocidas en Colombia, 
mediante acto administrativo motivado en el cual se ordenará la inscripción, modificación o 
renovación del programa en el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior –SNIES–, 
cuando proceda.”.  
Para la obtención de este Registro se evalúan las condiciones de calidad de los programas (en los 
aspectos de Denominación, Justificación, Contenidos Curriculares, Organización de las actividades 
académicas, Investigación, Relación con el sector externo, Personal docente, Medios Educativos e 
Infraestructura Física) las condiciones de calidad de carácter institucional (Mecanismos de selección y 
evaluación, Estructura administrativa y académica, Autoevaluación, Programa de egresados, Bienestar 
universitario y Recursos financieros suficientes), y otras Características específicas fijadas por el 
Ministerio de Educación Nacional.  
Por su parte, la acreditación en calidad de un programa académico es otorgada por el Ministerio de 
Educación Nacional, previo concepto del Consejo Nacional de Acreditación – CNA –, e “implica que 
el mismo cumple las condiciones de la ley para su oferta y desarrollo”78. 
El tercer instrumento de calidad, el Examen de Estado de Calidad de la Educación Superior, tiene 
como objetivos “a). Comprobar el grado de desarrollo de las competencias de los estudiantes 
próximos a culminar los programas académicos de pregrado que ofrecen las instituciones de educación 
superior. b). Producir indicadores de valor agregado de la educación superior en relación con el nivel 
de competencias de quienes ingresan a este nivel; proporcionar información para la comparación entre 
programas, instituciones y metodologías, y mostrar su evolución en el tiempo. c). Servir de fuente de 
información para la construcción de indicadores de evaluación de la calidad de los programas e 
instituciones de educación superior y del servicio público educativo, que fomenten la cualificación de 
los procesos institucionales y la formulación de políticas, y soporten el proceso de toma de decisiones 
en todos los órdenes y componentes del sistema educativo.”. 
Se evalúan “las competencias de los estudiantes”, las genéricas “necesarias para el adecuado 
desempeño profesional o académico independientemente del programa que hayan cursado” y las 
“específicas… definidas por el Ministerio de Educación Nacional, con la participación de la 
comunidad académica, profesional y del sector productivo”. 
La reciente expedición de estas normas hace que sea necesario esperar un tiempo prudencial para 
analizar con un mejor criterio su impacto concreto en la educación jurídica. Sin embargo, esto no 
implica afirmar que la discusión sobre la calidad de los programas y de la formación de los 
profesionales resulte novedosa, pues aún desde el plano normativo existen ciertos antecedentes (no tan 
recientes) que permiten hacer este análisis; existen de tiempo atrás normas relacionadas con la oferta 
de programas de derecho79, y la discusión sobre la calidad de la educación jurídica ha sido expuesta ya 
en diferentes escenarios.  
                                                          
78 La Acreditación puede ser Institucional, a los Programas de Pregrado o a los Programas de Postgrado y 
dependen de los lineamientos para ello establecidos.  
79 Se ha hecho referencia a las normas vigentes, pero debe mencionarse que a partir de la Ley 30 de 1992 diversas 
fueron las normas expedidas, pero que luego fueron declaradas inexequibles. A manera de ejemplo pueden 
citarse los Decretos 2802 de 2001, por el cual se reglamentan los estándares de calidad para programas 
profesionales de pregrado en Derecho, y 2566 de 2003, Por el cual se establecen las condiciones mínimas de 
calidad y demás requisitos para el ofrecimiento y desarrollo de programas académicos de educación superior y se 
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Desde la perspectiva superficial a la que se ha hecho referencia, se podría afirmar que la problemática 
de la enseñanza del derecho en Colombia está superada, al menos parcialmente, por las medidas 
normativas adoptadas.  De acuerdo con el Decreto 1295 del 20 de abril de 2010, para que un programa 
obtenga el Registro Calificado es necesario que, respecto de los Contenidos Curriculares, se cuente con 
un “componente de interdisciplinariedad” del programa, con “estrategias de flexibilización para el 
desarrollo del programa”, y con “lineamientos pedagógicos y didácticos adoptados en la institución 
según la metodología y modalidad del programa”80.  
En general es difícilmente discutible que estos requisitos no son compatibles con una concepto del 
derecho como sistema cerrado, propios de corrientes de tipo formalista, que abrazan “…una 
comprensión que piensa que no existe, al interior del derecho, una dimensión independiente de justicia 
o equidad, que el derecho es básicamente una actividad destinada a examinar textos preexistentes (por 
oposición a realidades, intereses o necesidades), que la interpretación del derecho produce 
generalmente resultados definitivos o correctos y que en el sistema jurídico no hay vacíos porque hay 
formas cognitivamente razonables de llenarlos.”81.  
De otro lado, se hace énfasis en la exigencia de “actividades de investigación que permitan desarrollar 
una actitud crítica y una capacidad creativa para encontrar alternativas para el avance de la ciencia, la 
tecnología, las artes o las humanidades y del país…”, “El programa debe prever la manera cómo va a 
promover la formación investigativa de los estudiantes o los procesos de investigación, o de creación, 
en concordancia con el nivel de formación y sus objetivos.”. Se exige, “para la adecuada formación de 
los estudiantes”, que exista “un ambiente de investigación, innovación o creación, el cual exige 
políticas institucionales en la materia”. Además de la exigencia de Investigación, se espera que los 
programas académicos tengan impacto en la sociedad82. 
Además de estas normas, la Resolución número 2768 del 13 de noviembre de 2003, expedida por el 
Ministerio de Educación Nacional en virtud del Decreto número 2566 de 2003, definió las 
características específicas de calidad para los programas de pregrado en Derecho83. 
Esta resolución dispuso que los programas de pregrado en Derecho fueran coherentes con la 
fundamentación teórica y metodológica del derecho, propendiendo, en la formación del Abogado, por 
“a) Una sólida formación jurídica, humanística y ética, que garantice un ejercicio profesional en 
beneficio de la sociedad; b) Capacidad analítica y crítica para la interpretación de los problemas 
sociales, políticos y económicos del país, así como del impacto de las normas frente a la realidad. c) La 
plena conciencia del papel mediador y facilitador que cumple el abogado en la resolución de conflictos. 
d) Suficiente formación para la interpretación de las corrientes de pensamiento jurídico. e) El 
desarrollo de habilidades comunicativas básicas en una segunda lengua. f) Las demás características 
                                                                                                                                                                               
dictan otras disposiciones. Adicionalmente, la educación jurídica fue regulada por normas expedidas desde 
principios del siglo XX. Un análisis de esta evolución normativa se encuentra en SALAMANCA RAMÍREZ, 
Freddy Alexander. Educación legal en Colombia. Ob. Cit. a pie de página 7. p. 11-26.  
80 Artículo 5°, numeral 5.3. Evaluación de las condiciones de calidad de los programas. 
81 Ibíd., En nota1.p.129-130. Al definir el formalismo dominante en Colombia como formalismo de textos y 
conceptos jurídicos.  
82 Ibíd. numerales 5.5 y 5.6. 
83 Aunque se discute su vigencia, pues el Decreto 2566 de 2003, que le fundamenta, fue derogado mediante el 
Decreto número 1295 de 2010, esta resolución aún no ha sido sustituida por acto alguno. En respuesta a esta 
consulta (elevada en febrero de 2011 y resuelta en el mes de marzo) el Ministerio de Educación Nacional afirmó 
“Si bien la Resolución No. 2768 del 13 de noviembre de 2003, por la cual se definen las características específicas 
de calidad para los programas de pregrado en Derecho, se expidió como consecuencia de las atribuciones 
conferidas en el Decreto 2566 del 10 de septiembre de 2003, reformado por el Decreto 1295 de 2010, a la fecha, 
al no haber sido expedidas nuevas resoluciones de condiciones específicas, las orientaciones establecidas en estas, 
deben ser tenidas en cuenta en el momento de la estructuración de los programas por parte de las Instituciones 
de Educación Superior”.  
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propias de la formación que se imparte en la institución de acuerdo con su misión y proyecto 
institucional y con la tradición universal del conocimiento jurídico.”  
Adicionalmente se exigía que el programa de Derecho comprendiera un Área Jurídica, un Área 
Humanística (“componentes complementarios a la formación integral del jurista - tales como la 
filosofía del derecho, la sociología jurídica, la historia del derecho y la historia de las ideas políticas”), 
un componente transversal orientado a la formación del estudiante en el análisis lógico conceptual, en 
la interpretación constitucional y legal y en la argumentación jurídica., contemplar Prácticas 
Profesionales, y tener una estructura curricular flexible mediante la cual organice los contenidos, las 
estrategias pedagógicas y los contextos posibles de aprendizaje para  el desarrollo de las competencias 
esperadas. Esta flexibilidad curricular importaba “la capacidad del programa para ajustarse a las 
necesidades cambiantes de la sociedad y… las capacidades, vocaciones e intereses particulares de los 
estudiantes.”. 
Si bien las materias contempladas dentro del Área Humanística se consideran “componentes 
complementarios”, estas exigencias coinciden más con un abogado que es agente social que con un 
científico del derecho.  
¿Es posible, por lo anterior, considerar que la discusión sobre la crisis en la Enseñanza del Derecho, 
entendida a partir de la necesaria definición del perfil del abogado, está superada? A partir de un 
concepto de derecho como al que se ha aludido al inicio de este capítulo, que involucra perspectivas 
internas y externas del derecho, la respuesta a esta pregunta parece ser negativa. Si bien resulta 
importante la regulación del perfil del abogado que el país requiere, su impacto real debe ser 
identificado más allá de las normas. En este sentido, los factores de afectación de la Enseñanza del 
Derecho no son observables exclusivamente a partir de las normas expedidas, pues existe un trasfondo 
de mayor complejidad, relacionado con el concepto de derecho existente. 
Ahora bien, si las normas reglamentarias contienen disposiciones que deberían originar medidas en pro 
de la superación de las problemáticas que afronta la enseñanza del derecho en Colombia, pero que no 
han tenido el impacto deseado, ¿podría esto subsanarse mediante una disposición constitucional que, 
siendo de mayor jerarquía permita efectuar acciones de solución?  A esta pregunta se hará referencia en 
el aparte siguiente.  
1.3.4 Implicaciones de la Constitución Política de 1991  
El significado de la Constitución Política de 1991 ha sido objeto de múltiples debates. Para algunos 
puede ser asimilable a la Norma Fundamental que es referida por diferentes autores. Para otros, en 
cambio, resulta ser más bien el producto de un contractualismo promovido por intereses particulares84. 
De cualquier manera, un análisis respecto de su incidencia en la enseñanza del derecho resulta 
fundamental. 
Según lo mencionado en capítulos anteriores, para el caso colombiano algunos autores han señalado 
que uno de los elementos que ha impactado en la manera en que hoy se estructura la enseñanza del 
derecho ha sido la consagración de la autonomía universitaria85 y sus primeros desarrollos, 
                                                          
84 Aportes a la discusión pueden encontrarse en “La unidad del orden jurídico y el estudio del derecho “, del 
profesor Ernesto Pinilla Campos, publicado por la Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales de la Sede 
Bogotá de la Universidad Nacional de Colombia. 1999. 
85 “ARTICULO 69. Se garantiza la autonomía universitaria. Las universidades podrán darse sus directivas y regirse por sus 
propios estatutos, de acuerdo con la ley. La ley establecerá un régimen especial para las universidades del Estado. El Estado 
fortalecerá la investigación científica en las universidades oficiales y privadas y ofrecerá las condiciones especiales para su desarrollo. El 
Estado facilitará mecanismos financieros que hagan posible el acceso de todas las personas aptas a la educación superior.”. 
Constitución Política de Colombia. 1991. {En línea}. {01 de junio de 2011} disponible en: 
(www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=4125). 
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especialmente contenidos en la Ley 30 de 1992. Esto se ha explicado por la incidencia que esta 
consagración constitucional tuvo en la proliferación de programas de derecho.  
Mauricio García Villegas ha afirmado “Entre 1993 y 2001 hubo un crecimiento espectacular de la 
cantidad de facultades de Derecho, debido sobre todo a la Ley 30 de 1992 que estableció las normas 
para la creación de programas de educación superior. Mientras que en 1993 había 32 universidades que 
ofrecían estudios de Derecho, en 2001 ascendió a 63 y en 2007 a 72. Más impresionante aún es el 
aumento de los programas de Derecho – una misma facultad puede ofrecer varios programas – que 
pasaron de cerca de 60 en 1993 a 178 en 2007. De otra parte, la población estudiantil, que en 1994 era 
de casi 36 mil estudiantes, llegó a cerca de 70 mil en los primeros años del siglo XXI.” 86 
Esto, que desde la perspectiva estatal podría parecer adecuado al presentarse como la manera en que se 
aseguran en cobertura las necesidades de la sociedad, resulta más tener una connotación negativa ahora 
sin una discusión planteada en los términos propuestos. Al describir la estructura propia de una 
educación jurídica con estas características García Villegas afirma “Nada más sencillo que crear una 
facultad de Derecho en Colombia durante los últimos años del siglo pasado; exagero muy poco su digo 
que bastaba con que un grupo de litigantes alquilara un galpón y lo dividiera en salones, consiguiera 
unas sillas e hiciera de sus códigos una biblioteca”. A partir de aquí podría discutirse la conformación 
del cuerpo docente, los recursos que se administran y los criterios de selección estudiantil. 
Resulta de esta manera evidenciada la incidencia que la consagración de la autonomía universitaria y 
sus primeros desarrollos tuvieron en el aumento de los programas ofertados, y por ende en el número 
de aspirantes y de egresados de estos programas de derecho. En la actualidad, esta situación ha venido 
siendo afrontada mediante la adopción de mecanismos de vigilancia y control, a los que se ha hecho 
referencia antes, y que de alguna manera pretenden que ese crecimiento cuantitativo se acompañe de la 
garantía de una calidad mínima en los programas.  
Esta medida, aunque absolutamente pertinente, no parece ser la única necesaria, pues a los controles 
de calidad a los programas ofertados deben sumarse controles que la garanticen también en el ejercicio 
de la profesión jurídica, y el fortalecimiento de la educación pública que vincula adecuados controles 
de ingreso a los programas. En términos de García Villegas “la falta de controles estrictos a la oferta de 
educación jurídica y al ejercicio profesional del Derecho, sumada al debilitamiento de la educación 
pública (que sí tiene controles) puede ayudar a explicar la situación lamentable en la que se encuentra la 
profesión jurídica en Colombia. Tenemos una formación con una calidad muy desigual – buena, mala 
y regular – y con un ingreso a la profesión sin controles, libre”, lo cual resulta muy problemático 
tratándose no de una profesión cualquiera, sino de una a la que corresponde la administración pública 
y la justicia, tan necesarias en nuestro contexto.  
Para comprender el impacto de las disposiciones constitucionales de 1991, resulta pertinente hacer 
referencia al desarrollo histórico de la regulación normativa de la enseñanza del derecho en Colombia 
que se ha expuesto de manera detallada por Fredy Salamanca Ramírez87. Este marco normativo ha 
tomado como referencia la Ley 30 de 1992, las disposiciones que le precedieron y las que le siguieron.  
El periodo de regulación anterior a la Ley 30 de 1992 inicia con el Acto Legislativo de 1918, que 
otorgó el Estado la facultad de exigir títulos de idoneidad para el ejercicio de la profesión jurídica, y 
continúa cuando en el año 1928 se exigió la titulación en derecho para apoderar a otros en sus causas 
                                                          
86 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio. Sociología de la Profesión Jurídica. En: Los abogados en Colombia. Editado 
por el mismo autor, Bogotá, D.C.: Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. Universidad Nacional de 
Colombia. Primera edición. 2010, Capítulo 1. p.17. 
87 SALAMANCA RAMÍREZ, Freddy Alexander. Reseña histórica de la regulación de la enseñanza del Derecho. 
En: Los abogados en Colombia. Editado por GARCÍA VILLEGAS. Mauricio. Bogotá, D.C.: Facultad de 
Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. Universidad Nacional de Colombia. Primera edición. 2010, Capítulo 3. 
p.61-88. 
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(prerrogativa consolidada en 1945). El plan de estudios que se exigía para que el Gobierno nacional 
diera reconocimiento a las facultades era el establecido por la Universidad Nacional de Colombia, de 
acuerdo con lo dispuesto en el Decreto 260 de 1936.   
Según Salamanca, hasta la década de 1970 la regulación estatal para el reconocimiento de las 
Instituciones de Educación Superior (en adelante IES) y de las facultades de Derecho no fue muy 
estricta, “puesto que se creaban las IES y el poder ejecutivo les otorgaba el reconocimiento de su 
personería jurídica; de esta manera las habilitaba para dictar el programa de Derecho. Desde 1970 el 
Gobierno nacional reglamentó acuciosamente los estudios de derecho, para lo cual profirió un gran 
número de decretos… la característica principal de esta regulación fue su alta inestabilidad, que se 
debió al constante cambio – a lo largo de toda la década -  de las normas que reglamentaban los 
estudios de Derecho”.  
El reconocimiento de personería jurídica y los requisitos para la apertura, funcionamiento y aprobación 
de programas de estudios de Derecho se regularon con los Decretos 1277 de 1973 y 1189 de 1974, que 
otorgaron importantes facultades al Ministerio de Educación y al ICFES, como organismo suyo, el 
cual designaba las comisiones evaluadoras que comprobaban el cumplimiento de los requisitos que 
eran en su momento exigidos. Aunque el Decreto 3200 de 1979 derogó el 1189 de 1974, mantuvo los 
requisitos exigidos para el funcionamiento de los programas y exigió además que los programas de 
Derecho para ser creados justificaran su creación mediante un estudio de factibilidad (que tuviera en 
cuenta las posibilidades de la región y los requerimientos del país) y que se tratara de programas que 
geográficamente se ubicaran en ciudades en que funcionaran Tribunales Superiores de Distrito Judicial 
y Administrativo con número determinado de magistrados).  
El Decreto 3200 de 1979, entre varias otras disposiciones, estableció como objeto de la enseñanza del 
Derecho “la formación de profesionales expertos en las disciplinas jurídicas; conocedores del acervo 
cultural de la humanidad y conscientes de las responsabilidades y deberes con la sociedad, con la 
nacionalidad colombiana y consigo mismos”, procurando “la formación especializada de jueces y 
magistrados que impartan pronta y cumplida justicia con arreglo a las más avanzadas técnicas de 
investigación y a la evolución que las realidades sociales han introducido en la interpretación de las 
normas jurídicas; y de juristas honestos y responsables que ejerzan la profesión y apliquen sus 
conocimientos con un sentido de servicio y solidaridad social”. Se determinan allí las asignaturas 
obligatorias, y otras optativas, dispuestas para “intensificar el estudio de algunas de las áreas del plan”. 
El Decreto 1221 de 1990, que derogó el Decreto 3200, determina luego los requisitos para la creación 
y funcionamiento de los programas de Derecho, disponiendo como misión de las facultades de 
Derecho “el estudio, la investigación, la enseñanza y la divulgación del sistema jurídico nacional con el 
propósito de formar una conciencia ciudadana que, afirmando los valores de la tradición patria y el 
respeto de las garantías individuales y colectivas, preserve las instituciones republicanas, la democracia 
representativa y las libertades públicas, dentro de un claro sentido de los deberes cívicos, una ética de 
servicio social, y la concepción e interpretación del derecho como expresión renovada de justicia, de 
progreso y de igualdad.”  
Esta Decreto además dispuso que los estudios de Derecho debían orientarse “hacia la formación de 
jurisconsultos, esto es, de ciudadanos informados de la legislación y de su sentido social, con vasta 
aptitud técnica y contextura moral sólida, provistos de un ponderado criterio para la elaboración, la 
interpretación y la aplicación de las normas y conscientes de que la función del Derecho consiste no 
sólo en mantener o restablecer el equilibrio social, sino también en alcanzar el desarrollo social de la 
nación.” Las facultades de derecho debían proporcionar “la adecuada formación de quienes hayan de 
administrar justicia, infundiéndoles un auténtico espíritu de apostolado social y un criterio de la 
interpretación de la ley, que corresponda a las realidades sociales, orientadas además hacia la defensa 
de los Derechos de las personas y de la sociedad y a una cumplida administración de justicia, en 
colaboración con las autoridades para la realización del Estado social de Derecho.”.  
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Estos interesantes decretos, desde el punto de vista de los objetivos que fijaban a la enseñanza del 
derecho, perdieron fuerza con la entrada en vigencia de la Ley 30 de 1992, y especialmente tras la 
consagración de la autonomía universitaria.  
Con la Ley 30 de 1992, los requisitos dispuestos ya no resultaron obligatorios. Como mencionan 
Salamanca y otros autores, aunque se creó el Sistema Nacional de Acreditación, para promover niveles 
de calidad en los programas de educación superior, y aunque correspondía al Gobierno nacional la 
vigilancia e inspección de la enseñanza, su articulación con el respeto por la autonomía universitaria, 
las libertades de enseñanza, investigación y cátedra no le permitió desarrollarse adecuadamente. En 
este sentido, la vigilancia estatal tuvo un carácter más formal que en relación con la calidad de los 
programas ofertados, que crecían paulatinamente especialmente en instituciones privadas y sus 
seccionales. La lenta reglamentación de la Ley 30 de 1992 y la inicialmente inadecuada función del 
estado en la inspección y vigilancia, mediante el Ministerio de Educación Nacional, facilitó que en uso 
de la autonomía universitaria muchas IES crearan y desarrollaran gran cantidad de programas de 
derecho.  
Con posterioridad a la Ley 30 de 1992 se expidieron normas para establecer requisitos de creación de 
programas y definir estándares mínimos de calidad, y especialmente a partir del año 2001 esta 
regulación empezó a ser más rigurosa, con la expedición de decretos que reglamentaron estándares de 
calidad para la creación y funcionamiento de programas de pregrado en algunas carreras, con la 
creación del registro calificado y su carácter obligatorio antes de la apertura de los programas. El 
Decreto 2566 de 2003, disposición general, y la Resolución 2768 de 2003, específica para la carrera de 
Derecho, dictaron las disposiciones pertinentes, que luego se complementaron con la ley 1188 de 2008 
en lo relativo al registro calificado.88  
Aunque este panorama evidencia la necesidad de balancear de manera adecuada Autonomía 
Universitaria y controles en la calidad de los programas ofertados, de manera alguna esto justificaría 
establecer limitaciones estrictas a la primera de ellas en pro de garantizar la segunda como si su 
relación fuera inversamente proporcional. Como se mencionó en el primer capítulo de esta tesis, lo 
que puede afirmarse es que la calidad de los programas no puede confiarse a las reglas del libre 
mercado, sino que por el contrario, preservar la Autonomía Universitaria hoy por hoy no solo resulta 
ser una obligación constitucional sino una necesidad para garantizar que se ofrezca formación 
profesional de calidad en uso de su libertad de autorregulación, conociendo que sobre sus resultados 
existirá algún tipo de medición que de cuentas de sus decisiones.  
Si bien el aumento de los programas ofertados, y consecuentemente de sus estudiantes y egresados, no 
debería ser por sí mismo un elemento negativo - si se controla adecuadamente el factor de calidad de 
ellos - (un argumento extremo consideraría conveniente el difícil acceso a la educación superior), como 
se mencionó al inicio de esta tesis para el caso de la educación jurídica parece ser que si se asocia de 
manera general con una situación problemática. Esto se traduce en la pregunta ¿para qué queremos 
tantos abogados? Aunque en Colombia parece conservar su importancia la Ley en sí misma, como 
concluyó el estudio de Ministerio de Justicia del año 1995 citado, no es claro que la sociedad desee 
tener una gran oferta de abogados, lo cual se relaciona de manera directa con la noción que se tiene del 
derecho y de sus profesionales.  
Por este motivo, se considera que en lo que a la educación jurídica hace referencia, resulta necesario 
asumir la discusión sobre su calidad antes que respecto de la cantidad de los programas que son 
                                                          
88 En la actualidad se discute si aún resultan o no adecuadas las disposiciones de la Ley 30 de 1992 en varios 
aspectos. No es posible referirme a ello, pero puede hacerse referencia a la reciente publicación de la Universidad 
Nacional de Colombia. Claves para el Debate Público. Número 45. Bogotá, Colombia. Abril de 2011. Claves 
Frente a la Reforma a la Educación Superior. {En línea}. {07 de junio de 2011} disponible en: 
(www.agenciadenoticias.unal.edu.co/uploads/media/Claves_Digital_No._45.pdf). 
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ofertados, si bien uno y otro tienen relación. En este sentido, se ha considerado conveniente observar 
la calidad de la formación jurídica a partir del concepto de derecho existente que incide directamente 
en su enseñanza.  
En otras palabras, la discusión sobre la calidad en la enseñanza del derecho no puede ser un discurso 
vacío que desconozca el concepto de derecho dominante en su estructura. A la demanda de calidad, 
una pregunta inicial se refiere a ¿qué calidad es la que se requiere en la formación jurídica - una que 
prefiere cuál noción de derecho? La respuesta a partir de corrientes formalistas evidentemente diferirá 
de una que parta de una noción crítica o instrumental del derecho.  
Aunque según lo reseñado es incuestionable el impacto de la autonomía universitaria y su desarrollo 
inicial en la enseñanza del derecho, con relación al aumento cuantitativo referido, se propone abordar 
una implicación diferente del texto constitucional de 1991 que, de manera consistente con lo 
expresado a lo largo de esta tesis, se relaciona con el concepto de derecho imperante. En estos 
términos, se sostiene que la influencia de la Constitución Política de 1991 en la enseñanza del derecho 
en Colombia resulta ir más allá de su incidencia cuantitativa, y que aún a partir de su noción de 
derecho resulta obligatorio y el reconocimiento y la protección a la autonomía universitaria.  
La manera en que se ha estructurado la enseñanza del derecho en Colombia ha sido reiteradamente 
acusada de tener rasgos propios de corrientes formalistas del derecho y de permanecer alejada de las 
necesidades de la sociedad. No resulta extraño que frente a esta situación se propongan normas que 
reglamenten la enseñanza del derecho desde una nueva perspectiva. Lo que se ha pretendido señalar, 
es que la manera en se analiza esta problemática y los retos que plantea, debe mirarse desde una óptica 
diferente, que vincule la discusión sobre el concepto de derecho que se encuentra en el trasfondo y que 
solo como consecuencia de ello se regule diferente. A partir de esta tesis, resulta paradójico pretender 
solucionar las dificultades del formalismo solo desde la expedición de leyes que regulen la enseñanza 
del derecho (sería casi como pretender solucionar un problema surgido del formalismo mediante él 
mismo89).  
Desde una perspectiva opuesta, podría asumirse que la problemática de la enseñanza del derecho 
obedece a la inherente dominación y relaciones de poder que se perpetúan mediante el derecho. 
Podría, entonces sugerirse, que el derecho mismo como instrumento de dominación no debería ser 
enseñado para su conservación sino tal vez para su conveniente utilización o en ultimas para su 
destrucción.  
En una perspectiva intermedia, esta tesis ha pretendido aludir a la afectación de la enseñanza del 
derecho por factores externos, condiciones políticas, económicas, sociales, etc., pero también por 
factores propios de la dinámica del derecho. Esta propuesta vincula un concepto de derecho que lo 
relaciona más con el funcionamiento de un sistema, de un campo jurídico. Por este motivo cuando se 
considera que la manera en que se estructura la enseñanza del derecho ha sido afectada por la 
Constitución de 1991 no se pretende regresar a las limitaciones del formalismo jurídico, se pretende 
observar que esta disposición constitucional – que no deja de ser criticada en diversos sentidos – es 
reflejo en sí misma de esta noción intermedia de derecho.   
En la Tesis de Grado “La teoría de Pierre Bourdieu y sus implicaciones en el campo jurídico 
colombiano, la lucha por decir el derecho en Colombia”, presentada por Yenny Andrea Celemin 
                                                          
89 Una investigación que contraste los textos normativos expedidos desde principios del siglo XX aportaría a la 
discusión. Sin embargo, por ahora solo conviene mencionar que en los textos normativos no resulta extraño 
encontrar disposiciones que demandan de la enseñanza del derecho la atención a las necesidades de la sociedad y 
la importancia de la investigación jurídica. De acuerdo con lo mencionado, esta normatividad no implica que per 
sé no exista problemática en este sentido.  
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Caicedo90, se hace referencia a la consideración de este sociólogo francés respecto del derecho, que 
desde el primer capítulo ha sido acotada. El derecho se presenta así como campo jurídico, como el 
espacio de la lucha “por decir  lo que es el derecho”. En estos términos, lejos de las consideraciones 
formalistas, el derecho es producto de la confrontación de los agentes por la lucha de producirlo y/o 
interpretarlo, y de los resultados que en el campo de poder ocasionan esas luchas.  
De esta manera, en el campo jurídico la lucha no se refiere exclusivamente a la tradicional disputa entre 
los valores de la seguridad jurídica y la justicia (quienes abogan por la primacía de la seguridad jurídica 
tienden a identificarse con el formalismo jurídico, y quienes abogan por la justicia tienden a 
identificarse con corrientes como la del realismo jurídico), sino que está referida a la disputa de quien 
dice lo que es derecho. El derecho así definido toma distancia de la posición interna, reconociendo la 
lucha entre actores y su incidencia en el campo social, sin negar la relativa autonomía del campo 
jurídico, en la medida en que las prácticas jurídicas se producen y promueven en ese campo jurídico y 
no en otras entidades del campo social. 
El modo en que está estructurado el campo jurídico específico depende de diferentes factores, pero no 
es una verdad dada inmodificable, sino que en la lucha interna se diputa permanentemente la posición 
en el campo jurídico, no solo por la correspondencia entre éste y el campo de poder, sino porque de 
por medio está la defensa de su capital jurídico para solucionar los casos que se presentan, y la 
posibilidad de que éste se vea aumentado o disminuido.  
El campo jurídico está delimitado, existen barreras entre quienes hacen parte del campo (los 
profesionales del derecho), y quienes no lo hacen pero necesitan de él (quienes utilizan los servicios 
jurídicos, recurriendo a los profesionales para solucionar sus conflictos jurídicos). A partir de aquí se 
encuentra una posible explicación al por qué pese a la insistente crítica al formalismo jurídico, éste 
sigue teniendo una importante influencia. 
El formalismo jurídico permitiría a los agentes jurídicos “ampliar las fronteras del campo jurídico”, 
establecer razones para explicar lo necesarios que resultan, obligando a los desposeídos de tal 
conocimiento a entrar en el campo jurídico y hacer uso de los servicios de los profesionales del 
derecho. Entendido así, mediante el derecho se constituye una relación de poder que se salvaguarda 
mediante la codificación, que permite a los agentes mostrar las normas jurídicas como prescripciones y 
ocultar las relaciones de fuerza que a ella subyacen.  
De esta manera, la capacidad de incidencia del derecho en la realidad social no se explica tanto por la 
acción coercitiva que ejerce, sino por la manera en que hace uso de una violencia simbólica, al producir 
un significado en contextos de comunicación y de interpretación bien mediante la expedición de leyes 
que legitiman al estado – “la ley es el lenguaje autorizado del estado que permite la producción y 
reproducción de su legitimidad, ningún estado puede constituirse solo por la fuerza sino que la ley le 
otorga el poder para establecer el punto de vista social autorizado y legitimado”, o bien mediante las 
sentencias judiciales – “que imponen un punto de vista triunfante en los procesos y que usualmente 
favorece a los dominantes del campo social”.  
Con los anteriores supuestos teóricos, Celemin Caicedo expone la manera en que con la promulgación 
de la Constitución de 1991 y sus desarrollos, las altas Cortes se disputaron la posibilidad “de decir el 
derecho”. La adecuada comprensión de esta disputa, permite entender el motivo por el que cada vez 
resultaría más difícil sostener como suficiente el argumento según el cual la ley era un sistema claro y 
coherente, obedecido por su sola expedición: existía una realidad contextual opuesta a ese argumento.  
                                                          
90 Tesis presentada para obtener el título de Magíster en Derecho. Universidad Nacional de Colombia. Facultad 
de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. Sede Bogotá. 2004. 
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En Colombia, como en muchos otros países, hoy en día en los diferentes escenarios se acepta que se 
ha experimentado un proceso de constitucionalización del derecho, el cual no inició en 1991 con la 
promulgación del texto constitucional vigente; nuestro país ha vivido en las últimas décadas (tal vez 
desde mediados de los años 1960) un giro hermenéutico que se caracteriza por la mayor centralidad 
que adquiere el tema interpretativo, que puede asociarse con la creciente importancia de los jueces y 
del interés en su actividad, y con la crisis de los paradigmas tradicionales. Como consecuencia, se 
experimenta una constitucionalización creciente del derecho (neoconstitucionalismo), en la que el 
texto constitucional tiene fuerza normativa, ya no sólo política, y en cuanto a su contenido ya no tiene 
un sentido solamente orgánico (que organiza los poderes), sino valorativo (que establece derechos y 
principios). De esta manera resultó inaplicable el método jurídico dominante cuando la Ley era el 
elemento central del derecho. El peso de las normas constitucionales difícilmente hoy se discute.  
No se trata, entonces, que solo a partir de la promulgación de la Constitución de 1991 se introdujera el 
mencionado giro hermenéutico, pues según lo mencionado una transformación normativa no sería 
suficiente para motivar ese giro. Colombia tuvo una tradición de Derecho Constitucional mixto, que 
aceptó instituciones propias de la tradición norteamericana, como la acción pública de 
insconstitucionalidad, pero con una predominancia de instituciones propias de la tradición continental, 
donde el Derecho Constitucional cedía ante el Derecho Civil que primaba. De esta manera, en la 
última parte del siglo XX funcionaban al tiempo instituciones típicas de Estados Unidos, en medio de 
una organización política caracterizada por la división de sus poderes (al estilo francés), en que los 
jueces ordinarios tenían poco poder, el control de constitucionalidad era tradicional - pegado a la ley, y 
los poderes ejecutivo y judicial tenían gran peso.  
Las condiciones contextuales propias, que no es posible detallar en este espacio, impulsaron el proceso 
constitucional surtido. Aunque en su texto, la Constitución Política de 1991 no remitió de manera 
inmediata a fuentes diferentes a las tradicionales, su necesario desarrollo posterior obligó a la primera 
Corte Constitucional, de tipo progresista, a acudir a la jurisprudencia y doctrina españolas, a la 
producción del Centro de Estudios Constitucionales, que hacían referencia al desarrollo jurídico 
estadounidense para realizar la labor interpretativa que era acorde con el nuevo texto constitucional.  
Es a partir de los presupuestos señalados que se hará referencia a aspectos que indican una gran 
influencia del texto constitucional en la manera en que en la actualidad se presenta la enseñanza del 
derecho. Esta afirmación no implica negar que aún existen rasgos problemáticos originados en el 
formalismo jurídico, como se han mencionado, sino que pretende observar que la manera en que hoy 
es descrita y asumida esa problemática no puede restringirse a la reiterada crítica que se fundamenta en 
las características de ese formalismo.  
Para abordar la problemática de la enseñanza del derecho una visión instrumental tampoco dice 
mucho por sí misma, cuando esta visión no es asociada a un contenido particular. Desde una posición 
instrumentalista, por ejemplo, puede llegarse a defender el uso de la Constitución para propósitos muy 
distintos como los que pueden encontrarse en economistas neoliberales (que defenderán el derecho 
como instrumento para el logro de metas económicas afines), en constitucionalistas tradicionales (que 
verán en el derecho el instrumento para el logro de disposiciones meramente programáticas) o en 
juristas progresistas o utópicos (que según la medida de sus aspiraciones considerarán la posibilidad de 
lograr que el derecho sea instrumento para la demandas sociales). Estas posiciones desconocerían, de 
manera común, que la Constitución no es un simple instrumento sino que se incorpora en una 
determinada sociedad, que le provee de contenido y sentido.  
No se pretende enlistar de manera taxativa las implicaciones que en la enseñanza del derecho ha tenido 
la promulgación de la Constitución Política de 1991 y sus posteriores desarrollos, y las confrontaciones 
empíricas necesarias para una investigación profunda en este sentido podrían ser objeto de una tesis 
diferente a la desarrollada. A continuación, solamente se hará mención de dos importantes rasgos que 
permiten justificar la afirmación que señala que la incidencia del texto constitucional no se limita al 
Capítulo 1 49 
 
aumento cuantitativo en las facultades, programas, estudiantes y egresados de derecho, sino que en 
mayor manera está referida a un cambio que incide de manera directa en la calidad demandada a la 
formación jurídica.  
 Un nuevo concepto del Derecho. Jerarquía normativa. 
Una importante disposición constitucional que en este sentido es necesario citar se encuentra en el 
artículo cuarto de la Constitución Política de 1991: “La Constitución es norma de normas. En todo caso de 
incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales. Es 
deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las 
autoridades.” 
En contraste con la Constitución de 188691, en que no se encuentra un texto similar a éste y que más 
bien se caracteriza por sus disposiciones orgánicas – las normas interpretativas que concedían peso al 
texto constitucional se hallaban más en leyes específicas referidas al Código Civil de entonces -, la 
disposición citada nos refiere a un sistema jerarquizado que en la cúspide ubica el texto constitucional 
y que integra todo tipo de normas jurídicas, no sólo leyes.  
De esta manera, nuestra Constitución resulta obligatoria y de aplicación inmediata, no solo contiene 
disposiciones programáticas, y además resulta ser de superior jerarquía frente a las otras disposiciones 
normativas, está revestida de los principios de validez y eficacia92. Ahora bien, en consonancia con lo 
expuesto en esta tesis, no sería suficiente conocer esta consagración formal, interesa observar sus 
implicaciones.  
En Sentencia C-443 del 18 de septiembre de 1997 la Corte Constitucional se refirió a la estructura 
jerarquizada del ordenamiento jurídico colombiano, en que resulta “inadmisible una autorreferencia 
conceptual” en relación con la imposibilidad que en el mismo plano de las leyes se pueda establecer 
una relación que no atienda el texto constitucional93. No es posible que “una autoridad – el legislador -
” defina “su propia competencia normativa. Pues una ley diría qué pueden y qué no pueden hacer las 
leyes… Por ello, en un sistema constitucional como el colombiano, en donde la Constitución es 
normas de normas /C.P., art. 4), la única forma de responder a los interrogantes planteados es que la 
Corte determine cuál es el fundamento constitucional del fenómeno de la derogación, pues sólo de esa 
manera podremos entender el alcance del principio de ley posterior deroga ley anterior”.  
En esta misma sentencia, la Corte Constitucional aborda una noción de validez diferente a la formal 
que tradicionalmente había sido defendida, mencionando que “en la doctrina jurídica no existe 
consenso sobre la noción de validez”, pues en términos de concepciones cercanas al iusnaturalismo 
esta concepto se asocia “a la corrección material y a la justicia de las normas… una disposición jurídica 
es cálida sólo si armoniza con otras normas de categoría superior que le sirven de sustento axiológico, 
llegando incluso a un concepto extrasistémico de validez”. En términos de concepciones cercanas al 
formalismo positivista “consideran que una norma es válida si ella formalmente hace parte del sistema, 
                                                          
91 Constitución Política de Colombia. 1991. En este aparte para las citas se hará uso de la versión del Código 
LEGIS. Debe señalarse que el Acto Legislativo número 03 de 1910 trajo importantes avances en esta materia, sin 
embargo, el texto constitucional mismo y las realidades contextuales del momento no justificarían el mismo 
impacto de las nuevas disposiciones.  
92 Podrían citarse variadas sentencias que se emitieron de manera temprana, algunas de ellas de la Corte 
Constitucional (Sentencias C-434 del 25 de junio de 1992, C-531 del 11 de noviembre de 1993, T-067 del 05 de 
marzo de 1998…) y del Consejo de Estado (Sentencia de la Sección Primera del 10 de febrero de 1995, Exp. 
2943, Sala Plena del 01 de abril de 1997, Exp. S-590…). 
93 En esta sentencia la Corte Constitucional estudió la exequibilidad de la Ley 201 de 1995 que dispuso normas 
atinentes al proceso disciplinario de los funcionarios de la Procuraduría General de la Nación frente a la Ley 200 
de 1995, Código Disciplinario Único. Se discutía la aplicación de una ley posterior frente a una anterior cuando 
no era claro lo que se entendía por la primera de ellas.  
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conforme a una regla de reconocimiento o de incorporación que este mismo sistema establece”. 
Corrientes cercanas al realismo jurídico sostienen, por su parte “que sólo existe y es válida aquella 
norma con capacidad de producir efectos concretos al ser efectivamente reconocida y aplicada por los 
jueces”.  
Concluye la Corte “independientemente de los debates teóricos… que obviamente no le corresponde 
(…) resolver, lo cierto es que importantes sectores de la doctrina contemporánea consideran que esas 
distintas nociones no son incompatibles entre sí… expresan diversos componentes y momentos de la 
validez de una norma, en aquello regímenes con supremacía de una constitución que incorpora 
principios y valores materiales, tal y como sucede en Colombia”, de aquí que se diferencie la validez 
sustantiva, de la formal y de la eficacia jurídica. Allí mismo la Corte se refiere a la distinta labor que 
corresponde al Legislativo y al Judicial, en respeto del principio democrático.  
No bastaría con revisar las modificaciones en los programas curriculares que en las facultades de 
derecho se hicieron luego de la expedición de la Constitución de 1991, pues aún desde una óptica 
formalista las modificaciones serían más que justificadas. Se sostiene que aunque estas modificaciones 
son necesarias, y lo fueron entonces, resulta de mayor impacto evidenciar el concepto de derecho 
influyente que las conlleva. Adicionalmente, como se ha mencionado, con posterioridad a la 
expedición de la Ley 30 de 1992 aumentó el número de programas de Derecho, y en este sentido la 
cantidad de reformas curriculares no necesariamente arrojarán el impacto de la promulgación de la 
Constitución (aunque esto no implica afirmar que los nuevos programas se ajustaron automáticamente 
a la Constitución y a la noción de derecho que conlleva pues, como se ha visto antes, hay serias dudas 
para considerar que la proliferación de programas se acompañó de adecuados niveles de calidad).  
De esta manera, la enseñanza del derecho no podría limitarse ahora a la enseñanza de las leyes y sus 
vigencias, debería dirigirse al concepto de derecho que involucra la Constitución Política como norma 
superior, y al modelo de Estado asumido, Estado Social de Derecho, que a su vez conlleva entre otras 
a una importante valoración de las garantías propias que redefinían la relación entre los particulares y el 
Estado. La noción de derecho, en la forma propuesta incluye los aspectos contextuales y culturales, sin 
desconocer la composición específica del campo jurídico.  
El profesor Luis Alberto Gómez Araújo94 ha planteado que de acuerdo con las necesidades 
contextuales en la actualidad “los estudios de derecho afrontan la problemática propia de toda 
sociedad moderna”, de manera que no solo debe garantizarse al individuo la “emancipación dentro de 
la vida democrática”, sino también “las condiciones del desarrollo de su vida interior, que algunos 
prefieren llamar la esfera privada”. Por otro lado, los estudios de derecho deben superar el 
dogmatismo y el positivismo, asumiendo adecuadamente “los fenómenos de constitucionalización y el 
establecimiento del componente social como agregado al estado de derecho”, y deben reconocer un 
“sinnúmero de problemas sociales que generan un enfrentamiento definitivo entre la realidad política, 
social, económica y cultural y el ordenamiento jurídico que las rige.”. 
En cita al profesor Mathias Herdegen95, considera que los estudios de derecho enfrentan desafíos 
elementales: “la ‘constitucionalización’ del derecho administrativo civil, penal y laboral, del desarrollo 
de una metodología apropiada para la solución de conflictos jurídicos derivados de los procesos de 
integración, de la formación práctica y de la funcionabilidad de los mecanismos de defensa judicial de 
                                                          
94 GÓMEZ ARAÚJO, Luis Alberto. Reforma al Plan de Estudios del Programa de Derecho de la Universidad 
del Norte (Colombia): Una Experiencia Liberadora. Ponencia presentada en el primer Congreso de enseñanza 
del Derecho en América Latina y Bolivia, Santa Cruz de la Sierra (Bolivia), 21 y 22 de mayo de 2004. Revista de 
Derecho, Universidad del Norte. 22: 238-253, 2004. 
95 HERDEGEN, Matthias. La importancia de los estudios de derecho en el próximo siglo: reflexiones con 
referencia específica a la experiencia alemana, En: La importancia de los estudios de derecho frente al siglo XXI. 
Ediciones Uninorte. Barranquilla 1995. 
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la ponderación selectiva de las materias cedidas al derecho internacional y, finalmente, de la 
organización de los estudios y del factor tiempo”.  
De esta manera, (i) “Los estudios de derecho deben pasar del simple conocimiento a la formación 
crítica de las instituciones”, de modo que no se limiten “a apreciar los cambios o reformas del sistema 
normativo, seguramente funcionales a un momento particular de la sociedad y de su régimen político, 
sino que debe tener la fuerza suficiente para superar ese escenario y apreciar otros, los más vedados, 
donde sea posible encontrar la nueva lógica de existencia y funcionamiento del derecho como forma 
esencial”. (ii) Los abogados deben contar con una formación práctica, que no se limite a conocer los 
“mecanismos ordinarios de ejercicio profesional”, sino que incorporen los constitucionalmente 
dispuestos para la protección “de los derechos y libertades y de las formas de justicia alterna.”.  
Continúa (iii) Los estudios de derecho deben inspirar a los estudiantes y a la sociedad “los valores 
fundamentales de la democracia, la racionalidad y el pluralismo, en el entendido que el abogado debe 
servir como órgano de justicia.”. (iv) “Los programas de derecho, mediante la reducción de asignaturas 
obligatorias y la incorporación de las electivas (deben hacer presencia) en el estudio de nuevas formas 
de derecho”. A formación del abogado “debe llevar implícita la adquisición de competencias básicas 
que le permitan  afrontar los cambios sociales y las condiciones laborales que impone una economía 
globalizada.”. A partir de estas consideraciones, Gómez Araújo elabora su propuesta de modificación 
curricular, particularmente para la Universidad del Norte.  
Estas propuestas que permiten evidenciar algunas implicaciones de la promulgación de la Constitución 
Política de 1991, no restringida a su texto, deberán armonizarse con un concepto de derecho que no se 
limite a contemplarlo como un instrumento, de acuerdo con la propuesta de esta tesis. 
El llamado a la adopción de un nuevo concepto de derecho asumido por la Constitución de 1991, 
correspondiente a un nuevo modelo de Estado, se abordó en sentencias de las altas cortes, como se 
enuncia de manera ilustrativa a continuación96.  
La Corte Suprema de Justicia afirmó en un asunto penal 97 “…no se trata únicamente de acomodar los 
componentes dogmáticos que eventualmente darían lugar a la aplicación del delito continuado, en 
lugar de endilgar el concurso real de conductas punibles. La correcta impartición de justicia no se logra 
haciendo coincidir técnicamente las piezas de alguna concepción jurídica, como si se tratara de un 
engranaje mecánico, sino que implica analizar el derecho penal desde la óptica axiológica, desde los 
fines que se propone y de los valores que lo sustentan, como lo exige la Constitución Política”. En esta 
sentencia el Magistrado Yesid Ramírez Bastidas se ocupa en su salvamento de voto de señalar una 
cierta transición entre el Estado Liberal como Estado Legislativo de Derecho, propio del modelo de 
Positivismo Jurídico, y el Estado Constitucional del Derecho, para muchos asimilado al “modelo 
garantista de la democracia constitucional”.  
La Corte Constitucional asumió la discusión sobre un diferente modelo de estado. En sus términos98 
“una de las características emblemáticas del Estado constitucional en el nuevo papel del juez. Este ya 
no es el orientador de unos ritualismos procesales vacíos de contenido, ni menos el inflexible 
fiscalizador del cumplimiento de los rigores de la ley. Si así fuera, nada diferenciaría al estado 
constitucional de otros modelos de organización política que se superaron precisamente para darle 
cabida a aquel. Lejos de ello, la jurisdicción, en una democracia constitucional  es el ámbito de 
                                                          
96 A las sentencias mencionadas podrían sumarse otras que se ocupan de la discusión como: S2009-04288 del 26 
de octubre de 2009 de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, la Sentencia 
27032 del 28 de octubre de 2009 de la Corte Suprema de Justicia, Sentencia 32764 del 28 de octubre de 2009 de 
la Corte Suprema de Justicia y 2003-01472 del 15 de abril de 2010 de la Sección Tercera de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo del Consejo de Estado.  
97 En Sentencia 17151 del 12 de mayo de 2004. MP. Alfredo Gómez Quintero y Edgar Lombana Trujillo. 
98 En Sentencia T-170 del 25 de febrero de 2005. MP. Jaime Córdoba Triviño. 
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concreción y protección, por excelencia, de los derechos fundamentales de las personal. De allí que en 
los estados modernos se configuren mecanismos para que el ciudadano pueda acudir ante sus jueces 
en aquellos eventos en que se le desconoce su dignidad, se lo cosifica o, en fin, se es indolente ante sus 
padecimientos. Y lo que el ciudadano espera de sus jueces, es que estén a la altura del importante papel 
que se les ha asignado en las democracias modernas, no que, de manera infundada, se le planteen 
nuevos obstáculos y se le enrostre su ineptitud para agotar otros ritualismos”.  
La discusión sobre las labores que competen a las tradicionales ramas del poder público se abordó 
también por la Corte Constitucional al examinar la constitucionalidad de la artículo 25 del Código 
Civil, que disponía “La interpretación que se hace con autoridad para fijar el sentido de una ley oscura, 
de una manera general, solo corresponde al legislador”, evidenciando la disputa por el poder de decir 
el derecho a la que se ha hecho referencia. 
En esa sentencia99 la Corte aludió a las diferentes escuelas interpretativas para señalar algunos límites 
de la función legislativa y de la judicial. Señaló “la consagración del carácter Social del Estado de 
Derecho en el artículo 1º de la Carta no tiene una implicación simplemente retórica, pues impone al 
Estado el deber de preservar y garantizar el respeto y eficacia de los derechos como fines primordiales 
de la actividad estatal y, por consiguiente, les otorga un carácter estructurador del ordenamiento 
jurídico que irradia todas las actividades del Estado. De este modo, el Estado Social de Derecho que, 
no sólo es la fórmula jurídica adoptada por la Carta de 1991, es el modelo ideológico dominante en el 
constitucionalismo contemporáneo, que propende por la defensa de la justicia material y la eficacia de 
los derechos de las personas, constituye una línea de conducta determinante y obligatoria para todas las 
autoridades públicas, dentro de las cuales y, de manera especial, para el juez constitucional al 
interpretar las normas sometidas al control de constitucionalidad.” 
Esto es consecuencia del “tránsito del Estado Liberal, cuyo principal fundamento normativo es la ley, 
al Estado Social de Derecho, en cuya cúspide normativa encontramos a la Constitución”, 
presentándose de esta manera "la mutación de la naturaleza jurídica de la Carta”, pasando de ser “una 
categoría inicial puramente programática a una disposición normativa con eficacia directa y 
obligatoria”. Adiciona “el artículo 4º de la Carta también es claro en señalar que la Constitución no es 
una norma igual a las demás, no sólo por su carácter superior  y prevalente, sino por su contenido 
material que incluye un conjunto de disposiciones axiológicas y un orden de principios con vocación 
de desarrollo legal y judicial, cuya interpretación y aplicación difícilmente puede efectuarse mediante la 
utilización del silogismo.”.  
Bajo la Constitución de 1886 “la ley constituye la última fuente del derecho y su preponderancia 
alcanza la solución de todos los conflictos sociales, con lo que se desplaza la función judicial y la 
aplicación de disposiciones ajenas a la voluntad democrática que se concreta en la ley”, en su lugar, con 
la Constitución de 1991 “la Constitución es una verdadera realidad normativa que, como tal, vincula y 
obliga a todas las autoridades a regirse y desarrollar sus postulados humanistas y su fundamento 
axiológico que rige la legitimidad del Estado Social de Derecho”  
Además del artículo cuarto citado, otras disposiciones constitucionales resultan coherentes con esta 
comprensión del Derecho; es el caso de las normas contenidas en el Capitulo 4, “De la Protección y 
Aplicación de los Derechos”, y en especial con la consagración de la Acción de Tutela con la que 
resulta priorizarse lo sustancial sobre las disposiciones procedimentales. 
Esta Acción - que tanto ha ocupado la actividad académica como la profesional (con sus defensores y 
detractores) - , reglamentada mediante los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992 dispuso, entre varios 
aspectos fundamentales, la facultad de “toda persona” para acceder a ella en procura de “reclamar ante 
los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario… la protección 
                                                          
99 Sentencia C-820 del 04 de octubre de 2006. 
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inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten 
vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.”.   
Aunque su procedibilidad depende de que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial” 
o que se esté ocasionando “un perjuicio irremediable”, lo que se destaca es que esta acción evidencia la 
superioridad constitucional sobre las normas jurídicas de otras jerarquías, se resalta el valor de lo 
sustancial sobre lo procedimental de esta manera, y se reviste de todo peso al fallo de tutela. En este 
sentido, se hace un reconocimiento a la insuficiencia de consagrar garantías a los ciudadanos, y la 
necesidad de contemplar los mecanismos de acceso y defensa adecuados frente a ellas.  
El sistema jurídico en general, incluyendo las disposiciones del salvaguardado Código Civil, ha debido 
adecuarse a las normas constitucionales, y en variados casos estas adecuaciones han sido producto de 
demandas específicas contra disposiciones ya establecidas.  De esta manera, un cambio más que 
normativo se ha originado luego de la promulgación de la Constitución de 1991.  
Aunque no se abordan de manera concreta las crisis del concepto tradicional del derecho, luego de la 
adopción del texto constitucional, las modificaciones a la enseñanza del derecho que se han expuesto 
luego de su consagración abonan un importante terreno. La primacía de la racionalidad y legitimidad 
racional no pueden sostenerse de la misma manera en que antes era sostenida cuando se trata de un 
sistema jurídico en que se reconoce la prevalencia de lo sustancial sobre las formas, y donde el 
reconocimiento de los derechos ya no se sujeta solamente al desempeño del profesional del derecho. 
En consonancia, el estímulo de mecanismos alternativos de resolución de conflictos garantiza de 
alguna manera que ya no se de una apropiación del conflicto de manera única por parte del Estado. 
Nuevas opciones que reconocen el pluralismo jurídico entienden que las visiones tradicionales del 
mundo occidental se abren paso.  
En la medida en que estas consagraciones, y otras complementarias que resulten, incidan en lo 
normativo pero también en las dinámicas del derecho como campo jurídico será posible observar una 
real adecuación. Sin embargo, las facultades de derecho no pueden ser ajenas a estas transformaciones. 
Para el caso particular de los programas de derecho, su desarrollo deberá mantenerse independiente de 
los intereses estatales, si se desea desplegar un verdadero aporte a la sociedad, lo cual solo podrá 
garantizarse mediante la defensa de la autonomía de las universidades, en esta diferente visión.  
 El papel del abogado luego de la Constitución Política de 1991 
Habiendo señalado aspectos importantes de análisis que permiten contemplar la incidencia cualitativa 
de la Constitución de 1991, y su desarrollo, en la enseñanza del derecho, conviene ahora observar la 
incidencia en la manera en que se concibe es el papel que desempeñan los abogados.  
En Colombia la profesión de Abogado se ha considerado como una profesión con vocación 
institucional, pues constitucionalmente se ha dispuesto que, por principio, para acceder a la 
administración de justicia se requiere la asistencia de un abogado. El artículo 229 de la Constitución 
Política de 1991 dispuso “Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la administración de justicia. La 
ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la representación de abogado.”. Es necesario que posterior a la 
titulación se cuente con la tarjeta profesional correspondiente, otorgada según las normas vigentes.  
La asistencia por parte de un abogado se liga íntimamente con el debido proceso que debe ser 
garantizado en todos los casos. El artículo 29 de la Constitución Política dispone “El debido proceso se 
aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas… Toda persona se presume inocente mientras no se la 
haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado 
escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones 
injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, 
y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho…”. 
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El preponderante papel que a lo largo de la historia han cumplido los abogados en la administración 
pública en Colombia100, se evidenciaría en la importancia que ha tenido de regular el pensum 
académico de los programas de Derecho101.  
Sin embargo, contrario a lo expuesto en el apartado anterior, la influencia de la Constitución de 1991 
en una nueva concepción de derecho parecería no corresponderse con la manera en que se conciben 
los profesionales del derecho y su formación.  
El hecho que la Resolución número 2768 del 13 de noviembre de 2003, expedida por el Ministerio de 
Educación Nacional en virtud del Decreto número 2566 de 2003, no haya sido aún reemplazada por 
una norma que actualice la reglamentación particular para los programas de Derecho podría indicar 
que ya no resulta tan prioritario establecer una regulación de la enseñanza del derecho, lo que 
acompañaría una visión que prioriza las instituciones, tal como se propone en una segunda ola del 
Movimiento Derecho y Desarrollo en los términos de César Rodríguez y a la que se referirá en el 
capítulo tercero de esta tesis.  
A la par, la consagración de la Acción de Tutela incidió en una nueva visión de la función del abogado, 
no sólo porque ahora se exige al abogado desempeñarse en un medio de supremacía constitucional, 
sino porque además se ha contemplado la posibilidad de acceder a la justicia sin que en estos casos sea 
un requisito sine qua non la participación del profesional del derecho – por lo menos no formalmente-, 
dejando en una relación más directa a los ciudadanos y la protección y demanda de sus derechos 
fundamentales que requiere de inmediata protección.  
Ahora bien, como se ha expuesto no es suficiente la consagración normativa de la Acción de Tutela 
para concluir automáticamente su impacto en la sociedad; sin embargo, aunque una contrastación 
empírica en este sentido es necesaria102, hoy resulta claro que se ha hecho un efectivo uso de esta 
herramienta en la defensa de los derechos de los ciudadanos, y que en el imaginario de la sociedad 
existe una conciencia más clara sobre la posibilidad de demandar la protección de sus derechos, lo que 
al tiempo es una de las razones que explicaría el aumento en la demanda de programas de derecho.   
De lo anterior no se colige que para superar la problemática planteada sea necesario establecer nuevas 
normas estrictas que regulen la actividad de los abogados, ni tampoco que tenga una connotación 
negativa el acercamiento directo de los ciudadanos a la administración de justicia. De lo que se trata, es 
de señalar que no parece existir una correspondencia entre una nueva noción de Estado y Derecho 
con una nueva noción del papel del abogado. Resultaron, en cambio, ser recurrentes las críticas a la 
manera en que se desarrolla la enseñanza del derecho, a pesar de tratarse de un nuevo contexto 
constitucional. Probablemente esto se relacione con una creciente importancia institucional de la 
                                                          
100 SÁNCHEZ DUQUE, Luz María. “Los abogados en el gobierno colombiano desde los albores del siglo XX 
hasta nuestros días”, y VICTORIA, Angelo. “Caracterización del abogado en la administración pública 
nacional”. Op. cit. 
101 Es posible confrontar la cantidad de normas históricamente expedidas en el texto de SALAMANCA 
RAMÍREZ, Freddy Alexander. Sobre los requisitos exigidos, la Corte Constitucional en Sentencia C-1053 de 
2001, MP. Álvaro Tafur Díaz, hace una referencia histórica de las normas hasta entonces expedidas en este 
sentido. 
102 Estudios a este respecto pueden ser citados: Sobre interposición de tutelas contra Providencias Judiciales: 
BOTERO MARINO, Catalina y JARAMILLO, Juan Fernando. El conflicto de las altas Cortes colombianas en 
torno a la tutela contra sentencias, En: Estado de derecho y sentencias judiciales. Bogotá D.C.: Instituto 
Latinoamericano de Servicios Legales Alternativos. 2007; GARCÍA VILLEGAS, Mauricio y UPRIMNY 
YEPES, Rodrigo. ¿Qué hacer con la tutela contra sentencias? En: Revista de la Academia Colombiana de 
Jurisprudencia, No. 326, p. 97-111. Bogotá D.C., 2004. Otros estudios, realizados por entidades como el 
Ministerio de la Protección Social en Colombia, analizan la incidencia de la Acción de Tutela en casos como el 
reconocimiento de derechos asociados con la Seguridad Social.  
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profesión jurídica, una posible focalización más hacia las instituciones que hacia la enseñanza misma 
del derecho, que implica una evaluación más allá del marco normativo. 
Una nueva noción sobre la labor que se espera realicen los abogados, que resulta determinante para la 
estructuración de la enseñanza del derecho, debería evidenciarse en la normativa que regula la 
profesión jurídica. Aunque, como se ha afirmado, no basta con acudir a la norma formal, se espera que 
el mismo contexto que favoreció la nueva Constitución incida. Se esperaría que con la expedición de la 
Constitución de 1991se registraran marcadas diferencias en este sentido, sin embargo, desde el punto 
de vista normativo esto no resulta tan evidente, como se observa a continuación.  
Mediante el Decreto 196 del 12 de febrero de 1971 se expidió el Estatuto de la Abogacía, el cual 
regulaba una gran cantidad de aspectos de la profesión jurídica. Este Decreto estableció una función 
social para la abogacía: “…colaborar con las autoridades en la conservación y perfeccionamiento del 
orden jurídico del país, y en la realización de una recta y cumplida administración de justicia”, y una 
misión principal a los abogados “…defender en justicia los derechos de la sociedad y de los 
particulares. También es misión suya asesorar, patrocinar y asistir a las personas en la ordenación y 
desenvolvimiento de sus relaciones jurídicas.” 
En otras palabras, este Decreto contempla que el ejercicio del derecho conlleva una función social 
identificada con una función de mantenimiento y perfeccionamiento de un orden jurídico, el cual se 
encuentra relacionado con un carácter nacional, y se asocia de manera primordial con un desempeño 
en instancia judicial, y subsidiariamente en el ámbito privado. Esto permite contrastar claramente las 
dicotomías a las que se refirió Carlos Peña González.  
Se señalaron, además, en este Decreto los deberes de los abogados, así “1. Conservar la dignidad y el 
decoro de la profesión; 2. Colaborar lealmente en la recta y cumplida administración de justicia. 3. 
Observar y exigir la mesura, la seriedad y el respeto debidos en sus relaciones con los funcionarios, con 
los colaboradores y auxiliares de la justicia, con la contraparte y sus abogados y con las demás personas 
que intervengan en los asuntos de su profesión. 4. Obrar con absoluta lealtad y honradez en sus 
relaciones con los clientes. 5. Guardar el secreto profesional. 6. Atender con celosa diligencia sus 
encargos profesionales, y 7. Proceder lealmente con sus colegas.” 
Llama la atención que estos deberes no corresponden estrictamente a la función de técnicos que se 
armoniza de mejor manera con una visión formalista del derecho, se enfoca más bien en el manejo del 
habitus de los abogados (entendido como el sistema de disposiciones producidas por las prácticas 
sociales, pero que también inciden en ellas) y de sus relaciones en general.  
Sería comprensible concluir que este Decreto, nacido en el seno de la Constitución de 1886, que se 
enmarca en una concepción de Estado y de derecho diferente a la actual según lo reseñado antes, debía 
haberse revisado profundamente y posiblemente sustituido en buena parte por las normas posteriores 
a la promulgación de la Constitución de 1991.  
Esto no sucedió así. Con posterioridad a la Constitución de 1991 se expidió la Ley 1123 del 22 de 
enero de 2007, que estableció el Código Disciplinario del Abogado - en vigencia a partir del 22 de 
mayo del mismo año - , y que derogó sólo en lo pertinente el Decreto 196 de 1971. Si bien las 
disposiciones disciplinarias resultan de especial importancia cuando se trata de regular una profesión 
con la gran incidencia social que tiene la jurídica, se esperaría también un replanteamiento a la función 
del derecho y de sus profesionales.  
La Ley 1123 de 2007 no hace mención a una nueva función social de la abogacía, no asume frente al 
ordenamiento jurídico una función crítica, ni observa de manera directa el impacto del derecho en la 
sociedad. Probablemente esto obedezca a que en el texto constitucional la función social se reconoce 
es respecto de la educación en general: “con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la 
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técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura. La educación formará al colombiano en el respeto 
a los derechos humanos, a la paz y a la democracia; y en la práctica del trabajo y la recreación, para el 
mejoramiento cultural, científico, tecnológico y para la protección del ambiente…”. 
Contrasta, sin embargo, la gran enunciación de los deberes de los abogados, pasando éstos de siete a 
veintiuno103, y en lo fundamental, vinculando ahora una labor técnica normativa, pero aunada a la 
supremacía constitucional y la atención al contexto específico del caso. Pareciera ser que la adopción 
de una nueva concepción de derecho se hiciera a partir de los deberes del abogado, y no tanto del 
análisis de la manera en que se formula la abogacía como tal, lo cual puede explicarse a partir del 
específico objetivo que se proponía alcanzar con la expedición de la ley. Aunque no se pretende 
presentar una línea jurisprudencial a este respecto, a continuación me refiero a algunas pautas que se 
han señalado respecto de las citadas normas.  
En el año 2008 la Corte Constitucional afirmó104 “En diversas oportunidades la Corte Constitucional, 
se ha pronunciado sobre el papel del abogado en el Estado social y democrático de derecho, así como 
sobre la relevancia del control que respecto de esta profesión ejercen las autoridades públicas. El poder 
disciplinario, ha dicho, constituye una de las más importantes expresiones de la función de control y 
vigilancia, y su regulación por parte del legislador debe estar orientada al logro de los fines de la 
profesión en procura de que su ejercicio sea compatible con el interés general, entendido a la luz de los 
valores y principios constitucionales.” 
Sostuvo la Corte que el legislador quiso introducir mediante la expedición de la Ley 1123 de 2007 
específicas modificaciones al Estatuto General de la profesión de abogado - (i) realizar una adecuación 
sustantiva a los principios constitucionales del debido proceso, (ii) efectuar una actualización histórica 
de los deberes, incompatibilidades, faltas y sanciones propias del régimen, (iii) adecuar el 
procedimiento a los estándares constitucionales y del derecho internacional, (iv) superar la congestión 
de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, mediante la implantación de un sistema 
oral, ágil y expedito – de manera que no efectúo una derogatoria general del Decreto 196 de 1971, sino 
“una derogatoria parcial de las normas que sean contrarias a la nueva ley”.  
La interpretación armónica de las disposiciones contenidas en el Decreto 196 de 1971 y la Ley 1123 de 
2007 permiten concluir “que ninguna de las modificaciones introducidas… se relaciona con un cambio 
en la orientación dada por el legislador al papel del abogado al interior del Estado social y democrático 
de derecho, razón por la cual halló posible reiterar la jurisprudencia constitucional producida en 
relación con el Decreto 196 de 1971, mutatis mutandi, al nuevo Código Disciplinario”. 
En una sentencia anterior, del año 2007105, con mayor claridad la Corte Constitucional afirmó “El 
Decreto 196 de 1971, “Por el cual se dicta el estatuto de ejercicio de la abogacía” nace a la vida jurídica 
bajo la vigencia de la Constitución de 1886. A partir de ese momento en adelante, quedó claro que las 
personas profesionales de la abogacía tenían el deber de colaborar con las autoridades tanto en la 
conservación del orden jurídico del país como en la realización de una recta y cumplida administración 
de justicia. El estatuto incluyó un conjunto de preceptos cuyo propósito fue marcar un norte al 
ejercicio de la profesión en pro de la defensa en justicia de los derechos de la sociedad y de los 
particulares. Esta misión abarcaba así mismo asesorar, patrocinar y asistir a las personas en la 
ordenación y en el desenvolvimiento de las relaciones jurídicas”. 
                                                          
103 En su artículo 28, la Ley establece como deberes del abogado, entre otros: “Observar la Constitución Política 
y la ley” y “Defender y promocionar los Derechos Humanos, entendidos como la unidad integral de derechos 
civiles y políticos, económicos, sociales y culturales y de derechos colectivos, conforme a las normas 
constitucionales y a los tratados internacionales ratificados por Colombia.” 
104 Corte Constitucional. Sentencia C-290  del 02 de abril 2008. Sala Plena. MP. Jaime Córdoba Triviño. 
105 Corte Constitucional Sentencia C-212 del 21 de marzo de 2007, Sala Plena, MP. Humberto Antonio Sierra 
Porto 
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Como desarrollos posteriores de esta norma la Corte Constitucional cita la sentencia de mayo 22 de 
1975 de la Corte Suprema de Justicia, en que se reiteró la importancia de la ética en la profesión 
jurídica: “…si bien las normas generales de la ética regían para el ejercicio de todas las profesiones 
‘quizá respecto de ninguna como la abogacía, su acatamiento indeficiente sea más útil para mantener la 
interdependencia o solidaridad social. Su cumplimiento no puede estimarse como una indebida 
injerencia en el fuero interno de las personas, con menoscabo de su moral personal. Lo que sucede es 
que la ética o moral profesional tienen como soporte la conducta individual, conducta que vincula la 
protección del interés comunitario’”.  
En esta Sentencia la Corte menciona que si bien los patrones de moralidad social fundados en la 
Constitución de 1886 se diferencian de manera importante de fundados en la Constitución de 1991, 
“No lo es menos, sin embargo, que una vez adoptadas las matizaciones necesarias, el compromiso de 
las personas profesionales de la abogacía mantiene la inmensa proyección social que le reconoció la 
Corte Suprema. En esa misma línea de orientación, también bajo la Constitución de 1991 se exige a las 
personas profesionales de la abogacía que desempeñen su actividad sin causar desmedro al servicio que 
de ellas espera la sociedad”. 
De igual manera, la Corte alude a pronunciamientos judiciales que armonizan las disposiciones 
contenidas en el Decreto 196 de 1971 con las disposiciones constitucionales. Así, se ha aclarado la 
necesidad constitucional “de regular el ejercicio de las profesiones”106, la misión social que están 
llamados a cumplir los abogados, de manera que las normas que regulan su profesión no se limitan a 
resolver problemas de orden técnico sino que se proyectan también en el ámbito ético, sin que esto 
implique una intromisión en su fuero interno107, en la medida en que las regulaciones adoptadas por el 
estatuto del ejercicio de la abogacía deben ser razonables, proporcionadas y no pueden ser arbitrarias 
ni discriminatorias108, de manera que no se invada injustificadamente el núcleo esencial del derecho al 
libre desarrollo de la personalidad prohibiendo conductas que no guarden relación con el debido 
ejercicio de la actividad profesional109. 
Fue en la Sentencia C-098 de 2003 donde la Corte Constitucional recordó que el Estatuto del ejercicio 
de la Abogacía se expidió bajo la vigencia de la Constitución de 1886 “bajo unas características 
conceptuales muy diferentes a las que sobrevienen con la Constitución de 1991”, “en el seno de una 
concepción de Estado muy diferente a la de la nueva Carta Política, signada más por el imperio del 
reproche social moralista que por la vigencia de un pensamiento atento a las nuevas concepciones del 
mundo, tan caras a la autonomía del entendimiento y de la acción humana en sus dimensiones 
materiales y espirituales. No es un descubrimiento, el Decreto 196 de 1971 es hijo de su tiempo, y 
como tal, es susceptible de permanecer o decaer positivamente bajo los embates acusatorios que 
propicia todo nuevo ordenamiento superior frente a la legislación preexistente”. 
En este mismo sentido, en el año 2010110, la Corte relacionó la función del abogado en el marco del  
Estado Social y Democrático de Derecho, de manera que existiendo la libertad para escoger profesión 
u oficio, el ejercicio de la profesión jurídica se relaciona con “enormes responsabilidades”, bien “por 
fuera del proceso, a través de la consulta y asesoría a particulares”, o bien “al interior del proceso, en la 
representación legal de las personas naturales o jurídicas que acuden a la administración de justicia para 
resolver sus controversias”.  
Esto, porque “la profesión adquiere una especial relevancia social, pues se encuentra íntimamente 
ligada a la búsqueda de un orden justo y al logro de la convivencia pacífica, en razón a que el abogado 
                                                          
106 En la Sentencia C-002 de 1993. 
107 En las Sentencias C-060 de 1994, C-190 de 1996 y C-393 de 2006. 
108 En la Sentencia C-619 de 1996. 
109 En la Sentencia C-098 de 2003. 
110 Corte Constitucional. Sentencia C-819 del 13 de octubre de 2010. MP. Jorge Iván Palacio Palacio. 
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es, en gran medida, un vínculo necesario para que el ciudadano acceda a la administración de justicia… 
el ejercicio inadecuado o irresponsable de la profesión, pone en riesgo la efectividad de diversos 
derechos fundamentales, como la honra, la intimidad, el buen nombre, el derecho de petición, el 
derecho a la defensa y, especialmente, el acceso a la administración de justicia, así como la vigencia de 
principios constitucionales que deben guiar la función jurisdiccional, como son la eficacia, la celeridad 
y la buena fe”. 
Se ha pretendido hasta aquí señalar que la Constitución Política de 1991 no ha incidido exclusivamente 
de manera cuantitativa en la enseñanza del derecho, sino que su influencia debería resultar superior 
desde el punto cualitativo en cuanto a que conlleva a una nueva concepción de derecho, incidiendo en 
una nueva concepción de la función del abogado. Este análisis no podría limitarse al aspecto 
normativo, frente al cual se ha señalado existen grandes limitaciones.  
Respecto de la concepción del abogado y su función, se considera está en mora la adopción de una 
nueva reglamentación que esté acorde con los preceptos constitucionales y que no obligue a la difícil 
labor de armonizar desde la jurisprudencia textos originados en distintas constituciones que parte de 
un diferente concepto del derecho. Pero por sobre todo, que sea coincidente con la discusión sobre el 
concepto de derecho se sostiene, de manera que la mirada no se dirija de manera exclusiva a la 
profesión jurídica, sino que involucre aspectos relacionados con la enseñanza del derecho.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
2. Capítulo 2. Tres posibles crisis del derecho y la 
incidencia en su enseñanza 
En el capítulo anterior se pretendió ofrecer aportes respecto de la consideración  de crisis en la 
enseñanza del derecho que es impartida en Latinoamérica por las facultades desde sus programas de 
pregrado, al tiempo que se ofrece un marco teórico a este respecto y se aborda la problemática 
contextual en Colombia.  
 
En consonancia con la consideración de crisis esbozada, se han presentado las principales 
problemáticas que se han reconocido, recogiendo los aportes de autores latinoamericanos que resultan 
seriamente coincidentes con algunas de las consideraciones que en Colombia se tienen con 
fundamento en un estudio publicado en el año 1995 y en aportes de autores colombianos. En este 
sentido, se reconoce en el contexto en que se desarrolla la educación jurídica un importante factor 
incidente.  
 
Ahora bien, como se ha esbozado, se pretende señalar que en la actualidad la discusión respecto de la 
enseñanza del derecho involucra más que discusiones de tipo metodológicas, en la medida en que ellas 
mismas responden a un trasfondo en que se encuentra la discusión sobre lo que se considera es 
derecho. Sin pretender asumir cuál es el concepto de derecho “correcto”, se ha señalado la 
conveniencia de recurrir a un concepto de derecho que no obedezca puramente a la visión interna de 
éste, a manera de un sistema cerrado, pero tampoco a la determinación de las condiciones materiales 
de la sociedad, en la medida en que el derecho tiene su propio lenguaje y particularidades.  
 
Hacer referencia, en este sentido, a los diferentes conceptos existentes del derecho superaría 
ampliamente la pretensión de esta tesis. El presente capítulo pretende hacer referencia a tres tipos de 
crisis por las que se menciona atraviesa el derecho en la manera en la que tradicionalmente ha sido 
contemplado, y analizar su incidencia en la enseñanza del derecho. 
 
En efecto, Carlos Morales De Satién Ravina, en su traducción de dos artículos seleccionados, escritos 
por Gunther Teubner y por Pierre Bourdieu, y publicados como parte de la Colección Nuevo 
Pensamiento Jurídico111, se ha referido a la existencia de una cierta crisis del derecho que pasa por una 
crisis de su racionalidad, y que puede manifestarse de diferentes maneras. Esta crisis de racionalidad 
puede observarse bajo condiciones puramente objetivas (insuficiencia de la vieja forma de racionalidad 
frente a las necesidades de la sociedad moderna o falta de creencia en su capacidad de resolver 
conflictos) o como producto de una crítica fundada en la deconstrucción de la idea de racionalidad 
formal que manifiesta la ficción del concepto.  
 
                                                          
111 MORALES DE SATIÉN RAVINA, Carlos. Tr. Estudio preliminar y traducción. En: BOURDIEU, Pierre. 
La fuerza del derecho (Título original. The force of law: towards a sociology of the juridical field) / Pierre 
Bourdieu, Gunther Teubner; Bogotá: Siglo del Hombre Editores, Facultad de Derecho de la Universidad de los 
Andes, Facultad de Ciencias Jurídicas de la Pontificia Universidad Javeriana, 2000. Nota 4, p. 19. Colección: 
Nuevo pensamiento jurídico. ISBN: 9586650294.p. 15. Esta primera presentación se fundamentará en la Parte 
introductoria. p. 15-80. 
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En su nota introductoria, Morales explica que la Sociología Jurídica se ha ocupado del tema de la 
racionalidad jurídica, pero esto mismo no parece suceder con los abogados y jueces en el ejercicio 
diario de su profesión, quienes regularmente no cuestionan la racionalidad de su actividad sino que la 
presumen y en el mejor de los casos la justifican, “…muchos menos relacionan la forma de 
racionalidad que rige su actividad con la situación de crisis en la que vive lo que podríamos llamar la 
concepción occidental del derecho de nuestros días”, afirma.  
 
Esta presunción de racionalidad parece justificarse en una ausencia de necesidad de su 
cuestionamiento, pues “la letra de la ley, orientada a la resolución de los conflictos en los que están 
involucrados los prácticos del derecho y que requieren una solución jurídica, y la pretendida naturaleza 
propia de esos conflictos determinan el transcurrir de su actividad…”, pareciendo esto suficiente. En 
este marco, vale la pena preguntar si es posible que los operadores del derecho cumplan su función en 
el mundo jurídico, con independencia de una posible crisis del derecho mismo, que pasa por una crisis 
de su racionalidad.  
 
A continuación se hará referencia a la forma en que se expresa la crisis de racionalidad del derecho, 
mostrando su incidencia sobre la actividad de los operadores jurídicos. En este sentido, Morales De 
Satién menciona que la crisis del derecho, que pasa por una crisis de su racionalidad, se manifiesta 
“desde muchos puntos de vista”, dentro de los que es posible referirse a una crisis de legitimación 
cíclica, a una crisis derivada de la intervención estatal en la vida social, o a una crisis del concepto 
occidental del derecho. A continuación una presentación breve que solo pretende aportar elementos 
de análisis que inciden en la enseñanza del derecho. 
2.1 La crisis de Legitimación Cíclica del Derecho 
Esta crisis del derecho no es definida claramente por Carlos Morales, pero es referida a la propuesta de 
Jürgen Habermas112, lo que conlleva al análisis de la problemática de legitimidad, es decir, a la 
problemática planteada respecto de qué es lo que, más allá de la coerción o el uso del monopolio de la 
ley, hace que el orden o el sistema merezcan la obediencia de los ciudadanos. Conlleva al análisis de la 
manera en que se comprende la legitimación, el proceso o los factores fácticos que determinan esa 
obediencia justificada, legitimidad. Siendo la legitimidad un tema central para el derecho, en su relación 
con la validez y eficacia, es necesario tener en cuenta sus diferentes connotaciones113.  
 
Señala Oscar Mejía Quintana114 “Una lista esquemática de los diferentes paradigmas jurídicos podría 
sintetizarse en la siguiente: el paradigma iusnaturalista, tanto premoderno, desde su matriz aristotélico-
tomista, como moderno, en su matriz contractualista, de Hobbes a Kant; el paradigma positivista-
liberal, tanto en su lectura sociojurídica, de Weber a Luhmann pasando por Parsons, como teórico-
jurídica, de Kelsen y Hart; el paradigma interpretativo, que tiene en Hart, igualmente, un primer 
fundamento pero que gravita básicamente en torno al trabajo de Dworkin; el paradigma consensual-
                                                          
112 Cita a HABERMAS, Jürgen. ¿Cómo es posible la legitimidad por vía de legalidad? En: Escritos sobre 
moralidad y eticidad, Barcelona: Paidos. 1931. p. 131 y ss. y En: Facticidad y Validez. Madrid: Trotta, 1998. 
113 Importantes elementos de análisis sobre la legitimidad se expusieron en el módulo “Filosofía del derecho”, a 
cargo del profesor Oscar Mejía Quintana durante el primer semestre de la Maestría en Derecho de la Facultad de 
Derecho, Ciencias Políticas y Sociales, de la Sede Bogotá de la Universidad Nacional de Colombia, cursado en el 
año 2008, y se pretendieron sintetizar en la reseña crítica “Importancia de una definición transdisciplinaria de 
legitimidad”, presentada como exigencia del curso. 
114 MEJÍA QUINTANA, Oscar. Elementos para una reconstrucción del estatuto epistemológico de la filosofía 
del derecho. En: Revista Pensamiento Jurídico. Bogotá, D.C.: Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. 
Universidad Nacional de Colombia. 2006, no. 16. p.171-206. Punto 7.2, sobre la dimensión explicativa para la 
Reconstrucción del Estatuto Epistemológico. 
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discursivo de Rawls y Habermas y, finalmente, un paradigma crítico, en sus dos matrices, la marxista y 
la foucaultiana”.  
 
La complejidad de cada uno de estos paradigmas impide siquiera hacer una mención somera de cada 
uno de sus fundamentos, por lo que la pretensión única en este momento es dar cuenta de la 
posibilidad de diferentes connotaciones que tendrá la legitimidad, en relación con la validez y eficacia, 
desde los diferentes paradigmas mencionados. 
 
La crisis en este aparte alude a la insuficiencia de recurrir a la legitimación simbólico-religiosa, propia 
del Iusnaturalismo Premoderno, y a la legitimación por vía del contractualismo, derivada del 
Iusnaturalismo moderno; pero además se refiere a la insuficiencia de las nociones de legitimidad 
posteriores a la racionalización y desacralización del derecho. No será posible la legitimación por la vía 
del formalismo jurídico y por el procedimentalismo introducidos por el Positivismo “Técnico 
Jurídico”, que conllevan a una legitimidad únicamente procedimental; tampoco resulta suficiente 
recurrir a la Legitimidad Legal Racional (ni a Legitimidad social y Legitimidad carismática) a la que se 
refiere Weber desde el Positivismo sociológico, y que conlleva a una racionalización social y cultural, 
en la que el derecho regula todo respaldado por la “fe en la legalidad” de una sociedad que considera 
que el derecho se funda en un pacto político o de interesados, que lleva nuevamente a la asimilación de 
legalidad-legitimidad. Desde este mismo paradigma, una vez formuladas las teorías sistémicas (de 
Talcott Parsons, Niklas Luhmann, y Gunther Teubner) se discute la existencia de sistemas y 
subsistemas de tipo cerrado y abierto, con la propuesta de un tipo de legitimación sistémico. 
 
Oscar Mejía Quintana menciona que Habermas, junto con John Rawls, hace parte del Paradigma 
Consensual-Discursivo, en el que se intenta una nueva concepción de la moral, la política y el 
derecho y de su interconexión. Desde Rawls la legitimidad no deviene de la voluntad general 
mayoritaria, pues refiere la existencia de ciertos principios orientadores como “criterios de legitimidad 
del ordenamiento jurídico-político”, que resultan de un consenso “racional y argumentado”, en 
condiciones de “simetría deliberativa”, a partir de donde se construye de manera cooperativa el espacio 
de lo público, y que permite en un tercer momento que la persona o el sujeto colectivo adopte o no los 
principios establecidos, refrendados desde la cotidianidad.  
 
Habermas plantea una legitimidad dialógica. En “¿Cómo es posible la legitimidad por vía de 
legalidad?”115, sostiene la tesis según la cual “la autonomización del sistema jurídico no puede significar 
una desconexión completa de derecho y moral, por un lado, y de política, por otro”, pues el derecho, 
ni aún cuando se positiviza, “rompe sus relaciones con la moral y la política”.  
 
Según Mejía Quintana, Habermas descarta la legitimidad legal racional propuesta por Weber, pero 
también la legitimidad funcional de Parsons, retomando elementos de las teorías sistémicas y del 
paradigma interpretativo, define “el estado democrático de derecho desde tres dimensiones”, donde la 
legitimidad política está relacionada con una “soberanía popular plural” en la que “las diversas formas de 
vida y sujetos colectivos que conforman la ciudadanía en una sociedad democrática crean poder 
comunicativo a través del diálogo entre ellos”, y cuya justificación moral se encuentra en “la aplicación del 
principio de argumentación moral a los procesos de formación de opinión y voluntad públicas. La 
legitimidad, entendida como soberanía popular plural a través de procesos deliberativos, tiene, pues, 
un sustento en la racionalidad dialógica de una sociedad democrática”, en la medida en que “la 
realización del ideal normativo de una situación ideal del habla constituye la condición de una 
argumentación plenamente racional y, según Habermas, permite encontrar el principio de legitimidad 
en el diálogo.  
 
                                                          
115 HABERMAS, Jürgen. ¿Cómo es posible la legitimidad por vía de legalidad? En: Escritos sobre moralidad y 
eticidad. Traducido por Manuel Jiménez Redondo. Barcelona: Paidos. 1991. p. 131-172. ISBN. 84-7509-692-1. 
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Este principio es el mismo principio de la democracia, el cual se define por un principio dialogal de 
legitimación. El diálogo es, pues, lo que posibilita la reconstrucción normativa de la legitimidad y en tal 
medida esta se encuentra en la comunicación y argumentación libre de coacción externa, en el marco 
de unas condiciones que permitan el entendimiento, objetivo central del lenguaje.”.  
 
De tal manera, “los procedimientos adquieren fuerza legitimadora en la medida en que vienen 
mediados por un procedimiento de consensualización que ha definido previamente su dimensión 
normativa. Es gracias a esta comunicación no coaccionada que, a través del diálogo, llega a un 
entendimiento que se produce la formación discursiva de la voluntad colectiva. De aquí que la 
democracia se fundamente normativamente en un principio consensual de legitimación.”. Ahora bien, 
“El derecho moderno… por un lado acomete funciones estratégico-sistémicas y por otro integra 
socialmente a la ciudadanía en su conjunto”, lo cual se logra “a través de procedimientos democráticos 
institucionalizados que constituyen la única fuente postconvencional de legitimidad en las sociedades 
complejas”.  
 
De aquí la importancia del derecho en la sociedad moderna como “único instrumento y el ámbito 
social exclusivo desde el cual replantear la integración social y reconstruir los presupuestos de 
legitimidad que fundamenten de nuevo el lazo social desintegrado” y como “la categoría de mediación 
social entre hechos y normas o, en otras palabras, entre el mundo de la vida y los subsistemas 
funcionales económico y político-administrativo. La tensión entre facticidad y validez, entre legalidad y 
legitimidad, entre los ámbitos mundo-vitales y sistémicos sólo puede resolverse, en un mundo 
desencantado postindustrial, a través del derecho, exclusivamente. Así, el fundamento ontológico es la 
consideración del derecho como medium de la integración social y el fundamento epistemológico es la 
consideración del derecho como categoría de la integración social”116. 
 
Respecto del Paradigma crítico solo mencionaré que desde allí se hace una crítica profunda al 
derecho mismo y según Mejía Quintana los antecedentes de las teorías críticas del derecho se ubican 
en dos tradiciones de sospecha sobre lo jurídico: (i) “desde la mirada implacable de Marx cuestionando 
el estatus y la dimensión del derecho que Kant, como expresión última del contractualismo, y Hegel, 
en su polémica con el anterior, habían en todo caso encumbrado en las figuras del contrato social y el 
estado”, y (ii) “desde la tradición estructuralista, con Foucault básicamente, quien… concibe el 
derecho como un instrumento de disciplinización y panoptización social”. 
 
A partir de estas tradiciones “se constituyen dos vertientes críticas del derecho”. La primera vertiente 
“a mediados de los setenta, se consolida en tres ramificaciones cuestionadoras del derecho 
contemporáneo”: “…una vertiente italiana, la del Uso Alternativo del Diritto que posteriormente 
desemboca en el Garantismo y el constitucionalismo radical ; una francesa, que se manifiesta en el 
movimiento Critique du Droit que, si bien desaparece, parece resimboliza en una teoría crítica del 
estado constitucional contemporáneo ; y, finalmente, la norteamericana, en el movimiento de los 
Critical Legal Studies, la única que sobrevive “oficialmente” y que ha mantenido sus críticas y 
proyecciones a todos los niveles del derecho”. La segunda vertiente “la constituye la heterodoxia 
socialista, tanto de Europa del Este como del Oeste”. 
 
A manera de conclusión, es posible mencionar que esta crisis del concepto tradicional del derecho 
obliga a referirnos al problema de su legitimidad, de lo que hace que el sistema mismo sea obedecido, y 
cuyo fundamento se relaciona con las cuestiones de validez y eficacia. En esta propuesta, se valora la 
importancia instrumental del derecho, constituyéndose como el medio de integración social que 
permitirá una discusión amplia sobre la cual se reconstruya de manera adecuada los presupuestos de 
legitimidad, que permitan relacionar adecuadamente hechos y normas. La democracia y el principio 
                                                          
116 Aquí Oscar Mejía Quintana cita a HABERMAS, Jürgen, “Parsons v. Weber: la función sociointegradora del 
derecho”. p. 130-145. 
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dialógico, serán fundamentales en la manera en que se estructura la enseñanza del derecho, superando 
la manera en que desde otros paradigmas es valorada la relación legitimidad – validez – eficacia.  
 
¿Qué implicaciones tendrá esta consideración de crisis en la enseñanza del derecho? 
 
Desde Habermas, el proceso de legitimación que tiende a la legitimidad, a la justificación de la 
obediencia del orden jurídico, no puede implicar solamente una fe en la legalidad, de manera que la 
legitimidad legal racional y las anteriores a ella, resultan insuficientes. Abordar, así, los procesos 
dialógicos adecuados será necesario, así como la comprensión del derecho más allá de un 
procedimentalismo vacío, que lo lleve a ser un importante instrumento de cohesión social. En este 
aparte conviene reiterar que se considera la necesaria autonomía del derecho.  
 
Ahora bien, ¿Qué implicaciones tendría esta presentación para el análisis de la crisis en la enseñanza 
del derecho? Se ha mencionado que no parece que con regularidad los jueces y abogados cuestionen la 
racionalidad de su actividad, y en general no la relacionan con la racionalidad del derecho. Sin 
embargo, un análisis sobre el tipo de racionalidad en que son formados los profesionales del derecho, 
sobre la manera en que observan la relación entre legitimidad, validez y eficacia, avanzaría sobre sus 
implicaciones en el ejercicio de la profesión jurídica.  
 
Esto no quiere decir que cada facultad estrictamente observe un tipo único de paradigma, puesto que 
en una misma facultad confluyen profesores con diferentes visiones,  existe además una visión propia 
de la facultad mediada por su historia y por la visión de las directivas del momento, y la transmisión de 
conocimientos es afectada por distintos factores. Sin embargo, cada paradigma podría traducirse en un 
perfil general de egresado. Ahora bien, como se mencionó la consideración de crisis dependerá de 
quien la observa, de quien de alguna forma valora los fenómenos presentados.  
 
En este sentido la crisis de la enseñanza del derecho se expresa en una formación de abogados que 
asumen una racionalidad propia del paradigma Positivismo Técnico Jurídico, es decir, acogen las ideas 
basadas en un tipo de legitimidad procesal o racional legal, incidiendo en la validez y eficacia del 
sistema. Esto también permitiría entender el motivo por el cual el discurso jurídico se diferencia con lo 
que se asume en la práctica jurídica, lo cual, en términos de lo expuesto desde el Paradigma 
Consensual-Discursivo, debe superarse mediante una reconceptualización de la comunicación y del 
derecho, y que involucra a la sociedad misma, conllevando a que la fuente de legitimación no se 
observe solamente en los procesos legislativos.  
 
Los elementos mencionados también son útiles para analizar la afirmación de Fernando  Visbal 
Uricoechea117, según quien “Desde  la  filosofía  política  y  la  filosofía  del  derecho  se  ha  elaborado 
una  tipología  del  espectro  jurídico  colombiano  que  tendrá relación  con  las  posiciones  de  la 
Corte  en  la  interpretación  de  estos  derechos:  1)  Un  Iusnaturalismo  premoderno,  con  asiento 
principalmente  en  la  Universidad  Javeriana  y  Rosario;  2)  La  agrupación  del  Ius  positivismo,  la 
filosofía  analítica  del  derecho  y  la  teoría  de  la  argumentación  jurídica  de  la  Universidad 
Externado  de  Colombia  y  la  Universidad  de  Antioquia;  3)  La  estructural  marxista  de  la 
Universidad  Nacional  de  Colombia  y  4) La  teoría  pluralista  jurídica  de  la  Universidad  de  los 
Andes.”, sin  embargo,  como allí mismo se menciona, debe atenderse a que “esta  hipótesis  no  ha 
sido  desarrollada  empíricamente”. De manera que, la relación de legitimidad, validez y eficacia puede 
                                                          
117 VISBAL  URICOECHEA, Fernando. El  isomorfismo  institucional  en  la  administración  de  justicia,  el 
 caso  de  la  Corte  Constitucional  Colombiana, 1991-2000. Esta es una ponencia preparada para el Primer 
Congreso Colombiano de Ciencia Política en el año 2008.  Allí se cita a MEJIA  QUINTANA, Oscar. Estudio 
 preliminar  “El  paradigma  consensual  del  Derecho  en  la  teoría  de  la  justicia  de  John  Rawls”. El  derecho 
 de  los  pueblos.  Colombia: Ed: Tercer Mundo. Uniandes. 1996. ISBN: 958-9057-61-6.   
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ser considerada de una forma distinta en las diferentes facultades, lo cual reitera el hecho que la 
consideración de crisis se mueve entre el objeto de investigación y el sujeto que investiga.  
 
En efecto, Oscar Mejía Quintana118 se refiere a una “proliferación de tendencias interpretativas en el 
Estado y en las cortes de justicia”, que han reproducido “los patrones mágico-unitarios tradicionales 
en la interpretación de la nueva Constitución, sin lograr captar el giro paradigmático que se ha 
producido en la teoría y concepción de derecho en el último cuarto de siglo”. Cita el trabajo de 
Cristina Motta119 para referenciar esas tendencias en la Corte Constitucional colombiana que se 
manifiestan en cuatro esquemas de interpretación jurídico-constitucional diferentes (liberalismo escéptico 
con ascendencia iusfilosófica en la escuela analítica del derecho con principio rector en los principios 
liberales y derechos fundamentales, dogmatismo colectivista, con ascendencia naturalista premoderna y con 
la idea del bien común, colectivismo silogístico, con ascendencia iuspositivista y prevalencia jerárquico 
formal de principios contenidos en la Constitución, y pluralismo igualitario, ascendencia hermenéutica 
que reconoce pluralidad de intereses generales).  
 
Menciona Mejía “Estas posiciones vienen respaldadas por cuerpos teóricos… provenientes de las 
principales facultades de derecho de país, las cuales, a su vez, alimentan los correspondientes 
paradigmas en sus respectivos planes de estudio”, y “Pese (al) amplio panorama que podría hacer 
pensar en una conceptualización jurídica madura en proceso de adaptarse al nuevo contexto 
constitucional proporcionándole los esquemas de interpretación necesarios para sus nuevos retos y 
tareas, la tendencia histórica colombiana de tipo formalista – procedimental del derecho, incubada 
tanto en el seno del iusnaturalismo premoderno como del iuspositivismo e, incluso, de su variante 
iusanalítica, ha contaminado el proceso de renovación hermenéutico-jurídica de la jurisprudencia del 
país”. Ante el conflicto de diferentes tipos de legitimación (legitimación tradicional, legitimación 
funcional – procedimentalista, legitimación modernizadora y legitimación material” se rescatan los 
aportes del paradigma consensual y discursivo del derecho.  
 
Germán Silva García120, en la obra resultado de su investigación, también proporciona elementos de 
análisis, cuando contextualiza sobre las principales universidades que ofrecen programas de Derecho y 
nos permite analizar un panorama de diferentes perfiles. Afirma “La Universidad de la Sabana, 
localizada en Bogotá, privada, laica, diurna, patrocinada por el Opus Dei, es desde luego de marcada 
tendencia conservadora. Su programa de estudios en derecho, bastante singular, data de 1986 y se 
asemeja al adoptado por el general Franco en 1953 para España...”. A pie de página menciona “Su 
programa comprendía Derecho Natural, algo inédito en el panorama de la educación moderna en 
Colombia, que revela la orientación iusnaturalista de la institución, materia existente en el programa del 
dictador Franco de 1953, junto a cursos de Teología I, Teología II y Derecho Canónico.”  
 
De igual manera, menciona “La Universidad Santo Tomás es una universidad privada que pertenece a 
los dominicos, de orientación conservadora y con sede en Bogotá…” El pensamiento tomista que la 
inspira, uno de los discursos más conservadores en la teología cristiana, se encuentra presente también 
en las demás instituciones universitarias religiosas, y aún laicas (Universidad Sergio Arboleda), pero por 
obvias razones es mucho más intenso en este escenario. A pie de página Silva menciona que “Uno de 
los objetivos de la formación profesional hace referencia a la necesidad de relacionar el derecho con el 
pensamiento de la Iglesia católica; también la lectura de obras teológicas es mencionada en el 
                                                          
118 MEJIA QUINTANA, Oscar. Derecho legitimidad y democracia deliberativa: desarrollo y conflicto de 
paradigmas jurídico-políticos en las sociedades en transición. Bogotá: TEMIS, 1998. ISBN 9583501808. p. 66-73. 
119 MOTTA, Cristina. Intereses y derechos, la transición al estado social. En: Ética y conflicto. Bogotá: Ediciones 
Uniandes-Tercer Mundo. 1995. p. 207-233. 
120 SILVA GARCÍA, Germán. “El mundo real de los abogados y de la justicia”. Tomo IV: Las ideologías 
profesionales. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, Instituto Latinoamericano de Servicios Legales 
Alternativos. 2001. 
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desarrollo de la asignatura denominada “Analítica”, que hace parte de cada módulo, con relación a la 
respectiva área del derecho. El pensum incluye Derecho canónico, y también sociología jurídica y 
criminología, Sociología y Política general… sigue una línea iusnaturalista, que pretende situar la 
justicia por encima de la ley; la “formación axiológica de acuerdo con la doctrina de la Iglesia y la 
cosmovisión tomista” era parte del perfil profesional buscado…”.  
 
De otro lado, ofrece elementos de análisis que conllevan a entender una posible influencia de lo que 
Mejía Quintana menciona como Paradigma Crítico en la Universidad Nacional de Colombia. Silva 
menciona “Un tercer momento histórico que influye sobre el papel político de la Universidad Nacional 
se da entre los años 60 y 70… Entonces, el discurso marxista penetra de lleno en la Nacional, 
traducido en una pléyade de partidos y movimientos políticos de izquierda con las más variadas 
tendencias, como también de organizaciones guerrilleras, que en muchos casos tienen su única base 
social entre el estudiantado.”…  
 
También menciona Silva “En 1923 había surgido la Universidad Libre, otra institución privada, laica, 
de clara tendencia liberal, la cual participa además de una elevada influencia de la masonería y parece 
muy comprometida en forma militante y partidaria con el liberalismo. Durante la época de “La 
Violencia” la Universidad Libre es polo de oposición al conservatismo, tribuna ideológica del 
liberalismo y de importantes voceros intelectuales de la izquierda marxista, lo que, sumado a la fuerte 
ascendencia de la masonería, con  su inclinación anticlerical y libre pensante, la convierte a los ojos de 
la derecha en un foco peligroso”.  
 
“Otra institución de alguna antigüedad es la Universidad Autónoma de Colombia (Bogotá), laica, 
privada, con jornada mixta, con una contradictoria tendencia marxista y conservadora, una 
composición dominante de estudiantes de clase media-baja, que tiene cierta representación en el poder 
judicial. Originalmente fue auspiciada por los comunistas, con la orientación de su partido, pero 
subsisten en el seno de su cuadro directivo corrientes conservadoras, lo que ha generado fuertes 
enfrentamiento y pugnas entre las dos facciones. En la actualidad los conservadores (pastranistas) 
tienen su control.”. 
 
Ahora bien, ¿esto implica que sea deseable que las facultades de derecho adopten un paradigma único 
y que lo presuponga como el ideal?, nuevamente, esto depende de quién diagnostique el momento de 
crisis y formule sus retos.  
2.2 La crisis derivada de la intervención del Estado en la vida 
social  
En este punto Carlos Morales nos remite a la teoría de Gunther Teubner. Nuevamente, es necesario 
reiterar que esta solo pretende ser una breve presentación de la crisis que es referida y su posible 
implicación en la enseñanza del derecho. Por esto se hace referencia a lo que desde la propuesta de 
Teubner podemos comprender como la crisis (con la aclaración de la relación entre objeto y sujeto) del 
derecho y sus posibles efectos sobre la enseñanza del derecho.  
 
Cuando Carlos Morales presenta el artículo “Elementos materiales y reflexivos en el derecho 
moderno”, escrito por Gunther Teubner121, menciona que tanto este autor como Bourdieu critican las 
ideas comunes de los juristas que se fundamentan en el formalismo. La crisis del derecho 
contemporáneo se asume por Teubner como las insuficiencias del derecho que se explican por “La 
idea del derecho como un sistema esencialmente ordenado alrededor de una racionalidad formal, en el 
                                                          
121 MORALES DE SETIÉN RAVINA. Op. cit. Este aparte retoma elementos expuestos en la exposición 
introductoria.  
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sentido weberiano”, y por “el papel central que ese formalismo juega en las insuficiencias que el 
derecho presenta en las sociedades contemporáneas.”.  
 
Teubner sostiene la tesis según la cual “la crisis del derecho moderno está inextricablemente ligada a la 
insuficiencia del modelo de racionalidad empleado por el derecho, un modelo que corresponde a 
necesidades funcionales de una sociedad distinta de ésta en la que vive el hombre contemporáneo y 
que exige mecanismos nuevos, mecanismos reflexivos de resolución de conflictos…no hay nada de 
universalmente válido en los presupuestos que utilizamos la mayoría de los juristas ni en los principios 
que rigen el sistema de solución de conflictos al interior del derecho: la forma de racionalidad que 
adopta nuestro derecho es solo una contingencia que impide hoy en día, en virtud de su propia forma, 
centralizadora y universalizante, la posibilidad de dar respuestas a los conflictos que presentan hoy en 
día las sociedades occidentales”.  
 
Esta discusión, que también involucra el tema de la racionalidad del derecho, nos permite mirar ya no 
solo el tema de la manera en que valoramos el problema de legitimidad en su relación con la validez y 
la eficacia, sino que desde ya nos ubica en un entendimiento sistémico del derecho en el que la 
cuestión fundamental es observar la función misma del derecho en la sociedad. Diego López Medina, 
en la presentación de la misma publicación citada, menciona que “La presentación del derecho como 
aplicación de normas singulares a casos concretos se ha visto definitivamente reemplazada por una 
visión sistémica donde el derecho opera en redes o subredes de normas, principios y estándares 
relevantes, con intensas relaciones inter-normativas y con la experiencia clara de poseer autonomía 
frente a otras redes de relación social que se perciben como diferentes”. 
 
¿En este punto a qué puede hacer referencia la crisis del derecho? Teubner se ubica en la mirada 
sistémica del derecho. Trata de demostrar la utilidad de modelos evolucionistas, retomando aportes de 
“Philippe Nonet y Philip Selznick (1987), en los Estados Unidos, y en los de Jûrgen Habermas (1981) 
y Niklas Luhman (1970), en Alemania”, quienes “tratan la racionalidad formal como la característica 
dominante del derecho moderno”. Nos ofrece una mirada crítica, tanto del derecho racional formal 
como del derecho racional material.  
 
Teubner menciona “Los modelos clásicos de la ley y el Estado que heredamos del siglo XIX resaltan 
lo que Max Weber llamó ‘racionalidad formal’…un sistema de derecho racional formal que crea y 
aplica un conjunto de normas universales. El derecho formal racional se apoya, además en un cuerpo 
de profesionales del derecho que usan peculiarmente el razonamiento legal para resolver conflictos 
concretos.”. Sin embargo, “con la llegada del Estado social e intervencionista, se dio un mayor énfasis 
al derecho racional material… en el derecho usado como instrumento para intervenir en la sociedad de 
una manera finalista, orientado hacia la consecución de fines concretos (que) tiende a ser más general y 
abierto, y al mismo tiempo más particularista, que el derecho formal clásico”.  
 
Esta tendencia a apartarse del formalismo es lo que se ha llamado “rematerialización” del derecho, y es 
vista como parte inherente al programa del Estado social intervencionista, y además como un 
desarrollo que conduce a la disolución de la racionalidad formal. Esta tendencia, sin embargo, podría 
amenazar valores sociales importantes, al individuo mismo en la protección que el derecho formal le 
proporciona frente al Estado y la interacción humana que se daba en la esfera privada. Teubner afirma 
“vivimos en tiempo de un desencanto cada vez mayor con los fines, las estructuras y el 
funcionamiento del Estado intervencionista. El debate político sobre la ‘deslegalización’… no es sino 
una de las manifestaciones de una más amplia reevaluación de los sistemas de derecho y de la 
organización pública. Las recientes discusiones de la sociología legal reflejan la más amplia 
preocupación sobre los efectos de la intervención legislativa que tiene lugar en el Estado social”, es 
decir, de la legalización en varias esferas de la vida social.  
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Nos enfrentamos, entonces, a evaluar si frente al derecho racional formal la solución es la asunción del 
derecho racional material. Ante esta situación surgen críticos que señalan que “la legalización no es 
capaz de tratar con la complejidad y la especialidad de los conflictos modernos”, defendiendo 
“alternativas” al derecho; sin embargo, para otros la deslegalización y el abandono del formalismo 
pueden “reforzar… las relaciones de poder asimétricas”, aunque no respondan a las críticas 
fundamentales al derecho formal.  
 
Esta situación que para muchos es a lo que se refiere la “crisis”, hace que Teubner se proponga 
“presentar una aproximación al problema del cambio en el derecho y la sociedad que nos permita ver 
la situación actual como una “crisis” de la evolución social y legal, y  de esta forma situar las narrativas 
fenomenológicas sobre legalización/deslegalización y forma/sustancia dentro de una teoría social más 
comprehensiva”, teoría que se inscribe en la tradición evolucionista y que desarrolla una nueva 
perspectiva del proceso de cambio legal y social, que llama “derecho reflexivo”, derecho como 
“sistema para la coordinación de la acción al interior de los subsistemas sociales semiautónomos y 
también entre estos”.  
 
Sobre la incidencia del formalismo jurídico en la enseñanza del derecho dice Carlos Morales que pese a 
que el formalismo jurídico ha sido incapaz de atender las demandas de legitimidad de la sociedad 
contemporánea y no ha sido un mecanismo adecuado de regulación de sistemas sociales autónomos, 
sus críticas “…no han llevado a una concepción política de derecho. Las características de un orden 
legal – determinación, formalismo, coherencia en su legitimación, eficacia social – son, a pesar de las 
críticas iniciadas con la sociología del derecho durkheimniana y con el realismo social americano, 
características que persisten en la forma en la que tradicionalmente los juristas, y especialmente los 
practicantes del derecho, ven su propia actividad”.  
 
Pese a que, se reitera, no es posible reseñar detalladamente la teoría de Teubner, siguiendo la 
presentación que Carlos Morales hace de su artículo122, es posible ver el desarrollo de tres temas 
fundamentales: (i) “La búsqueda de un modelo teórico que aúne las virtudes del estudio empírico del 
derecho junto con la visión interna del propio orden legal para poder explicar el funcionamiento del 
derecho contemporáneo”. (ii) “La necesidad de abandonar los intentos de rematerialización del 
derecho como una solución a la crisis de la racionalidad formal del derecho en las sociedades 
occidentales contemporáneas, impulsando un nuevo tipo de racionalidad que ya se observa en nuestras 
sociedades: la racionalidad reflexiva”. (iii) “El estudio de la autonomía del derecho desde una nueva 
perspectiva funcionalista que defiende a un mismo tiempo, de forma aparentemente paradójica, la 
apertura y la clausura del derecho, los que podríamos llamar “autonomía para la dependencia”.  
 
Para Teubner es necesario vincular la teoría a la praxis, de manera que su análisis del derecho como 
institución jurídica concreta no versa solamente en el estudio de las normas, pero tampoco admite el 
determinismo sociológico o el análisis puramente empírico de la realidad social. Considera que “los 
distintos sistemas que forman la sociedad tienen una posibilidad mutua limitada: en concreto, la 
posibilidad de que el derecho produzca cambios en un sentido preciso en otros subsistemas sociales 
caracterizados por su autonomía operacional con respecto al derecho.”No es difícil ver que la 
rematerialización del derecho se presenta así como una alternativa muy limitada a los problemas de la 
crisis de la formalización de derecho”123. Por tanto, ante el formalismo jurídico, la rematerialización del 
derecho que conlleva a la juridificación no es la solución.  
 
Esto permite observar la connotación negativa que para Teubner tiene la juridificación como producto 
de la rematerialización del derecho. Ante la crisis de los años 30 el Estado intervino crecientemente en 
el Derecho, “buscando la consecución de fines concretos mediante la intervención directa”. Esto 
                                                          
122 Ibíd. p. 20-59. 
123 Ibíd. Morales explica así lo que considera la tesis central de Teubner en el artículo que se presenta. P. 37 
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produjo que se presentaran tendencias de “Derecho reflexivo” (en que los afectados ante la tensión entre 
derecho formal-derecho material optan por la propia regulación de sus asuntos en el marco legal, 
como en el caso de los convenios colectivos laborales), Marginalidad (campos de la realidad social 
donde el derecho tiene efecto mínimo o marginal), Imperativos funcionales (donde el derecho aparece 
como función del sistema social en conjunto, como variable dependiente de su entorno y no como 
instrumento que intervenga autónomamente en la realidad social), y Moralidad Vs. Posibilidad del derecho 
(derecho adaptado a las demandas sociales de diversos agentes sociales), tendencias que conllevaron a 
“una ‘desformalización’ del derecho”. 
 
¿Qué podría entenderse como juridificación? Para Teubner la juridificación va más allá de explosión 
legal (crecimiento incontrolado del número de normas y de intención reguladora que deviene en 
incoherencia del sistema e incremento de inseguridad jurídica) que Teubner rechaza por limitarse a un 
análisis cuantitativo, de una expropiación de conflicto (como sustracción de las partes del conflicto por 
medio de la legislación estatal) lo cual no explica suficientemente la connotación negativa del concepto, 
de una Despolitización (en la medida en que el Estado por intervención legislativa neutraliza luchas 
políticas y las transforma en mecanizados solucionables por aplicación más o menos objetiva de 
normas) en la medida en que restringiría el análisis al ámbito de lo laboral. Para Teubner la 
juridificación se caracteriza por la materialización del derecho formal que se produce en tres 
momentos consecutivos: constitucionalización legal del sistema de derecho civil para incluirlo en 
principios rectores del Estado de Derecho, democratización mediante el derecho de poder del estado 
y, el más importante, constitucionalización del sistema económico por el Estado social. Cada uno lleva 
a una mayor materialización del derecho y por ende a una mayor intervención estatal para determinar 
los fines que debe buscar la sociedad.  
 
De esta manera la juridificación introduce disfuncionalidades al sistema, haciendo que el derecho no 
solo solucione conflictos sino que además constituya la intervención política del Estado social del 
derecho. Este derecho sería de tipo regulatorio, cuyo fin sería especificar coercitivamente las conductas 
dirigidas a la consecución de fines materiales concretos.  
 
De aquí que la propuesta de Teubner sea presentar el derecho como un sistema autónomo,  donde no 
hay relación de causalidad entre los sistemas sociales, y en el que por ende la influencia externa deba 
respetar la forma y los límites de autoreproducción. Las situaciones que sobrepasen los límites del 
campo regulado producirán lo que Teubner llama mutua indiferencia, desintegración social por efecto 
del derecho, o desintegración del derecho a través de la sociedad. Así, propone el control de distintos 
sistemas sociales por estímulo de autorregulación de esos sistemas bajo la guía de las condiciones 
impuestas por el sistema legal.  
 
Para Teubner “el derecho puede cumplir mejor su función a través de la imposición de restricciones en 
la dimensión de la operación legal. En lugar de la regulación general y profunda de la racionalidad legal 
material, el derecho reflexivo limita la operación legal a formas más indirectas, más abstractas de 
control social. Lo que es crucial es la correspondencia estructural entre las normas legales y las 
estructuras de oportunidad dentro de los subsistemas sociales. La racionalidad legal material no toma 
suficientemente en consideración esta correspondencia necesaria, intenta regular las estructuras 
sociales mediante normas legales aunque estas estructuras no siempre se dobleguen a la regulación 
legal o no lo hagan fácilmente”124.  
                                                          
124 No es posible resumir todos los elementos de la teoría de Teubner, solo se ha pretendido señalar aspectos que 
sean útiles para el análisis emprendido. En su propuesta, Teubner menciona “la racionalidad legal reflexiva 
requiere que el sistema legal se vea a sí mismo como un sistema en un entorno y que tome en cuenta los límites 
de su propia capacidad en el intento de regular las funciones y las operaciones de otros subsistemas sociales. Así, 
su relación con el conocimiento de la ciencia social no se caracteriza ni por la ‘recepción’ ni por la ‘separación’. 
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¿Qué implicaciones tendrá esta consideración de crisis en la enseñanza del derecho? 
 
 
La discusión planteada en este aparte difiere de la planteada en el punto anterior, en el que se abordó la 
comprensión de la legitimidad y su relación con la validez y eficacia desde los diferentes paradigmas. Si 
bien, es posible tomar cada uno de los elementos ya descritos para llegar a temáticas diferentes a las 
inicialmente planteadas, en este punto la discusión involucra la extensión de los espacios de lo estatal 
Vs. de lo privado, en el sentido del papel que respecto de ello cumple el derecho, lo que en términos 
de Teubner nos lleva a la diferencia entre el derecho formal y el derecho material.  
 
En términos de Teubner “La justificación del derecho formal reside en sus contribuciones al 
individualismo y a la autonomía, con lo que depende de la validez continua de esos valores. La 
contribución se produce porque el derecho formal se limita a sí mismo a definir esferas abstractas de 
acción para facilitar la búsqueda autónoma de los intereses privados… las ‘formalidades’ facilitan la 
creación de un orden privado… (y) toman como ‘premisa la indiferencia del legislador ante la elección 
última de las partes entre un número de relaciones alternativas’…”125. En términos de Carlos Morales 
“la racionalidad formal del derecho aparece como un instrumento esencialmente burgués, a través del 
cual los valores de libertad e igualdad se imponen en la sociedad capitalista favoreciendo el contrato 
como medio de organización de la sociedad, en la medida en que el contrato aparece como el marco 
natural para articular la autonomía de la voluntad en la que se traduce la libertad, racionalmente 
presupuesta igual en cada sujeto, y el respeto a la propiedad privada como una extensión de la propia 
individualidad del sujeto”126.  
 
En este sentido, respecto del derecho formal, su función externa será, además de cumplir una función 
legitimadora, desarrollar “su propia racionalidad sistémica en la medida en que establece las esferas de 
actividad autónoma y establece límite para la acción de los actores privados”. Esta situación conlleva a 
un derecho formalmente racional, “que está estructurado de acuerdo con criterios de conceptualidad 
analítica, rigurosidad deductiva y razonamiento orientado a lo normativo… una orientación hacia lo 
normativo altamente desarrollada tiene como resultado normas cuyas consecuencias legales dependen 
de definiciones precisas de situaciones fácticas. La profesionalización es otro elemento adicional: los 
expertos legales son los amos de un cuerpo de conocimiento esotérico y se les ha enseñado a aplicarlo 
de una forma universalista”. 
 
Del otro lado, con la racionalidad material el derecho pierde sus características formales. En su 
justificación “el derecho material cambia su orientación de la autonomía hacia la regulación. La 
justificación del derecho material se encuentra en la necesidad sentida de una regulación colectiva de 
las actividades sociales y económicas para compensar la inadecuación del mercado. En lugar de 
delimitar esferas para la acción autónoma privada el derecho regula directamente el comportamiento 
social mediante la definición de preceptos materiales”. Sobre las funciones del derecho “El derecho 
material demuestra su ‘racionalidad sistémica’ mediante la contribución que presta a la intervención 
política del Estado de bienestar intervencionista. Según el sistema político va asumiendo 
responsabilidad por la definición de fines, seleccionando instrumentos normativos, prescribiendo 
acciones concretas y poniendo en práctica programas… Es el instrumento principal por medio del cual 
el Estado modifica los modelos de comportamiento definidos por el mercado y las estructuras del 
comportamiento”. En tercer lugar, “El derecho material se ejecuta mediante programas finalistas y es 
puesto en práctica mediante legislación, estándares y principios… (Con) graves consecuencias para la 
construcción de sistemas legales doctrinales”. 
                                                                                                                                                                               
En lugar de ello la relación implica la ‘traducción’ de conocimiento social desde un contexto social a otro según 
ciertas reglas de traducción, i.e., criterios legales específicos de selección”. Ibíd. p. 143. 
125 Ibíd. Menciona Gunther Teubner. p. 102-105. 
126 Ibíd. Menciona Carlos Morales. p. 38 
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De esta manera, diferente es la justificación, función externa e interna del derecho, según se tome 
como derecho formal o material. Esto permite analizar la manera en que los abogados se relacionan, 
de un lado, con los integrantes de la sociedad que demandan su acción, lo que lleva a la discusión entre 
el perfil profesional del abogado que se mueve en ese mundo “esotérico” del que habla Teubner, y el 
perfil del abogado que más bien busca el logro de determinados fines, de un corte más liberal, pero 
además tiene que ver con la manera en que los abogados se relacionan con los actores de otros 
sistemas sociales.  
 
Se ha criticado que el abogado sea formado desde el formalismo jurídico, coincidiendo con la 
descripción que Teubner hace de las consecuencias de ello, en la medida en que los abogados resultan 
manejando un idioma específico, a la manera de ostentar “un cuerpo de conocimiento esotérico”, pero 
¿a qué apunta esto?, ¿a la salvaguarda de los valores de individualismo y autonomía y al abandono de la 
problemática real? 
 
El estudio del Ministerio de Justicia y del Derecho que se ha citado127 se menciona “Enseñanza sin 
método… Aún prevalece la memoria, más que la comprensión y la práctica. El énfasis lo gana lo 
procesal, lo contencioso, antes que lo sustantivo y los sistemas no adversariales de resolución de 
conflictos… La metodología, cualquiera que ella sea, se validará en la medida en que forme, no 
simplemente enseñe la legislación; en cuanto permita que el estudiante identifique y estimule sus 
habilidades para pensar como abogado y desarrollar su criterio jurídico, amén de que combine 
sabiamente la teoría con la práctica”. 
 
Pero, según Teubner advierte, la superación del formalismo jurídico no debería conducir a la adopción 
del derecho material que ocasione la juridificación expuesta, es decir, las tendencias resultantes del 
formalismo no deberían conducir al derecho material en los términos expuestos, de manera que se 
pretenda que el derecho modifique Per sé los comportamientos sociales. ¿Podría esta materialización 
ser el justificante de la proliferación de abogados que diagnostica el estudio del Ministerio de Justicia y 
del Derecho mencionado? Este estudio se refiere a la sobrepoblación de abogados, así “El problema 
del país no es tener más abogados sino de mejor preparación, de mejores condiciones”, que “le ayuden 
eficazmente a resolver sus desencuentros mediante procedimientos o sistemas no violentos…”. 
 
“ Tenemos que comprender que un exceso de abogados como el que se anuncia tenderá a aumentar el 
nivel de conflictividad en el país o cuando menos a aumentar la demanda por justicia formal, afectando 
mucho más su capacidad de respuesta; así ha ocurrido en otros países, como los Estados Unidos de 
América, por una razón que parece elemental; los nuevos abogados tienden a generar una demanda 
artificial por servicios judiciales, como mecanismo de conservación natural y de protección 
profesional, haciendo de todo un pleito”.  
 
Respecto de la relación con otros sistemas sociales, el estudio del Ministerio menciona “La sociedad 
contemporánea no es la misma. La dinámica de cambio es cuando menos arrolladora y el abogado 
tiene que prepararse para actuar en su nuevo entorno sociopolítico, sociocultural y socioeconómico… 
frente a una economía globalizada, un mayor énfasis humanista en las relaciones del nuevo orden 
internacional, un significativo acento proteccionista del medio ambiente en el marco del concepto del 
desarrollo sustentable, la incapacidad de la jurisdicción para seguir actuando con fluidez y oportunidad 
en la satisfacción de una creciente demanda de justicia y el aumento de la conflictividad social, 
doméstica y transaccional es cuando menos imperativo revisar los currículos ancestrales de la 
universidad. A juicio de los docentes y de los estudiantes de derecho, el principal problema actual de 
sus facultades es, precisamente, que los programas giran alrededor de materias ‘poco adecuadas’. El 
derecho es una ciencia social y como tal debe hacer énfasis en las humanidades”, de manera tal que se 
propone un currículo interdisciplinario.  
                                                          
127 República de Colombia. Ministerio de Justicia y del Derecho. Op. cit. Presentación.  
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Ahora bien, la propuesta de Teubner permite resaltar mecanismos “reflexivos” de solución de 
conflictos en los que el derecho no cumplirá una función propia del formalismo, pero que tampoco 
tenderá a cumplir una función propia de la materialización, pretendiendo regular lo que corresponde a 
otros sistemas sociales.   
 
La diferenciación entre lo que busca la sociedad y lo que ofrece la profesión jurídica es señalada en la 
precitada investigación del Ministerio de Justicia y del Derecho (pese al tiempo que ha transcurrido 
desde entonces sigue siendo un importante elemento de análisis por la manera en que se ocupó de la 
calidad de la enseñanza del derecho). Allí se menciona un desprestigio profesional de los abogados 
como “expresión concreta de un divorcio entre el rol que, a juicio de la sociedad, le debe corresponder 
al abogado y la tarea que efectivamente cumple. Ha terminado por crearse un vacío entre lo que ofrece 
el abogado y lo que necesita la comunidad. Mientras el 64% de los ciudadanos prefieren solucionar sus 
problemas a través de vías no contenciosas, más del 80% de los abogados identifican la práctica de la 
profesión con el litigio, el abogado en Colombia se prepara para el proceso y ejerce en los tribunales. 
Así entiende la razón de su profesión, pero sus clientes desean otra cosa. Lo cierto es que el derecho 
ha perdido de esta manera su función de prevenir y tramitar los conflictos de manera no adversarial”. 
 
A este respecto Carlos Peña González128 menciona que el estado moderno “se caracteriza por 
reivindicar para sí, con éxito, el monopolio de la fuerza y, en base a ese monopolio, expropiar a los 
ciudadanos el conflicto... por eso la jurisdicción moderna se encuentra íntimamente vinculada con la 
existencia de un sistema de reglas que estereotipan los conflictos, y a través del cual las partes deben 
expresar sus intereses, y con una organización formal que Weber, por ejemplo, caracterizó como una 
forma racional de administración de justicia”. 
 
Continúa “El abogado constituye, en un sistema como el que acabo de describir, un experto que 
media, por decirlo así, entre la extrema variabilidad de los conflictos y la sencilla caracterización que 
formulan las reglas. El desafío para el experto legal es permitir que el sistema normativo logre acoger la 
extrema complejidad del mundo social. Esa labor –en palabras de un autor como Luhmann- esa 
reducción de complejidad, se ejercita por el experto legal utilizando un sofisticado equipo conceptual 
que acompaña también al surgimiento del estado moderno –la dogmática jurídica. La mediación de la 
cultura de un experto en el manejo del conflicto, aligera al conflicto de su compromiso afectivo y hace 
más previsible su resolución.”. 
 
Sin embargo, Peña González señala que “el abogado suele encontrarse en medio de lo que pudiéramos 
denominar una inconsistencia de roles, es decir, parece estar demandado por expectativas que no es 
fácil conciliar.”. Esta inconsistencia de roles puede originarse en “un conflicto de lealtades entre los 
intereses del cliente y los valores subyacentes al sistema legal…” pues “de una parte, mantiene 
contactos frecuentes con otros profesionales del área y posee una cierta simetría de intereses con la 
organización en la que desempeña su trabajo, el tribunal. De otra parte, mantiene una cierta relación 
con su cliente, cuyos intereses habrá de promover legitimándolos mediante la invocación de reglas. El 
abogado pertenece al aparato de justicia, guarda relaciones de fidelidad con él; pero, al mismo tiempo, 
ha establecido una relación de confianza con el cliente cuyos intereses y expectativas debe proteger.” 
 
Estas “expectativas incongruentes” pueden llevar distinción clásica entre abogados advocaci y 
iurisprudente, es decir, “entre quien defiende a otro, y quien administra el saber de su profesión”. 
Menciona Peña “Desde luego, esa inconsistencia sólo acaba por configurarse cuando la distinción 
comienza a disolverse desde el punto de vista de su formación”. Estas “expectativas inconsistentes” se 
                                                          
128 PEÑA GONZÁLEZ. "Notas sobre abogados y educación legal. " (Borrador para comentarios) {En línea}. 
{2008} Universidad de Chile. SELA (Seminario en Latinoamérica de Teoría Constitucional y Política) Yale Law 
School. http://islandia.law.yale.edu/sela/penas.pdf. 
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expresan “en los dos modos de concebir la profesión de abogado, como un funcionario no 
empresarial de la justicia, por una parte, o como un profesional liberal, por la otra.”.  
 
“Algunos autores, han sugerido que el modelo de abogado como un funcionario cercano al estado, 
parece emerger en aquellos países en los que existe una amplia tradición de constructivismo social, es 
decir, en aquellas experiencias históricas, como la del estado prusiano, por ejemplo, en que se ha 
intentado, de una manera persistente y planificada, inducir cambios sociales desde el aparato del estado 
utilizando, para ello, el sofisticado equipo de la técnica jurídica. En estas experiencias, el derecho es 
concebido como un instrumento para el cambio social deliberado, como un mecanismo del poder 
público administrado por una élite burocrática. En una concepción como ésta, la profesión de 
abogado, como ocurrió, al menos formalmente, en Alemania, está subordinada a la administración de 
justicia, la que decide, por ejemplo, la admisión profesional, controla la ética en el ejercicio de la 
profesión o regula los ingresos profesionales. En el extremo, un modelo como el que describo, puede 
dar lugar a que el abogado ejerza su profesión echando mano, en situaciones límite, a la razón de 
estado.” Aquí “la inconsistencia de roles entre la fidelidad al aparato de justicia estatal, por una parte, y 
la confianza, casi afectiva, con el cliente, por la otra, se decide a favor de la primera alternativa”.  
 
De otro lado, se presenta “el modelo de la abogacía como profesión liberal. La abogacía como 
profesión liberal ha solido estar empíricamente asociada al desarrollo empresarial y mercantil y al 
surgimiento de una verdadera base social de la abogacía liberal que es… la existencia de una burguesía, 
de una clase social de empresarios y comerciantes independientes, que, de pronto, aparece como un 
nuevo y poderoso cliente en el mercado de la prestación de servicios de los abogados. El abogado 
liberal, como ha sido descrito muchas veces, adquiere en medio de este nuevo panorama una mayor 
independencia individual y corporativa respecto del estado. La relación de fidelidad, en vez de 
mantenerse del lado del estado, suele, en cambio, trasladarse al lado de los intereses del cliente y 
constituirse como una prestación        de derecho común libremente acordada.  
 
Al contrario de lo que ocurre con el modelo típico (…) prusiano, el abogado liberal posee una 
orientación más pragmática y empresarial, moralmente más indiferente a la razón de estado, más plural 
en las destrezas que ofrece y más vinculado a los intereses estratégicos del cliente. En términos 
generales, (…) el modelo de abogado liberal está también más cerca de una concepción del derecho 
como un instrumento de control del poder, como una técnica de protección del individuo frente al 
estado. Por supuesto, la lealtad del abogado liberal hacia los intereses del cliente no significa que el 
abogado liberal esté puesto de espaldas hacia los valores institucionales. Lo que parece ocurrir es que el 
abogado liberal logra un compromiso con esos valores institucionales y profesionales que no supone, 
directamente, la mediación ni del estado ni de la administración.”. 
 
Peña González señala que los dos modelos presentados son “típicoideales”, “que no encuentran una 
contrapartida fáctica o empírica completamente fiel”… sin embargo, “es seguro que siempre será 
posible alistar a la cultura de los abogados en una u otra tradición, según cuál de esos rasgos posea 
mayor presencia”.  
 
Se estima que la cuestión en este punto no es determinar la predilección por un tipo de abogado, el 
que mantenga su fidelidad con el estado o el que mantenga su fidelidad con sus clientes, de lo que se 
trata es de señalar que esa decisión debe pasar por el análisis sobre cómo el derecho incide en la 
sociedad, si se considera que lo hace para determinarla y moldearla definitivamente, o si lo hace para 
que la sociedad se defienda de una posible arbitrariedad estatal, salvaguardando la esfera privada. 
Ahora bien, podría asumirse que la propuesta de Teubner lleva a un modelo intermedio que se ubica 
entre los dos presentados, que observe los límites y espacios de los otros sistemas sociales.  
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2.3 La crisis del concepto occidental del derecho 
Resultan muy importantes las consideraciones que a este respecto hace Harold Berman129. Es 
imprescindible mencionar que sus aportes teóricos respecto de lo que él denomina “era formativa” de 
la "tradición jurídica occidental" y su evolución, no son de incuestionable recibo, pues para algunos 
sectores en su obra se concede gran importancia al Derecho germánico y, sobre todo, al Derecho 
canónico, en desmedro de la importancia del "elemento romano" en la historia europea. Sin embargo, 
la pretensión es tener en cuenta elementos de análisis derivados de su exposición, que sirvan para el 
objeto de la presente tesis, y que se refieren a una crisis del concepto occidental del derecho.  
 
Este profesor estadounidense, de la Universidad de Cambridge y profesor emérito de la Universidad 
de Harvard, se ubica en el comparativismo. El Derecho Comparado, en crítica a la forma tradicional 
en que se asume la historia del derecho, reconoce la existencia de historias cruzadas, la posibilidad de 
plantear una teoría de recepción. Su propuesta se plantea frente a posiciones que desestiman el estudio 
de la historia del derecho por considerar que el derecho solo refleja relaciones estructurales más 
fuertes, y por ende en lugar de llevar al cambio social es reflejo del cambio económico y de las 
estructuras, y aquellas que hacen cierta apología a la historia del derecho en su presentación como 
herramienta de legitimación estatal.  
 
Berman plantea que nos encontramos al final de una era, en que las viejas imágenes pierden su 
significado, y es ese fin de la era que permite discernir sus comienzos, y la interacción entre evolución 
y revolución en la historia occidental. Menciona “los símbolos tradicionales de comunidad en 
Occidente, las imágenes y metáforas tradicionales han estado por encima de todo lo religioso y lo 
legal”, pero en el siglo XX se observa una desintegración social, una descomposición de comunidades 
en la civilización occidental, y la disolución de sus nexos que conlleva a que por primera vez la religión 
se haya vuelto un asunto privado, mientras que el derecho se convierta en una cuestión de 
conveniencia práctica, rompiéndose así la conexión entre metáfora religiosa y metáfora jurídica, 
ninguna de las cuales ahora expresan la visión de la comunidad sobre su futuro y pasado, ni ostentan 
una lealtad apasionada.  
 
Ante este panorama, Berman propone la posibilidad de avanzar hacia el futuro, sin embargo, esto pasa 
por la superación de algunos obstáculos que están relacionados con la estrechez y la división, tanto del 
pensamiento como de la acción, en relación con el derecho mismo. Esa estrechez de conceptos del 
derecho bloquea la visión no solo del derecho sino de la historia. Dice “Hoy la gente piensa en el 
derecho esencialmente como en la masa de reglas, procedimientos y técnicas legislativos, 
administrativos y judiciales, vigentes en un país determinado. La visión de la historia que acompaña a 
esta visión del derecho está severamente limitada al pasado más o menos reciente y a una nación en 
particular… en contraste, consideremos las implicaciones históricas de conceptos del derecho que 
prevalecieron en el pasado”, un amplio catálogo de derechos lleva implícita una visión “de historias 
imbricadas”, lo que permite considerar la existencia de no solo un pasado ni un solo un futuro. 
 
Pero además, una visión muy estrecha de la ley hace imposible que los especialistas de otras disciplinas 
(historiadores, politólogos, sociólogos, filósofos) la estudien con provecho. “Si las ciencias y 
humanidades se han vuelto excesivamente conductistas y fragmentadas y si nuestra historiografía se ha 
vuelto excesivamente nacionalista y atada a periodos relativamente breves se debe en parte a que 
también nuestro pensamiento jurídico se ha vuelto así, por lo que se ha salido del campo de visión 
general del estudioso profesional”. En este sentido Berman afirma la necesidad de superar: 
                                                          
129 BERMAN, Harold Joseph. La formación de la tradición jurídica de Occidente. (Título original: Law and 
revolution. The formation of the western legal tradition). Traducido por Mónica Utrilla de Neira. México: Fondo de 
Cultura Económica, 1996. ISBN: 9681645618. Específicamente en lo que expone en su prólogo y parte 
introductoria. p.7-56. Se retomarán aportes especialmente de su Introducción.  
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 La reducción del derecho a un conjunto de recursos técnicos para que las cosas se hagan. 
 
 La separación del derecho y la historia. 
 
 La identificación de todo el derecho con el derecho nacional y de la historia jurídica con la historia 
jurídica nacional. 
 
 Las falacias de una jurisprudencia exclusivamente política y analítica (positivismo) o de una 
jurisprudencia exclusivamente filosófica y moral (teoría del derecho natural) o de una 
jurisprudencia excesivamente histórica y socioeconómica (escuela histórica y teorías social del 
derecho), pues considera que es necesaria “una jurisprudencia que integre las tres escuelas 
tradicionales y vaya más allá. Esta jurisprudencia integrativa subrayaría que hay que creer en el 
derecho, de lo contrario, éste no funcionará; incluye no solo razón y voluntad, sino también 
emoción, intuición y fe. Abarca un compromiso social absoluto”. 
 
 
La Tradición Jurídica Occidental. 
 
¿Qué concepto es el que Berman nos trae respecto del derecho? Nos refiere a un concepto que él 
mismo califica como “vasto”. Según este autor el término “jurídico” como término “occidental” tiene 
una historia. Critica una definición estrecha del derecho según la cual es un “conjunto de reglas”, 
derivadas de estatutos y que reconoce la jurisprudencia, pues esto negaría la existencia de un derecho 
occidental o un derecho norteamericano, carentes, por ejemplo, de un tribunal específico. En su lugar, 
considera que la definición del derecho debe observar la ley en acción, y no solo la ley en libros, la cual 
abarca instituciones y procedimientos jurídicos, valores jurídicos y conceptos y modos de 
pensamiento, así como reglas jurídicas, es decir la realización del derecho.  
 
En este sentido, valora como adecuada la consideración de Lon L. Fuller según quien el derecho es “la 
empresa de someter la conducta humana al gobierno de las reglas”, en la medida en que subraya “la 
supremacía de la actividad jurídica sobre las reglas jurídicas” pero además de esto considera ir más 
lejos “añadiendo al propósito de la empresa no sólo hacer y aplicar las reglas, sino también otros 
modos de gobierno, incluso votar, dar órdenes, nombrar funcionarios y dictar sentencias”. Pero “el 
derecho no solo tiene entre sus propósitos el gobierno, en el sentido usual del término: es una empresa 
destinada a facilitar acuerdos voluntarios mediante la negociación de transacciones, la emisión de 
documentos… y el cumplimiento de otros actos de naturaleza jurídica. El derecho en acción consiste 
en personas que legislan, adjudican, administran, negocian y efectúan otras actividades legales. Es un 
proceso vivo de asignar derechos y deberes, resolviendo así conflictos y creando canales de 
cooperación”.  
 
A Berman le interesa acudir a este vasto concepto del derecho para referirse a la tradición jurídica 
occidental, la cual se compone de muchos sistemas jurídicos desarrollados durante varios siglos, de 
manera que sea posible compararlos y ver su interrelación con otras instituciones, valores y conceptos 
políticos, económicos y sociales. En efecto, según él, la tradición jurídica de occidente se constituyó a 
partir de la transmisión por siglos de las instituciones, valores y conceptos “jurídicos” propios de la 
civilización occidental, la cual nació y se transformó por revoluciones, y es la que considera se 
encuentra en su mayor crisis revolucionaria en el siglo XX.  
 
Para esta comprensión Berman aclara un segundo concepto: el de Occidente. En lugar de basar este 
concepto en la distinción de países comunistas y no comunistas, propia de finales de la segunda 
Guerra Mundial, se refiere al Occidente para dirigirse a una cultura cuya tradición legal proviene de 
estos acontecimientos: la parte oriental y la parte occidental de la Iglesia cristiana, que inicialmente 
coincidía con las partes oriental y occidental del Imperio Romano, se escindió a partir del año 1054. Y 
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esta ruptura coincidió con el movimiento occidental que pretendía convertir al obispo de Roma en 
cabeza única de la Iglesia, emancipar el clero del dominio del emperador, reyes y señores feudales, y 
“diferenciar la Iglesia, como entidad política y legal, de todas las políticas seculares”.  
 
Este movimiento culminó con la Reforma gregoriana y “Querella de las investiduras” (1075-1122) y 
dio margen a la formación del primer sistema jurídico occidental: el “nuevo derecho canónico (ius 
novum) de la Iglesia católica romana y, con el tiempo también a nuevos sistemas jurídicos seculares: el 
real, el urbano y otros.  Occidente, entonces, no puede limitarse a un espacio geográfico, sino que debe 
asumirse como un término cultural con una dimensión diacrónica, implica una estructura histórica y 
una historia estructurada. Durante los siglos XI y XII la comunidad de esos pueblos se manifestó en su 
lealtad común a una sola autoridad espiritual: la Iglesia de Roma.  
 
Con esto, de un lado ubica los orígenes de esta tradición jurídica occidental no en Roma, sino en el 
final del siglo XI, y considera que el primer sistema jurídico occidental fue el derecho canónico (ius 
novum) de la Iglesia católica romana, no el derecho romano propiamente.  
 
¿Cómo se conformó esta tradición jurídica occidental? Según Berman Occidente adoptó 
selectivamente a sus antepasados: Israel, Grecia y Roma, en diversas épocas (por ejemplo afirma que 
los juristas romanos de la Universidad de Bolonia no eran romanos) y la manera en que el derecho 
romano influenció el derecho de occidente se debió a los redescubrimientos, re exámenes y 
recepciones de textos antiguos, de manera que la sabiduría antigua sobrevive pero transformándose. 
En este sentido, Occidente no es Grecia, Roma o Israel sino “los pueblos de la Europa occidental 
regresando a los textos griegos, romanos y hebreos en busca de inspiración y transformando esos 
textos en formas que habrían asombrado a sus autores”. Es de esta manera que elementos antagónicos 
se unieron en una sola cosmovisión, a finales del siglo XI y principios del XII, momento en que 
Occidente combinó la teología hebrea, la filosofía griega y el derecho romano, transformándolos a 
todos.  
 
Berman hace dos críticas adicionales y muy profundas a la manera en que convencionalmente se ha 
asumido el análisis de la tradición jurídica occidental. De un lado, la marcada distinción que suele 
hacerse entre lo occidental y moderno, para diferenciarlo de los contemporáneo, pues en Occidente 
los tiempos modernos (instituciones jurídicas modernas, valores jurídicos modernos, Estado moderno, 
Iglesia moderna, filosofía moderna, universidad moderna, etc.) se originan en 1050 y 1150 y no antes. 
Además ofrece elementos de discusión sobre las estrictas periodizaciones que suelen hacerse.  
 
De otro lado, critica la presentación de la historia como un continuo lógico tendiente a un desarrollo 
con idea clara. Berman menciona que a finales del siglo XI y durante el XII en general las instituciones 
jurídicas en Occidente se desarrollaron continuamente, cada generación edificaba conscientemente 
sobre la labor de las generaciones anteriores, y este proceso se presentó como consciente y de 
desarrollo continuo, que no revistió solo un cambio sino un desarrollo orgánico. Este concepto de 
desarrollo orgánico consciente se aplicó para ese periodo a instituciones estructuradas para cumplir 
tareas sociales específicas, como las universidades que transmitían la educación superior y preparaban 
profesionales, el sistema jurídico como sistema estructurado de disposiciones que guiaba a los 
departamentos de gobierno y al pueblo sobre lo permitido y prohibido, y también a la iglesia y a 
gobiernos que se veían como instituciones de desarrollo. En esta época formativa de la tradición 
jurídica occidental se demandaba al jurista conocer la historia del desarrollo de las instituciones 
jurídicas. Sin embargo, no todo cambio fue un desarrollo, ni toda institución se mantuvo respecto de 
una siguiente, ni el desarrollo consciente significó un avance hacia metas ideales.  
 
Criticando los conceptos convencionales, respecto del derecho de la tradición jurídica de Occidente, 
Berman considera que “Hablar de la tradición jurídica occidental es postular un concepto del derecho 
no como cuerpo de reglas, sino como proceso, como empresa, en que las reglas solo tienen sentido en 
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el contexto de instituciones y procedimientos, valores y modos de pensamiento”, así las fuentes de ley 
no solo incluyen la voluntad del legislador sino la razón o conciencia de la comunidad, costumbre y 
usos. Además, el derecho jurídico de occidente se forma de sistemas legales integrados en que los 
diversos elementos constituyentes reciben, en parte, su significado del sistema en conjunto y como se 
supone que cada sistema está en desarrollo su significado no solo deriva de lo que ha sido en el pasado 
sino de lo que será en el futuro.  
 
Por tal motivo, la comprensión de la racionalidad formal o el formalismo lógico del derecho occidental 
según el cual el soberano da órdenes en forma de reglas e impone sanciones por no aplicarlo según su 
intención, es un obstáculo para la comprensión de la tradición jurídica occidental que se originó en lo 
que se suele ver como feudalismo y que brotó de la separación de la Iglesia y orden secular. Hace 
énfasis en la necesidad de vincular los aspectos históricos con las filosofías jurídicas que han surgido.  
Ahora bien, con los supuestos mencionados, es posible abordar la situación de crisis a la que Berman 
se refiere. Esto puede explicarse haciendo referencia a las características principales de la tradición 
jurídica occidental y la manera como éstas han sido afectadas especialmente en el siglo XX, lo cual se 
muestra en la Tabla 2-1. 
 
Tabla 2-1: Tradición Jurídica Occidental: Principales Características y Transformación [2.3]. 
 
TRADICIÓN JURÍDICA OCCIDENTAL EN LA CRISIS130 
Se establece una distinción relativamente marcada 
entre instituciones legales (que incluye procesos 
legales como legislación y adjudicación, así como 
reglas y conceptos legales generados en ellos) y 
otros tipos de instituciones. Aunque la ley se 
influencia por la religión, la moral y costumbre, se 
diferencia analíticamente de ellas, y se concibe con 
una autonomía relativa. 
PERMANECE.131 El derecho sigue teniendo una 
autonomía relativa, al diferenciarse de la política, la 
religión y otras instituciones sociales y disciplinas 
de estudio.  
La administración de las instituciones jurídicas se 
confía a un cuerpo especial de personas que se 
dedican a actividades jurídicas con base 
profesional y en dedicación más o menos 
completa. 
PERMANECE. Se sigue confiando a especialistas 
profesionales, legisladores, juristas y jurisconsultos.  
Los profesionales del derecho, sean llamados 
abogados o juristas, reciben  una preparación 
especial en un cuerpo formal de alta cultura que se 
identifica como preparación jurídica, con su propia 
bibliografía profesional y sus propias escuelas 
profesionales u otros lugares de enseñanza. 
PERMANECE. “Aún florecen centros de 
preparación jurídica donde las instituciones legales 
son conceptualizadas y, hasta cierto punto, 
sistematizadas” 
El cuerpo de cultura legal en que se prepara a los 
especialistas se encuentra en relación compleja y 
dialéctica con las instituciones jurídicas, pues de 
una parte la cultura describe estas instituciones 
pero de otra las instituciones jurídicas quedan 
conceptualizadas y sistematizadas, por lo que se 
transforman por lo que se dice de ellas en tratados 
y artículos especializados y en las aulas.  
PERMANECE. “Esa preparación jurídica aún 
constituye un metaderecho por el cual son 
evaluadas y explicadas las instituciones y reglas 
jurídicas” 
                                                          
130 Ibíd. Berman menciona que las características que se han debilitado severamente lo han hecho sobre todo en 
Estados Unidos.  
131 Ibíd. p. 48-49. Berman resalta el hecho que las cuatro primeras características se mantengan pese a los 
“enérgicos ataques” de Rusia contra la autonomía del derecho, su carácter profesional y su carácter de disciplina, 
y de ciencia aprendida; pese a la propuesta en países de Occidente en los 20 y 30 de eliminación del derecho y de 
los abogados, o su gran restricción por “innecesarios y nocivos a la sociedad”; pese al cierre de las escuelas de 
derecho y la desaparición casi total de los abogados en el decenio de 1960 y 1970 con la Revolución china.  
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TRADICIÓN JURÍDICA OCCIDENTAL EN LA CRISIS 
El derecho contiene no solo instituciones legales, 
órdenes legales, decisiones legales, y demás sino lo 
que los especialistas de la ley dicen de esas 
instituciones, órdenes y decisiones legales. El 
derecho contiene un metaderecho. 
 
El derecho es concebido como un todo coherente, 
sistema integrado, cuerpo que se desarrolla a lo 
largo de las generaciones. Derecho como corpus 
iuris, que es implícito en las tradiciones jurídicas 
que diferencian el derecho de la moral y la 
costumbre. Menciona que el Corpus Iuris Romani no 
se empleó por los romanos, sino por los 
canonistas y romanistas europeos de los siglos XI 
y XII que extrapolaron el concepto de la obra de 
los que uno o dos siglos antes habían encontrado 
la obra de Justiniano y la enseñaban en 
universidades europeas. Con la técnica escolástica 
del siglo XII que reconciliaba contradicciones y 
derivaban conceptos generales a partir de reglas y 
casos, se hizo posible coordinar e integrar el 
derecho romano de Justiniano.  
 
DEBILITADA SEVERAMENTE EN LA 
ÚLTIMA PARTE DEL SIGLO XX.  En la teoría 
y en la práctica el derecho se trata cada vez menos 
como un cuerpo coherente, como un organismo, 
como corpus iuris, y “cada vez más como una 
mezcolanza, como una masa fragmentada de 
decisiones ad hoc y de reglas en conflicto, unidas 
solo por “técnicas” comunes. El antiguo 
metaderecho se ha descompuesto y ha sido 
reemplazado por una especie de cinismo”.  Según 
Berman “la catalogación decimonónica en campos 
de derecho es considerada caduca cada vez más. 
Otros elementos estructurales del derecho, más 
viejos aún... están casi enteramente olvidados. La 
división efectuada en el siglo XVI de todo derecho 
en público y privado ha tenido que ceder (ante un 
nuevo feudalismo) carente del concepto esencial 
de una jerarquía de fuentes del derecho por el cual 
se puede acomodar toda una pluralidad de 
jurisdicciones y también se pueden armonizar las 
reglas jurídicas en conflicto. A falta de teorías 
nuevas que den orden y congruencia a la 
estructura jurídica, se invoca un pragmatismo 
primitivo para justificar reglas y decisiones 
individuales.”  
Para su vitalidad, el derecho como cuerpo o 
sistema dependió del carácter continuado de la ley, 
en su capacidad de desarrollarse a lo largo de 
generaciones y siglos, concepto exclusivamente 
occidental. El cuerpo del derecho sobrevive 
porque contiene el mecanismo integrado para 
cambio orgánico.  
DEBILITADA SEVERAMENTE EN LA 
ÚLTIMA PARTE DEL SIGLO XX. La fe en el 
desarrollo continuado del derecho se ha debilitado 
considerablemente, y se considera que su 
desarrollo, aparente crecimiento desde la 
reinterpretación del pasado vía precedentes o 
codificación, es solo ideológico. Se presenta el 
derecho como si no tuviera historia propia, es 
tratada solo como cronología o ilusión.  
Se cree que el desarrollo del derecho tiene lógica 
interna, el cambio no es solo una adaptación de lo 
antiguo a lo nuevo, sino parte de una pauta de 
cambios. El proceso de desarrollo está sujeto a 
unas particularidades y refleja una necesidad 
interna. Los cambios no se dan al azar, sino que 
proceden para reinterpretar el pasado y satisfacer 
necesidades actuales y futuras. El derecho no solo 
es continuado sino que nos cuenta la historia.  
DEBILITADA SEVERAMENTE EN LA 
ÚLTIMA PARTE DEL SIGLO XX. Los cambios 
ocurridos en el pasado y en el presente no son 
tratados como respuestas a la lógica interna del 
desarrollo legal, ni como resoluciones de tensiones 
entre ciencia jurídica y práctica legal, sino como 
respuestas a la presión de fuerzas exteriores.  
La historicidad del derecho está unida a la idea de 
supremacía sobre autoridades políticas. El cuerpo 
de derecho en desarrollo en general se acepta 
como obligatorio para el Estado, el derecho 
trasciende a la política. 
DEBILITADA SEVERAMENTE EN LA 
ÚLTIMA PARTE DEL SIGLO XX. La idea de 
diferenciación entre derecho y estado cede 
gradualmente a la idea que el derecho es un medio 
del Estado, medio para imposición de la voluntad 
de quienes ejercen autoridad política. 
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TRADICIÓN JURÍDICA OCCIDENTAL EN LA CRISIS 
La característica más distintiva es la coexistencia y 
competencia, dentro de una misma comunidad, de 
diversas jurisdicciones y diversos sistemas 
jurídicos. Existe una pluralidad de jurisdicciones y 
de sistemas legales, que hace que la supremacía del 
derecho sea necesaria y posible. Este pluralismo 
jurídico se origina en una diferenciación entre la 
comunidad eclesiástica y seculares, pero además el 
propio derecho se dividía en su competencia 
(derecho real, feudal, señorial, urbano, mercantil). 
“La complejidad misma de un orden jurídico 
común que contenía diversos sistemas jurídicos 
contribuyó al refinamiento de la jurisprudencia”. 
Detrás de las cuestiones técnicas existían 
importantes cuestiones políticas y económicas 
(dispuesta entre poderes de la iglesia, la corona, el 
poblado, el señor, el mercader, etc.). En este 
sentido el derecho era un modo de resolver los 
conflictos políticos y económicos, pero también 
podía servir para exacerbarlos de manera que el 
pluralismo del derecho occidental refuerza el 
pluralismo político y el económico, causando su 
desarrollo o crecimiento (legal, político y 
económico) y fuente de libertad. 
DEBILITADA SEVERAMENTE EN LA 
ÚLTIMA PARTE DEL SIGLO XX. La 
supremacía del derecho  en la pluralidad de 
jurisdicciones y sistemas legales en un mismo 
orden legal se amenaza “por una tendencia a 
aglutinar las diversas jurisdicciones y sistemas en 
un solo programa central de legislación y de 
regulación administrativa”. Ni las iglesias, ni la 
costumbre mercantil, ni el derecho internacional 
hacen contrapeso jurídico efectivo.  
Existe una tensión entre ideales y realidades, entre 
cualidades dinámicas y estabilidad, entre 
trascendencia e inmanencia de la tradición jurídico 
occidental. Esta tensión conduce a un violento 
derrocamiento de sistemas legales por la 
revolución, pero la tradición jurídica, más grande 
que cualquiera de los sistemas legales que la 
integran, sobrevivió y se renovó por esas 
revoluciones.  
DEBILITADA SEVERAMENTE EN LA 
ÚLTIMA PARTE DEL SIGLO XX. La idea que 
la tradición jurídica occidental sobrevive a la 
revolución de que precede y que sobrevive a 
grandes disturbios se ve desafiada por la idea que 
la ley está totalmente subordinada a la revolución. 
“El derrocamiento de un conjunto de instituciones 
políticas y su reemplazo por otro conduce a un 
derecho enteramente nuevo”, y si se mantienen las 
viejas formas son llenadas de nuevos contenidos.  
 
 
Para Berman la crisis de la tradición jurídica occidental, y de la civilización occidental es su conjunto, 
se refleja en una crisis sin precedentes de los valores legales y del pensamiento legal, en que la 
estructura de legalidad de occidente que data de los siglos XI y XII está siendo desafiada. Y aunque en 
el pasado ha enfrentado revoluciones, lo novedoso ahora es que se desafía la tradición en su conjunto, 
y no solo elementos o aspectos particulares de ella, en una confrontación ante civilizaciones no 
occidentales frente a las que Occidente ya no demuestra confianza sino duda frente a la validez 
universal de su visión.  
 
Pero además, se aparta de las suposiciones individualistas que lo acompañaron para dirigirse al 
colectivismo y en efecto en el siglo XX “virtualmente todas las naciones de Occidente han 
experimentado la introducción de omnipresentes controles gubernamentales sobre casi todos los 
aspectos de la vida económica”. Además “lo que antes se concebía como derecho privado también se 
ha transformado, en el siglo XX, por la centralización radical y la burocratización de la vida 
económica, de la cual el socialismo, de una forma u otra (incluyendo el capitalismo controlado por el 
Estado), es un aspecto o una consecuencia”.  
 
Afirma “En la medida en que la actual crisis es comparable a crisis revolucionarias que han afectado la 
tradición jurídica occidental del pasado, se puede apelar a los recursos de toda esa tradición para 
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superarla, así como ellos mismos fueron convocados para superar anteriores crisis revolucionarias. 
Pero la actual crisis llega más hondo. Es no solo del individualismo tal como se ha desarrollado desde 
el siglo XVIII, o del liberalismo cómo ha evolucionado desde el XVII, o del secularismo, según se ha 
desarrollado desde el XVI; también es una crisis de toda la tradición como ha existido desde finales del 
siglo XI”.  
 
“La crisis de la tradición jurídica occidental no es solo una crisis de la filosofía jurídica, sino también 
del propio derecho”. Según Berman “como hecho histórico, los sistemas jurídicos de todas las 
naciones que son herederas de la tradición jurídica occidental han tenido raíces en ciertas creencias o 
postulados: es decir, los propios sistemas jurídicos han presupuesto la validez de esas creencias. Hoy, 
esas creencias o postulados – como la integridad estructural del derecho, su continuidad, sus raíces 
religiosas, sus calidades trascendentes – van desapareciendo con rapidez, no solo en la mente de los 
filósofos y de los legisladores, jueces, juristas, profesores de derecho y otros miembros de la profesión 
jurídica, sino también en la conciencia de la gran mayoría de los ciudadanos, del pueblo en general; y lo 
que es más, van desapareciendo del derecho mismo. El derecho va quedando más fragmentado, más 
subjetivo, más tendiente a la eficiencia y menos a la moral, más interesado en las consecuencias 
inmediatas y menos en la congruencia o la continuidad”. 132 
 
El motivo de esa “descomposición” de la tradición jurídica occidental Berman la ubica no tanto en las 
revoluciones socialistas, ni de la intervención creciente del Estado en la economía, o en la 
burocratización de la vida social y económica, la ubica en “la crisis de la propia civilización occidental”, 
con la primera Guerra Mundial de 1914, en que se desafiaron los fundamentos de la tradición con la 
pérdida de confianza en el Occidente como civilización y comunidad, y en la tradición jurídica 
occidental. El desprecio al derecho se suma al cinismo ante él (su vulneración sin remordimientos), y 
estos  se suman a la rebelión contemporánea contra el formalismo legal “que subraya la aplicación 
uniforme de reglas generales como elemento básico de razonamiento jurídico y la idea de justicia”, que 
se suma al cambio de ideas frente al idioma y que lo observa ya no como representación fija del 
mundo. 
 
Ante este panorama desalentador, Berman propone su Teoría Social del Derecho. En primer lugar, 
propone superar tanto el idealismo como el materialismo. La tradición jurídica occidental no se puede 
interpretar solo como un instrumento de dominación, económica o política, pues también es parte de 
la estructura básica de la sociedad occidental. Es a la vez reflejo y determinante del desarrollo 
económico y político. Además, el derecho se engendró con ciertos valores que comparte, y con los que 
tiene cierta lealtad, por lo que no puede considerarse únicamente como instrumento de dominación.  
 
De otro lado, el derecho tampoco puede reducirse a las condiciones materiales de la sociedad que lo 
produce o al sistema de ideas y valores. Debe verse al derecho como factor independiente, una de las 
causas y no solo de los resultados de los avances sociales, económicos, políticos, intelectuales, morales 
y religiosos. Esto implica subrayar la interacción entre ideas y experiencias, entre análisis y definición 
del derecho, formulando una jurisprudencia integrativa que reúna las tres escuelas tradicionales de 
jurisprudencia: la política – positivismo, la moral – teoría del derecho natural, y la histórica – 
jurisprudencia histórica.  
 
En segundo lugar, propone adoptar una historiografía apropiada para la historia jurídica y no solo una 
derivada de la historia económica, filosófica, económica, etc., sino de los sistemas jurídicos. En tercer 
lugar, con esta perspectiva histórica es posible adoptar una teoría social del derecho que se preocupe 
por el grado en que la tradición jurídica de occidente ha dependido de la fe en un cuerpo de leyes que a 
su vez depende de la vitalidad de los sistemas jurídicos autónomos dentro de la nación y de 
comunidades. En cuarto lugar, esta teoría estudiaría el destino del derecho en periodos de cambios 
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revolucionarios para examinar los fundamentos de un orden jurídico, y finalmente, esta teoría social no 
debería solo los sistemas jurídicos y las tradiciones occidentales sino los no occidentales “desarrollando 
un lenguaje común para la humanidad, pues solo en esa dirección podremos salir de la crisis de la 
tradición jurídica occidental de finales del siglo XX”.  
 
 
¿Qué implicaciones tendrá esta consideración de crisis en la enseñanza del derecho? 
 
 
Berman ofrece elementos de análisis tanto para abordar la manera en que se construyó la enseñanza 
del derecho occidental, como la manera en que éste ha sido afectado y como debería asumirse para la 
superación de la crisis que él referencia.  
 
En este sentido, una comprensión inadecuada del derecho occidental afecta la enseñanza del derecho. 
Conlleva a que se enseñe la historia de la economía o la política, pero no del derecho, a que la historia 
del derecho sea presentada como cronología o como algo ilusorio, a que se acepte acríticamente una 
periodización sin reconocer su sentido para el derecho, y no se aclara la diferenciación de Occidente 
en la definición que Berman proporciona, en decir, involucrando más que un espacio geográfico. 
Además de esto, una inadecuada concepción hace que se presenta la historia como coherente y con un 
desarrollo orgánico, sin reparar en la evolución y revolución de diferentes momento y se presentará el 
derecho de las naciones como el único derecho. La crisis del concepto occidental del derecho incide en 
la enseñanza del derecho: 
 
 Los postulados ya no se muestran como universales, sino que se presentan como postulados de 
Occidente. 
 
 La economía se muestra como un asunto de derecho público y no privado, pues el Estado 
nacionaliza la producción industrial o vigilada las corporaciones privadas.  
 
 Aspectos de derecho público resultan dominantes: asuntos sobre impuestos, seguros, protección 
ambiental adquieren importancia.  
 
 El derecho privado es reemplazado por la centralización y burocracia, los contratos que antes eran 
un cuerpo de reglas para poner en vigor acuerdos voluntarios según la intención de partes, con 
límites fijados por política pública, ahora luchan por adaptarse a una situación económica nueva en 
que los términos son detallados, son requeridos por la legislación o por la corporación, no dejan 
espacio para la voluntad sino que expresan en el tipo “tómelo o déjelo”.  
 
 Igualmente hay cambios en el derecho de propiedad, intereses gubernamentales y empresariales en 
grande escala intervienen para quitar a los propietarios privados derechos de posesión, uso y 
disposición e imponen obligaciones que se explican más por el derecho administrativo que por el 
privado. “Por todo Occidente la propiedad corporativa, comercial e industrial, incluso el alojamiento, 
se ve cada vez más sometida a una regulación administrativa, en tanto que el propietario individual 
difícilmente podrá plantar un árbol o construir una extensión de su cocina sin autorización 
gubernamental”. 
 
 Se modifica el Derecho de delitos civiles, que tradicionalmente se concibió como cuerpo de reglas 
para compensar las pérdidas causadas por un daño intelectual o negligencia, y se transforma por la 
difusión del seguro de responsabilidad civil. 
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 Se presentan cambios en la división de todo el cuerpo de derecho que se había acogido desde la 
Ilustración, y que diferenciaba el derecho en público y privado, con la subdivisión de derecho civil, 
penal, administrativo, etc. 
 
 Además del cambio en el derecho público y privado, se afecta el llamado derecho social (la familia, 
razas, clases, sexos y generaciones) cambiando las categorías jurídicas tradicionales.  
 
 Se presentan cambios en el derecho penal “como resultado de la integración y colectivización de la 
economía, la urbanización, la producción en masa, la industrialización y fenómenos afines” se crean 
nuevos tipos penales y consecuentemente se dan cambios en las teorías del delito y el castigo y en las 
prácticas de aplicación de la ley.  
 
La propuesta de Berman también aborda la manera en que mediante la teoría social del derecho, la 
enseñanza conceptualizando adecuadamente el derecho, superando tanto el idealismo como el 
materialismo, formulando una jurisprudencia integrativa, adoptando una historiografía apropiada para 
la historia jurídica, analizando la interdependencia de los sistemas jurídicos y la fe en las leyes, sus 
posibilidades, abordando el estudio de sistemas y tradiciones no occidentales y desarrollar ese lenguaje 
común para la humanidad que propone de manera fundamental.  
2.4 Síntesis 
Como se mencionó en el primer capítulo de la tesis que se presenta, respecto de la enseñanza del 
derecho en Latinoamérica diferentes autores aluden a unas ciertas situaciones problemáticas, que en 
general son referidas a la base teórica formalista que la sustenta, a partir de la cual se desprende el 
andamiaje del sistema jurídico. 
 
Esta situación problemática, sea que se caracterice como explicativa de crisis o no, conlleva a plantear 
retos actuales a la enseñanza del derecho. En este segundo capítulo se ha hecho referencia a la 
necesidad de observar adecuadamente el vínculo existente entre la manera en que se concibe el 
derecho y la forma en que éste es enseñado, de modo que se incluya un amplio debate que supere las 
condiciones normativas cuando de la enseñanza del derecho se trate. En este sentido, se ha retomado 
la discusión sobre las posibles crisis por las que atraviesa el concepto tradicional del derecho, 
observando la incidencia de ello en el objeto de la presente tesis. 
 
Retomando el análisis de Caio Farah Rodríguez y Joaquin Falçao133, no parece suficiente al momento 
de abordar la problemática de la enseñanza del derecho hacer su descripción, sino además analizar las 
opciones de solución que frente a ella se plantea. Tal como ha sido ilustrado, las diferentes ópticas 
plantean retos distintos, pero en consonancia con lo expuesto en esta tesis, no será suficiente observar 
las medidas normativas emprendidas. 
 
En este sentido, la situación problemática de la enseñanza del derecho descrita, relacionada con las 
características propias del formalismo, ha sido enfrentada con una noción de derecho que pretende 
superar las limitaciones señaladas. Ante las críticas a una concepción del derecho como sistema claro y 
coherente, del que se deben esperar respuestas correctas, se presenta una concepción de derecho como 
instrumento.  
 
                                                          
133 FARAH RODRÍGUEZ, Caio y FALÇAO, Joaquin. “O prometo da escola de derrito do Rio de Janeiro da FGV”. En: 
“La formación jurídica en América Latina, tensiones e innovaciones en tiempos de la globalización”. Universidad 
Externado de Colombia, Bogotá. 2006. ISBN/ISSN: 958-710-058-1. p. 131-143. 
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Esta propuesta, en medio de una comprensión de derecho que vincula el complejo trasfondo al que se 
ha hecho referencia con los retos que se plantean a la enseñanza del derecho, se concretó en los años 
sesentas y setentas con el Movimiento Derecho y Desarrollo, que realizó estudios concretos en 
América Latina y específicamente también se refirió al caso colombiano. El capítulo siguiente retoma 
los aportes de este movimiento, señalando los retos que se plantearon a la enseñanza del derecho, y 
proyectando sus implicaciones, con el fin de contar no solamente con los insumos críticos ya referidos 
sino con elementos de análisis basados en un concepto de derecho diferente al propio de las corrientes 
formalistas del derecho.  
 
  
 
3. Capítulo 3. La enseñanza del derecho en un 
concepto instrumental. El Movimiento Derecho y 
Desarrollo 
Con fundamento en lo expuesto en los capítulos anteriores es posible afirmar que existen diferentes 
problemáticas relacionadas con la enseñanza del derecho, y que en general se han reconocido como 
consecuencia de una negativa connotación de presupuestos propios de corrientes formalistas del 
derecho. En este sentido, se ha pretendido plantear que la discusión sobre la enseñanza del derecho no 
puede desconocer una discusión de fondo que relacione el concepto de derecho influyente.  
Por tanto, cuando se reconoce que ha sido recurrente afirmar las limitaciones de un concepto de 
derecho de corte formalista, en los términos expuestos, conviene analizar si existen experiencias 
diferentes que se funden en un concepto de derecho con otros trazos. En esta vía, un concepto 
instrumental del derecho ha resultado como salida a las nociones formalistas del derecho que 
sustentaban la formación jurídica.  
Este diferente concepto de derecho lo asume como un instrumento, y confía en su posibilidad de 
fomentar un cambio social. En este marco surgió el Movimiento Derecho y Desarrollo, que resulta de 
particular interés no solo en la medida en que aporta específicamente a la discusión respecto de la 
enseñanza del derecho, sino además por referirse específicamente al contexto latinoamericano.  
 
El Movimiento Derecho y Desarrollo se originó “en el contexto de las políticas de asistencia de 
Estados Unidos en los sesenta al entonces llamado “Tercer Mundo”134. Debido tanto a la creciente 
confianza de Estados Unidos en su sistema económico y político como al temor frente a la posible 
expansión del comunismo, este país consideró que la asistencia para el desarrollo a los países pobres 
sería el mecanismo ideal para enfrentar la expansión de la brecha entre el primer mundo y el Tercer 
Mundo, y para evitar la difusión del modelo de la revolución cubana a otros países, especialmente en 
América Latina.”135. 
 
Finalizada la Segunda Guerra Mundial, y con la necesidad de afirmar valores liberales, Estados Unidos 
se ubica frente a países que debían “desarrollarse”, en aras de impedir la expansión del comunismo, 
para cuyo fin el Derecho se consideraba como herramienta, instrumento, de cambio social. Este 
movimiento partía, entonces, de una noción amplia de Desarrollo y de una visión instrumental de 
Derecho. Así mismo, hizo una importante contribución a la discusión que sobre la educación jurídica 
se llevó a cabo en los años setentas, por lo que a continuación se hará referencia a sus orígenes, 
fundamentos y críticas. 
                                                          
134 GARDNER, James A. Legal Imperialism. American Lawyers and Foreign Aid in Latin America. The University of 
Wisconsin Press. 1980. p. 27. La década de los sesentas del siglo XX se denominó la década del desarrollo. En 
términos de Gardner “International and national officialdom had indeed denominated the 1960s the ‘development decade’". 
135 RODRÍGUEZ, Cesar. El regreso de los programas de derecho y desarrollo. En: Revista EL OTRO 
DERECHO, número 25. Diciembre de 2000. ILSA, Bogotá D.C., Colombia 
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3.1 Orígenes  
De acuerdo con Jhon H. Merryman136 es posible diferenciar el movimiento “derecho y desarrollo” que 
se enfocó hacia la investigación, del que se enfocó hacia la acción.  
 
El primero, se refiere a la inquietud investigativa que según el mismo autor137 se desarrolló como 
Estudios de Derecho y Desarrollo (SLADE – por sus siglas en inglés – Studies in Law and Development), 
que comienzan y se ubican en “la Escuela de Derecho de la Universidad de Stanford”, con el objetivo 
de “adquirir información sistemática y comparable sobre el derecho y el cambio social a partir de la 
experiencia documentada de seis países de Hispanoamérica y Europa Mediterránea en las décadas 
siguientes al término de la Segunda Guerra Mundial”.  
 
El segundo tipo de movimiento se refiere, en cambio, a la puesta en marcha de una serie de medidas 
orientadas a la aplicación de fundamentos de ese estudio. En este aparte interesa hacer referencia al 
movimiento hacia la investigación, con el fin de abordar fundamentos teóricos, pero al relacionar los 
resultados e implicaciones sobre la educación jurídica se hará referencia de manera preeminente al 
movimiento enfocado hacia la acción.  
 
En 1970, la Fundación Ford financió el programa de investigación SLADE, que inició con la 
búsqueda de bibliografía sobre derecho y desarrollo y que posteriormente, con la financiación de la 
Agencia para el Desarrollo Internacional del Departamento de Estado de los Estados Unidos de 
América, (AID– por sus siglas en inglés – Agency for International Development), se puso en práctica. 
Pretendía analizar las funciones del derecho y de las instituciones jurídicas en el desarrollo, creando un 
“nuevo cuerpo teórico y metodológico – una ciencia social del ‘Derecho y Desarrollo’- (que proveyera) 
un marco intelectual efectivo para la investigación y la toma de decisiones”; centrándose en los países 
“menos desarrollados” de Latinoamérica y Europa Mediterránea, por considerar que ésta era un área 
cultural relativamente homogénea, se contribuiría a la “comprensión del derecho en sus relaciones con 
la economía y el cambio social, tanto en el mundo desarrollado como en vías de desarrollo”. 
 
Con estas financiaciones, SLADE fue jalonado por académicos de la Universidad de Stanford, 
encabezados por Merryman y Lawrence Friedman, y cuyo Comité Asesor se compuso por profesores 
de Derecho, Ciencias Políticas y Sociología de la misma universidad. Su actividad académica avanzó 
con la realización de tres seminarios multidisciplinarios en los años 1971 y 1972, y una reunión con 
profesores de otras universidades, dentro de los que se encontraba David M. Trubek (“entonces de 
Yale”). 
 
De acuerdo con Merryman, las bases de la investigación se sentaron con fundamento en el Comité 
Asesor, los tres seminarios realizados y la reunión con los profesores de otras universidades, 
determinando como objetivos: (i) la recolección de la “información sistemática y comparable sobre los 
cambios sociales, culturales y jurídicos dentro de las naciones en el área cultural hispanoamericana-
europea mediterránea”, y (ii) que dicha recolección se realizara por “abogados científicos – sociales de 
cada una de las naciones”, que también contribuirían en el diseño de la investigación. De acuerdo con 
estos objetivos, las naciones que se estudiarían serían representantivas de variedades sociales, 
                                                          
136 MERRYMAN, John Henry. Comparative Law and Social Change: On the Origins, Style, Decline & Revival 
of the Law and Development Movement. The American Journal of Comparative Law, Vol. 25. No. 3. (Summer, 
1977). p. 457-491. Publicado por American Society of Comparative Law, consultado en la Base de Datos JSTOR 
el 21 de febrero de 2011. En este se enlista bibliografía relacionada con el trabajo y las actividades del 
Movimiento Derecho y Desarrollo. p. 484-491 
137 MERRYMAN, John Henry. Memoria de SLADE. En: Culturas Jurídica Latinas de Europa y América en 
tiempos de globalización. Ed. FIX-FIERRO, Héctor et al. Universidad Nacional Autónoma de México. México, 
2003. p. 749-769.  
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económicas y culturales en el área cultural fijada, y que contaran con “científicos sociales 
suficientemente calificados e inclinados hacia la investigación empírica”138. 
 
En el año 1972 el proyecto fue diseñado, producto del trabajo de los profesores de Stanford y de los 
académicos nacionales, y se propuso realizar la investigación de campo y la recolección de información 
por un periodo de tres años. Para los años 1975 y 1976 los académicos nacionales regresaron a 
Stanford con el fin de preparar las monografías nacionales y la información recopilada se publicó, 
finalmente, en el año 1979139.  
3.2 Fundamentos teóricos del movimiento derecho y desarrollo 
enfocado hacia la investigación 
El objeto de los Estudios en Derecho y Desarrollo era “construir teorías y someterlas a prueba usando 
información y métodos cuantitativos”, y teniendo en cuenta el interés en el derecho y desarrollo, 
debieron adoptar por lo menos tres conceptos precisos para ello, así:  
 
Desarrollo. Este concepto fue definido como “cambio social en países en vías de desarrollo”, para 
evitar el compromiso con las visiones en competencia sobre lo que era progreso social. De esta 
manera, “se consideró que cualquier país en el cual existiera un cambio social relevante se 
encontraba… ‘desarrollándose’”. El concepto de Desarrollo como cambio social hizo que el 
movimiento Derecho y Desarrollo se asociara con el movimiento de Derecho y Sociedad como 
referente teórico. A este cambio social se aproximaron de manera cuantitativa, con énfasis en la 
medición de indicadores sociales, interpretada con información cualitativa, en un periodo desde finales 
de la Segunda Guerra Mundial hasta 1970, y la variación en estos indicadores se interpretó como 
cambio social. Uno de los indicadores fue el de educación.  
 
Derecho. A diferencia del concepto de cambio social, el concepto de derecho no se enmarcaba en una 
tradición fuerte de investigación y por tanto su definición era más problemática. La investigación 
jurídica era predominantemente doctrinaria y no empírica, cualitativa y asociada al derecho como 
“conjunto de reglas”. El concepto de Derecho que se adecuaba al movimiento SLADE debía, 
entonces, llevarse bien con la investigación cuantitativa desde la que se analizaba el cambio social, y 
antes que responder interrogantes debía servir para plantearlos, debía ser abierta para “admitir la 
variedad de realidades jurídicas de las seis naciones comprendidas en SLADE”. Por considerar que no 
existía un concepto de derecho a fin con estas características, SLADE creó una definición 
instrumental de Derecho, asociada a la idea de “sistema jurídico”, en la medida en que en cada país 
existían instituciones, actores y procesos que eran reconocidos como jurídicos, integrantes del sistema 
jurídico. Este sistema jurídico se enmarcó analíticamente como sigue y, como se observa, incluyó la 
categoría de educación jurídica, sus actores, procesos y recursos140: 
                                                          
138 Ibíd. p. 752. Merryman cita como académicos nacionales que participaron a los profesores Edmundo 
Fuenzalida Faivovich de Chile, Carlos José Gutiérrez y Ricardo Harbottle de Costa Rica, Sabino Cassese y 
Stefano Rodotá de Italia, Lorenzo Zolezzi Ibárcena de Perú, y José Juan Toharia de España. Los académicos 
Miguel Wionczek y María Luisa Leal Duk que participaron por México se retiraron de SLADE en 1973, 
ingresando el profesor Fernando Rojas Hurtado de Colombia.  
139 MERRYMAN, John Henry., et al. Law and Social Change in Mediterranean Europe and Latin America: A 
Handbook of Legal and Social Indicators for Comparative Study. Stanford Law School. Estados Unidos de 
América. 1979. 
140 Esta tabla se basa en el diagrama presentado por Merryman, aunque se han incluido los aspectos relevantes 
para esta tesis. MERRYMAN, John Henry. Memoria de SLADE. En: Culturas Jurídica Latinas de Europa y 
América en tiempos de globalización. Ed. FIX-FIERRO, Héctor et al. Universidad Nacional Autónoma de 
México. México, 2003. p. 756. 
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Tabla 3-1: Marco Analítico del Sistema Jurídico [3.2]. 
 A. Instituciones 
(unidades 
organizadas) 
B. Actores (personas 
con roles en el 
sistema jurídico) 
C. Procesos D. Recursos 
Consumidos 
1. Legislativo ---- ---- ---- ---- 
2. Administrativo ---- ---- ---- ---- 
3. Judicial ---- ---- ---- ---- 
4. Orden Privado ---- ---- ---- ---- 
5. Policía ---- ---- ---- ---- 
6. Educación jurídica 
y profesiones 
jurídicas 
Facultades de Derecho Profesores de Derecho Educación jurídica Porcentaje de producto 
social para mantenimiento 
y operación- (Presupuesto) 
Se pretendía, así, definir y analizar el sistema jurídico ya no solo desde lo cualitativo sino además desde 
lo cuantitativo. Por tanto, las normas jurídicas y su contenido no ocuparon la atención del movimiento 
SLADE, en la medida en que no eran funcionales para un análisis cuantitativo y en que suelen ser 
similares en países que comparten una misma tradición jurídica. Se tenía una medición por año, por lo 
que para el periodo 1945 a 1970 se tenían 26 mediciones para cada indicador.  
 
SLADE partió del supuesto que el sistema jurídico era una parte de la sociedad, un subsistema no 
autónomo, y por ende en su hipótesis los eventos sociales tenían una relación sistemática con los 
eventos jurídicos (por ejemplo el incremento de la población y el número de tribunales). Así, las 
interacciones socio - jurídicas se diagraman de esta manera141: 
 
Gráfico 3-1. Interacciones socio - jurídicas 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Para el sociólogo interesará la relación ΔS1 ΔS2 (consecuencias sociales, no jurídicas, de un 
cambio social, no jurídico), pero para SLADE interesaba la relación ΔL1          ΔL2 (consecuencias en 
el sistema jurídico del cambio jurídico), y especialmente la relación ΔS       ΔSL (interacción entre 
cambio social y cambio jurídico). Resultaba interesante conocer en esta relación qué ejercía mayor 
influencia, y se consideró que con mayor frecuencia el cambio social resultaba ser una variable 
independiente y el cambio jurídico una variable dependiente de la primera, es decir, que el cambio 
social generaba con mayor frecuencia cambio jurídico, y no lo contrario. 
 
“Cultura jurídica”. Aunque el cambio social tiene incidencia en el sistema jurídico, la intensidad de 
esta depende de dos tipos de influencias: (i) La cultura jurídica externa, entendida como “el conjunto 
de actitudes culturales, firmemente arraigadas y sostenidas, que determinan la manera en que los 
actores externos (outsiders) – aquellas personas que no desempeñan ningún rol de forma regular en el 
sistema jurídico – perciben y definen el sistema jurídico y esperan que sea utilizado, o no lo sea”. Esta 
cultura jurídica externa “dirige las fuerzas generadas por el cambio social y controla la forma en que 
esas fuerzas afectan al sistema jurídico”. (ii) La cultura jurídica interna, que comprende las actitudes 
“profundamente arraigadas y firmemente sostenidas” dentro del sistema jurídico, de los actores 
                                                          
141 Ibíd. p. 761 
Sociedad 
Sistema jurídico 
 
ΔS1 ΔS2 
ΔS 
ΔL 
ΔL1 ΔL2 
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internos (insiders). “La cultura de los abogados, jueces y otros actores jurídicos condiciona la 
receptividad del sistema jurídico hacia los cambios sociales y modula la dirección y fuerza de las 
implicaciones del cambio social”. Aunque se esperaría que estas dos culturas coincidieran, sucede que 
en ocasiones el significado que se atribuye a las normas difiere entre los outsiders y los insiders, por lo 
que cuando esto es más notorio se puede considerar que sistema jurídico es incapaz de responder a las 
demandas sociales (desde los outsiders), o que la sociedad pide más de lo que debe al sistema jurídico 
(insiders). 
 
Para SLADE resultó interesante medir la brecha entre estos dos tipos de culturas, y observar el 
cambio de mediciones entre 1945 y 1970, a partir de periódicos y revistas jurídicas de ese periodo. La 
manera en que las cuatro variables (ocurrencia y medición de cambio social, incidencia de la cultura 
jurídica externa en la incidencia de esos cambios sociales en el sistema jurídico, incidencia de la cultura 
jurídica interna en la manera en que el sistema legal asume el cambio social, y cambios para el sistema 
jurídico que se producen cuando el cambio social se moldea por el cambio jurídico) podían explicar los 
eventos en el sistema jurídico y social.  
3.3 Implicaciones en la enseñanza del derecho 
Como se mencionó anteriormente, el movimiento derecho y desarrollo pretendió la construcción de 
un concepto de derecho142 a partir no ya de lo cualitativo sino de lo cuantitativo, de la mano con la 
concepción de desarrollo que se tenía, y referenciándolo como sistema jurídico partía de una noción 
eminentemente instrumental del derecho.  
 
A partir de la consideración de la interrelación entre cambios sociales y jurídicos, es posible entender 
porqué se llegó a considerar que “un sistema jurídico racional, autónomo, claro y estable” permitiría un 
“mejoramiento de los mercados y estos generarían la riqueza necesaria para el desarrollo”. Al tiempo, 
“la confianza en el papel económico de las instituciones jurídicas se vio afianzada por  los aportes de la 
teoría de la modernización”, llevando a considerar que los sistemas jurídicos “eran un instrumento 
clave para el cambio social”143. 
 
El tipo de instituciones jurídico-políticas que permitirían la transformación social deseable eran las que 
correspondían a los llamados “países del primer mundo”, y el derecho se concebía como el 
instrumento para la modernización, para la reforma social que respondiera a las demandas sociales, y 
para la ingeniería social.  
 
De acuerdo con César Rodríguez, “el modelo de liberalismo jurídico que dominó desde un comienzo 
los estudios de derecho y desarrollo estaba basado en el siguiente conjunto de supuestos. Primero, la 
sociedad está compuesta por individuos que aceptan el poder estatal porque consideran que éste 
protege sus intereses. Segundo, el derecho es a la vez un medio de control del individuo por parte del 
Estado y un mecanismo de control del Estado por parte de los individuos. Tercero, las normas 
                                                          
142 El elemento innovador de este concepto puede ser discutible, en la medida en que desde la referencia al 
concepto de derecho racional moderno de Max Weber se atribuye al derecho “la función de crear condiciones 
para el desarrollo de la acumulación capitalista”. Ibíd. p. 177. En sentido similar menciona César Rodríguez 
“Como lo ha sostenido Cao, la base teórica de los estudios de derecho y desarrollo estaba lejos de ser original. 
De hecho, sus pilares se encuentran en la teoría de Weber sobre el papel del derecho racional en la consolidación 
de la sociedad capitalista moderna (Cao, 1997: 548) y, en este sentido, hacen parte de la teoría general de la 
modernización.” RODRÍGUEZ, César. Globalización, Reforma Judicial y Estado de Derecho: El Retorno de 
los Programas de Derecho y Desarrollo. En: Revista El Otro Derecho, número 25. Diciembre de 2000. Instituto 
Latinoamericano de Servicios Legales Alternativos – ILSA (ahora Instituto Latinoamericano para una Sociedad y 
un Derecho Alternativos), Bogotá D.C., Colombia. 
143 Ibíd. p. 177-178.  
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jurídicas son diseñadas con el fin de alcanzar objetivos comunes y son elaboradas mediante un proceso 
pluralista en el que están representados los intereses individuales de los miembros de la comunidad. 
Cuarto, las normas jurídicas son aplicadas por igual a todos los individuos. Quinto, los jueces son los 
principales actores del sistema jurídico y aplican imparcialmente las normas. Finalmente, se supone 
que, en general, las personas obedecen las normas jurídicas vigentes.”144 
 
Como consecuencia de los anteriores presupuestos, se llevaron a cabo una serie de proyectos para 
reformar “sustancialmente la enseñanza del derecho en el Tercer Mundo”, iniciando con Asia, luego 
África y finalmente América Latina145. De acuerdo con Rodríguez esto obedeció a “múltiples razones –
particularmente la firme creencia en el potencial transformador de la educación y la familiaridad de los 
abogados vinculados a los programas de derecho y desarrollo con el ambiente académico”.  La 
reforma “a las facultades de derecho fue impulsada principalmente por la AID y la Fundación Ford. 
Sin embargo, los proyectos fueron respaldados financiera, profesional o moralmente por un amplio 
número de instituciones estadounidenses, tales como la American Bar Foundation, el International 
Legal Center y universidades tales como Wisconsin, Stanford, Harvard, NYU, Columbia y Yale”146.  
 
Siguiendo a Rodríguez, “en América Latina, los programas más ambiciosos fueron llevados a cabo en 
Brasil, Chile y Colombia. En Brasil, la AID y la Fundación Ford financiaron un proyecto de reforma a 
la educación jurídica desde 1965 que fue canalizado a través de un centro de investigación creado por 
fuera de las facultades de derecho existentes, debido a la fría respuesta que estas últimas le dieron a los 
primeros contactos hechos por la AID y la Ford... En Chile, por iniciativa del decano de una de las 
cinco facultades de derecho del país en 1966, la Fundación Ford aceptó patrocinar un programa de 
reforma a la enseñanza del derecho que involucró también a otras dos universidades chilenas y se 
convirtió en el proyecto más grande de este tipo en América Latina... Finalmente, representantes de la 
Fundación Ford visitaron las facultades de derecho colombianas entre 1966 y 1967 para determinar 
cuáles de ellas estarían dispuestas a participar en un proyecto similar a los que ya estaban en marcha en 
Brasil y Chile. En 1968, la Ford escogió cinco facultades de derecho colombianas que acogieron 
favorablemente los planes de reforma y el programa fue lanzado oficialmente…”147. 
 
Aunque “los tres programas y los contextos sociales y políticos de los países involucrados” eran 
diferentes (“Brasil pasaba por una dictadura… Colombia estaba bajo un régimen democrático limitado 
por un pacto bipartidista, (y) la situación política de Chile cambió dramáticamente durante la vigencia 
del proyecto, pasando de una democracia liberal (Frei) a una democracia socialista (Allende) y, 
                                                          
144 BURG, Elliot M. Law and development: a review of the Literature & Critique of “Scholars in Self-
Estrangement”. The American Journal of Comparative Law, Vol. 25. No. 3. (Summer, 1977). p. 492-530. 
Publicado por American Society of Comparative Law, consultado en la Base de Datos JSTOR el 21 de febrero 
de 2011. El autor referencia siete características del legalismo liberal. P. 513 
145 GARDNER, James A. Legal Imperialism. American Lawyers and Foreign Aid in Latin America. The University of 
Wisconsin Press. 1980. p. 57. Gardner plantea que el planteamiento sobre la necesidad de reformar la educación 
legal en América Latina no inició desde la tradición jurídica a la que pertenecía. En sus términos: “the idea that 
Latin American legal education was in need of fundamental restructuring was not, then, exported wholesale by the American law 
and development movement”. 
146 Rodríguez en cita a GARDNER, James, Legal Imperialism, Madison, The University of Wisconsin Press, 1980. 
147 Estas cinco universidades colombianas fueron las universidades de Los Andes, Nacional, del Cauca, 
Externado y Antioquia. Sin embargo, “como en los demás países involucrados, los programas de reforma 
colombianos se encontraron con la resistencia de sectores estudiantiles y profesorales”. En cita a Gardner 
menciona que  “en todas las facultades de derecho que participaron, surgió algún tipo de protesta, asamblea o 
amenaza de huelga estudiantil en oposición a [los planes de reforma]. Una de las facultades, la de la Universidad 
Nacional, se retiró del programa debido a la resistencia que éste suscitaba”. RODRÍGUEZ, César. 
Globalización, reforma judicial y Estado de derecho en Colombia y América Latina: el regreso de los programas 
de derecho y desarrollo. En: www.dejusticia.org. Consultada el 12 de marzo de 2011. Versión actualizada y 
revisada de un artículo escrito originalmente en inglés para la revista Beyond Law (vol. 7, No. 23, 2001). 
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finalmente, al régimen autocrático de Pinochet)) es posible identificar “una ideología y un modus 
operandi” común, así: 
 
1. “Los programas se limitaban a promover cambios en la educación jurídica, bien sea mediante 
el patrocinio de una especie de “Caballo de Troya” modernizador que penetraría en las universidades 
(como en Brasil) o mediante la colaboración directa con facultades de derecho seleccionadas para el 
efecto (como en Chile y Colombia). Sin embargo, los defensores de los proyectos concebían las 
reformas como instrumentos para alcanzar cambios sociales mucho más ambiciosos, en cuanto creían 
que los abogados entrenados en las técnicas y el espíritu del derecho moderno constituirían una masa 
crítica dentro de la burocracia estatal y el sector privado”148. 
 
2. “Los programas tuvieron su origen en Estados Unidos y fueron siempre controlados por 
instituciones de ese país. Aunque es claro que los proyectos no podrían haber sido llevados a cabo sin 
la participación de las universidades y los centros de investigación jurídicos locales involucrados, 
también es cierto que dicha participación fue limitada, dado que tanto los objetivos como los 
procedimientos de los proyectos seguían el modelo general definido de antemano por las instituciones 
estadounidenses”149.  
 
3. En tercer lugar, la estrategia que fue considerada apropiada para la modernización de la 
enseñanza del derecho en Latinoamérica fue el trasplante del modelo de educación de las facultades de 
derecho de Estados Unidos. En efecto, los tres proyectos evocan la definición clásica de trasplante 
jurídico acuñada por Alan Watson, esto es, “el traslado de una regla o sistema de reglas de un país a 
otro”... Los programas de derecho y desarrollo de la primera generación implicaban este tipo de 
“mudanza jurídica transnacional”, pero su objeto era un sistema de educación más que un sistema de 
reglas. Es difícil clasificar estos trasplantes de acuerdo con la dicotomía convencional de trasplantes 
voluntarios y trasplantes impuestos…. Esto se debe a que aunque los trasplantes no fueron 
generalmente resultado de una petición hecha por el país receptor (excepto en Chile), tampoco fueron 
impuestos forzosamente a ellos. Siguiendo a Gardner, se puede decir que estos trasplantes fueron 
“infundidos”, en tanto surgieron de “iniciativas premeditadas... alentadas por la cultura jurídica 
exportadora, a menudo con la participación selectiva de la cultura receptora”150. 
 
Estos trasplantes se caracterizaban principalmente por cuatro cosas: 
 
a. “Implicaban la transmisión del método de enseñanza socrático, que debía reemplazar el método 
prevalente en América Latina, heredado de las culturas jurídicas europeas continentales y 
caracterizado por el predominio de la cátedra y el papel pasivo del alumno.” Conllevaba al trasplante 
del modelo educativo de las law school, con “una mayor participación e intercambio entre profesores 
                                                          
148 Rodríguez cita International Legal Center, Legal Education in a Changing World, Uppsala, Uppsala Offset Center 
AB, 1975, y GARDNER, James, Legal Imperialism, Madison, The University of Wisconsin Press, 1980. Gardner 
(p. 58-59) hace referencia a un balance expuesto en una reunión de abogados de la Fundación Ford en el que se 
expuso “Law schools in latin american do not appear to offer great promise. Their faculties are part time; their curricula and 
teaching methods are antiquated. They have few imaginative scholars associated with them. But it is obvious that the law schools, 
which have characteristically attracted upper-class, elite-related students, and which are looked on as the most prestigious part of many 
universities, are not going to disappear. Efforts will have made to locate the most promising individuals and institutions... and to 
pursue curricular and staff development on an experimental basis in the hope that a few distinctive sites of learning and research can 
ultimately spark wide-spread change”.  
149 Cita a  (Gardner, 1980: 50) 
150 En estos apartes Rodríguez cita a WATSON, Alan, Legal Transplants, Charlottesville, The University Press of 
Virginia, 1974. SNYDER, Francis G., “The Failure of Law and Development”, Wisconsin Law Review, 1982: 373-
395. y a Gardner, Ibíd.  
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y alumnos, y se propuso como medio para superar el método magistral predominante en las 
facultades de derecho en América Latina” 151  
 
b. “Concebían como recurso pedagógico fundamental el análisis de casos concretos. Esto iba en clara 
contraposición con el estudio sistemático de reglas abstractas contenidas en los códigos que ha 
dominado la enseñanza del derecho en la región.” Conllevaba al trasplante del test case. 
 
c. “Difundían la imagen instrumentalista del derecho, esto es, la imagen del derecho como herramienta 
para el logro de objetivos sociales escogidos deliberadamente. Esta concepción del derecho –que 
tiene clara afinidad con la del realismo jurídico estadounidense– contrastaba abiertamente con la 
heredada de los sistemas europeos, de acuerdo con la cual el derecho es un conjunto de reglas 
formales y unívocas que limitan la conducta de los actores privados y públicos.”  
d. “El modelo proponía una concepción del abogado como ingeniero social que sería capaz de usar su 
conocimiento del derecho de forma creativa para resolver una multitud de problemas sociales 
apremiantes152. Este modelo contrastaba con la visión continental de los abogados como guardianes 
imparciales del orden jurídico”, e impulsó investigaciones sobre la enseñanza del derecho y el perfil 
de los abogados153.  
 
De los cuatro modelos que se pretendían trasplantar154, se enfatizaron los dos primeros aspectos, pues 
se consideraba “que existía una conexión íntima entre todos los elementos del modelo liberal de 
derecho, de tal forma que la promoción de la transferencia de uno de dichos elementos a los países 
receptores (esto es, el método de enseñanza del derecho prevalente en Estados Unidos) 
desencadenaría la transformación de los demás aspectos de la educación y la práctica de los abogados 
en América Latina.” 
3.4 Críticas y fracaso del movimiento Derecho y Desarrollo 
De acuerdo con Rodríguez “existe un consenso, en términos generales, acerca del fracaso de los 
esfuerzos de la primera generación por modernizar la educación jurídica en América Latina155 de 
acuerdo con el modelo del liberalismo jurídico estadounidense. La evaluación de los proyectos hecha 
tanto por las instituciones (ILC, 1974) como por los individuos que participaron en ellos (Trubek y 
                                                          
151 BURGOS SILVA, Germán. Derecho y Desarrollo Económico: De la Teoría de la modernización a la Nueva 
Economía Institucional. Revista de Economía Institucional, segundo semestre, año/vol. 4, número 007. 
Universidad Externado de Colombia. Bogotá, Colombia. 2002. p. 179. 
152 MERRYMAN, John Henry. Comparative Law and Social Change: On the Origins, Style, Decline & Revival 
of the Law and Development Movement. The American Journal of Comparative Law, Vol. 25. No. 3. (Summer, 
1977). p. 466. Se refiere a la imagen del profesional del derecho como “…Self-conscious expert in bringing about 
progressive social change”. Menciona “The unusual prominence of lawyers and of law in the social transformations that have take 
place in the U.S. since World War II is a product of this intellectual environment. Law is widely perceived as the proper medium for 
social reform. The civil rights or public interest lawyer is the protagonist of a drama which is variously perceived as "achieving social 
justice through law", "reforming the system", "righting the wrongs of society," and the like”. 
153 BURGOS SILVA, Germán. Op. Cit. p. 179. 
154 GARDNER, James A. Legal Imperialism: American Lawyers and Foreign Aid in Latin America by. Michigan 
Law Review, Vol. 80, No. 4, 1982 Survey of Books Relating to the Law (Mar., 1982), pp. 957-959. Estos cuatro 
modelos son: “(1) methodological, the American case and Socratic method of teaching law; (2) educational, the basic American 
model and structure of legal education; (3) professional, the American model of the lawyer as a pragmatic problem-solver and social 
engineer; and (4) jurisprudential, the anti-formal, "rule-skeptical", and "instrumental" vision of law drawn largely from American 
legal realism. [P. 4]” 
155 Pero además sobre el fracaso del movimiento mismo, como lo señala John Merryman “the mainstream law and 
development movement, dominated by the American legal style, was bound to fail and has failed”. Op. Cit. P. 481. En este 
sentido también se citan los trabajos de Gardner, Trubek & Galanter.  
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Galanter, 1974; Gardner, 1980) mostraba un claro desencanto hacia mediados de la década de los 
setenta”156.  
 
En América Latina el método socrático y el análisis de casos no tuvo éxito, pues “ninguno de estos 
dos elementos fue adoptado por la mayoría de las facultades de derecho latinoamericanas que 
participaron en los programas, y mucho menos por la comunidad jurídica en su conjunto. De hecho, la 
enseñanza en la mayor parte de facultades de derecho de la región se caracteriza hoy por el predominio 
de la cátedra y el estudio de los códigos. Entre tanto, el trasplante de los otros dos componentes del 
modelo –esto es, la visión instrumentalista del derecho y de los abogados– no tuvo efectos notorios o, 
en el peor de los casos, resultó siendo contraproducente. Dicha visión fue estratégicamente adoptada 
por sectores de los Estados chileno y brasilero, pero para beneficio de los burócratas mismos antes 
que de la ciudadanía. De hecho, por lo menos en Brasil, el uso instrumental del derecho tendió a 
favorecer en el largo plazo al régimen autoritario (Gardner, 1980: 125)”. 
 
El “movimiento derecho y desarrollo” enfrentó, para los primeros años de los setentas, serias críticas 
que explican su fracaso en la acción, y el hecho de no haber logrado modernizar la educación jurídica 
como pretendía. Las problemáticas que explican esto pueden sintetizarse así157:  
 
1. Pese a sus objetivos iniciales, “el movimiento derecho y desarrollo” se interesó en aspectos 
prácticos, antes que en la creación de una teoría. Esto se evidenció en los amplios y casi vagos 
conceptos de desarrollo y derecho, pilares del movimiento, por lo que faltaba claridad para analizar el 
papel del derecho en el desarrollo y lo que este último significaba, al identificarlo con el cambio social. 
 
2. Partía de un mundo ideal, “en donde los ajustes en las normas eran simples reacciones al 
cambio de objetivos”, pero además donde era posible transformar la realidad mediante la legislación, 
olvidando “que la aplicación de las leyes es un proceso complejo, condicionado por los recursos 
disponibles, determinado por la cultura legal de los operadores jurídicos y de los miembros de la 
sociedad, y afectado por la continua reinterpretación de las normas cargo de estructuras burocráticas”.  
 
3. La visión instrumental del derecho lo hizo ser más una herramienta en mano de los poderosos 
que un  “límite al poder estatal”. A este respecto Elliot Burg, en cita a Trubek y a Galanter, menciona 
tres retos fundamentales no abordados adecuadamente, en los que se discute el verdadero impacto que 
tuvo la reforma a la educación legal y la expansión de la asistencia legal en el desarrollo. Estos tres 
retos están referidos al aumento de la desigualdad jurídica, a la promoción de un sistema autoritario y a 
la real canalización de los intereses sociales.158  
 
                                                          
156 156 RODRÍGUEZ, César. Op. Cit. p. 16. “Tal vez no hay otra área de investigación sociojurídica y de políticas 
sociales cuya muerte haya sido más documentada –y, con frecuencia, deseada– que la de derecho y desarrollo. En 
efecto, los estudios más influyentes escritos sobre el tema en los setenta pueden ser vistos como esfuerzos de 
antiguos defensores de la corriente de derecho y desarrollo por saldar cuentas con el pasado y hacer transición a 
un periodo diferente, caracterizado por la autocrítica y el escepticismo profundo en relación con el derecho y su 
papel en la producción de cambios sociales, en general, y en la generación de desarrollo económico a gran escala, 
en particular”, cita nuevamente a Gardner, Trubek & Galanter.  
157 Ibíd. p. 24. y BURGOS SILVA, Germán. Op. Cit. p. 180-181. 
158 BURG, Elliot M. Ob. Cit. p. 514. Menciona: “These writings are then strongly faulted for ignoring the possible negative 
impact on development of legal education reform or expanded legal aid. For example, with respect to the former, law and development 
scholars have failed to address three important questions: might not an enlarged and modernized legal profession increase social 
inequality (by raising the cost of legal services) and reduce participation in decision-making (by increasing the formalization of legal 
decision-making)? Might not a more instrumental orientation to law in, say, an authoritarian regime, weaken rather than strengthen 
individual rights? and might not an improvement in the instrumental skills and capacity of lawyers lead simply to more effective 
resistance toward development efforts by what is an essentially conservative element in society, the legal profession?” 
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4. El carácter etnocéntrico del movimiento conllevó a realizar trasplantes que desatendían las 
tensiones internas para su éxito y las condiciones específicas de los receptores. “Los proyectos fueron 
etnocéntricos e ingenuos en tanto acogieron incondicionalmente el modelo estadounidense de 
enseñanza del derecho y buscaron trasplantarlo a América Latina sin tener en cuenta la cultura jurídica 
y las condiciones sociales locales”.  Podría decirse, de acuerdo con la publicación del Michigan Law 
Review159 que se dio una incomprensión del lenguaje, el derecho, las políticas, la economía y las 
culturas locales, y una tendencia al trasplante de la cultura jurídica americana, y como consecuencia de 
ello fracasó en su propia percepción del llamado “Tercer Mundo”160. 
 
5. Se basó en un concepto simplista de desarrollo, según el cual si se partía de un marco jurídico 
correcto se daba una sucesión necesaria de etapas de desarrollo. 
 
6. Se dio preeminencia al Estado y al derecho estatal, en detrimento de otras regulaciones 
sociales. 
 
7. En la realidad las facultades de derecho no adoptaron el método socrático ni el análisis de 
casos como métodos de enseñanza, y dentro de ellas hubo resistencia por parte de quienes 
conservaban la tradición y/o quienes mantenían distancia con Estados Unidos. “Chocaron con los 
poderosos intereses protegidos por el sistema prevalente en América Latina, dado que dicho sistema le 
permitía a los profesores y estudiantes no dedicarle tiempo completo a sus actividades académicas y 
era económico para las facultades de derecho”.  
 
Como John Merryman lo expresa161, existían fuertes diferencias entre la tradición desde la que se hacía 
el análisis del derecho y desarrollo de lo que se denominó “Tercer Mundo”, tradición anglosajona, y la 
tradición jurídica a la que correspondían estos últimos países, la del derecho civil. Pese a la dificultad 
que reviste identificar absolutamente el tipo de tradición jurídica a la que se pertenece (entre otras por 
las mismas limitaciones de la creación de tipos ideales), resultan claras las diferencias que menciona 
Merryman existían162.  
 
En virtud de la fundamental dicotomía Acción – Investigación163 este autor señala que, en general, el 
estudio legal en América se orienta de manera preferente a la acción, donde las escuelas legales son de 
tipo profesional y el modelo dominante del abogado es como ingeniero social, acorde con una visión 
instrumental del derecho. En su lugar, los países de estudio recibían una fuerte influencia de la 
tradición de derecho civil, con una tendencia más enfocada a la academia, su Educación legal en aún 
más liberal que profesional, con una concepción de abogado separada de la noción de ingeniero social.  
 
Merryman ya había señalado diferencias sustanciales entre las tradiciones jurídicas del derecho civil y 
del derecho común anglosajón164. Aunque su texto ha sido criticado por su inclinación a la segunda, y 
                                                          
159 GARDNER, James A. Legal Imperialism: American Lawyers and Foreign Aid in Latin America by. Michigan 
Law Review, Vol. 80, No. 4, 1982 Survey of Books Relating to the Law (Mar., 1982), pp. 957-959. 
160 En cita textual: “As a result,” Gardner concludes, “American legal assistance was inept, culturally unaware, and sociologically 
uninformed. It was also ethnocentric, perceiving and assisting the Third World in its own self-image”. P. 958 
161 MERRYMAN, John Henry. Comparative Law and Social Change: On the Origins, Style, Decline & Revival 
of the Law and Development Movement. The American Journal of Comparative Law, Vol. 25. No. 3. (Summer, 
1977). p. 472-479. 
162 Aunque paulatinamente se han venido mezclando elementos de las tradiciones jurídicas, resultan aún 
diferencias conceptuales.  
163 “Action and inquiry". 
164 MERRYMAN. Op. cit. Tres Tradiciones jurídicas. p. 13-21. En la Segunda Edición corregida se refiere a la 
tradición de derecho común simplemente, pero en esta tesis se prefiere la referencia a la tradición de derecho 
común anglosajón, en la medida en que la tradición civil también tenía la pretensión de ser común para quienes 
se aplicaba. Ibíd. p. 15. 
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pese a la mencionada dificultad de delinear claramente cada tradición jurídica, conviene resaltar que 
estas diferencias (por ejemplo respecto de la manera en que conciben sus fuentes, la importancia 
interna de sus actores, sus categorías jurídicas, y demás), se corresponden con un elemento cultural 
afectado por determinados hechos históricos. Así, como menciona el autor, la pregunta sobre “¿cuál es 
mejor?” entre las tradiciones resulta “necia”, pues “es como preguntar si el idioma francés es mejor 
que el idioma inglés. ¿Mejor para quién? Ciertamente nadie aseguraría que los italianos serían mucho 
mejores con una tradición de derecho consuetudinario o los norteamericanos con un derecho escrito.” 
 
En este sentido concluye, “el derecho tiene sus raíces en la cultura y responde, dentro de los límites 
culturales, a demandas específicas de una determinada sociedad, en un lugar y en una época 
determinada. Es en el fondo un proceso determinado históricamente, por medio del cual ciertos 
problemas sociales son detectados, formulados y resueltos. La sustitución de una tradición jurídica por 
otra no es ni posible ni deseable”165.  
 
En consonancia, “la tradición legal forma parte de la cultura, una parte muy antigua, profundamente 
arraigada, firmemente sostenida. Las relaciones existentes entre las ideas legales básicas y las actitudes 
sociales, económicas y políticas igualmente profundas, son muy estrechas y complejas. El derecho 
obtiene sentido del resto de la cultura, a la que a su vez le da sentido, y en inseparable de ella”. Por este 
motivo es preferible preguntarse por el grado en que “la tradición jurídica responde a las demandas 
hechas legítimamente a ella por una sociedad determinada… (o) pone obstáculos a la realización de 
objetivos políticos, económicos y sociales dignos de consideración”. 
 
A este respecto, Alejandro Portes166 avanza sobre las concepciones escépticas que desestimaban las 
instituciones y, en sentido similar a Peter Evans167, resalta la importancia de las instituciones pero la 
insuficiencia de efectuar monocultivos institucionales a la manera de copia de instituciones, 
desconociendo el contexto del lugar de recepción.168  
3.5 Resurgimiento y perspectivas 
Pese a que las críticas señaladas, sumadas a la falta de financiación que probablemente obedeció al 
desencantamiento producido, afectó de manera importante el “movimiento derecho y desarrollo” 
enfocado hacia la acción, este movimiento como campo de estudio, enfocado hacia la investigación 
cobró un nuevo aire y no resulta extraño que en la actualidad se pretenda retomar la discusión sobre la 
relación existente entre derecho y desarrollo169.  
                                                          
165 Ibíd. p. 249. Esta cuestión es retomada en la parte final, en el capítulo XIX “Las Perspectivas”. p. 264 a 290. 
166 PORTES, Alejandro. Instituciones y Desarrollo: Una Revisión Conceptual. En: Cuadernos de Economía. 
Bogotá: Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Nacional de Colombia 2006. V.24 Número.45. 
ISSN 0121-4772. 
167 EVANS, Peter.  Desarrollo como Cambio Institucional: Las Trampas de Monocultivo y los Potenciales de 
Deliberación (Development as Institutional Change: The Pitfalls of Monocropping and the Potentials of 
Deliberation). En: Studies in Comparative International Development (SCID). Volume 38, Number 4, DOI: 
10.1007/BF02686327.  
168 A este respecto, para caracterizar las instituciones se ha preferido la metáfora de las plantas, que para su 
adecuado trasplante y desarrollo atiende al espacio en que se pretenden adecuar, a la metáfora del taladro que 
identifica a las instituciones con herramientas que se usan independientemente de su contexto.  
169 MERRYMAN, John Henry. Comparative Law and Social Change: On the Origins, Style, Decline & Revival 
of the Law and Development Movement. The American Journal of Comparative Law, Vol. 25. No. 3. (Summer, 
1977). p.481. Merryman, luego de referirse a las limitaciones del primer Movimiento Derecho y Desarrollo, 
afirma: “this conclusion is not as depressing as it seems. it is merely a way of suggesting that, at least for Americans, third world law 
and development action is premature. Until we have tested, reliable theory (i.e. tested and reliable vis-à-vis the target society), we will 
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Con posterioridad a la primera ola del movimiento, surgió una propuesta alternativa que asumió de 
manera diferente varios de los aspectos señalados, partiendo de las críticas señaladas. En lugar de la 
aceptación de la teoría de la modernización, y “dentro del espíritu de la teoría de la dependencia170 
surgió un movimiento de derecho y desarrollo alternativo que puso en tela de juicio los fundamentos 
de los programas de exportación del sistema jurídico liberal de Estados Unidos al Tercer Mundo.” 
 
La ONG International Center for Law in Development (ICLD) de Nueva York, reemplazó al International 
Legal Center, no solo en su funcionamiento sino también en “sus propósitos y su base ideológica”, con 
un financiamiento ya no de Estados Unidos sino de Europa y con una noción diferentes de desarrollo. 
 
Esta noción de desarrollo alternativo implicaba más que la idea amplia y vaga de desarrollo de la 
primera ola, pues debía “estar guiado por las necesidades de las mayorías marginadas, antes que por 
metas generales de crecimiento económico”, “ser endógeno… surgir de cada sociedad en su lucha por 
definir sus valores y su futuro propios”, “estar basado en la autonomía de los países del Tercer Mundo 
en general, y de las comunidades locales dentro de ellos en particular”, “ser sustentable desde el punto 
de vista ambiental”, “promover el acceso equitativo a todos a los bienes naturales y culturales” 
 
Como la noción de derecho estaba ligada a la de desarrollo, con esta vía alternativa el derecho también 
cumplía un papel diferente. Partía de considerar que “el derecho moderno occidental tiende a 
centralizar el poder del Estado y a aumentar la burocracia y la especialización”, por lo que su trasplante 
a “países del Tercer Mundo” explicaba la reducción “del potencial autónomo que existe en las 
prácticas informales de las comunidades locales de dichos países y constituye un orden que le es ajeno 
a la mayoría de las personas.” 
 
Pero además, en la medida en que en ese modelo “los abogados se identifican con los sectores más 
ricos de la población, en tanto se encuentran principalmente en las zonas urbanas y prestan sus 
servicios a cambio de cuantiosos honorarios”, “el trasplante del modelo occidental de abogado a los 
países subdesarrollados beneficia en últimas a las clases dominantes en lugar de estimular el cambio 
social.” Se consideró “la posibilidad de utilizar estratégicamente el sistema jurídico para promover los 
propósitos de este tipo de desarrollo”, de manera que el derecho sigue considerándose como un 
instrumento útil para el desarrollo alternativo.  
 
En estos términos, el movimiento derecho y desarrollo alternativos sigue confiando en el “papel del 
derecho en la promoción de cambios sociales”, y por ende siguen otorgando importancia a 
“reflexionar sobre los abogados, los sistemas jurídicos, la enseñanza del derecho y el cambio social en 
el Tercer Mundo de una forma más realista que la corriente de derecho y desarrollo”171 
 
Cambios históricos (“la caída de la Cortina de Hierro y de los gobiernos comunistas en Europa del 
este (que) generó un optimismo renovado en relación con las virtudes de la democracia y el 
capitalismo liberales”, y “el cambio de las economías de América Latina del régimen de sustitución de 
importaciones y de intervención estatal al de apertura de los mercados y privatización de empresas 
                                                                                                                                                                               
be more responsible and productive if we limit ourselves to third world law and development inquiry”. El autor propone superar 
las dificultades adoptando el “Comparative  law and social change”.  
170 RODRÍGUEZ, Cesar. Ob. Cit. p. 25-28. Según explica Rodríguez “en términos generales, “la teoría de la 
dependencia afirmaba que las fuentes del subdesarrollo se encontraban en la historia y estructura del sistema 
capitalista global”, y no en factores internos de los países en desarrollo (Tamanaha, 1995: 476). De acuerdo con 
este punto de vista, los proyectos de modernización estaban condenados al fracaso, e incluso eran 
contraproducentes, porque alimentaban el motor del subdesarrollo, esto es, la dicotomía entre los países 
centrales (donantes) y periféricos (receptores). 
 
171 En cita a (ICLD, 1978:138). ICLD (International Center for Law in Development), “Research Priorities for 
Another Development in Law”, Development Dialogue 1978, 2: 134-142. 
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estatales desde mediados de los años ochenta, (que) constituyó un signo claro de la expansión del 
capitalismo liberal alrededor de las Américas”) hicieron que para los años noventas existiera un 
ambiente propicio para el surgimiento de una segunda ola del movimiento derecho y desarrollo.  
 
Esta segunda ola impulsa reformas legales, confía en el papel del derecho en el desarrollo, pero 
mantiene diferencias sustanciales con la primera ola del movimiento. Estos programas no son 
“promovidos por pocas agencias (con) conexiones estrechas entre sí), sino por “toda una gama de 
actores multilaterales, gubernamentales y privados que financian múltiples reformas, generalmente sin 
coordinar sus esfuerzos con los de otros actores.” Su noción de desarrollo es “más estrecha” pues es 
entendido como “crecimiento económico”, y su noción sobre el papel del derecho en el desarrollo es 
por ende “más precisa”. 
 
A pesar de compartir con su antecesora, “el pilar de la teoría de la modernización”, que consideraba 
“que el subdesarrollo puede ser superado si los países latinoamericanos siguen el camino hacia el 
crecimiento económico establecido por los países desarrollados”, “la defensa del legalismo liberal” y 
“del desarrollo económico logrado a través de la iniciativa privada en un mercado libre”, así como el 
“lugar central del derecho en la tarea de construir un ambiente institucional propicio para el 
desarrollo”, a diferencia de la primera ola concreta la idea del desarrollo asociándola con “el 
crecimiento económico”, y no con la “mayor igualdad y participación política”, y consecuentemente 
tienen “una visión más precisa del papel del derecho en el desarrollo”, pues considera que “el derecho 
no es sino un facilitador del desarrollo, no una de sus fuentes”.  
 
Con esta especificidad respecto del desarrollo y el papel del derecho en el mismo, es posible 
comprender el motivo por el cual “los actores de la segunda generación parecen ser también más 
realistas en relación con el alcance de las reformas y con los mecanismos apropiados para llevarlas a 
cabo”. Como consecuencia de esto, los programas de esta segunda ola centran sus esfuerzos más en 
las reformas de las instituciones legales, que en la educación jurídica.  
 
De acuerdo con Rodríguez “en concordancia con la justificación y el sentido de realismo 
mencionados, los programas de los años noventa han abandonado la creencia en la enseñanza del 
derecho como el escenario apropiado para promover la modernización del mismo en los países 
subdesarrollados. En lugar de esto, los programas latinoamericanos de la segunda generación han 
buscado esencialmente generar cambios institucionales, particularmente la reforma de los sistemas 
judiciales. Inspirados por el auge del neo-institucionalismo en las ciencias sociales (North, 1990), los 
creadores de estos proyectos sostienen que una estructura institucional adecuada –especialmente un 
sistema judicial operante– es indispensable para que florezcan la iniciativa privada y el buen 
gobierno”172. 
 
Además de estas diferencias, la segunda ola del movimiento y desarrollo reconoce de una mejor 
manera “la importancia de la participación activa de la comunidad jurídica del país receptor –jueces, 
abogados, funcionarios estatales, personal administrativo de la rama judicial, etc. – tanto en la 
planeación como en la ejecución de las reformas”.  
                                                          
172 Cita a DAKOLIAS, Maria, The Judicial Sector in Latin America and the Caribbean, Washington D.C., The World 
Bank, 1996. p. 69 
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3.6 El caso colombiano y comprensión 
De acuerdo con James A. Gardner173 los programas de reforma a la educación legal que impulsó el 
Movimiento Derecho y Desarrollo, su historia, estructura y personalidad, fue diferente en cada caso. 
De esta manera, puede observarse que en algunos países los programas de reforma se pusieron en 
marcha dentro de una u otra escuela de derecho (Costa Rica y Perú), a través de la asociación de varias 
escuelas de derecho (como en Chile y en Colombia), o a través de un centro de investigación que 
pudiera influir en la educación legal “desde afuera” (Brasil y luego Chile), y su estructura y énfasis era 
diferente. Sin embargo, de manera común se enfrentaron a la tradición de derecho civil y abrazaron 
una lógica común de asistencia. 
 
Así se hace referencia a la manera en que la reforma a la educación legal se dio en lo que, como se 
mencionó antes, era para la época una autoritaria Brasil174, una cambiante Chile, y una “democrática” 
Colombia. Para el caso colombiano, como sucedió en Brasil y en Chile – aunque con diferencias, se 
llevaron a cabo proyectos de reforma a la educación legal en el año de 1969, en el ocaso de la década 
del desarrollo y en el marco de los programas de asistencia para la reforma de la educación legal en 
América Latina.   
 
En Colombia el programa fue creado principalmente por abogados de la Fundación Ford, con la 
colaboración de los abogados de la AID (Agency for  International Development) y educadores legales 
americanos, en el cual la asistencia legal estadounidense se acompañó del implícito trasplante de  
modelos jurídicos americanos.  
 
En 1967 William Cotter, representante de la Fundación Ford, y Derek C. Bok, consultor de la misma 
fundación, además de entonces Decano de la Facultad de Derecho de Harvard, visitaron ocho 
facultades de derecho en Colombia con el propósito de observar las posibilidades del apoyo  de la 
Fundación.  
 
Como resultado, se presentó un informe que hizo énfasis en cuatro puntos relacionados con la 
enseñanza del Derecho en Colombia175, y que hacían referencia al reconocimiento generalizado de sus 
dificultades respecto de su currículo, instalaciones, metodología e investigación (1), a la conciencia que 
de ello tenían decanos y profesores de derecho, generándose “al menos en algunas escuelas, un 
aparente deseo de cambiar y mejorar” (2), frente a los cual “muchos abogados y profesores de 
derecho” tenían expectativas en la conveniencia de los métodos de enseñanza empleados en las 
escuelas de derecho de los Estados unidos, para mejorar las prácticas jurídicas en Colombia (3), 
apoyado en un ambiente favorable entre “colombianos influyentes”, que consideraban la relación entre 
una Fundación que buscaba ayudar al desarrollo social y económico del país y la asistencia a la 
educación jurídica y la investigación (4). 
 
De las dieciséis facultades de derecho de entonces, la Fundación se enfocó en cuatro que consideró 
estaban interesadas en el cambio y tenían la organización y recursos necesarios para asumir un 
                                                          
173 GARDNER, James A. Legal Imperialism. American Lawyers and Foreign Aid in Latin America. The University of 
Wisconsin Press. 1980. p. 60. 
174 Cuyo proceso fue impulsado por el CEPED, Centro de Estudos e Pesquisas no Ensino do Direito, el cual se 
pretendía operara como un caballo de Troya (Trojan colt) inserto en el sistema de educación legal.  
175 Ibíd. p.192 “(1) Colombian legal education is widely admitted to be defective in curriculum, facilities, methodology, and research. 
(2) At the same time there is a fairly broad awareness of these problems among the law deans and professors and, at least in a few 
schools, an apparent desire to change and to improve. (3) Many lawyers and law teachers-including all of those who have studied in 
the United States - feel that the methods of teaching employed in U.S. law schools would represent a real improvement over current 
practices in Colombia. (4) Knowledgeable and influential Colombians - including ex-lawyers and persons not practicing law - believe 
that assistance to legal education and research deserves a high priority from a Foundation seeking to assist the social and economic 
development of the country.”.  
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programa de reforma de la enseñanza del derecho, las Facultades de Derecho de las Universidades de 
Antioquia, Cauca, Externado, Nacional, a las que posteriormente se une la recién creada facultad de la 
Universidad de los Andes. Entre estas cinco facultades surgió a comienzos del año 1969 un programa 
de colaboración muy general de reforma de la educación en Colombia, a partir de algunas pasantías, 
reuniones y apoyos financieros, la Asociación para la Reforma de la Enseñanza del Derecho – ARED, 
el cual se constituyó como el vehículo para la asistencia legal americana de reforma a las escuelas de 
derecho.  
 
De manera similar a la manera en que se desarrolló el programa en Chile, ARED buscaba cumplir 
principalmente con cinco objetivos176:  
 
1. Lograr un “salto cualitativo en el rigor analítico y la pertinencia social de la educación en Colombia”, 
de manera que aunque inicialmente solo se involucraron cinco facultades la pretensión era que con el 
tiempo se vincularan las demás facultades.  
 
2. Vincular de una manera más estrecha a profesores y estudiantes de derecho con la “problemática 
real de la legislación colombiana, particularmente a través de la investigación empírica y las actividades 
estudiantiles, tales como la asistencia jurídica”.  
 
3. Lograr que a partir de un compromiso social de las cátedras de los docentes se analizaran las 
políticas públicas y se generaran “alternativas de soluciones jurídicas a las apremiantes necesidades 
sociales”, de la mano con los organismos estatales.  
 
4. En algún sentido, formar una comunidad académica sólida entre las facultades de derecho que 
propendiera por la reforma a la enseñanza del derecho.  
 
5. Influenciar no solo las facultades de derecho, sino tener impacto social mediante la publicación de 
los resultados de las investigaciones y de otros materiales jurídicos. 
 
De tal manera, es posible indicar que se habían trazado objetivos que iban más allá de la reforma en la 
educación legal, se pretendía en consonancia con los fundamentos teóricos arriba expuestos, lograr 
además un cambio social. Sin embargo, los grandes objetivos sociales de la reforma que relacionaban el 
papel de los abogados y del derecho en el cambio social en general, no se abordaron profundamente 
por ARED, sino que se incorporaron por referencia a los principios de las reformas de la asistencia 
jurídica estadounidense177. 
 
Para el año 1969, las dudas relacionadas no solo con la asistencia legal estadounidense sino también 
con "la reforma de la educación legal" crecieron desde las mismas oficinas de la Fundación Ford. A 
partir de la declaración de objetivos ambiciosos de ARED se exponían importantes cuestionamientos a 
los conceptos más básicos, tales como "relevancia social", "problemas reales", y "las apremiantes 
necesidades sociales", pues ya se veía la insuficiencia de limitarse a plantearlos requiriendo además ser 
definidos, para los cual era necesario contar con marcos propios contextuales y no solo 
                                                          
176 Ibíd. p.193-194 “(1) To achieve a quantum jump in the analytical rigor and social relevance of legal education in Colombia (we 
hope the reforms at the five participating schools will eventually spread to the remaining 12 or 13 Colombian schools)... (2) To bring 
law students and teachers into closer contact with real problems of Colombian law, particularly through empirical research and 
student activities such as legal aid. (3) To make law teachers more sensitive to the public policy implication of their substantive areas 
in the hope they and their students will generate alternative legal solutions to pressing social needs. This should be done in close 
collaboration with the agencies of the Colombian government (4) To reinforce and extend the cooperative efforts of Colombian law 
schools interested in reform... [and] (5) To assist in the publication of relevant research results and other legal material in part to 
extend the program's impact beyond the law schools to the practicing bar". 
177 Ibid. p. 194. Se afirmó: “The possible contribution to Colombian life which can be expected from a program aimed at the 
reform of legal education has been stated elsewhere and need not be elaborate here". 
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trasplantados178, empezando entonces a advertirse la necesidad de abandonar las definiciones 
etnocéntricas179.   
Cotter salió en defensa de ARED, reconociendo que pese a la existencia de algunas limitaciones 
constituía un importante avance, al proponer a profesores y estudiantes de derecho que estudiaran la 
sociedad para determinar el funcionamiento real de la ley - y no la relativa del Código -, y para hacer 
frente a las realidades y a problemas reales, reconociendo sus propias "necesidades sociales", y 
estimando que la falta de reconocimiento de defectos evidentes del sistema, y no la falta de interés en 
los métodos o a la falta de una ideología conocida, era lo que explicaba la falta de reforma efectiva del 
sistema. Esta consideración fue calificada por Gardner como ingenua y sesgada, además de no dar 
suficiente respuesta a la ambigüedad existente entre los objetivos fijados y el programa de ARED que 
no estimulaba un contenido propio de estudio.  
 
Aunque la continuidad de la financiación se justificó en proporcionar herramientas de investigación 
que permitieran iniciar el estudio particular, el resultado del movimiento fue la formación de ARED y 
la formulación de un plan de reforma multifacética. De la mano con ARED se realizaron proyectos 
específicos de reforma en las universidades, seminarios con apoyo de profesores extranjeros, cursos de 
entrenamientos para bibliotecas en Derecho, publicación de textos, nuevos materiales de enseñanza e 
investigación, y recursos para entrenamientos a jueces y abogados practicantes. Individualmente las 
escuelas de derecho implementaron programas que implicaron el envío de jóvenes profesores en el 
extranjero para estudios de postgrado, el desarrollo de nuevos materiales de enseñanza y apoyo a la 
investigación de los profesores y estudiantes, la modernización de su biblioteca y comprometer a los 
estudiantes en proyectos de acción fuera del aula. 
 
De esta manera, ARED como concretización de las propuestas del Movimiento Derecho y Desarrollo 
en Colombia, fue influenciada de manera importante por la lógica de la asistencia legal Americana, 
pero avanzó en algunos aspectos por la experiencia de Brasil y de Chile. De esta manera, se estableció 
dentro de sistema legal colombiano, y trabajó a través de una asociación de varias escuelas de Derecho.  
 
Pese a esto, ARED no tuvo un desarrollo exitoso180, ante lo cual conviene analizar las razones. Según 
Gardner, aunque la racionalidad de ARED parece indicar una mayor preocupación en la investigación 
del Movimiento Derecho y Desarrollo, pretendiendo ir más allá de un enfoque exclusivo en la 
metodología para una estrategia de reforma más ambiciosa y diversa, sus avances fueron más ilusorios 
que reales debido a que en realidad primó una mentalidad y una estrategia de asistencia legal, siendo 
muy superficial ante las demandas sociales.  
 
Aún en lo que ARED se centró, en la reforma de la educación legal, fracasó en la medida en que en 
lugar de extenderse a otras facultades, finalmente algunas que inicialmente hicieron parte del proyecto 
terminaron retirándose. De otro lado, aunque ARED apoyó al desarrollo de las bibliotecas de 
facultades de derecho, esto no tuvo real incidencia en la enseñanza del derecho pues los libros fueron 
poco usados por docentes y estudiantes.  
 
Mientras que ARED pretendía ser más profunda en su propuesta de cambio metodológico y 
curricular, según Trazegnies y Weinreb se evidenció la influencia superficial de ARED en la medida en 
                                                          
178 Ibid. p. 194. Kalman Silvert, Asesor de la Fundación Ford en el Programa de Ciencias Sociales, afirmó "Social 
relevance", after all, may be defined as work conductive to the growth of a harmonious corporate state. "Real problems" may be 
defined as how to maintain the present system of privilege in Colombia and prevent effective opposition to it”. 
179 Silvert advierte “I suggest  some sophistication and caution in theses matters, lest at time for evaluation we find that we must 
make puny excuses for not doing what was impossible all along... we should take care to refine our ideological judgments and reduce 
the ethnocentrism that very often accompany academic relations only with American scholars (We should give close) attention to the 
content of the program instead of its form alone”. 
180 Para algunos su único logro evidenciable en Colombia fue el servir de fundamento al desarrollo de 
Consultorios Jurídicos.  
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que no existió un intento serio para reducir la rigidez en estos aspectos. ARED intentó desarrollar 
materiales de enseñanza, de manera que con la lectura previa de los estudiantes se realizaran clases 
activas y con el estudio de casos, y aunque algunos materiales de hecho se desarrollaron, según 
Trazegnies y Weinreb los materiales representaron cambios más en la forma que en el contenido, en la 
medida en que no parece haber dado lugar a un cambio de los estados de los temas, ni producido un 
cambio significativo hacia la presentación de la ley como de textura abierta, de manera auto-reflexiva, o 
en desarrollo, en lugar de un cuerpo fijo de la doctrina a memorizar.  
 
ARED contribuyó a reforzar los programas de apoyo de estudiantes a la justicia gratuita para los 
pobres, especialmente en la Facultad de Derecho de la Universidad de los Andes, sin embargo el 
diseño de esos programas fue en general prosaico y hubo cierto escepticismo a la contribución de esos 
programas para la formación jurídica. De esta manera se concluye que de acuerdo con los ambiciosos 
propósitos de ARED la estrategia de reforma de las facultades de derecho fue un fracaso.  
 
Pero además, la experiencia de ARED fue también decepcionante desde las diversas modalidades de 
asistencia legal estadounidense. Los profesores de derecho visitantes fueron lanzados en el papel 
vagamente definido de agentes generales de la reforma ARED, lo que se sumó a que en general su 
presencia no fue bien recibida. De esta manera, la reforma fue más bien impulsada por los docenes 
que se desplazaron a Estados Unidos y regresaron, pero por la pronta desintegración de ARED no fue 
posible mantener las expectativas sobre el desarrollo de un núcleo de abogados colombianos 
entrenados en la reforma. Por otro lado, los programas de intercambio fueron criticados por selectivos 
y faltos de coherencia, al carecer de objetivos claros, lo que conllevó a considerar que el programa de 
intercambios de ARED fue improductivo. 
 
Por estas razones no es extraño que ARED no lograra difundir el método socrático, el método activo, 
y no se diera la reforma metodológica deseada. El importante optimismo inicial con el que se 
implementó ARED no logró consolidarse. Esta situación, como en general se ha aceptado, obedece al 
error de haber enfatizado excesivamente los asuntos de carácter metodológicos, sin tener en cuenta 
que las reformas fueron superficiales y encontraron fuertes resistencias en la cultural legal local.  
 
En Colombia, la profesión legal y el sistema de educación legal era altamente estratificado y 
diferenciado, por lo que la recepción de ARED era diferenciada. Cada actor del sistema veía en ARED 
el cumplimiento de diferentes objetivos: para algunos miembros jóvenes de las facultades de derecho 
fue una oportunidad para aumentar su carga y mejorar su retribución económica, para algunos 
estudiantes las reformas servían para reestructurar la cultura legal conservadora, pero para muchos 
otros era un reformismo inútil, una respuesta superficial a la demanda de un cambio que no tenía 
efectos prácticos en las instituciones colombianas.  
 
De otro lado, ARED encontró resistencia entre los practicantes y los profesores del derecho, pues 
para ellos el sistema de educación legal existente era gratificante, en términos de prestigio, contactos y 
remuneración. Como en Brasil y en Chile, en Colombia los modelos educativos y metodológicos de 
ARED fueron rechazados, de tal manera que para los principios de 1970 ARED murió 
silenciosamente, dejando tras sí un diálogo respecto de la educación e investigación jurídicas.  
 
Mientras que en Brasil y Chile el modelo del Profesional Estadounidense y los modelos conceptuales 
encontraron algún grado de recepción, rechazando los modelos metodológicos y educativos, en 
Colombia no se adoptaron en el mismo sentido estos modelos. Eso se explica porque, aunque como 
en Brasil y en Chile los abogados colombianos se enfrentaban a la creciente competencia de las nuevas 
ciencias sociales y profesiones tecnocráticas, los abogados en Colombia tenían un rol definido que los 
diferenciaba.  
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Las nuevas carreras que emergían disputaban los trabajos en los sectores públicos y privados, y los 
abogados enfrentaban nuevo retos pues con el considerable aumento en el número de profesionales se 
discutía la calidad de los programas y el prestigio de los profesionales. Ese contexto parecía ofrecer un 
buen entorno para aceptar el instrumentalismo legal y el rol del abogado como ingeniero social. No 
obstante, a diferencia de lo sucedido en Chile y Brasil, la cultura jurídica colombiana era diferente, y 
estas diferencias llevaron a la resistencia y el rechazo hacia el final de los modelos profesionales y 
jurisprudenciales transferidos a través de ARED. 
 
En Colombia, muchos abogados dedican gran parte de su tiempo a la práctica del derecho, al tiempo 
que tienen gran participación en el sector público en que ocupan importantes posiciones, por lo que en 
general no enfrentan problemas de desplazamiento de sector público y la práctica privada, son 
retribuidos y tienen campo de acción tanto en el sector público como en el privado. Este lucrativo 
monopolio en la práctica de derecho fue asegurado por el profesional del derecho desde el mismo 
texto constitucional, de manera que los intereses inmediatos de los abogados de Colombia se sirven de 
los patrones existentes de la práctica privada y el empleo del sector público dentro del sistema 
democrático de Colombia, por lo que no era agresiva la amenaza de su desplazamiento por otras 
profesiones siendo innecesario asumir un nuevo rol a partir de la ingeniería social o el 
instrumentalismo legal.  
 
A esto se sumó otro elemento de la cultura legal colombiana decisivo para rechazar los modelos 
americanos. El rol del abogado en el sector público se definía a partir de términos formales y 
doctrinales tradicionales: como guardián del orden legal, en tránsito a la más lucrativa práctica privada 
del derecho (cita a Lynch). De esta manera el deseado Desarrollo se lograba a través del marco legal y 
de los procedimientos para delimitar el poder gubernamental, pero pensando a través de esta 
experiencia llegar a la práctica privada que era mejor remunerada. La tensión entre la función de 
controlar el poder y la de ser administradores de un proceso de implementación de políticas públicas, 
llevó a que su tarea fuera más de corte formalista. La necesidad de desenvolverse en los dos campos 
hacía que los abogados insertos en el gobierno tendieran a enfatizar el papel antiguo y los modos de 
razonamiento formal, consistente con su identificación a largo plazo con los papeles legales en el 
sector privado.  
 
Estos dos elementos se unen a un tercero, relacionado con las fallas inherentes a la manera como fue 
concebido ARED y que se referían a su percepción, estrategia e implementación. De esta manera, si 
no era de esperar que la ingeniería legal y el instrumentalismo legal emergieran espontáneamente por 
las características de la cultura legal colombiana, tampoco era de esperar que estas prácticas y 
concepciones fueran efectivamente introducidas por la asistencia legal americana tal como se había 
planteado ARED. Un cuarto elemento que explicaría el fracaso en el cumplimiento de los objetivos de 
ARED tiene que ver con la oposición política que veía en su desarrollo la implementación de un 
intervencionismo norteamericano.  
 
En suma, ARED no tuvo en cuenta una noción de derecho que introdujera también los actores del 
campo jurídico que estaban dispuestos a defender su capital.  
 
Conviene hora recapitular algunos elementos fundamentales.  
 
De acuerdo con los resultados del estudio del Movimiento Derecho y Desarrollo, el derecho debía ser 
un instrumento de cambio social, considerando que en América Latina no sólo no había cumplido esta 
misión, sino que, muy por el contrario, se constituía en un obstáculo. Esta situación podría 
comprenderse a partir de la noción de derecho existente. La tendencia al trasplante de modelos, que no 
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tiene en cuenta las previsiones a las que ya se aludió y que son expuestas por Peter Evans181, sumada a 
una noción formalista del derecho que determinaba la estructura de su enseñanza, haciéndola 
altamente tecnicista, y a la limitación sobre los alcances del orden jurídico, explicaba ese negativo 
balance.  
 
No resulta extraño que este balance tuviera tan negativa connotación, pues se trataba de examinar con 
la óptica de investigadores pertenecientes a una tradición anglosajona el derecho y su enseñanza en un 
contexto en el que predominaban características de una tradición civil o continental europea182. Sin 
embargo, esto no implica desconocer que las problemáticas existían, como existen ahora, y que se 
hacían necesarios algunos cambios, implica retomar la discusión introducida por Merryman183, en que 
resulta necia la pregunta respecto de si es mejor una u otra tradición, y remite mejor a preguntarse por 
si las legítimas demandas de una sociedad determinada son o no respondidas adecuadamente.  
 
Esta consideración se basa en un concepto de derecho como instrumento, determinado por las 
demandas de la sociedad, que se aparta completamente de un concepto propio del formalismo desde el 
cual, por el contrario, consideraba la realidad determinada por el derecho mismo. Cada uno de estos 
conceptos determina en algún sentido la manera en que es estructurada la enseñanza del derecho. La 
propia del formalismo, como se observó en el primer capítulo, adolece de diversos problemas. Pero se 
sostiene en esta tesis que la estructurada en un concepto instrumental del derecho no deja de presentar 
también diversos inconvenientes.  
 
Las dificultades en la implementación de las propuestas del Movimiento Derecho y Desarrollo 
mostraron que no es posible tomar el derecho como un esquema legitimador, carente de contenido, 
sino que además de poseerlo es determinado por la sociedad en que se desarrolla y por los agentes del 
campo, que en general se reconocen como operadores jurídicos. La enseñanza del derecho desprovista 
del contenido jurídico propio, compuesto por sus particularidades, tampoco sería una opción ante la 
situación problemática, o crítica si se considera, de la enseñanza del derecho. 
 
Ahora bien, como destaca César Rodríguez184 una segunda ola del Movimiento Derecho y Desarrollo 
parece muy actual. Esta segunda ola, sin embargo, considera superar los inconvenientes de su 
antecesora centrándose en las instituciones, la manera concreta como el derecho contribuye al 
desarrollo, y dejando de lado su preocupación por la manera en que se desarrolla la enseñanza del 
derecho califica el desarrollo como “crecimiento económico”. En esos términos, el derecho debe ser el 
instrumento para proveer las condiciones institucionales necesarias tendientes lograr el crecimiento 
económico, una lógica altamente pragmática que desconoce valores democráticos y constitucionales 
que son fundamentales.  
 
En esta lógica ¿qué significaría enseñar y estudiar derecho?; si se ha hecho referencia a las críticas a la 
enseñanza del derecho cuando éste es considerado como un sistema coherente, claro y completo, ¿qué 
implicaciones tendría enseñar el derecho cuando este solo es un marco de condiciones institucionales 
                                                          
181 EVANS, Peter.  Desarrollo como Cambio Institucional: Las Trampas de Monocultivo y los Potenciales de 
Deliberación (Development as Institutional Change: The Pitfalls of Monocropping and the Potentials of 
Deliberation). En: Studies in Comparative International Development (SCID). Volume 38, Number 4, DOI: 
10.1007/BF02686327.  
182 Pese a la dificultad de categorizar de manera absoluta los países de América Latina en la tradición del derecho 
civil, pues algunos rasgos no son propios de ella, es posible afirmar que varias de las características generales de 
esa tradición se cumplen en estos países. Pese a la discusión sobre la actualidad o no de sus presupuestos es 
posible confrontar algunas características señaladas en MERRYMAN, John Henry.  La tradición jurídica romano 
– canónica (título original: The Civil Law Tradition. An Introduction to the Legal Systems of Western Europe 
and Latin America). Traducido por Carlos Sierra. México: Fondo de Cultura Económica, 1971. 
183 MERRYMAN. Op. cit. Tres Tradiciones jurídicas. Citado en el punto 3.4. 
184 Citado en el punto 3.5 
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dependiente del crecimiento económico? Esto explicaría la poca importancia que para esta segunda ola 
del Movimiento tiene el estudio y desarrollo de la educación jurídica.  
 
Muy por el contrario, lo que se sostiene en esta tesis es la pertinencia de un concepto de derecho que 
no se ubique en los extremos presentados, sino que reconozca el derecho como un campo social, 
compuesto por actores, privilegios y capitales, que al tiempo que de desenvuelven en categorías 
propias de derecho en la medida en que se disputan “la interpretación de las formas jurídicas y la 
visión legitimada de derecho y sociedad”, se desenvuelven en un determinado contexto. Si la 
enseñanza del derecho fundamentada en una concepción formalista conllevaba diferentes 
problemáticas, la opuesta basada en una concepción instrumental carente de contenido propio 
probablemente conllevaría en sí misma a su fin.  
 
De esta manera la discusión sobre la enseñanza del derecho que ve como amenaza fundamental los 
presupuestos del formalismo jurídico acompañados de su noción limitada del derecho, debería 
acompañarse con el análisis de las problemáticas que surgen de considerar al derecho a partir de una 
visión instrumentalista del derecho que desconoce su contenido.  
 
Resulta pertinente hacer mención a los retos a los que se refiere el, tantas veces citado, profesor 
chileno Carlos Peña González.  
 
El primero de ellos se refiere a redibujar las relaciones de la profesión jurídica con el estado y lo estatal. 
La participación de nuevos actores protagónicos en el escenario hace que el derecho asuma la defensa 
de valores públicos más allá de las determinaciones del estado, de manera que enseñanza del derecho 
no sea “una cuestión disciplinaria (como un arreglo de compromiso entre las diversas disciplinas que, 
en su conjunto, configuran al currrículum de las escuelas)” sino una “cuestión atingente a la 
concepción que acerca del derecho inspira a quienes se desempeñan en las escuelas de derecho”.  
 
En segundo lugar, la enseñanza del derecho debe dirigirse a posicionar adecuadamente las destrezas, 
en cambio de la transmisión de conceptos, lo cual no se traduce en el reemplaza del “cielo de los 
conceptos” por el “activismo centrado en las destrezas, carente de una explícita orientación teórica”.  
 
Por este motivo, un tercer reto es “la necesidad de que los planes de estudio del derecho no hagan 
abandono de la orientación dogmática que, inevitablemente, han de poseer”. En cuarto lugar, será 
necesario “favorecer la creación de comunidades académicas a cuyo cargo esté el diseño y la 
orientación de la enseñanza legal. Una comunidad académica, es un cuerpo de académicos 
profesionales dedicados, de manera preferente o exclusiva, a la investigación y la enseñanza del 
derecho”. Este reto se liga de manera íntima con la necesidad de fomentar la investigación jurídica.  
 
Según Peña González es erróneo considerar que “los juristas deben simplemente promover intereses 
o, en cambio, nada más describir hechos”, afirma “la verdad, en cambio, no parece encontrarse en 
ninguna de las precedentes alternativas. El debate legal es parte de una práctica social que produce 
instituciones y crea compromisos políticos y morales que, como los personajes insurrectos de una 
novela, atan a sus propios autores. No hay que creer, por cierto, que la doctrina jurídica es una 
descripción fiel y completa del conjunto de todos los hechos jurídicos posibles; pero tampoco hay que 
creer que el entramado de conceptos es una simple huída de la realidad, porque, ya lo vimos, no existe 
ninguna realidad jurídica existente de manera autónoma del discurso que la nombra”.  
 
“El dilema no consiste en huir de la realidad o acercarse a ella; el dilema consiste, más bien, en 
constituir la realidad política y moral a la que aspiramos o, en cambio, en aceptar la realidad política y 
moral que han constituido otros, una realidad que, suele ocurrir, resulta inferior a nuestros deseos.”.  
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Se ha afirmado que las medidas que se enfrentan a la problemática del derecho y que son puramente 
normativas se asocian a una concepción formalista y por ende limitada del derecho. Ahora bien, 
aquellas medidas que creyendo en el derecho como un instrumento de cambio social, lo plantean 
desprovisto de contenido o de éste moldeable a las condiciones económicas, carecen de una noción de 
derecho que vincule adecuadamente todas las características que lo definen y resultan ser igualmente 
problemáticas.  
 
De esta manera, en el capítulo siguiente se pretenden retomar algunos aspectos esbozados que 
constituyan un aporte a los retos que afronta la enseñanza de derecho en la actualidad.  
 
 
  
 
4. Capítulo 4. Perspectivas 
En los capítulos anteriores se ha sostenido que la discusión actual respecto del diagnóstico y los retos 
que se exponen frente a la enseñanza del derecho en Colombia no puede desconocer la discusión 
relacionada con el concepto del derecho en que ésta se fundamenta. Existen retos relacionados con el 
diseño curricular de los programas de derecho, con la metodología de su enseñanza y evaluación, con 
la manera en que se organizan y funcionan las facultades de derecho, con situaciones contextuales - 
como el modelo de estado y la globalización, así como otras particulares, pero en ellas existe una 
incidencia del concepto del derecho predominante. Necesariamente, así habrá que empezar por revisar 
y analizar cuál significado se asigna al derecho que es enseñado.  
En este sentido, como se ha reseñado han sido retiradas las críticas a la enseñanza del derecho que se 
fundamenta en un concepto del derecho propio de corrientes formalistas del derecho. Pero, al tiempo 
un concepto instrumental del derecho, desprovisto de un contenido fundamental que además 
desconozca la sociedad en que se desarrolla, sería más que riesgoso. Se ha propuesto en este sentido 
considerar la conveniencia de un concepto de derecho que involucre tanto la lógica interna del  
derecho - sus actores y capitales -, como las condiciones externas en que se desenvuelve, de manera 
que ninguna de las dos condiciones sea de exclusiva determinación.  
Los retos que se exponen resultan no ser de competencia exclusiva de las facultades de derecho, en la 
medida en que no se trata solamente de formular modificaciones curriculares o pedagógicas - sin 
desconocer la importancia que ello reviste -, de manera que ante un negativo diagnóstico de la 
problemática de la enseñanza del derecho será necesario que las diferentes autoridades asuman la 
responsabilidad compartida que a este respecto cabe. En este sentido, tampoco parece ser suficiente 
una salida normativa en uso de la potestad estatal.  
Como se ha mencionado, Rogelio Pérez Perdomo advierte que, ante la situación planteada de la 
enseñanza del derecho, posiblemente funcionarán al tiempo tres grandes tipos de escuelas. Unas que 
por su reciente creación probablemente serán asequibles al  cambio, y ofrecerán “una educación 
jurídica diferente”. Escuelas de mayor tradición y con “prestigio sólido”, serán probablemente más 
renuentes al cambio, el cual se logrará de modo más fácil “en los márgenes (por ejemplo en cursos 
electivos o de postgrado) para causar menos resistencia”. Otras escuelas se crearán “con el menor 
esfuerzo posible y sin ninguna atención por la calidad académica”, en aras solo del beneficio 
económico, cuyos egresados “prácticamente están excluidos de la entrada a los segmentos más 
apetecidos de la profesión jurídica y sólo unos pocos pueden superar el hándicap gracias a una 
inteligencia o habilidad poco comunes”.  
En esta perspectiva no resultarán problemáticos los índices de cobertura, pero sí de calidad, que no 
son tan fácilmente medibles en cuanto a la formación jurídica se refiere.  
Desde un marco normativo estatal se han implementado controles en la calidad de los programas, de 
la formación de estudiantes y de los egresados. La innegable importancia que las mediciones en este 
sentido tienen también ha ocupado a las universidades.  
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Según lo expuesto en los capítulos anteriores, desde 1970 se han propuesto medidas de cambio de 
frente a la enseñanza del derecho, las cuales implican fomentar la “educación interdisciplinaria, 
centrada en problemas y en los estudiantes”, lograr el “predominio de la clase con participación activa 
de los estudiantes”, de donde se derive “la importancia de la clínica jurídica, la negociación y otras 
actividades dirigidas a ‘aprender a hacer’”185, con un aumento en el enfoque en la ética. Lo que se 
propone ahora es abordar la problemática partiendo de la discusión sobre la noción de derecho 
existente, que en sí misma involucre a la sociedad en que se desarrolla y no se refiera solamente a la 
manera técnica en que se formula e interpreta el derecho. Mejoras en política educativa para la 
renovación académica, especialmente mediante procesos de evaluación, también son destacables.  
A estas propuestas de cambio se suma la mayor importancia que en la actualidad reviste  el 
“intercambio de experiencias universitarias”, los cuales no se centran de manera exclusiva en 
universidades europeas, sino que incluyen universidades norteamericanas “especialmente entre los 
estudiosos del derecho constitucional, y en algunas universidades privadas más nuevas, que intentan 
introducir modelos de enseñanza jurídica de raíz anglosajona”.  
Sin embargo, de la mano con lo expuesto por Juny Montoya, es necesario revalorar lo que parece ser 
una odiosa distinción entre Centro y Periferia, que ha logrado influenciar desde los planes de estudio 
hasta la conciencia jurídica de la sociedad. Una visión sistémica del derecho y de su enseñanza 
permitiría analizar de una manera más adecuada sus problemáticas y retos, de manera que como Diego 
López Medina lo menciona el derecho no se tenga ya como la “aplicación de normas singulares a casos 
concretos”, sino como aquello que “opera en redes o subredes de normas, principios y estándares 
relevantes, con intensas relaciones inter-normativas y con la experiencia clara de poseer autonomía 
frente a otras redes de relación social que se perciben como diferentes”. 
Comprender el derecho y su enseñanza a partir de la visión sistémica implica reconocer que, como tal, 
se desenvuelven en un entorno e interactúan con otros sistemas que obedecen a distintas lógicas y 
tienen otros lenguajes, no los definen a manera de interpretación única186.  Cada sistema al relacionarse 
con su entorno se desempeña de alguna manera, esto es, responde a un Qué, lo cual se enmarca en el 
ámbito de sus competencias. Diferente cuestión puede analizarse cuando se observa la manera en que 
actúa, la respuesta a un Cómo, que lo relaciona con sus capacidades. Estos dos aspectos, lo que hace el 
sistema y cómo lo hace, se complementa con un cierto repositorio de experiencia, con una memoria, 
que incide en su funcionamiento.  
La problemática de la enseñanza del derecho, comprendida así, puede analizarse respecto de su Qué, 
de su Cómo, o de la cultura o tradición en que se desarrolla. En este sentido, lo que se propone es que 
lejos de una visión segmentada se analice la interacción de cada uno de estos aspectos, de manera que 
analizar la enseñanza del derecho no se limite a observar la manera en que se desempeña en el entorno, 
ni a cómo lo hace, ni exclusivamente se explique a partir de la correspondencia a la cultura o tradición 
jurídicas en que se desarrolla y que la incide, sino que se involucren estos factores de manera conjunta. 
Cuando se pondera uno u otro elemento por sobre los demás se obtendrán aproximaciones 
diferenciadas a las problemática de la enseñanza del derecho.  
                                                          
185 “Educación legal clínica: la revolución de la práctica jurídica”. En: Revista Ámbito Jurídico, 14 al 27 de 
febrero de 2011. LEGIS, Bogotá D.C., Colombia. En la Revista Ámbito Jurídico se publicó este año un artículo 
relacionado con la oportunidad y conveniencia de las Clínicas jurídicas, originadas en el marco del realismo 
jurídico norteamericano como allí mismo se cita. Se afirma “Entender que el Derecho no puede aislarse y que a 
veces los mejores resultados se obtienen al pasar rápidamente de la teoría a la práctica es el enfoque de trabajo 
que están eligiendo las universidades, para hacer de la práctica jurídica un ejercicio real de preparación de sus 
estudiantes para la vida profesional”.  
186 Aunque existen marcadas diferencias entre las teorías de sistemas abiertos y cerrados, con relación a la manera 
en que los sistemas se relacionan entre sí y con su entorno, interesa en este aparte solamente señalar aspectos 
generales útiles para discusión.  
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Problemáticas y retos que enfrenta la enseñanza del derecho pueden exponerse ante cada uno de los 
factores, de manera que puedan ser consideradas problemáticas sobre las competencias, capacidades o 
tradición a la que pertenece el sistema de enseñanza del derecho, y ante ellas puedan proponerse 
diferentes retos. Al tiempo, este sistema se relaciona con otros que también obedecen a un Qué, un 
Cómo y una memoria determinada.  
En este sentido, esta tesis se propone mostrar la pertinencia actual de abordar desde la enseñanza del 
derecho un concepto de “campo jurídico” o de “sistema jurídico”, pero no relacionado a la unidad a 
manera de ordenamiento jurídico, sino relacionado con los presupuestos antes esbozados.  
 
Una manera ilustrativa de explicar lo mencionado puede ser la siguiente: 
 
Gráfico 4-1. Enseñanza del Derecho como sistema 
 
 
 
  
 
 
 
 
En este marco, ni el entorno (las condiciones materiales), ni las condiciones internas del derecho (la 
“lógica” propia del sistema jurídico), ni la tradición jurídica a la que pertenece el derecho (en nuestro 
caso generalmente reconocida como correspondiente a la continental europea o de derecho civil), y su 
enseñanza determinan de manera única y exclusiva la manera en que se da, como tampoco sus 
problemáticas y salidas. Los retos que se exponen a la enseñanza del derecho involucran a varios 
actores e instituciones, no se determinan solo por las condiciones materiales en que se desenvuelve el 
derecho, aunque tampoco lo desconoce.  
De acuerdo con el objeto de la tesis que se presenta, no se pretende hacer mención de los 
presupuestos ni exponer en detalle las posiciones de autores que se ubican en las teorías sistémicas 
(dentro de los que se incluye al citado Gunther Teubner, pero también desde una diferente perspectiva 
a Niklas Luhmann), pero si señalar que la distancia que estas teorías toman tanto del positivismo - que 
considera la existencia de “cajones delimitados de conocimiento” - , como de teorías críticas radicales -
que ponderan altamente la importancia de las condiciones materiales sobre el discurso y el campo 
jurídico - , resulta interesante al momento de abordar la problemática de la enseñanza del derecho187, 
con una incidencia que va más allá de la que, por ejemplo, en el ámbito del derecho penal ya ha tenido.  
                                                          
187 Si bien la educación como tal puede ser tenida como un sistema diferente, en este texto se pretende señalar la 
conexidad pertinente del concepto del derecho en la enseñanza del mismo.  
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Expuesta así la problemática de la enseñanza del derecho, es comprensible que reiteradamente se haya 
relacionado con una situación de crisis (a manera de considerarla “sobre diagnosticada”); sin embargo, 
más allá de calificarla como tal o de rechazar su negativa connotación habrá que señalar el factor o los 
factores relacionales en los que se exponen retos particulares. Confrontar, por ejemplo, las dificultades 
originadas en una tradición jurídica en que se desenvuelve no implica confrontar, por ejemplo, la 
manera en que se desenvuelve en el entorno. Por ende, llama la atención analizar la complejidad de 
este panorama para la discusión, analizando si en realidad las medidas que se han efectuado 
corresponde a esta situación compleja.  
Esto implica una revaluación del concepto de derecho en que se ha fundado la discusión, de manera 
que se evidencie la conveniencia de un concepto que sea coherente con lo expuesto.  
En esta medida, se propone que antes de abordar la discusión sobre lo que se enseña (las materias y su 
organización), se analice la enseñanza del Derecho misma, a partir de su concepto, y solo a partir de 
allí abordar las problemáticas metodológicas y los objetivos de la enseñanza en correspondencia. Ante 
estas tres cuestiones (concepto de derecho en relación con la metodología y objetivos de su 
enseñanza), Rodolfo Vásquez ha considerado188: “Las respuestas que se han ofrecido a estas tres 
preguntas han sido de una gran variedad. Me atrevería a decir que ahí  (universidad, facultad o centro) 
donde se ha tomado plena conciencia del qué, el cómo y el para qué del derecho, se ha podido perfilar 
un “carácter”, una “manera de ser”, que identifica a los mismos profesores y alumnos, y que orienta el 
rumbo de la institución. La variedad de respuestas conforma, sin lugar a dudas, una pluralidad de 
identidades jurídicas.”. 
Este autor se refiere a las más representativas “‘modalidades’ o ‘concepciones’ que se han propuesto 
en la enseñanza del derecho”: “una concepción formalista o positivista ortodoxa del derecho, a la que 
algunos juristas se refieren con la expresión ‘explicación tradicional del derecho’189;… (a) lo que hoy 
día se conoce como concepciones funcionalistas o crítico-realistas… (Y a  una) concepción argumentativa  y 
democrática del derecho”. Por considerarla pertinente al objeto de la tesis y lo expuesto en líneas 
anteriores, a continuación me referiré a su propuesta.  
En lo que Vásquez considera es una Concepción formalista o positivista ortodoxa, “el derecho es 
un conjunto de normas generales o particulares emanadas de los órganos creados al efecto, que 
enseñarlas significa lograr que los alumnos las conozcan, y que esta actividad se encuentra dirigida a 
formar a quienes trabajen con dichas normas, en cualquiera de las diversas profesiones jurídicas”.190  
Esta concepción que “representa la versión decimonónica del derecho desarrollada en Francia a través 
de la Escuela de la Exégesis, en Alemania a través de la Jurisprudencia de Conceptos y en Inglaterra a 
través de la Jurisprudencia Analítica”, tiene gran influencia aún en los siglos XX y XXI, y se caracteriza 
por “la consideración puramente normativa del derecho; el estudio exclusivo de las normas generales, 
particularmente las leyes; la consideración puramente normativa de los órganos del Estado y demás 
sujetos de actuación dentro de los procesos normativos; la discusión de los temas de estudio mediante 
las opiniones de los profesores o investigadores del derecho (juristas); [...] la ausencia de consideración 
de los que suelen denominarse las ‘fuentes reales’ del derecho; la falta de historicidad para la 
identificación o explicación de las normas jurídicas...”191.  
                                                          
188 VÁZQUEZ, Rodolfo. Modelos teóricos y la enseñanza del derecho. Departamento Académico de Derecho, 
Instituto Tecnológico Autónomo de México (ITAM). México 2005. 
189 Cita a COSSÍO, José Ramón. Cambio social y cambio jurídico. ITAM-Miguel Ángel Porrúa, México, 2001, 
pp. 294 ss.  
190 En cita a BÖHMER, Martín F. (comp.). La enseñanza del derecho y el ejercicio de la abogacía. Gedisa, 
Barcelona, 1999, p. 15.  
191 COSSÍO, José Ramón. Op. cit., p. 294.  
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De acuerdo con Norberto Bobbio192, el Positivismo Jurídico puede entenderse (i) a partir de una 
aproximación o un enfoque “metodológico”, que se caracteriza por asumir frente al derecho “una 
actitud a-valorativa u objetiva o éticamente neutral; es decir, que acepta como criterio para distinguir 
una regla jurídica de una no jurídica la derivación de hechos verificables... y no la mayor o menor 
correspondencia con cierto sistema de valores”. De esta manera “el estudio del derecho es entendido, 
entonces, desde una perspectiva descriptivista. Cualquier introducción valorativa vulneraría la 
pretensión de cientificidad y convertiría a la ciencia jurídica en ‘política jurídica’, es decir, en un 
conocimiento de tipo prescriptivo.”   
El Positivismo también puede ser entendido (ii) como “teoría”, por su parte, presenta un derecho 
coactivo (“un sistema de normas que se aplican por la fuerza o cuyo contenido es la reglamentación 
del uso de la fuerza”), imperativo, supremo (“la ley sobre las otras fuentes del derecho y la reducción 
de estas últimas a fuentes subordinadas o aparentes), pleno (“ausencia de lagunas y de coherencia o 
falta de antinomias”), y donde la actividad del jurista o del juez es una “actividad esencialmente lógica 
o aplicación mecánica de la norma bajo el criterio de subsunción”.  
Finalmente, (iii) el Positivismo Jurídico como “ideología” “asume la creencia en ciertos valores y 
confiere al derecho que es, por el sólo hecho de existir, un valor positivo... un positivista puede 
argumentar a favor del valor positivo del derecho bien sea, haciendo coincidir el juicio de justicia o 
injusticia de las leyes con el juicio sobre su validez o invalidez; o bien, mostrando que la sola existencia 
del derecho, independientemente del valor moral de sus reglas, sirve para la obtención de ciertos fines 
deseables como el orden, la paz, la certeza, la justicia legal. Con cualquiera de las argumentaciones, lo 
que se concluye es que la obediencia a las normas jurídicas es un deber moral. Sea por su validez o por 
la preservación de “valores intrajurídicos”, el derecho debe ser obedecido no sólo por temor a la 
sanción sino por deber moral.”. 
En este concepción, la enseñanza jurídica se caracteriza por limitarse a que los estudiantes conozcan y 
expliquen el contenido del ordenamiento jurídico, y lo reproduzcan con la mayor claridad posible (por 
las características vistas desde el punto de vista metodológico), por lo que de desestima la discusión 
crítica y la investigación empírica o normativa. Según Böhmer en este sentido “No deben sorprender la 
carencia de aulas que permitan un diálogo al estilo de los seminarios, la falta de espacios para el debate 
y la inexistencia de clases y evaluaciones que tiendan a entrenar en la resolución de casos, en el análisis 
crítico de textos legales, o en la defensa de algún cliente. El diseño del plan de estudios calca el diseño 
del sistema jurídico: un curso para la Constitución, otro para el código de procedimientos civil, dos 
para el código penal, y debido a su extensión, varios para el código civil, etc. Las evaluaciones son en 
general a libro cerrado y con preguntas sobre diversos temas para saber cuánto recuerda el alumno de 
los textos estudiados o si los ha comprendido.193… como consecuencia las bibliotecas contarán con 
gran cantidad de códigos, leyes o comentarios a las mismas, pero carecerán de materiales diferentes. 
La enseñanza del derecho también se caracterizará por presentar profesionales neutrales, que aplican 
con rigidez las normas jurídicas, pues desde el aspecto teórico del Positivismo Jurídico “el supuesto 
teórico que subyace a la idea de la primacía de la ley como fuente del derecho y a la coactividad del 
derecho es el de una autoridad normativa que surge del consenso mayoritario, que se expresa en el 
texto constitucional y en las leyes. La estricta separación de poderes garantizaría la independencia y 
complementariedad de tales instancias de poder.”.  
“Si aceptamos, además, la tesis de una sistematización del ordenamiento jurídico coherente, pleno y 
cerrado, la docencia se convierte en una especie de espejo de un contenido ya dado y prácticamente 
inamovible cuyo cuestionamiento es visto con franca sospecha y recelo. Si esta repetición es la que se 
                                                          
192 BOBBIO, Norberto. El problema del positivismo jurídico. Editorial Universitaria de Buenos Aires, 1965; 
reeditado en Fontamara, México, 1991.  
193  BÖHMER, Martín F. Op. cit, p. 16 
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exige en la enseñanza del derecho, entonces parece claro que no se necesita de docentes profesionales. 
La tarea universitaria se convertiría más en un hobby que en una actividad que demanda una intensa 
dedicación. Para los profesores, la enseñanza del derecho sería una tarea subordinada a la principal que 
es, en general, la de trabajar como abogado o juez. La facultad de derecho no requeriría, en principio, 
de profesores de tiempo completo sino de profesionales del derecho que dedicaran algún tiempo, 
normalmente escaso, a la docencia.”  
A partir del Positivismo Jurídico como ideología se logra la identidad entre validez y justicia de la 
norma jurídica, pues “la sola existencia de la norma exige no únicamente su obediencia jurídica sino 
también moral. El estudiante debe habituarse a repetir, sin criticar o cuestionar, el contenido de las 
normas y a entender que los juicios de orden político o moral deben reservarse al ámbito extra-
universitario. El derecho no anuncia ni denuncia, no es un factor de transformación social. El 
estudiante se va perfilando así con un carácter de tipo conservador.” 
En segundo lugar, en lo que Vásquez reconoce como una Concepción crítico-realista, si bien ésta 
“abarca un conjunto amplio de escuelas y pensadores”194, se centra en la propuesta de los “Estudios 
críticos del derecho” o Critical Legal Studies (CLS), movimiento desarrollado “a partir de una crítica 
interna de la razón jurídica americana de los años sesenta y setenta” que en general se caracteriza 
por:195  
“1. Énfasis en la dimensión histórica y social del derecho entendiendo a este último con una 
autonomía relativa; 2. Defensa de la interdisciplinariedad frente a la exclusividad de la dogmática 
jurídica; 3. Acento en la dimensión política del derecho y del discurso jurídico contra su supuesta 
neutralidad valorativa; 4. Aceptación de la indeterminación del derecho (lagunas y contradicciones 
formales e incoherencias sustantivas) y subjetividad del razonamiento jurídico reforzada con la crítica 
postmoderna; 5. Carácter ideológico del derecho y la necesidad, como sostiene uno de los 
representantes más destacado de los CLS, Duncan Kennedy, de ‘poner al descubierto el sentido 
político de la práctica cotidiana de los jueces y de los juristas, que construyen el Derecho mientras se 
ven a sí mismos como un instrumento del mismo’196; y 6. Ambivalencia hacia el derecho al que se le 
critica como factor de conservación del statu quo y, al mismo tiempo, se le aprecia como instrumento 
de transformación.”  
A partir de aquí resulta comprensible que en contraste con la Concepción formalista la enseñanza del 
derecho se caracteriza por facultades de Derecho políticamente activas, debido a que su interior 
existen serias discusiones sobre su carácter y propósito al constituirse para algunos en útiles a las 
“’jerarquías ilegítimas’ que se revelan en la misma profesión jurídica y en la sociedad.”, o como 
“auténticas fábricas de abogados corporativos”, que suministran “la mano de obra inexperta y dócil 
que requieren los grandes despachos de abogados”, pero incapacitan a los estudiantes “para el 
conocimiento de otras áreas -política, historia, filosofía- y para el ejercicio de prácticas alternativas”, 
En términos de Duncan Kennedy “La Facultad de Derecho, como extensión del sistema educativo 
global, enseña a sus estudiantes que ellos son débiles, perezosos, incompetentes e inseguros [...], y que, 
                                                          
194 Dentro de los que ubica a Francois Geny en Francia, el juez Holmes en Estados Unidos, la jurisprudencia de 
intereses. Jerome Frank y Roscoe Pound, a los representantes de la escuela escandinava, la escuela del derecho 
libre, el marxismo jurídico y, más recientemente, las llamadas genéricamente escuelas críticas del derecho.  
195 En cita a PÉREZ LLEDÓ, Juan A. “Teorías críticas del derecho”. En: GARZÓN VALDÉS, Ernesto y 
LAPORTA, Francisco (eds). El derecho y la justicia. Enciclopedia Iberoamericana de Filosofía, Trotta, Madrid, 
1996,  p. 96-100. 
196  En cita a KENNEDY, Duncan. “Nota sobre la historia de CLS en los Estados Unidos”, Doxa, No. 11, 
Universidad de Alicante, España, 1992, p. 284. 
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si tienen suerte y están dispuestos a aceptar la dependencia, grandes instituciones les tomarán a su 
cuidado pase lo que pase.”197  
El Movimiento CLS denuncia que las facultades de Derecho no solo preparan abogados para satisfacer 
las necesidades corporativas, sino además “para insertarlos en la estructura fuertemente jerarquizada de 
la profesión jurídica”, por lo que la enseñanza del Derecho “reproduce y sirve a estas jerarquías” 
mediante diversos mecanismos que incluyen “los recursos materiales y la cualificación de los 
profesores”, pues “las facultades más ricas tienden a tener los mejores profesores, y los mejores 
estudiantes con recursos van a ese tipo de facultades; por el contrario, las facultades más pobres tienen 
peores profesores y peores estudiantes.”. Resulta ser así que la enseñanza del Derecho cobra especial 
interés en este movimiento, pues el tipo de profesor en este perfil no se conformará con la actividad 
“académica” del aula sino que encaminará sus esfuerzos a lograr sus fines.  
De esta manera se considera que “el currículum es objeto de denuncia y debe modificarse”, pues la 
estructura curricular “oculta a fin de cuentas el divorcio entre el razonamiento jurídico y el 
razonamiento político-moral”. “Detrás de todo “currículum formal” hay un “currículum oculto” que 
privilegia como Centro un “núcleo duro de asignaturas obligatorias… claro, coherente, racional, 
preciso, y constituye la parte ‘verdaderamente’ jurídica de la formación de un jurista, limpia de 
impurezas sociológicas y valorativas o políticas: es el ‘meollo’ técnico y neutral , el armazón que define 
su identidad como abogado”, y considera Periferia contenidos que “ni son tan centrales en la 
definición del jurista, ni son tan rigurosos y coherentes como en el caso anterior.”  
En esta propuesta, el nivel teórico (i), “que se manifiesta en la concepción filosófica, social o histórica 
que se tiene del Derecho, deben reforzarse tales áreas porque es ahí, en esas materias, donde se 
explicitan los presupuestos político-morales del razonamiento jurídico, facilitando la posibilidad de 
otras alternativas del universo jurídico.” La dogmática jurídica no es desestimada, pero de alguna 
manera se sujeta a la enseñanza de la teoría social, de la filosofía jurídica y de la historia del derecho, 
por lo que deben enseñarse de manera integrada. 
En un nivel metodológico (ii), el razonamiento jurídico “incorporaría en su argumentación el nivel 
teórico, político y social”, el manejo técnico de las reglas permitiría “mostrar la indeterminación 
jurídica con sus lagunas e incoherencias, y así defender la posibilidad de otras visiones alternativas”. 
Desde el punto de vista ideológico (iii), “los CLS demandan un sentido de responsabilidad y 
compromiso social del jurista, que es parte constitutiva de la propia concepción del derecho. El 
derecho no reproduce el statu quo sino que es un factor de transformación y de cambio social. Lo que 
se demanda del juez, en este contexto, no es una aplicación mecánica y pasiva de la ley sino un 
activismo político que facilite y garantice, precisamente, los medios de transformación social.”  
Finalmente, Vásquez analiza la enseñanza del derecho a partir de la Concepción argumentativa y 
democrática198.  Desde el punto de vista teórico (i), la concepción argumentativa y democrática parte 
de la distinción entre principios y reglas. “El derecho se concibe como un conjunto de normas en las 
que existen reglas, principios en sentido amplio (directrices o normas programáticas) y principios en 
sentido estricto”.  
Desde el punto de vista metodológico (ii), en esta concepción el derecho es concebido como 
argumentación, por lo que mediante derecho se solucionan los conflictos haciendo uso de razones, no 
                                                          
197 KENNEDY, Duncan. Legal Education and the Reproduction of Hierarchy. A Polemic Against the System, Afar, 
Cambridge, Mass., 1983. 
198 Que considera iniciada por John Dewey y Emile Durkheim, pero desarrollado solo a partir “del camino 
abierto por John Rawls”, con “pensadores como Amy Gutmann, Carlos Santiago Nino, Manuel Atienza, Martín 
Böhmer y Juan Antonio Pérez Lledó”.  
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“mediante el uso de la fuerza física o de la coacción psicológica”. En esta concepción se aceptan la 
existencia de casos fáciles, “en los que no hay más que la aplicación pura y simple del derecho” y que 
requieren de una argumentación formal o lógica, difíciles, en “que no hay consenso acerca de su 
resolución en la comunidad de juristas, no se trata de un caso rutinario de aplicación mecánica de la ley 
y requiere para su solución de un razonamiento basado en principios que apelan a la discrecionalidad 
del juez”, y trágicos, “no es posible esperar ninguna respuesta correcta, es decir, se presentan como 
verdaderos dilemas”, estos dos últimos requieren de la argumentación material y dialéctica o retórica, 
de la ponderación.  
Desde el punto de vista ideológico (iii), la educación como “proceso mediante el cual se preserva, 
transmite y recrea una cultura común -conocimientos y creencias, ideales y normas, hábitos y 
destrezas-,” se justifica “cuando se favorece la formación y el ejercicio de la autonomía personal; el 
fortalecimiento de la dignidad humana; y el trato igualitario de los individuos a través de la no 
discriminación o, en su caso, de la diferenciación en virtud de rasgos distintivos relevantes.” 
Por lo anterior, en esta concepción, la formación del jurista supone “la tendencia a una integración 
entre las diversas esferas de la razón práctica: el derecho, la moral y la política; la idea de que la razón 
jurídica no es sólo razón instrumental, sino razón práctica (no sólo sobre medios, sino también sobre 
fines); la actividad del jurista no está guiada –o no está guiada exclusivamente- por el éxito o la utilidad, 
sino por la idea de corrección, por la pretensión de justicia; la importancia puesta en la necesidad de 
tratar de justificar racionalmente las decisiones –y, por tanto, en el razonamiento jurídico- como 
característica esencial de una sociedad democrática; ligado a lo anterior, la convicción de que existen 
criterios objetivos (como el principio de universalidad o de coherencia o de integridad) que otorgan 
carácter racional a la práctica de la justificación de las decisiones; por último, la consideración de que el 
Derecho no es sólo un instrumento para lograr objetivos sociales, sino que incorpora valores morales y 
que esos valores no pertenecen simplemente a una determinada moral social, sino a una moral 
racionalmente fundamentada” 
“Una educación justificada de acuerdo con tales principios sólo tiene cabida en una sociedad donde la 
autoridad educacional esté distribuida de manera que permita participar activamente a los ciudadanos 
tanto en el diseño de las políticas educativas como en los contenidos curriculares… Lo que se requiere 
es  una sociedad democrática que asegure la enseñanza de aquellos valores necesarios para la 
reproducción del proceso democrático mismo, por ejemplo, la responsabilidad, la tolerancia y la 
solidaridad.” 
Vásquez concluye “para quien acepte una concepción del derecho como una práctica social 
moralmente relevante, es decir, que permita la argumentación democrática y la justifique a partir de 
una concepción robusta de la argumentación desde principios, valores y derechos fundamentales, la 
enseñanza del derecho debe ser algo distinta a las dos concepciones que he presentado anteriormente: 
la positivista-formalista o la crítico-realista”. 
En términos de Martín F. Böhmer  enseñar derecho significaría “entrenar en esa forma particular de 
deliberar, entendiendo cuestiones básicas de justificación racional, validez moral y balance entre las 
exigencias de la moral ideal y los límites de la democracia real. Los graduados deberán ser jueces que 
entiendan los límites que impone la democracia a su trabajo, y que asuman su responsabilidad como 
custodios de los procedimientos democráticos, de los derechos fundamentales y de la práctica social en 
la que consiste el derecho, y como abogados deberán asumir su responsabilidad protegiendo la práctica 
pero acercándola (favoreciendo a su cliente) a la mejor interpretación posible. En fin, los graduados 
[abogados, jueces, litigantes, académicos del derecho] deberán ser los guardianes de la deliberación 
democrática y de las reglas que la definen”.199  
                                                          
199 En cita a BÖHMER, Martín F. Op. cit., p. 14 
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Continúa Vásquez “Se trataría, entonces, de formar un jurista “política y moralmente bien orientado”. 
En términos de Juan Antonio Pérez Lledó: ‘comprometido o activo en una dirección de reforma o 
transformación social que esté moralmente justificada: que asuma la responsabilidad que supone cada 
una de las opciones que él toma acerca del uso de la herramienta, y las ponga al servicio de objetivos 
justificados. Dicho con palabras aún más rimbombantes: que busque activamente la justicia (que vaya 
‘tras la justicia’) a través (y dentro de los amplios límites) del Derecho’”.200 
De otro lado, retomando los aportes de Bourdieu, será necesario reconocer qué tipo de capitales 
ostentan cada uno de los actores que hacen parte del campo jurídico, y la manera en que ellos los 
defienden y procuran incrementar. Es posible que aspectos como la alta jerarquización, asimetría y 
discriminación, sumada al tecnicismo, hayan servido para que algunos docentes defiendan su capital 
dentro del campo, pero sería interesante cuestionar hasta dónde esto podría mantenerse en medio de 
un contexto social en que crecientemente se discute el papel de los abogados que son formados.   
De cualquier manera, el reconocimiento de estas relaciones complejas aporta de manera importante al 
estudio de las problemáticas y retos que en la actualidad se exponen frente a la enseñanza del derecho.  
                                                          
200 Cita PÉREZ LLEDÓ, Juan Antonio. “Teoría y práctica en la enseñanza del derecho”, En: LAPORTA, 
Francisco (ed.), La enseñanza del derecho. Universidad Autónoma de Madrid y Boletín Oficial del Estado 
(BOE), Madrid, 2003, p. 213. 
  
 
5. Conclusiones  
¿Está la enseñanza del derecho que se imparte desde los programas del pregrado en Latinoamérica en 
crisis? La respuesta dependerá de lo que se considere como crisis, ante lo cual se propone abordar una 
posición que reconozca factores problemáticos y la incidencia de su valoración.  
 
Esta pregunta que debería revestir la mayor importancia dadas las continuas críticas a la labor 
desempeñada por los profesionales del derecho parece ser desplazada hoy en día por una discusión 
más ubicada en el estudio de la profesión jurídica, lo cual podría explicarse por una posible división 
existente entre la racionalidad del derecho ejercido y la racionalidad del derecho enseñado. En estos 
términos, resulta necesario incluir en las discusiones actuales la problemática de la enseñanza del 
derecho, relevante tanto para la filosofía jurídica y la sociología jurídica, como para la teoría jurídica. 
 
Ahora bien, no resulta productivo señalar solamente la existencia de una “crisis” en la enseñanza del 
derecho en América Latina, y específicamente en Colombia, sino que resulta fundamental abandonar 
un discurso casi demagógico para observar de manera adecuada la relación entre el objeto de estudio y 
el sujeto que lo observa. En este sentido, existen situaciones problemáticas que son reconocidas por 
algunos como explicativas de una situación de crisis, y que se han señalado en el marco teórico 
ofrecido. Dichas situaciones pueden traducirse en términos cuantitativos, referidas al número de 
facultades, programas, estudiantes y egresados del Derecho, y en términos cualitativos, referidas a la 
calidad de la enseñanza que es impartida.  
 
En términos exclusivamente cuantitativos la enseñanza del derecho no parece estar en crisis, en la 
medida en que existe una coincidencia en los diferentes autores y estudios que destacan la proliferación 
que en todo sentido existe hoy, y que este aumento per sé no resultaría necesariamente negativo. La 
situación crítica se presenta mejor con respecto a la calidad de los programas que se desarrollan y de 
los abogados que egresan y se desempeñan profesionalmente en la sociedad. Por tal motivo, resulta 
interesante analizar el factor cuantitativo en la medida en que se relaciona con el cualitativo. Esto 
implica que retos formulados solo respecto del primero de estos factores resultarían insuficientes.  
 
Abordar la problemática descrita demandará clarificar el plano de la discusión en que se presenta. Si se 
ha propuesto analizar de una manera adecuada la relación entre el objeto que se investiga y el sujeto 
que despliega la acción, es posible entender que quienes afirman que la enseñanza del derecho se 
encuentra en crisis difícilmente podrán demostrarlo objetivamente, pues en esta consideración se 
involucra la visión del sujeto. Al tiempo, quienes afirman que la enseñanza del derecho se desarrolla 
normalmente, evolucionando como cualquier entidad, deberán reconocer la existencia de factores 
problemáticos que hoy presentan retos a la enseñanza del derecho. Por tal motivo, se sugiere superar 
consideraciones objetivistas y subjetivistas. 
 
En el contexto colombiano, las problemáticas que resultan coincidentes en gran medida con las 
señaladas para otros países latinoamericanos, han sido diagnosticadas hace varios años y en general se 
han enfrentado con ciertas medidas normativas, las cuales han resultado insuficientes a juzgar por la 
continuidad de las críticas.  
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Como aporte a la discusión, se ha propuesto entender cómo la manera en que se estructura la 
enseñanza del derecho es incidida de manera directa por el concepto de derecho que la influencia. En 
este sentido, desde el factor cualitativo a la manera en que se ha enunciado, la situación en que se 
encuentra la enseñanza del derecho, no debe explicarse solamente a partir del diseño de sus currículos 
o de las metodologías pedagógicas empleadas. Los retos de calidad que hoy se presentan a la 
enseñanza del derecho involucran una abierta discusión sobre el concepto de derecho que predomina, 
a partir del cual se estructura la enseñanza del mismo. 
 
Consecuentemente, los retos que se presentan a la enseñanza del derecho no pueden limitarse a 
asuntos puramente prácticos ni normativos, sino que deberían corresponder a una adecuada noción de 
derecho que no lo limite a los rigores de corrientes formalistas del derecho, pero que tampoco lo 
desvanezcan a la manera de un instrumento maleable de los diferentes intereses. Sin pretender asimilar 
un concepto “correcto” del derecho, se presentan las conveniencias de un concepto de derecho que lo 
presente de manera sistémica, o como campo jurídico en que confluyen actores, capitales y privilegios.  
 
Las críticas que se han planteado a la enseñanza del derecho, en general parten de la negativa influencia 
que sobre ella han tenido los presupuestos propios de corrientes formalistas del derecho. Se han 
reconocido como elementos incidentes en la enseñanza del derecho aquellos asociados con la manera 
en que se estructuran los planes de estudios, centrados en el estudio de la ley, especialmente la 
nacional, en la asimilación de contenidos proposicionales o conceptuales, y carentes de confrontación 
crítica. En éstos prima la formación enciclopédica, que no conllevan el desarrollo de una conciencia y 
criterio jurídicos. Como consecuencia de la influencia de la tradición jurídica continental, se enseña la 
“lógica interna del derecho”, no relacionada con las necesidades de la sociedad, con un Centro y una 
Periferia delimitadas.  
 
Otras situaciones problemáticas se asocian con la metodología de la enseñanza y evaluación. En este 
sentido se critica que el método de enseñanza predominante sea el modelo de clase magistral, basada 
en una total asimetría entre docentes y estudiantes, en que los primeros hacen una “entrega sistemática 
de información”, y los mecanismos de evaluación de los aprendizajes sean exclusivamente 
“mecanismos de medición de logros” y no herramientas que favorezcan “la producción de nuevos 
aprendizajes”. 
 
La manera en que las facultades de derecho han afrontado la situación de la enseñanza del derecho 
incide también negativamente en su problemática, pues no han logrado proponer un modelo educativo 
que alternativo “reemplazante del actualmente imperante”, y han continuado con su papel de ser 
“fábricas de ilusiones”, procurando en todo caso aumentar el número de sus estudiantes. Se ha 
mantenido, por tanto, el objeto de estudio propio del formalismo y la “organización interna de la 
facultad” que “subraya las jerarquías en los diversos tipos de relaciones sociales”, sin fortalecer una 
“comunidad de académicos profesionales dedicados a tiempo completo a la investigación y a la 
enseñanza del derecho”. Esta situación se evidencia en la manera en que se seleccionan docentes y 
estudiantes, y en que se planteado su dedicación a la labor académica e investigativa.  
 
Factores contextuales también inciden en la situación de la enseñanza del derecho. La globalización y 
el modelo de estado moderno fijan visiones propias que tienen impacto en el factor cuantitativo de la 
enseñanza del derecho (crecimiento en el número de estudiantes y de profesores, y en la cantidad de 
escuelas y programas), pero también en el factor cualitativo, en la medida en que han ocasionado la 
creciente estratificación de las facultades de derecho, la "redistribución” de funciones del abogado”, 
contradicciones sobre su función, ante un modelo de estado que pretende ostentar el monopolio del 
conflicto pero que confía en el mercado sus tareas prioritarias.  
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Se suma, a lo anterior, la influencia de una tradición jurídica continental europea, la manera en que se 
ha estructurado la cultura jurídica latinoamericana y colombiana, en que se reconoce una relación 
cercana entre el derecho y la formación de élites, siendo así que la enseñanza del derecho antes que 
cerrar brechas sociales las aumenta, y disposiciones normativas específicas que han favorecido la 
explosión cuantitativa a la que se ha aludido.  
 
Los mencionados factores se han expuesto en el marco de una noción formalista del derecho, que los 
han favorecido. Por ende, plantear los retos a la enseñanza del derecho que se limiten, por ejemplo, a 
aspectos metodológicos, no resulta suficiente bajo este panorama. Abordar las problemáticas 
expuestas, desconociendo la discusión sobre el concepto de derecho que incide, o tomar por este una 
noción que desconozca su complejidad, resultará limitado.  
 
En el contexto colombiano, tras la expedición de la Constitución Política de 1991 importantes avances 
sobre una reconceptualización del derecho se pueden reconocer. En consonancia con lo expuesto, 
esto no se explica sencillamente como un cambio normativo, pues toda una situación contextual 
impulsó una nueva constitución.  
 
La consagración de una jerarquía normativa, no extraña al positivismo, pero en la que se cuenta como 
cumbre el texto constitucional resultó ser una ruptura con el imaginario que sacralizaba le ley expedida. 
Al tiempo, el reconocimiento a normas diferentes a las tradicionales, pero que hacen parte de esa 
estructura normativa, generaron un cambio en la conciencia jurídica de país. La mayor responsabilidad 
reconocida al poder judicial para “decir el derecho”, incidió en una renovada visión de la división 
tradicional de poderes. La protección inmediata a derechos fundamentales, basada en la primacía de lo 
sustancial sobre lo procedimental, evidenciada en la Acción de Tutela, y la consagración de diferentes 
mecanismos de solución de conflictos, se basan también una noción de derecho renovada.  
 
Por tal motivo, lejos de la discusión sobre la total efectividad de las garantías constitucionales, y de la 
suficiencia o no de ellas, se ha señalado que la incidencia de la Constitución Política de 1991 en la 
enseñanza del derecho debe superar el diagnóstico de haber ocasionado la proliferación de programas, 
estudiantes y egresados al amparo de la autonomía universitaria. Más allá, las nuevas connotaciones del 
derecho, y la protección de la labor académica sobre los intereses políticos deben no solo reconocerse 
sino reforzarse. En una noción instrumental del derecho llevado al extremo, no tendría sentido que 
desde las facultades se dijera un derecho diferente al estatalmente expuesto o al impuesto por el 
mercado.  
 
Sin embargo, un reto fundamental de las facultades de derecho, será abordar una noción de derecho 
que recoja las propuestas señaladas evitando los extremos peligrosos. El avance introducido por la 
Constitución de 1991 en el concepto de derecho, no se ha evidenciado claramente en un nuevo papel 
del abogado y en la preocupación de la manera en que es formado.  
 
El concepto de derecho tradicional, asociado con una noción formalista basada en una racionalidad 
formal, afronta tres tipos de crisis que deben ser reconocidas, y que inciden en la manera en que se 
desarrolla la enseñanza del derecho.  
 
Un primer tipo de crisis del concepto tradicional del derecho, se asocia con la manera en que es 
comprendida la legitimidad, la obediencia al sistema, en su relación con la validez y la eficacia. Esta 
comprensión de legitimidad puede variar según el paradigma del que se trate, y la crisis se manifiesta 
por la insuficiencia de la propuesta de los paradigmas iusnaturalista (premoderno y moderno), y 
positivista-liberal (en su lectura sociojurídica y teórico-jurídica). En cambio, los presupuestos del 
paradigma interpretativo y del paradigma consensual-discursivo, resultan necesarios en un nuevo 
concepto de derecho, que lo tenga como medio de integración social mediante el principio 
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democrático y dialógico, lo cual se evidencia en la manera en que se estructura la enseñanza del 
derecho.  
 
El concepto tradicional del derecho también afronta una crisis respecto de la racionalidad formal en 
que se funda y sus consecuentes insuficiencias en las sociedades contemporáneas. El derecho, así, no 
puede separarse de las necesidades existentes en la sociedad en que se desarrolla, por lo que no puede 
seguirse presentando como fundado en presupuestos universalmente válidos. Desde una mirada 
sistémica, la respuesta ante esta situación tampoco es asumir el derecho racional material, mediante el 
cual el derecho invade la totalidad de aspectos de la sociedad (“rematerialización” del derecho). La 
propuesta aquí es observar el derecho como un sistema con una visión interna, pero que se relaciona 
con su entorno, que por ende tiene cierta autonomía pero que no puede traspasar sus límites. Esta 
noción de derecho incide en la manera en que es enseñado, el componente práctico del derecho, los 
estudios de su relación con la sociedad, la no universalización de sus postulados y sus límites serán 
algunas de las consecuencias primeras.  
 
Una tercera crisis, de gran importancia, está relacionada con la crisis del concepto occidental del 
derecho, la pérdida de credibilidad en sus fundamentos y el desdibujamiento de los aspectos que lo 
constituían. Como consecuencia de esta profunda crisis, se hace necesario superar la “reducción del 
derecho a un conjunto de recursos técnicos”, la “separación del derecho y la historia”, la 
“identificación de todo el derecho con el derecho nacional y de la historia jurídica con la historia 
jurídica nacional”, y “las falacias de una jurisprudencia exclusivamente política y analítica (positivismo) 
o de una jurisprudencia exclusivamente filosófica y moral (teoría del derecho natural) o de una 
jurisprudencia excesivamente histórica y socioeconómica (escuela histórica y teorías social del 
derecho)”, siendo necesario asumir una “una jurisprudencia que integre las tres escuelas tradicionales y 
vaya más allá”. Aunque los cambios que acogen la propuesta de hacer frente a esta crisis se evidencian 
en fundamentales cambios curriculares, éstos son producto de la primera fundamental discusión, lo 
que implica superar tanto el idealismo como el materialismo respecto del derecho. 
 
Ahora bien, de la mano con lo anteriormente expuesto, y señalados los factores problemáticos de la 
enseñanza del derecho fundada en un concepto formal tradicional, se señala la importancia de afrontar 
de manera adecuada la discusión. En este sentido, el desalentador panorama presentado por una 
noción que estima el predominio de la ley, con todas sus consecuencias, no resulta superado 
suficientemente con el reemplazo de la concepción formalista del derecho por una noción de derecho 
como instrumento.  
 
Para sustentar lo anterior, resulta pertinente observar el desarrollo del Movimiento Derecho y 
Desarrollo, de los años 1970. Este Movimiento, originado en el marco de las políticas de asistencia de 
Estados Unidos al entonces llamado “Tercer Mundo”, confiaba en que el derecho debía ser una 
herramienta de desarrollo, en términos de cambio social, de manera que el derecho, y no la revolución 
comunista, resultaba necesaria para las sociedades. Para ese momento se consideró que en América 
Latina, en contraste, el derecho en lugar de lograr este fin, se constituía en un obstáculo. No resulta 
extraña esta conclusión cuando se tiene en cuenta que en el trasfondo se discutía verdaderamente un 
concepto de derecho diferente. 
 
El Movimiento Derecho y Desarrollo se basó en conceptos generales de desarrollo (definido como el 
cambio social en países en vías de desarrollo) y de derecho (pretendiendo superar la investigación 
cualitativa para asumir la cuantitativa se creó una definición instrumental de Derecho, asociada a la 
idea de “sistema jurídico”, compuesto por instituciones, actores y procesos), y en un específico modelo 
de estado (con el ideario liberal), y se expuso en una corriente práctica, que finalizó sin mucho éxito, y 
en una investigativa más prometedora (SLADE –Studies in Law and Development).  
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Se interesó, igualmente, en observar la interacción entre cambio social y cambio jurídico, en que se 
concluyó que en general el cambio social generaba con mayor frecuencia cambio jurídico. Al tiempo, la 
intensidad de este impacto dependía la influencia la cultura jurídica externa y de la cultura jurídica 
interna. Siendo así, se requería de “un sistema jurídico racional, autónomo, claro y estable” para lograr 
el “mejoramiento de los mercados” que por ende “generarían la riqueza necesaria para el desarrollo”, 
lo cual implicaba que en las instituciones jurídicas se adoptaran los modelos de los “países del primer 
mundo”.  
 
Como parte de los programas emprendidos, se llevó a cabo un proyecto de reforma a la educación 
jurídica especialmente emprendido en Chile, Brasil y Colombia, que buscaba su modernización 
específicamente mediante el trasplante del modelo de educación de las facultades de derecho de 
Estados Unidos y que buscaba principalmente implementar el método de enseñanza socrático en lugar 
del magistral, usar como recurso pedagógico fundamental el análisis de casos concretos en lugar del 
estudio sistemático de reglas abstractas, difundir la imagen del derecho como herramienta para el logro 
de objetivos sociales escogidos deliberadamente en lugar de ser un conjunto de reglas formales y 
unívocas, y mostrar al abogado como ingeniero social y no como guardianes imparciales del orden 
jurídico.  
 
En Colombia, el Movimiento se enfocó en cuatro de las dieciséis facultades de derecho de entonces 
(de las Universidades de Antioquia, Cauca, Externado, Nacional, a las que posteriormente se une la 
recién creada facultad de la Universidad de los Andes), por considerarlas interesadas en el cambio y 
que contaban con la organización y los recursos necesarios, arrojando como resultado la creación de la 
Asociación para la Reforma de la Enseñanza del Derecho – ARED, como el vehículo para la asistencia 
legal americana de reforma a las escuelas de derecho.  
 
Al no haber atendido la incidencia de la cultura jurídica interna y externa, tal como se lo había 
propuesto inicialmente, el Movimiento Derecho y Desarrollo terminó limitándose a trasplantar 
modelos sin atender las condiciones de éxito para ello. Existe un consenso para referirse al fracaso de 
los esfuerzos de la primera generación por modernizar la educación jurídica en América Latina  de 
acuerdo con el modelo del liberalismo jurídico estadounidense, en la medida en que en realidad el 
método socrático y el análisis de casos no tuvo éxito, y el uso instrumental del derecho fue 
aprovechado por intereses políticos antes que por el interés de desarrollo. Se desconoció la oposición 
que por distintos motivos tuvo la implementación de las propuestas del Movimiento. 
 
Como experiencia del fracaso del Movimiento, resulta la necesidad de evitar la vaguedad de los 
conceptos de derecho y desarrollo, de valorar adecuadamente el derecho como un campo que no se 
ajusta simplemente por un cambio de objetivos y su relación con las transformaciones sociales, de 
conocer los intereses existentes dominantes, apartarse del carácter etnocéntrico para asumir el 
contexto específico, reconocer los diferentes actores sociales, y el funcionamiento de instituciones 
como las facultades de derecho.  
 
Una segunda ola del Movimiento Derecho y Desarrollo, jalonada por la continuidad de su arista 
investigativa a pesar del fracaso de la arista activa, se presentó como una propuesta alternativa 
partiendo de las críticas señaladas. En lugar de la aceptación de la teoría de la modernización, y 
“dentro del espíritu de la teoría de la dependencia  surgió un movimiento de derecho y desarrollo 
alternativo que puso en tela de juicio los fundamentos de los programas de exportación del sistema 
jurídico liberal de Estados Unidos al Tercer Mundo. Nuevas instituciones privadas financian este 
movimiento, en el cual es desarrollo se determina como el desarrollo económico, el derecho debía 
considerarse respecto de su influencia real, y los abogados debían observarse respecto de la manera en 
que en realidad actúan en sociedad.  
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Después de los años 90 resurge esta segunda ola del Movimiento, impulsando reformas legales, pues 
confía en el papel del derecho en el desarrollo, pero tienen como objetivo “el crecimiento económico”, 
antes que la “mayor igualdad y participación política”. Conscientes de la limitación de las reformas 
legales, en cuanto a su alcance y mecanismos para llevarlas a cabo, los programas centran sus esfuerzos 
más en las reformas de las instituciones legales, que en la educación jurídica, abandonando “la creencia 
en la enseñanza del derecho como el escenario apropiado para promover la modernización del mismo 
en los países subdesarrollados”, buscando de manera prioritaria cambios institucionales. 
 
Examinar los antecedentes del Movimiento Derecho y Desarrollo sería un importante ejercicio 
histórico. Sin embargo, se ha considerado que su importancia es superior en la medida en que existen 
hechos que permitirían pensar que se ha dado el resurgimiento del Movimiento, en una segunda ola 
con las características descritas. Esta situación demanda una discusión sobre la pertinencia de sumir un 
concepto instrumental de derecho que lo considere carente de un contenido fundamenta.  
 
Se expone, por lo anterior, la conveniencia de reconocer que las situaciones problemáticas de la 
enseñanza del derecho hoy no solamente se relacionan con un concepto formalista, sino que también 
existen riesgos en el marco de un concepto instrumental. Al tiempo, los retos que se exponen no 
pueden limitarse a un cambio normativo, que aunque necesario resulta insuficiente, pero tampoco 
debe desestimarse la importancia de la enseñanza del derecho. Conviene entonces, un concepto de 
derecho que lo reconozca como sistema (que por tanto se desarrolla en un entorno, tiene limitaciones 
y actúa según un Qué, un Cómo y un repositorio específicos), como campo jurídico, compuesto de 
actores, capitales y privilegios, que vincule adecuadamente los puntos interno y externo del derecho.  
 
Se ha pretendido a lo largo de esta tesis sugerir un camino diferente, un camino que no señale de 
manera irresistible a los abogados la única posibilidad de constituirse en técnicos del derecho 
portadores de la verdad clara, coherente y neutral que se encuentra en las leyes, pero que tampoco lo 
muestre de manera trágica, convertido en un instrumento manejable por las expectativas del mercado, 
con un conocimiento únicamente consistente en su posibilidad de persuasión y con su discurso carente 
de contenido.  
 
Se propone ir más allá de los diagnósticos trágicos que mencionan que la enseñanza del derecho está 
en crisis, pero también de aquellos discursos que desconocen los grandes retos que hoy por hoy 
existen a este respecto. Se propone debatir abiertamente el concepto de derecho imperante, que de 
alguna manera muestra como insuficiente la defensa que los abogados exponemos sobre nuestra 
exclusividad para decir el derecho, en defensa de nuestros capitales, reconociendo así sus 
problemáticas e incidencia en la enseñanza del derecho. Se propone dejar de lado el desinterés en la 
manera en que son formados los abogados, tal vez por considerar más importante la manera en que se 
ejerce la profesión, pero también el hermetismo que impide que el derecho sea examinado como 
sistema parte del entorno.  
 
La enseñanza del derecho más allá del formalismo, compromete la asunción de un concepto de 
derecho en consonancia con la consideración de campo que se ha formulado, que atiende los 
diferentes factores involucrados y que actúa sobre ellos.  
 
Al tiempo, diferentes campos de investigación son abiertos a partir de la tesis presentada, los cuales se 
han señalado en cada uno de los respectivos capítulos.  
 
 
 
 
  
 
Anexo. Problemáticas de la Enseñanza del Derecho  
Las situaciones problemáticas respecto de la formación de los abogados en las facultades de derecho 
durante el curso de sus programas de pregrado, pueden sintetizarse así: 
 
 
Situaciones problemáticas asociadas al diseño curricular. 
Asociadas al diseño curricular 
Diseño de currículos caracterizados por un “exagerado énfasis hacia la asimilación de contenidos proposicionales o 
conceptuales, por parte de los estudiantes”.  
Prevalece el estudio de la ley, antes que la confrontación crítica, con la previsible consecuencia de la apatía entre los 
estudiantes.  
"Prima una formación enciclopédica… que no permite a los estudiantes desarrollar una conciencia y criterio jurídicos, sino 
aprender legislaciones aplicables en momentos históricos específicos…"  
Las escuelas de derecho se han dedicado a transmitir a los estudiantes “el saber o conocimiento de los abogados". Conocer 
el derecho se ha asociado con conocer las reglas y los principios del derecho. En la medida que los sistemas jurídicos se 
hicieron más complejos, las escuelas de derecho fueron aumentando el número de materias o asignaturas. El currículo de 
derecho tiende a ser una larga lista de materias como derecho civil, constitucional, penal, administrativo, laboral, fiscal. Lo 
característico de este saber jurídico es perecedero: la legislación cambió lo mismo que los criterios jurisprudenciales y 
doctrinales. Un abogado que no esté atento a estos cambios o sepa recuperar ese conocimiento cuando lo necesite, pierde 
su saber en relativamente pocos años. "Y sin embargo, las escuelas de derecho están más interesadas en transmitir el 
conocimiento que en entrenar en cómo buscarlo”. 
Los contenidos y la calidad de la enseñanza del derecho no se han transformado al mismo ritmo que ha marcado su 
crecimiento. En la actualidad el contenido y la calidad de la educación jurídica parece seguir siendo muy tradicional “se ha 
estancado, transmitiendo en lo esencial modelo teóricos del derecho que datan del siglo XIX. Así, por ejemplo, mientras 
que el número de títulos de libros jurídicos destinados a los estudiantes se ha incrementado de manera muy visible, la 
mayoría reproduce las ideas jurídicas tradicionales…” 
“Otro aspecto a señalar es el carácter fundamentalmente nacional del conocimiento jurídico, como transmitido por las 
escuelas de derecho tradicionales", desde el siglo XIX se asoció el derecho con el Estado nacional, de manera que el 
derecho fue pensado como la legislación nacional.  
Si bien los currículos, son la espina dorsal de la calidad académica”,  "a juicio de los docentes y de los estudiantes de 
derecho, el principal problema actual de sus facultades es precisamente que los programas giran alrededor de materias 
‘poco adecuadas’”.  A este respecto, si bien “no es posible definir un currículo patrón”, si lo es “determinar un currículo 
básico esencial, interdisciplinario y menos proclive a la entrega de un conocimiento genérico y dogmático”. El abogado 
tiene que prepararse para actuar en su nuevo entorno socio político, sociocultural y socioeconómico, para ser agente de 
paz y de desarrollo, frente a una economía globalizada, un mayor énfasis humanista en las relaciones del nuevo orden 
internacional, un significativo acento proteccionista del medio ambiente en el marco del concepto del desarrollo 
sustentable.  
“La separación de los contenidos por ramas del derecho resulta muy fuerte; las cátedras siguen en su organización el 
modelo napoleónico, y se mueve como sistemas cerrados, con escasos vínculos entre sí. No se desarrollan actividades 
integradoras de los contenidos de diversas asignaturas”.  
La educación jurídica en América Latina, se caracteriza por el predominio de “Un programa de estudios formalista, 
centrado en el estudio de las normas vigentes y aislado de los aportes de las demás ciencias sociales”, lo cual “contribuye 
de manera importante” a que los abogados que egresan tiendan a ser “técnicos jurídicos con poca conciencia acerca de su 
papel en la sociedad y del papel que al Derecho le cabe en el mantenimiento o en el mejoramiento de las condiciones que 
caracterizan a nuestras sociedades.”  
La educación jurídica continental ejerce una influencia, la cual se ha caracterizado por la “enseñanza de la ‘gramática del 
derecho’” – memorización de conceptos generales y abstractos, “un currículo orientado hacia la cobertura de las normas 
vigentes y centrado en las disciplinas de los distintos códigos” 
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Asociadas al diseño curricular 
Como parte de la influencia de la educación jurídica continental, se da la “enseñanza de las normas vigentes a través de una 
‘visión panorámica’ - estudio sistemático de los principales códigos y leyes vigentes –" 
De la educación jurídica continental se ha enseñado la “lógica interna” del derecho” - refiere a la dogmática, según la cual 
la totalidad de las normas concretas consagradas en el derecho positivo pueden ser derivadas de una serie definida de 
principios abstractos -, “una enseñanza y evaluación ritualista y formalista, que enfatiza la memorización y retención de la 
información impartida con carácter de autoridad irrefutable por el profesor”. 
Existe un “mito” según el cual resulta inmodificable la educación jurídica tradicional, en la medida en que se ha 
presentando el derecho como un sistema unitario y con un desarrollo coherente, enseñado mediante un “currículo 
saturado por la necesidad de cubrir de manera exhaustiva las normas vigentes en las principales ramas del derecho”, que 
impide vincular “la realidad social, económica o política en que (las) normas surten o no efectos”.  
Existe una incompatibilidad entre las prácticas tradicionales de la enseñanza del derecho y las necesidades de una sociedad 
en proceso de democratización y el desarrollo de un mercado de operadores de derecho en expansión. Esas prácticas 
tradicionales implicaban el estudio de reglas (aunque incluían casos se hacía solo como forma de aprender reglas), de 
manera enciclopédica (especialmente siguiendo códigos), individualista y acrítica. Mientras tanto, se demandaban 
profesiones capaces de resolver problemas, que implicaba tener un criterio adecuado para escoger opciones en medio de 
escasez de recursos, trabajar en equipo y transformar los aprendizajes tradicionales. 
La Educación jurídica se caracteriza "por una visión generalista del currículo que no le ofrece al estudiante opciones 
laborales o de interés diferentes a las tradicionales; el énfasis en la memorización de códigos y leyes, el descuido en la 
formación del criterio jurídico, la insuficiente investigación por parte de estudiantes y profesores, un currículo centrado en 
una formación “técnica-procesal” descuidando una formación ética y humanista que oriente al profesional hacia el servicio 
a la comunidad, y un currículo desactualizado frente a las necesidades del país de hoy.”  
Se ha considerado que el currículo de las facultades de derecho se compone por un Centro (“la enseñanza de la doctrina, 
conjunto de las reglas aplicables a los casos particulares, lo que se considera verdadero derecho, lo que arroja resultados 
necesarios), y una Periferia (de menos relevancia, lo que no es derecho por que trascienden del estudio de las normas, el 
reino de la escogencia, del pluralismo, de la textura abierta, de la libertad por oposición a la necesidad). Esta distinción 
resulta inconveniente 
El saber o conocimiento de los abogados tiene prelación sobre la preparación en destrezas. Existe un descuido en las 
destrezas y cualidades 
“La ética, el análisis económico y las disciplinas sociales no tienen cabida en las escuelas de derechos dominadas por el 
positivismo legalista”.  
“… No se destina prácticamente tiempo al desarrollo de otras competencias específicas para el rol de abogado, como las 
habilidades sociales… la concentración en los aspectos teóricos, la insuficiencia de la formación que se brinda en 
cuestiones prácticas, son déficits importantes de la enseñanza… la enseñanza de las normas no se acompaña en la medida 
suficiente del análisis de casos, de la resolución simulada de problemas profesionales. Esta capacitación indispensable para 
la vida profesional debe ser obtenida fuera de la facultad…”. 
"La universidad fue concebida como la sede de una racionalidad que debía coincidir con la racionalidad del Estado”, de 
manera que "no es posible tener un enfoque puramente académico para estructurar y comprender los programas 
académicos de las escuelas de Derecho, sino que ellos son afectados directamente por los intereses estatales, y por ende se 
fundan en valores y principios de carácter político. El Estado, mediante la centralización política, logró desde los finales del 
siglo XVIII ‘docilizar’ a los juristas, imponiéndose como productor y definidor del derecho por encima de los demás 
órdenes, logrando así controlar ‘la circulación de los saberes jurídicos’, incidir ‘en los establecimientos educativos’, 
reformar ‘los estudios jurídicos para promover formas de discurso jurídico más disciplinadas y controlables por el poder 
estatal’, y marginar ‘las fuentes de derecho que propiciaban el arbitrio jurídico-judicial para disponer la primacía de las 
disposiciones reales y legislativas, lo cual explica los procesos de  conformación e institucionalización de los saberes 
jurídicos en la Nueva Granada, en los primeros años del proyecto republicano del siglo XIX.’. De esta manera, ‘en las 
facultades de Derecho, y en general en la educación jurídica, se han procesado, creado, reformado, y desarrollado algunos 
de los paradigmas más influyentes en las dinámicas de construcción individual y social. Las discusiones acerca de los 
modelos educativos, planes de estudio, textos y métodos de enseñanza, llevan implícita la idea de reforma social y tiene 
como propósito práctico la obtención de resultados en la economía o en la política nacionales…’ ‘Las cátedras de historia 
de las ideas políticas han contribuido a reforzar la estructura dogmática de la formación de los juristas debido no solo a su 
método dogmático de enseñanza, no exclusivo de ellas, sino también a sus contenidos y forma de enseñanza’”. 
 
Desde un concepto instrumental del derecho se señalaron algunas críticas a la manera en que se 
efectuaba el diseño curricular, pero al tiempo su fracaso en la puesta en marcha de sus objetivos 
permite señalar situaciones problemáticas adicionales en este sentido:  
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Críticas y dificultades relacionadas con el diseño curricular - Movimiento Derecho y 
Desarrollo 
Las críticas que formuló Las dificultades que presentó 
La manera en que se diseñaban los programas curriculares no 
favorecía una influencia efectiva de los abogados en la sociedad, 
por lo que se pretendía lograr mediante las reformas a la 
enseñanza del derecho "alcanzar cambios sociales mucho más 
ambiciosos, en cuanto creían que los abogados entrenados en las 
técnicas y el espíritu del derecho moderno constituirían una masa 
crítica dentro de la burocracia estatal y el sector privado”. Se 
buscó "lograr un “salto cualitativo en el rigor analítico y la 
pertinencia social de la educación en Colombia” 
Las reformas en los programas curriculares de las 
facultades no pueden limitarse a ser consagraciones 
normativas, deben fundamentarse en un adecuado 
concepto de derecho que tenga en cuenta actores y 
capitales.  
Las críticas que formuló Las dificultades que presentó 
El desarrollo curricular debería "vincular de una manera más 
estrecha a profesores y estudiantes de derecho con la 
'problemática real de la legislación colombiana, particularmente a 
través de la investigación empírica y las actividades estudiantiles, 
tales como la asistencia jurídica'”.  
Las reformas en los diseños curriculares no pueden 
limitarse al trasplante de modelos, sino que deben 
involucrar seriamente a las universidades y sus actores 
Las cátedras de los docentes debían ser pertinentes, por lo que se 
pretendía "lograr que a partir de un compromiso social de las 
cátedras de los docentes se analizaran las políticas públicas y se 
generaran 'alternativas de soluciones jurídicas a las apremiantes 
necesidades sociales', de la mano con los organismos estatales."  
No basta con trazar objetivos ambiciosos de impacto 
social, éstos deben acompañarse seriamente de una 
renovación en su importancia. Si bien se contribuyó a 
reforzar los programas de apoyo de estudiantes a la 
justicia gratuita para los pobres, "el diseño de esos 
programas fue en general prosaico y hubo cierto 
escepticismo a la contribución de esos programas para 
la formación jurídica". 
 
Situaciones problemáticas asociadas a la metodología de enseñanza y evaluación. 
Asociadas a la metodología de enseñanza y evaluación 
El método de enseñanza predominante, modelo de clase magistral, se crítica ampliamente por el predominio de una 
interacción entre profesor y alumno “que se caracteriza, entre otras cosas, por una odiosa asimetría” 
En general, la educación superior latinoamericana se caracteriza porque su enseñanza se efectúa mediante "la entrega 
sistemática de información’ 
En la enseñanza del derecho “aún prevalece la memoria, más que la comprensión y la práctica. El énfasis lo gana lo 
procesal, lo contencioso, antes que lo sustantivo y los sistemas no adversariales de resolución de conflictos. El estudio de 
derecho comparado aún es poco profundo y los sistemas de capacitación son poco participativos". La metodología enseña 
la legislación, pero no permite que el estudiante identifique y estimule sus habilidades para pensar como abogado y 
desarrolle su criterio jurídico. 
Existe una “escasa función pedagógica del docente-abogado", una "falta de interés de las instituciones universitarias en 
capacitar y actualizar la metodología y pedagogía de la enseñanza al docente y una recurrencia a utilizar la tecnología e 
informática en el proceso de enseñanza-aprendizaje”.  
La enseñanza del Derecho afronta una crisis relacionada con dificultades en la “metodología empleada por los docentes-
abogados, el sistema de evaluación y la investigación”, que se explica por una “ausencia de capacitación o de efectividad de 
la misma” y “una formación jurídica descontextualizada”.  
“El discurso pedagógico se centra en los componentes informativos. Los profesores privilegian los objetivos de carácter 
cognitivo. La transmisión de conocimientos es el eje central de las actividades docentes" 
Los mecanismos de evaluación de los aprendizajes se tienen “exclusivamente como mecanismo de medición de logros y no 
como herramienta que, además, favorezca la producción de nuevos aprendizajes”. 
Una de las características de la educación superior latinoamericana es que sus modelos de evaluación son "altamente 
ritual(es) y formalista(s)" 
 
Específicamente, se plantearon algunas de las propuestas desde el Movimiento Derecho y Desarrollo, 
a partir de una visión instrumental del derecho, pero enfrentaron algunos fracasos: 
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Propuestas y dificultades asociadas a la metodología de enseñanza y evaluación – Movimiento 
Derecho y Desarrollo. 
Propuestas (metodología de enseñanza) Dificultades presentadas 
Se propuso la trasmisión del método de 
enseñanza socrático, que debía reemplazar el 
método prevalente en América Latina. 
Conllevaba al trasplante del modelo 
educativo de las law school, con “una mayor 
participación e intercambio entre profesores 
y alumnos. 
Se hizo un excesivo énfasis en los asuntos de carácter metodológicos, sin 
tener en cuenta que las reformas fueron superficiales y encontraron fuertes 
resistencias en la cultural legal local.  
Propuestas (metodología de enseñanza) Dificultades presentadas 
“Concebían como recurso pedagógico 
fundamental el análisis de casos concretos. 
Esto iba en clara contraposición con el 
estudio sistemático de reglas abstractas 
contenidas en los códigos que ha dominado 
la enseñanza del derecho en la región.” 
Conllevaba al trasplante del test case. 
La reforma propuesta por el Movimiento Derecho y Desarrollo en 
Colombia se desarrolló más por docenes que se desplazaron a Estados 
Unidos y regresaron, que por los profesores estadounidenses que vinieron. 
La pronta desintegración de ARED no permitió mantener las expectativas 
sobre el desarrollo de un núcleo de abogados colombianos entrenados en 
la reforma. Por otro lado, los programas de intercambio fueron criticados 
por selectivos y faltos de coherencia, al carecer de objetivos claros, lo que 
conllevó a considerar que el programa de intercambios de ARED fue 
improductivo. 
Se efectuaron programas para mejorar los 
materiales de enseñanza y la metodología de 
clases 
Aunque se intentó desarrollar materiales de enseñanza, de manera que con 
la lectura previa de los estudiantes se realizaran clases activas y con el 
estudio de casos, los materiales representaron cambios más en la forma que 
en el contenido, en la medida en que no parece haber dado lugar a un 
cambio de los estados de los temas, ni producido un cambio significativo 
hacia la presentación de la ley como de textura abierta, de manera auto-
reflexiva, o en desarrollo, en lugar de un cuerpo fijo de la doctrina a 
memorizar. 
 
Situaciones problemáticas – Facultades. Decisiones adoptadas en las facultades mismas que 
resultaron insuficientes para la superación de problemáticas. 
Acciones de las facultades 
Es notable la “carencia de un modelo educativo que pueda ser fácilmente visualizado como reemplazante del actualmente 
imperante” 
Falta una visión concreta y práctica capaz de identificar una oportunidad entre la divergencia entre prácticas, e intereses e 
ideas, oportunidad que se fundamente más en la afirmación que en la negación, más en lo propositivo que en lo crítico. 
Excepto por la interdisciplinariedad, las palabras que caracterizan el cambio necesario en la enseñanza del derecho se 
refieren a lo negativo: no formalismo, no clase magistral, no manuales, no dogmática, etc., sin satisfacer los principales 
intereses que se envuelven: estudiantes, profesores, mercado de trabajo. 
Se extraña una comprensión global de la tarea en que convergiera en una dimensión académica una crítica sobre la didáctica, 
metodología, derecho, instituciones y mercado de trabajo en una sociedad en desarrollo, atendiendo la dimensión financiera 
en cuanto a su viabilidad.  
Las escuelas de derecho se han convertido en fábricas de ilusiones, a la que los estudiantes ingresan pensando en salir para 
desempeñarse como magistrados o para ocupar cargos en la magistratura, como jueces. Sin embargo, en el camino pocos 
lograr cumplir su propósito y pese a esto se sigue atrayendo a más estudiantes a los cursos. De esta manera, los docentes se 
constituyen en comerciantes de la ilusión, se comercia con la ilusión no solo de otros sino de los propios docentes, y en la 
convicción de su tarea la transformación sustantiva de las facultades se aleja más. 
“La ideología que subyace a la forma en que se concibe el objeto de estudio del derecho juega un papel central en el 
mantenimiento de este estado de cosas: Estudiar derecho es estudiar un sistema coherente y autofundado de normas cuyos 
fines se dan por supuestos o cuya consideración simplemente se ignora.” 
Existe una “resistencia al cambio… relacionada con una concepción de los estudiantes como recipientes a ser llenados, 
incapaces para negociar significados”   
“La organización interna de la facultad subraya las jerarquías en los diversos tipos de relaciones sociales que en su interior se 
construyen” entre profesores, entre estudiantes, en la relación de unos y otros.  
En los últimos treinta años el sistema jurídico ha sufrido profundas transformaciones en sus estructuras e instituciones, 
como consecuencia de grandes cambios sociales, económicos y políticos. Sin embargo, la enseñanza y la profesión jurídicas 
parecen ser los sectores en los que los cambios han sido menores, por lo menos en cuanto a su calidad, “por lo que venían a 
constituir una especie de ‘cuello de botella’ para la consolidación de un nuevo Estado de derecho”. 
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Acciones de las facultades 
Es característico de la educación superior latinoamericana la “inexistencia de una comunidad de académicos profesionales 
dedicados a tiempo completo a la investigación y a la enseñanza del derecho”, ocasionando con ello la existencia de pocos 
profesores de derecho ‘en relación al número de estudiantes’”.  
A diferencia del “modelo de educación universitaria originado en Europa continental”, cuyas universidades son 
“organizaciones “profesionales” para la producción científica, las universidades latinoamericanas serían organizaciones “no 
profesionales” con el mismo propósito”, esto es, mientras que en Latinoamérica se espera que los profesores “se dediquen a 
la docencia y se mantengan actualizados en su campo de enseñanza” en el contexto europeo “se espera además que 
adelanten investigación y que publiquen.” 
La calidad de la educación jurídica se afecta por la dedicación de los profesores, en su gran mayoría no son de tiempo 
completo “sino profesionistas que enseñan unas cuantas horas a la semana” y su importante dedicación a la actividad 
profesional favorece el mantenimiento de las prácticas profesionales tradicionales asociadas con métodos dirigidos a 
exposiciones teóricas antes que a la solución de problemas, con una visión del derecho aislado de las realidades sociales así 
como de otras disciplinas.  
Los cuestionamientos a la calidad de los programas podría explicarse por "debilidades relacionadas con la composición del 
profesorado ('carencia de un cuerpo profesional de tiempo completo que asista al estudiante en su proceso educativo y que, 
particularmente, apoye la dinámica de investigación que debe darse al interior de la universidad'), su perfil ('…los profesores 
se definen como litigantes… menos de la mitad no ha cursado estudios de especialización y acreditan poca experiencia 
profesional… la gran mayoría se vincula a la educación pasados apenas cuatro años de haber sido recibidos como 
abogados'), y las condiciones para su ingreso ('no es regla común la existencia de una carrera docente, con excepción de la 
universidad pública. A la cátedra no se llega necesariamente por méritos...y es muy limitada la oferta de programas de 
capacitación docente')". 
La calidad de los programas se afecta por la ausencia de actividad investigativa. “El entorno académico para la investigación 
jurídica es precario… Baste mencionar que los investigadores sólo lograron inventariar cuatro publicaciones regulares de 
facultades de derecho”. “La ausencia de una infraestructura académica que estimule las investigaciones, un método de 
trabajo que las impulse y un sistema de evaluaciones que las pondere, ha terminado por hacer de los estudios de derecho un 
sistema pasivo de aprendizaje, en donde ni los profesores ni los alumnos hacen análisis de campo, evalúan los fundamentos 
empíricos de las fuentes de derecho, ni las consecuencias de su aplicación, ni dan paso a técnicas experimentales de solución 
de controversias por medio de mecanismos no convencionales”.  
En América Latina se presente “una profesión académica débil atribuible a la falta de recursos destinados a la educación, la 
falta de una cultura favorable a la investigación y la falta de un sistema meritocrático de reclutamiento y seguimiento a la 
labor académica.”.  
La educación superior en América Latina, pese a algunos intentos por ampliar su cobertura, sigue siendo de élite, no por un 
sistema de selección meritocrática, sino porque ofrece educación solo a un pequeño porcentaje de la población que la 
requiere y, dentro de ella, solo a las clases más altas. 
 
Situaciones problemáticas asociadas a la globalización y al estado moderno. 
Asociadas a la globalización y al estado moderno 
Como consecuencia de la globalización se ha dado un “crecimiento gigantesco, tanto en el número de estudiantes y de 
profesores, como en la cantidad de escuelas de derecho”. Este crecimiento se califica de "explosivo" 
El crecimiento numérico ha ocasionado una creciente estratificación de las facultades de derecho. 
Ante el contexto actual, del mundo globalizado, se presenta una "redistribución” de funciones del abogado, "la demanda de 
abogados ha crecido recientemente y hay motivos para pensar que seguirá creciendo en los próximos años, al menos en los 
países donde la opción no sea una revolución antiglobalizadora”.  
La tendencia mundial de la globalización no se refleja, en general, en la formación del abogado 
Existen contradicciones en el papel que deben desempeñar los abogados en el marco de un estado moderno (“las formas 
típico ideales de la profesión”). El abogado se mueve en una inconsistencia de roles, “debe fidelidad al tiempo a dos 
intereses opuestos… al aparato de justicia… (y) al cliente" 
Existe un "estrecha relación entre 'la cultura organizativa de los establecimientos de enseñanza y las disposiciones de los 
saberes' y 'la formación de los juristas'. La normatividad “estructuró un sistema nacional centralizado, controlado desde el 
centro del poder y desde el centro geográfico del país”, y frente a ello la función de la universidad fue ser “centro de 
producción de los grandes proyectos de transformación social, y por ello el Estado asumió el control directo y la 
organización del aparato universitario”. “La universidad fue concebida como la sede de una racionalidad que debía coincidir 
con la racionalidad del Estado”. 
Para efectos de abordar la problemática de la educación jurídica no solo es necesario abordar los inconvenientes de tipo 
presupuestal, central o normativo, sino deliberar “cuál es el sentido de la Educación”, para qué se educa, “para potenciar 
nuestro capital humano, para transmitirles virtudes morales que lo hagan desenvolverse en la vida como mejores 
ciudadanos, para permitirles a los padres que les transfieran ventajas a sus hijos, o si acaso para transmitirles una cierta 
conciencia crítica que les permita reflexionar acerca de su propia situación”.  
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Asociadas a la globalización y al estado moderno 
Los estudios jurídicos, se encuentran en crisis, y ello se explica por una profundización en la estratificación dentro de la 
profesión jurídica que obedece a las características de transformación en la estructura social. Pero además, a ello se suma un 
proceso de desjerarquización de las universidades. La “expansión cuantitativa de la matrícula en las universidades públicas 
no se vio acompañada de un aumento proporcional de los recursos destinados a la educación”, y "un modelo económico de 
corte neoliberal que pretendió 'achicar' el Estado mediante la privatización de empresas públicas", conllevó a la creación de 
"nuevas instituciones de educación superior, públicas y privadas", que trabajaban en pro de la eficiencia. Se pretendía 
excelencia académica, pero “la crónica insuficiencia de los recursos presupuestarios asignados a las universidades conspiró 
sistemáticamente contra este objetivo". 
¿Por qué la reforma de la enseñanza y del ejercicio profesional del derecho está ausente de la agenda pública?” “Una 
respuesta posible podría encontrarse en el carácter autónomo de ambas. Más aún, debido a su posición menos visible, los 
abogados parecen haber logrado desviar la atención de su desempeño profesional”. “Finalmente, el carácter fragmentario y 
no sistemático de muchas de las reformas han puesto efectivamente a la educación y a la profesión jurídicas fuera de sus 
objetivos más inmediatos y urgentes, pero ello no significa que no deban estarlo”. 
 
Situaciones problemáticas asociadas al contexto particular. 
Asociadas al contexto particular 
“Las necesidades contextuales  históricas, y los rasgos de la tradición jurídica predominante afectan también el papel que 
durante el paso de los años han desempeñado los abogados... en nuestra historia latinoamericana la fuerza de la ley ha 
pretendido imponerse sobre las realidades contextuales, de manera que expedir Constituciones y Códigos ‘sirvió más al 
‘fetichismo’ de las palabras que a la real función del derecho”. 
Existe una alta diversidad en la profesión legal (múltiples funciones y culturas profesionales) 
El crecimiento del número de abogados, se explica no solo a partir de los cambios en el estado y organización social, sino 
que además “los cambios en las actitudes y opiniones de las personas” incide en ese crecimiento en la medida en que las 
personas ahora más que antes están “dispuestas a afirmar sus derechos individuales”. Los conocimientos, las cualidades y las 
destrezas de los abogados han variado a lo largo de los años. La uniformidad de los clientes y de los abogados que 
anteriormente existía hoy en día se ha replanteado. “El mundo cambió. La clientela se ha diversificado. Por una parte están 
las empresas. Lo más frecuente no es buscar al abogado para salir de un embrollo. Se trata más bien de evitar el embrollo”. 
“Ya no se espera un lenguaje florido sino de un saber, una cualidades y unas destrezas bastante más específicas.” 
“las profesiones jurídicas están en expansión en todo el mundo”, "la creciente legalización de la vida, en estos países, los 
procesos de reforma judicial han presionado igualmente hacia cambios cualitativos en la educación jurídica”. Estas 
transformaciones inciden en las facultades, espacios de privilegio en el campo jurídico de la tradición romanista, en la lucha 
de los agentes sociales por el derecho a nombrar el derecho.  
La masificación de los estudios jurídicos puede asociarse con una democratización de la profesión, y es probable que con el 
tiempo el origen social de los abogados sea mucho más variado, debido a las pocas limitantes para la admisión a programas 
de derecho y para el ejercicio de la profesión jurídica. Esta diversidad en la composición del cuerpo de abogados también se 
refiere al género de los abogados (femenino y masculino), a su tendencia creciente a agruparse en asociaciones que les 
permita competir más eficazmente en el mercado actual.  
Son comunes las tensiones entre los ideales y la práctica (los abogados se formaban para una profesión liberal pero buena 
parte se desempeñaban como funcionarios públicos, o se formaban como litigantes pero se ocupaban como intermediarios 
ante los organismos estatales.)  
Los abogados han diversificado su campo de trabajo. Se han dado transformaciones relacionadas con la manera en que los 
abogados han dejado la preferencia de desempeñarse en negocios privados propios para aumentar su labor en la esfera de lo 
público o trabajar como asalariados aún en lo privado 
La modernización de la educación jurídica no será la solución definitiva a todos los problemas del sistema jurídico, en la 
medida en que el cambio involucra no sólo a los actores de la formación jurídica, también involucra las diferentes 
instituciones y organizaciones. “Si bien las instituciones estructuran de manera muy significativa incentivos y desincentivos 
para la conducta de los operadores jurídicos, la ‘transición jurídica’… que implica también una transición en las 
mentalidades y actitudes, no se completará sin una nueva visión de la enseñanza del derecho”. 
"Transformar la vida cotidiana resulta más complejo de lo que parece, y muchas veces las iniciativas de reforma bien 
intencionadas resultan desnaturalizadas en su implementación. Es posible que algo de esto esté ocurriendo en el campo de 
la enseñanza práctica, donde es necesario moderar las esperanzas despertadas por los ambiciosos proyectos desarrollados 
por las facultades en sus memorias anuales. Estas dificultades se acentúan cuando los modelos implícitos de la reforma 
provienen de otras sociedades, tales como incorporar el método de casos a la enseñanza. Es importante tener presente que 
estos proyectos suponen un cambio en la cultura legal interna, en la que el paradigma positivista ha tenido un fuerte arraigo 
y, por ese mismo motivo, requerirán sostenidos esfuerzos. Se trata, pues, de proyectos a largo plazo, cuya efectividad deberá 
ser evaluada dentro de algunos años”. 
La relación entre cambio social y cambio en el sistema jurídico, está mediada por la cultura jurídica externa y por la cultura 
jurídica interna. “La cultura de los abogados, jueces y otros actores jurídicos condiciona la receptividad del sistema jurídico 
hacia los cambios sociales y modula la dirección y fuerza de las implicaciones del cambio social”.  
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Asociadas al contexto particular 
En Colombia, muchos abogados dedican gran parte de su tiempo a la práctica del derecho, al tiempo que tienen gran 
participación en el sector público en que ocupan importantes posiciones, por lo que en general no enfrentan problemas de 
desplazamiento de sector público y la práctica privada, son retribuidos y tienen campo de acción tanto en el sector público 
como en el privado. Este lucrativo monopolio en la práctica de derecho fue asegurado por el profesional del derecho desde 
el mismo texto constitucional, de manera que los intereses inmediatos de los abogados de Colombia se sirven de los 
patrones existentes de la práctica privada y el empleo del sector público dentro del sistema democrático de Colombia, por lo 
que no era agresiva la amenaza de su desplazamiento por otras profesiones siendo innecesario asumir un nuevo rol a partir 
de la ingeniería social o el instrumentalismo legal.  
“El nivel de prestigio del abogado ha descendido notoriamente, parece haber quedado atrás la época de oro de la profesión; 
la de los pretores, los filósofos del derecho, los humanistas, los gobernantes e inclusive los hacendistas públicos que por 
décadas orientaron la economía de la nación. No es el tiempo de los grandes tratadistas que sistematizaron para nosotros las 
distintas disciplinas jurídicas o nos introdujeron en la doctrina de pensamiento mundial o que generaron las grandes 
transformaciones políticas y sociales" 
Existen “vacíos en la formación del abogado”, en relación con la ética profesional. "Nadie puede negar que el abogado en 
Colombia enfrenta graves señalamientos por problemas de moral, cuando precisamente él debería ser punto de mira 
obligado en la sociedad para referenciar lo justo, lo equitativo, lo ético”.  
La enseñanza del derecho debe acompañarse de una comprensión contextual. "Interacción mundial, de revolución de 
comunicación, de globalización y nuevas tecnologías, lo cual efectivamente demanda de la educación superior características 
específicas que impliquen una formación integral de los profesionales, que además tiene un marco constitucional 
específico”.  
La problemática, también, puede ser planteada respecto de la función estatal y, específicamente, de su potestad normativa.  
Se ha contemplado el desarrollo de la enseñanza del derecho en el marco de autonomía universitaria, que inicialmente fue 
identificada con el “desgobierno de la educación superior… con la ausencia del Estado en el proceso de formación 
profesional a varios niveles: la autorización de nuevos programas, la vigilancia de los mismos, el establecimiento de los 
currículos y los exámenes de estado para el ejercicio de las profesiones, todo lo cual se ha traducido rápidamente en un 
marcado deterioro de la calidad de la oferta de educación legal en el país”.  
La consagración de la garantía constitucional de la autonomía universitaria, incidió de manera importante en la proliferación 
de los programas ofertados, pues bajo su amparo “nuevas Facultades y programas de Derecho”, fueron creados. Se dio un 
“significativo aumento del número de programas tanto de pregrado como de postgrado, como consecuencia de la 
proliferación de extensiones territoriales y, además, del peso que han adquirido los programas nocturnos”, a lo que se suma 
la oferta educativa privada ya no limitada a las principales capitales del país.  
A partir del año 1991, con la consagración constitucional de la autonomía, la formación jurídica toma distancia de la 
orientación en la que se fundamentó la Universidad de Bolonia del siglo XII, que buscaba una “educación homogénea”, 
para dar paso a la diferenciación entre programas académicos. "La autonomía universitaria en lugar de ser un instrumento 
de las universidades para garantizar la calidad de sus programas, se ha convertido en ocasiones como 'una patente de corso' 
con la que se han marcado 'diferencias en los procesos formativos', y aún peor, en lo que respecta a la calidad de los 
programas ha servido para que se presenten 'desigualdades (muy) significativas', y 'enormes deficiencias en la educación 
jurídica impartida en el país'".  
Existe una problemática de la falta cobertura y el acceso, que limita “las aspiraciones democráticas de una sociedad” 
Desde el punto de vista de su cobertura, “el impacto de la educación superior en nuestro continente sobre la población 
general es poco… la educación superior en América Latina, a pesar de algunos intentos por ampliar su cobertura, está 
destinada a la formación de las élites, no porque se base en un sistema de formación meritocrática, sino porque ofrece 
educación solo a un pequeño porcentaje de la población que la requiere, y dentro de ella solo a las clases más altas”.  
La educación jurídica se caracteriza por una “excesiva cantidad de facultades de derecho; el predomino de criterios de lucro 
en el desarrollo de la actividad educativa…; el imperio de un modelo neoliberal fundado en la ley de la oferta y la demanda 
de cupos educativos, pero ineficaz dada la insuficiencia de plazas en las buenas instituciones y las limitaciones que implica el 
costo de sus matrículas, lo que converge en una oferta reducida de calidad combinada con una demanda extensa sin 
capacidad de compra’, sin que frente a ello se hayan optado por soluciones como “mayor desarrollo de la universidad 
pública, con la inversión necesaria para ofrecer programas de calidad y a costo razonable”, sino optando por la satisfacción 
del modelo neoliberal que permitirá mayor cobertura en desmejora de la calidad de la educación”.  
 
La universidad privada juega un papel más importante en la educación superior en América Latina que en Europa… (como) 
consecuencia de la falta de cobertura del sector público en la mayoría de países y a importantes diferencias de calidad entre 
la educación pública y la privada en muchos casos. Al interior de América Latina además, existen importantes diferencias en 
cuanto a los recursos de que disponen las universidades públicas y privadas incluso al interior de un mismo país. Y, dentro 
de las universidades privadas, entre las financiadas por la iglesia y aquellas que son auto-financiadas, las cuales, salvo las 
contadas y notorias excepciones que corresponden a unas cuantas universidades de élite, como consecuencia de la necesidad 
de generar recursos tienden a no realizar investigación sino a concentrarse en la preparación de profesionales en carreras de 
bajo costo y alta demanda, a no contratar profesores de tiempo completo, y a invertir únicamente en la construcción de 
edificios”  
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Asociadas al contexto particular 
El desprestigio profesional es expresión concreta del divorcio entre el rol que a juicio de la sociedad debe cumplir el 
abogado y la tarea que efectivamente cumple, existe un vacío entre lo que lo que ofrece el abogado y necesita la sociedad 
Existe un desprestigio profesional por la propia crisis de la administración de justicia, como máxima expresión del ejercicio 
del derecho… el abogado ha terminado siendo afectado por el juicio que la sociedad formula a la judicatura por las fallas de 
la justicia” 
El desprestigio profesional se asocia a los "problemas de ética profesional, descontextualización económica y social de su 
ejercicio, falencias en la formación básica y, en algún grado, ausencia de compromiso y sensibilidad social”.  
Existe una problemática de la calidad que se explica en la medida en que “de la mano de la expansión de la educación 
superior, se dio también un proceso exagerado de estratificación de las instituciones educativas caracterizada por una 
diferencia de calidad muy grande entre la educación que reciben los que tienen acceso a las universidades “modernas” 
(privadas y públicas) y la de los que deben acceder a universidades de segundo o tercer orden (por falta de cupo para 
acceder a la universidad pública o de recursos para acceder a las privadas de calidad)”. "En América Latina la educación 
superior participa “…en un sistema estratificado que lejos de otorgar herramientas para la reducción de la brecha entre 
clases sociales, replica la estratificación y fomenta el aumento de la brecha por vía de ofrecer educación de mejor calidad a 
los más privilegiados, potenciando así su capacidad de incrementar sus privilegios mientras que ofrece educación de mala 
calidad a los menos privilegiados frustrando así sus expectativas de superación y movilidad social”. 
La enseñanza del derecho se caracteriza por su disparidad, “existen algunos elementos que ‘implican discordancias en la 
cohesión formativa de los operadores del derecho colombianos y que redundan en la pérdida de unidad por parte de los 
integrantes de la profesión jurídica’”.  
Si bien en la actualidad “los procesos de educación jurídica… tienen una base general común en virtud de la uniformidad de 
los programas académicos en lo que a las materias fundamentales del derecho atañe o respecto de la duración de los 
programas”, “… en seguida solo es posible encontrar desigualdades”, “lo cual se explica pues en virtud de la autonomía 
universitaria los planes académicos se diseñan con ‘componentes diferenciados’, pueden diferir en sus ‘énfasis temáticos y 
preferencias ocupacionales’, en los diferentes niveles de calidad y estilos de las instituciones de educación, ‘inclinaciones 
ideológicas y políticas’, perfiles, orientaciones y aún, posiblemente, ‘obedecen a escuelas de pensamiento jurídico 
discrepantes’”.   
La profesión de abogado es cada vez más estratificada, "hay abogados de negocios con clientes que generan un flujo grande 
de asuntos y que tienen enormes ingresos y prestigio social. Hay abogados con enorme prestigio social, político o académico 
(aunque sin ingresos comparables al primer grupo). Hay quienes están en una carrera judicial o en la burocracia del sistema 
jurídico. Hay abogados que ocupan cargos en una burocracia sin que pueda decirse que ejercen profesionalmente el derecho 
(aunque los conocimientos jurídicos le sean útiles). Y hay abogados que tiene que arreglárselas para sobrevivir. Todo hace 
pensar que vamos en la dirección de incrementar las diferencias."  
La calidad en la formación jurídica se afecta por la desigual formación secundaria de sus aspirantes, por los débiles requisitos 
de admisión que se exigen, por el desinterés en la actividad investigativa que conlleva a que la actividad docentes se centre 
en la reproducción de la información y no en la creación del conocimiento, por la “falta de recursos y de una conveniente 
selección y formación de los profesores”, y también por las diferencias relacionadas con factores sociales y regionales, 
siendo que “la educación universitaria ha sido en Colombia, con muy poca equidad social, un medio de selección de las 
élites de poder.” A estos factores incidentes en la calidad de los programas ofertados, se suma la dificultad que se presenta 
para que facultades de derecho y sus programas se actualicen periódicamente, de la mano con los cambios contextuales de la 
institución y el país.  
 
Situaciones problemáticas – concepto de derecho. 
Sobre el concepto del derecho 
La educación jurídica se ha afectado por una inconsistencia de roles generada en una dogmática que presenta “el modelo 
de un abogado que considera al derecho como un sistema completo, claro y coherente, y uno en que el abogado busca la 
‘optimización del sistema normativo, cubriendo sus deficiencias’”.  
Las falencias de la enseñanza del derecho enfrenta la necesidad de "vincular la dogmática con la práctica, alejándose de lo 
que tradicionalmente ha sido, de manera que los abogados sean formados en una dogmática que vaya más allá de las 
normas positivas o formales, y le permitan asumir alternativas de solución a los conflictos que son generados". La 
enseñanza del derecho se afecta por "la lógica interna del sistema jurídico (problemas propios)", y "por el contexto 
determinado, siendo necesario tener en cuenta la función práctica de la dogmática”.  
Es necesario cuestionarse el papel de los abogados, "si es solo el ser custodios de un estudio académico preciso y 
'científico', o el de ser articuladores de la sociedad".  
Es necesario avanzar en una "concepción del abogado como ingeniero social que sería capaz de usar su conocimiento del 
derecho de forma creativa para resolver una multitud de problemas sociales apremiantes", dejando "con la visión 
continental de los abogados como guardianes imparciales del orden jurídico” 
La formación en Derecho como ciencia no proporciona herramientas para la comprensión integral de fenómenos sociales, 
ni promueve el trabajo de los abogados con profesionales de otras disciplinas para aportar soluciones a problemas tales 
como la pobreza, la marginalidad y los fenómenos de violencia que resienten la convivencia.  
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Sobre el concepto del derecho 
El derecho presentado como “ciencia del derecho”, implica “aprender a derivar aplicaciones a casos particulares a partir de 
normas y principios generales”. La mala presentación del derecho como la “ciencia del derecho” podría explicar que su 
enseñanza consista en el estudio extenso y exhaustivo de las reglas vigentes en cada una de las áreas, en la medida en que la 
ciencia es reducida a la lógica deductiva, que no se ocupa de los procesos de creación, verificación y falsación de hipótesis 
y de argumentación, y el derecho es reducido a la derivación deductiva de reglas particulares a partir de principios 
generales, “ignorando los procesos políticos, económicos, sociológicos, argumentativos y de otro orden que intervienen en 
la creación, interpretación y aplicación de las normas jurídicas”.  
Según el “modelo de liberalismo jurídico” la "sociedad está compuesta por individuos que aceptan el poder estatal porque 
consideran que éste protege sus intereses", por ende "el derecho es a la vez un medio de control del individuo por parte 
del Estado y un mecanismo de control del Estado por parte de los individuos, las normas jurídicas son diseñadas con el fin 
de alcanzar objetivos comunes y son elaboradas mediante un proceso pluralista en el que están representados los intereses 
individuales de los miembros de la comunidad, las normas jurídicas son aplicadas por igual a todos los individuos, los 
jueces son los principales actores del sistema jurídico y aplican imparcialmente las normas. Finalmente, se supone que, en 
general, las personas obedecen las normas jurídicas vigentes.” 
En la cultura legal colombiana "el rol del abogado en el sector público se definía a partir de términos formales y 
doctrinales tradicionales: como guardián del orden legal, en tránsito a la más lucrativa práctica privada del derecho...de esta 
manera el deseado Desarrollo se lograba a través del marco legal y de los procedimientos para delimitar el poder 
gubernamental, pero pensando a través de esta experiencia llegar a la práctica privada que era mejor remunerada. La 
tensión entre la función de controlar el poder y la de ser administradores de un proceso de implementación de políticas 
públicas, llevó a que su tarea fuera más de corte formalista. La necesidad de desenvolverse en los dos campos hacía que los 
abogados insertos en el gobierno tendieran a enfatizar el papel antiguo y los modos de razonamiento formal, consistente 
con su identificación a largo plazo con los papeles legales en el sector privado."  
La crisis de la enseñanza del derecho se expresa en una formación de abogados que asumen una racionalidad propia del 
paradigma Positivismo Técnico Jurídico, es decir, acogen las ideas basadas en un tipo de legitimidad procesal o racional 
legal, incidiendo en la validez y eficacia del sistema.  
“La crisis del derecho moderno está inextricablemente ligada a la insuficiencia del modelo de racionalidad empleado por el 
derecho, un modelo que corresponde a necesidades funcionales de una sociedad distinta de ésta en la que vive el hombre 
contemporáneo y que exige mecanismos nuevos, mecanismos reflexivos de resolución de conflictos…no hay nada de 
universalmente válido en los presupuestos que utilizamos la mayoría de los juristas ni en los principios que rigen el sistema 
de solución de conflictos al interior del derecho: la forma de racionalidad que adopta nuestro derecho es solo una 
contingencia que impide hoy en día, en virtud de su propia forma, centralizadora y universalizante, la posibilidad de dar 
respuestas a los conflictos que presentan hoy en día las sociedades occidentales”. Es necesaria una comprensión sistémica 
del derecho y de su enseñanza. 
La crisis del concepto occidental del derecho tiene impacto en su enseñanza. La noción estrecha del derecho debe ser 
sustituida por una Teoría Social del Derecho, que supere tanto el idealismo como el materialismo, que adopte una 
historiografía apropiada para la historia jurídica, que se preocupe por el grado en que la tradición jurídica de occidente ha 
dependido de la fe en un cuerpo de leyes que a su vez depende de la vitalidad de los sistemas jurídicos autónomos dentro 
de la nación y de comunidades, estudie el destino del derecho en periodos de cambios revolucionarios para examinar los 
fundamentos de un orden jurídico, y que incluya los sistemas jurídicos no occidentales.  
Se requiere que el derecho sea un instrumento para el desarrollo, en la actualidad económico, antes que un obstáculo.  
Es necesario superar la investigación del derecho predominantemente doctrinaria y no empírica, cualitativa y asociada al 
derecho como “conjunto de reglas”, para hacer mediciones, investigación cuantitativa que permita analizar el cambio 
social.  
Al tiempo, un concepto instrumental del derecho que esté desprovisto de un significado claro y que atienda las 
necesidades y el contexto específico en que se pretenda desarrollar sería problemático según la experiencia de SLADE.  
Según la experiencia de ARED es necesario tener en cuenta una noción de derecho que introduzca los actores del campo 
jurídico que defienden su capital.  
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